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Hoy los nuevos mercados hacen 

que desde Aranzadi Thomson nos 

adaptemos a una nueva forma de 

acceso a la información en el que la 

presencia de las nuevas tecnologías 

y de Internet son la base del futuro. 

En esta nueva etapa queremos 
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Renovamos nuestra filosofía 
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Editorial 

Para manejarnos entre el maremágnum normativo que 
supone la aprobación a finales de todos los años de la 
conocida como Ley de Acompañamiento, incorporamos en 

este número tres artículos de notable interés. El primero de 
ellos, firmado por el Doctor Juan Ramón Medina, Profesor de 
Derecho Financiero y Tributario de la Universidad Internacional 
de Cataluña, resume y expone las novedades tributarias que nos 
depara el año 2002. El segundo, firmado por Pedro Galindo, 
Abogado del Estado, nos hace sencillo el nuevo régimen apli­
cable a notarios y registradores, que introduce modificaciones 
importantes en el régimen de recursos ante la DGRN, y trae nove­
dades tales como el juicio de suficiencia de la representación por 
parte el notario y la figura del registrador sustituto en caso de cali­
ficación negativa. En último lugar, aunque no menos importante, 
José Juan Pintó profundizará en las cuestiones esenciales de 
esta reforma. 

También este fin de año nos ha traído modificaciones en la ley 
procesal civil y en el Código Penal, para ajustar los tipos penales 
y las cuantías de los procedimientos civiles a la entrada en vigor del 
euro. 

Dedicamos nuestra portada al nuevo régimen marcario español que 
entrará en vigor, con algunas excepciones, el próximo 31 de julio. 

En el Espacio LEC se recoge el proyecto de modificación de la Ley 
para adaptar a Derecho interno diferentes directivas comunita­
rias en materia de protección de los intereses de consumidores y 
usuarios así como un modelo de demanda solicitando pensión 
compensatoria en una unión de hecho. 

Junto con otros artículos y nuestro habitual contrato mercantil, 
en este número dedicado al contrato de renting, contamos con 
nuevas secciones, que esperamos sean del interés de los lecto­
res. La primera de ellas, Economía para Juristas, pretende expli­
car, en términos sencillos, los aspectos económicos, matemá­
ticos o contables de uso necesario para los abogados. La 
segunda, se trata de nuestra sección de Agenda y Gestiones en 
la que se incluirá mensualmente una gestión administrativa 
junto a una agenda de direcciones, teléfonos y páginas web de 
interés para el abogado. 

Notará el lector que en este número no se incluyen algunos de los 
artículos anunciados en el número anterior. La razón no es otra 
que la necesidad de dar cumplida noticia de la actualidad de la que 
Economist & Jurist siempre ha sido devota. Los artículos anun­
ciados sólo se aplazan y se podrán encontrar en los próximos 
números de la revista. 

Paloma Llaneza 
Directora 

economist@difusionjuridica.com 

-
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La nueva 
Ley de Marcas 
El pasado 7 de diciembre de 2001 se aprobó la 
Ley 17/2001, que remplaza la Ley 32/1988, de 
Marcas y reforma en gran medida nuestro 
sistema marcario. Adelantamos algunas de las 
novedades que nos trae el nuevo texto. 

fiscal 
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Seguridad Jurídica Preventiva: 
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hipotecario 
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Atención 
Ley de Acompañamiento de 31 de diciembre 2001 

Se introducen reformas afectantes al Derecho Hipotecario, que tienen una decisiva importancia 
por su novedad y que exige que los letrados lo conozcan cuanto ántes. 

Artículos sobre dichas novedades págs. 45 y 49 

información al día 
Civil 

Ley de Propiedad Horizontal: 
procedimiento para la reclamación 
de gastos comunes en 
multipropiedad Em 

Nuevos criterios procesales 
de la Audiencia Provincial 
de Madrid Em 

Jurisprudencia 

Responsabilidad médica 

Rehabilitación de un préstamo 
hipotecario tras su vencimiento 
anticipado por impago 
de cuotas mq 

Constitucional 

Regulación del derecho 
de petición 

Civil 

Ley de Propiedad Horizontal: 
procedimiento para la 
reclamación de gastos 
comunes en multipropiedad 
La junta de jueces de primera ins­
tancia de Palma de Mallorca se ha 
pronunciado sobre el tipo de proce­
dimiento aplicable para la reclama­
ción de gastos comunes por parte 
de una Comunidad de propietarios 
en régimen de propiedad horizontal, 
pero organizada en régimen de 
aprovechamiento por turno. 

La cuestión fue resuelta en el sentido 
de que" debe instarse el procedimien­
to declarativo que corresponda a la 

Laboral 

Novedades en materias 
de pensión de jubilación 

Salario mínimo 
interprofesional 
para 2002 

Jurisprudencia 

El TSJ de Madrid 
reitera el carácter salarial 
de las "stock options" 

Mercantil 

Legislación 

Competencia: desarrollo 
de las normas de control 
de concentraciones 

cuantía, ya que es criterio de la junta 
de jueces que en los casos de multi­
propiedad no se cumplen en general 
los requisitos del articulo 21 de la Ley 
de Procedimiento Horizontal, no sien­
do tampoco aplicable los procedimien­
tos monitorios por la vía del art. 812 de 
la L.E.C -.por faltar la competencia 
territorial al no tener deudores su 
domicilio en este partido judicial" 

Nuevos criterios procesales de 
la Audiencia Provincial 
de Madrid 
Recogemos los aspectos más relevan­
tes del Acuerdo de 4 de diciembre de 
2001 de las secciones 22 y 24, de 
familia, de la Audiencia Provincial de 
Madrid. 

Presentado el borrador 
de Anteproyecto de Ley 
de Firma Electrónica Elll 

Jurisprudencia 

Los dibujos están protegidos 
por la Ley de Propiedad 
Intelectual aunque no consten 
inscritos Elll 

Comisión mercantil 

Reparto de reservas entre 
socios que se separan 

Las casas de subastas obligadas 
a pagar a los autores de 
las obras subastadas Elll 

Anulación de una marca 
por ser semejante 
fonéticamente a otras 

Criterios de admisión del recurso de casa­
ción por interés casacional (artículo 
477.3 NLEC): a propósito de la prepa­
ración del recurso, han de tenerse en 
cuenta criterios amplios si bien deberán 
aportarse, al menos, dos resoluciones 
dictadas por el Tribunal Supremo que 
guarden relación con las cuestiones 
debatidas en el recurso y los pronun­
ciamientos contenidos en la sentencia 
recurrida, y cuando se trate de jurispru­
dencia contradictoria entre las distintas 
audiencias provinciales, igualmente se 
aportarán, al menos, dos sentencias de 
cada una de las audiencias provinciales 
que guarden, en su motivación y pro­
nunciamientos, relación con las cues­
tiones y pronunciamientos contenidos 
en la sentencia recurrida. 

Impugnación por indebidas de la tasación 
de costas: Conforme al artículo 246.4 de 
la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, se 
hace necesaria la celebración de la 
vista, y la tramitación del incidente con 
arreglo a lo dispuesto para el juicio ver­
bal. Con relación a la interpretación del 
artículo 246.2.3 NLEC, con referencia a 
si en todos los casos en los que la 
impugnación de la tasación de costas 
por excesiva sea desestimada debe 
imponerse las costas del incidente al 
impugnante, de conformidad el artículo 
394 NLEC resulta perfectamente posi­
ble la no imposición de dichas costas, 
salvo las excepciones que en cada caso 
deban tenerse en cuenta, en razón de 
los concretos planteamientos y peticio­
nes formuladas por el impugnante. 

Remisión de autos al Tribunal competente 
en caso de apelación (artículos 463455 y 
ss. NLEC): para evitar la indefensión de 
los interesados, se estima conveniente 
propiciar la comunicación de cuantas 
actuaciones se desarrollen en el 
Tribunal Superior, a través de la figura 
del Procurador,' o bien directamente a 
través del propio interesado o del 
Letrado, efectuando los oportunos 
requerimientos sobre designación de 
Procurador y l-etrado. 

Documentos presentados con el escrito 
de oposición al recurso de apelación: 
aunque el artículo 461 no exige expre­
samente el traslado al apelante de 
documentos, y para evitar indefensión, 
parece aconsejable dar traslado a dicho 
apelante para que se pronuncie y valo­
re, ya en la instancia ya en la alzada, 
dichos documentos. 

Interposición del recurso de apelación: 
No obstante lo dispuesto en el artículo 
457.2 NLEC, sobre la preparación del 
recurso, es aceptable formalizar e 
interponer el recurso al amparo de 
otros motivos, distintos o al margen de 
los señalados en el escrito de prepara­
ción, si el apelado o el impugnante, al 
formalizar el escrito de oposición, no 
se opone y contesta a todos y cada 
uno de los motivos del recurso expre­
sados en el escrito de interposición. 

Diligencias finales en el juicio verbal: No 
habiendo previsto la nueva Ley la posi­
bilidad de acordar diligencias finales en 
dicho proceso, tal omisión debe suplir-

Información al día 

se aplicando el artículo 752, párrafo 
segundo de la Ley, de manera que la 
Sala podrá acordar las diligencias y 
pruebas que estime necesarias, sin 
perjuicio de que la práctica de las mis­
mas se desarrolle en la vista, conforme 
al artículo 464 de la Ley. 

Procesos de incapacitación: Conforme 
al artículo 759.3 de la Ley, se hace 
necesario en la segunda instancia la 
práctica de las pruebas preceptivas a 
que se refieren los apartados anterio­
res de este precepto (audiencia de 
parientes, examen del presunto inca­
paz y dictámenes periciales), si bien 
se estima posible, y conveniente, que 
el Magistrado-Ponente efectúe con 
carácter previo a la vista, y en la 
audiencia reservada, el examen del 
presunto incapaz y la audiencia de los 
parientes, y dado que tales actuacio­
nes se encuadran en el concepto pro­
cesal de "diligencias", a diferencia de 
otras pruebas, entre las que se inclu­
ye el trámite en que la ratificación de 
las pruebas periciales practicadas al 
efecto, lo que debe tener lugar en el 
acto de la vista. Se deberá estudiar la 
inmediata posibilidad de acudir al sis­
tema de vídeo-conferencias para el 
supuesto en los que los parientes y/o 
el presunto incapaz tengan su resi­
dencia fuera de Madrid. En todo caso, 
no se hace necesario la práctica de 
tales pruebas en los supuestos en los 
que la segunda instancia no se discu­
ta la incapacidad, pesando el recurso 
sobre otras cuestiones (nombramien­
to de tutor, representantes, medidas 
cautelares personales o patrimonia­
les, etc.) 

Recurso de apelación contra resolución 
que resuelva la modificación de las 
medidas definitivas: No obstante la 
remisión que el artículo 775 de la Ley 
efectúa respecto del trámite a seguir 
en tales procesos (artículo 771, trámi­
te de medidas provisionales), a pesar 
de lo dispuesto en el artículo 771.4 
(imposibilidad de plantear recurso 
alguno contra el auto que resuelva 
sobre tales medidas), habrá de tener­
se en cuenta lo dispuesto en el artícu­
lo 455 de la Ley, y ya que son recurri­
bles en apelación los autos definitivos, 
entre los que se encuentra, evidente­
mente, el que resuelve la modificación 
de medidas. 

Jurisprudencia 

Responsabilidad médica 
El TS (sentencia de 11 de diciembre de 
2001) se pronuncia sobre una deman­
da contra un cirujano maxilofacial. Las 
intervenciones que le fueron practica­
das al demandante no tuvieron resulta­
dos satisfactorios al producirse una 
infección en los injertos, teniendo el 
demandante que seguir tratamiento 
posterior que le dejó secuelas. El 
Supremo entiende que existe respon­
sabilidad del médico por incumplimien­
to del resultado al que estaba obligado. 

Rehabilitación de un préstamo 
hipotecario tras su 
vencimiento anticipado por 
impago de cuotas 
Establece la resolución que el montan­
te que debe consignarse para finalizar 
la ejecución de la hipoteca constituida 
sobre la vivienda familiar es el exacto 
que por principal e intereses estuviera 
vencido a la fecha de presentación de 
la demanda, incrementada con los ven­
cimientos del préstamo garantizado 
que se vayan produciendo durante el 
curso del procedimiento hasta la fecha 
de dicha consignación, sin que pueda 
la cantidad extenderse en modo alguno 
a los intereses de demora correspon­
dientes al importe del principal vencido 
anticipadamente a consecuencia del 
impago, como pretende la entidad ban­
caria. Juzgado de Primera Instancia 
número 1 O de Palma de Mallorca. Auto 
de 19 de septiembre de 2001 . 

Constitucional 

Regulación del derecho 
de petición 
Mediante Ley Orgánica 4/2001 , de 12 
de noviembre (BOE nº 272, de 13 de 
noviembre de 2001 ), se ha regulado el 
derecho de petición que se encuentra 
reconocido como derecho fundamental 
en el artículo 29 de la Constitución 
española. En dicha normativa se reco­
noce este derecho a cualquier persona 
natural o jurídica prescindiendo de su 
nacionalidad, como cauce de expresión 
en defensa de sus intereses legítimos y 
como participación ciudadana en las 
tareas públicas, pudiendo ejercerse tanto 
individual como colectivamente. Tan sólo 
se establece la limitación que para los 
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miembros de las Fuerzas o institutos 
armados, o de los Cuerpos sometidos 

a disciplina militar, se deriva directa­

mente de la Constitución y determina 

que aquellos sólo pueden ejercer su 

derecho individualmente y con arreglo 

a lo establecido en su legislación espe­

cífica. La regulación del ejercicio de 

este derecho debe caracterizarse por 

su sencillez y antiformalismo, permitién ­

dose la utilización de cualquier medio 
escrito o electrónico siempre que quede 

acreditada la declaración de voluntad 

al respecto. 

Puerto, ex fiscal-jefe ante el Tribunal 
Constitucional, sobre regulación especí­
fica del derecho de petición. 

Laboral 

Novedades en materias 
de pensión de jubilación 
Entre todas las novedades que nos ha 

traído el fin de año, cabe destacar el 

Real Decreto-Ley 16/2001 , de 27 de 

diciembre, que, entre otras medidas, 

extiende la jubilación anticipada a tra­

bajadores que no hubieran cotizado 

antes del 1 de enero de 1967 y que 

cumplan determinados requisitos; 

establece la "jubi lación flexible" que 

permitirá compatibilizar la pensión 

con el trabajo a tiempo parcial; obliga 

a las empresas a cotizar por los tra­

bajadores mayores de 55 años inclui ­

dos en un expediente de regulación 

de empleo siempre que no estén 

incursas en un procedimiento concur­

sa!; y establece la exoneración de 

cuotas de la Seguridad Social de los 

trabajadores mayores de 65 años en 

determinadas condiciones. 

En el próximo número de la revista conta­
remos con un artículo de Miguel Montoro 

En el próximo número, contaremos con 
un artículo de Joaquim Abril sobre el 
nuevo sistema gradual y flexible de 
jubilación. 

NOTA IMPORTANTE 
Ley de Acompañamiento de la de Presupuestos Generales del Estado para 2002 
Esta norma, como todos los años, trae numerosas modificaciones de toda índole. Las novedades en materia tributaria son comentadas por Juan 

Ramón Medina en la página 37 Las novedades en materia de seguridad jurídica preventiva, que introduce modificaciones en las funciones notarial y 
registra!, son estudiadas en profundidad en el artículo de Pedro Galindo de la página 45, y en el de J.Juan Pintó Ruiz, página 49. 

Para facilitar la búsqueda de las normas modificadas, acompañamos un sumario de las modificaciones introducidas por la Ley 24/2001, de 27 de 

diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, que puedan ser de interés. 

Relaciones laborales 
Artículo 33. Jornada de trabajo y des­
cansos en los buques del registro 
especial. 
Disposición adicional cuarta. Pro­
grama de Fomento del Empleo. 
Disposición adicional quinta. Fomento 
del empleo de discapacitados. 
Disposición adicional sexta. Grado 
mínimo de minusvalía en relación con 
las medidas de fomento del empleo y 
las modalidades de contratación. 
Disposición adicional decimoséptima. 
Modificaciones a la Ley de Integración 
Social de Minusválidos. 

Seguridad social 
Artículo 34. Modificación del Texto 
Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social aprobado por Real 

Decreto Legislativo 1 /1994, de 20 de 
junio. 
Artículo 35. Modificación del texto 
refundido de la Ley sobre Infracciones 
y Sanciones en el Orden Social apro­
bado por el Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto. 
Artículo 36. Adopción de medidas cau­
telares en el mantenimiento del dere­
cho al percibo de prestaciones. 

Artículo 37. Supresión del Libro de 
Matrícula del Personal. 
Artículo 38. Renta activa de inserción. 
Artículo 39. Modificación del texto 
refundido de la Ley de la Seguridad 
Social de las Fuerzas Armadas, apro­
bado por Real Decreto Legislativo 
1 /2000, de 9 de junio. 
Artículo 40. Régimen de Seguridad 
Social del personal docente universi­
tario con plaza vinculada. 
Artículo 41 . Actualización del Régimen 
de Seguridad Social de los Notarios. 

Laboral 
Artículo 42 . Modificación del texto 
refundido de la Ley de Procedimiento 
Laboral aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/1995, de 7 de abril. 

Ayudas a los afectados por 
delitos de terrorismo 
Artículo 43. Modificación de la Ley 
13/1996, de 30 de diciembre, de 
Medidas fiscales, administrativas y 
del orden social. Régimen de indem­
nizaciones a las víctimas del terro­
rismo. 
Artículo 44. Modificación de la Ley 
14/2000 de 29 de diciembre, de 

Medidas fiscales, administrativas y del 
orden social. 

Contratación administrativa 
Artículo 61. Modificación del texto 
refundido de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas, apro­
bado por Real Decreto Legislativo 
212000, de 16 de junio. 
Artículo 62. Modificación de la Ley 
26/1999, de 9 de julio, de medidas de 
apoyo a la movilidad geográfica de los 
miembros de las Fuerzas Armadas. 
Resolución de contratos de las vivien­
das militares. 

Organos administrativos 
Artículo 63. Modificación de la Ley 
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de 
la Competencia. Organismo Autónomo 
Tribunal de Defensa de la Compe­
tencia. 
Artículo 64. Modificación de la Ley 
31 /1990, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado 
para 1991, por el que se crea la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria. 
Artículo 65. Modificación de la Ley 
23/1998, de 7 de julio, de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo. 

Artículo 66. Instituto Astrofísico de 
Canarias. 
Artículo 67 . Régimen Jurídico de la 
Sociedad Estatal para las Enseñanzas 
Aeronáuticas Civiles, S.A. (SENASA). 

Procedimientos administrativos 
Artículo 68. Modificaciones de la Ley 
30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común 
para impulsar la administración elec­
trónica. 
Artículo 69. Modificación de la dispo­
sición adicional vigésima novena de 
la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, 
de Medidas fiscales, administrativas 
y del orden social. 
Artículo 70. Modificación de la disposi­
ción adicional decimoctava de la Ley 

14/2000 de 29 de diciembre, de 
Medidas fiscales, administrativas y del 
orden social. Procedimiento de asig­
nación de nombres y direcciones de 
dominio bajo el código del país corres­
pondiente a España (.es). 

Seguros 
Artículo 71 . Modificación de la Ley 
30/1995, de 8 de noviembre, de 

---------
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Salario mínimo 
interprofesional para 2002 
Mediante Real Decreto 1466/2001, 

de 27 de diciembre se fija el salario 

mínimo interprofesional para 2002. El 

salario mínimo para cualesquiera acti­

vidades en la agricultura, en la indus­

tria y en los servicios, sin distinción 

de sexo ni edad de los trabajadores, 

queda fijado en 14,74 euros/día o 442,20 
euros/mes, según que el salario esté 

fijado por días o por meses. 

actividad, sin incluir en el caso del sala­

rio diario la parte proporcional de los 

domingos y fest ivos. Si se realizase jor­

nada inferior se percibirá a prorrata. 

sional pueda resultar inferior a 20,95 
euros por jornada legal en la actividad. 

El salario mínimo de los empleados de 
hogar que trabajen por horas el fijado 

se fija en 3,44 euros por hora efectiva­
mente trabajada. 

Jurisprudencia 

El TSJ de Madrid reitera 
el carácter salarial de las 
"stock options" 

En el salario mínimo se computan 

tanto la retribución en dinero como en 

especie. Este salario se entiende referi­

do a la jornada legal de trabajo en cada 

Los trabajadores eventuales y tempore­
ros cuyos servicios a una misma 

empresa no excedan de ciento veinte 

días percibirán, conjuntamente con el 

salario mínimo, la parte proporcional 

de la retribución de los domingos y fes­

tivos, así como de las dos gratificacio­

nes extraordinarias a que, como míni­

mo, tiene derecho todo trabajador, 

correspondientes al salario de t re inta 

días en cada una de ellas, sin que en 
ningún caso la cuantía del salario profe-

En su sentencia de 24 de diciembre de 

2001 , el TSJ Madrid reitera el carácter 

salarial de las "stock options" a efectos 

de contabilizarlas en la indemnización 

Ordenación y Supervisión de los 
Seguros Privados. 

Sistema monetario y financiero 
Artícu lo 72. Modificación de la Ley 
46/1 998, de 17 de diciembre, sobre 
introducción del eµro. 
Artículo 73. Modificación de la Ley 
12/1 999, de 21 de abril, por la que se 
autoriza la participación de España en 
la ampliación de capital del Banco 
Europeo de Rec,;onstrucción y Desa­
rrollo (BERD). 
Artículo 7 4. Régimen de distribución 
entre los Fondos de Garantía de 
Depósitos y de Inversiones de las 
indemnizaciones derivadas de la 
retroactividad del sistema de garantía 
de los inversores. 
Artículo 75. Reforma del régimen jurí­
dico de la Confederación Española de 
Cajas de Ahorros. 
Disposic ión ad icional dec imonovena. 
Adic ión de una disposición adicional 
decimoséptima en la Ley 24/1988, 
de 28 de julio, del Mercado de 
Valores. 
Disposición adicional trigésimopri me­
ra. Modificación de la Ley 1/1999, de 
5 de enero, sobre regulación de las 
entidades de capital-riesgo y de sus 
sociedades gestoras. 
Disposición transitoria cuarta. A. 

Adaptación de los planes y fondos de 
pensiones preexistentes a las modifi­
cac iones introducidas en la Ley 
8/1987, de 8 de junio, de regulación 
de los planes y fondos de pensiones. 

Energía 
Artícu lo 76. Modificación de la Ley 
34/1 998, de 7 de octubre, del Sector 
de Hidrocarburos. 

Disposición adicional decimocuarta. 
Modificación de la Ley 54/1997 de 27 
de noviembre, del Sector Eléctrico. 
Disposición adicional vifgésimaprime­
ra. Aplicación del Régimen Fiscal de la 
Investigación y Explotación de 
Hidrocarburos establecido en el capí­
tulo X del Título VIII de la Ley 43/1995, 
del Impuesto sobre Sociedades. 

Carreteras 
Artículo 77. Modificación de la Ley 
25/1988, de 29 de julio, de Carre­
teras. 
Artícu lo 78. Modificación de la Ley 
8/1972, de 1 O de mayo, de Cons­
trucción, Conservación y Explotación 
de Autopistas en régimen de conce­
sión. 

Puertos 
Artículo 79. Modificación de la Ley 27/ 
1992, de 24 de noviembre, de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante. 

Transporte 
Artículo 80. Modificación de la Ley 
16/1987, de 30 de julio, de Ordena­
ción de los Transportes Terrestres. 
Normas sobre revisión periódica gene­
ral de las tarifas y obligaciones conta­
bles en relación con los servicios 
públicos regulares interurbanos per­
manentes de uso general de transpor­
tes de viajeros por carretera. 
Disposición adicional séptima. Sub­
venciones al transporte aéreo para 
residentes en las Islas Canarias, llles 
Balears, Ceuta y Melilla. 
Disposición adicional decimotercera. 
Régimen transitorio aplicable a la 
revisión periódica general de las tari­
fas y obligaciones contables en rela-

ción con los servicios públicos regula­
res interurbanos permanentes de uso 
general de transportes de viajeros por 
carretera. 

Servicios postales 
Artículo 81 . Modificación de la Ley 
24/1998, de 13 de julio, del Servicio 
Postal Universal y de Liberalización de 
los Servicios Postales. 
Artículo 82. Modificación de la Ley 
38/1999, de 5 de noviembre, de Orde­
nación de la Edificación. Instalaciones 
para la entrega de envíos postales. 

Vivienda 
Artículo 83. Ayuda estatal directa para 
el primer acceso a la vivienda en pro­
piedad. 
Disposición adicional duodécima. 
Régimen transitorio de los procedi­
mientos de desahucio incoados al 
amparo de la Ley 26/1999, de 9 de 
julio, de Medidas de Apoyo a la movili­
dad geográfica de los miembros de las 
Fuerzas Armadas. 

Telecomunicaciones 
Artículo 86. Modificación de la Ley 
11 /1998, de 24 de abril General de 
Telecomunicaciones. 
Artículo 87. Modificación del Real 
Decreto-ley 7/2000, de 23 de junio, de 
Medidas Urgentes en el Sector de las 
Telecomunicaciones. 
Disposición adicional decimosexta. 
Modificación de la Ley 4/1980, de 1 O 
de enero, de Estatuto de la Radio y 
Televisión. 

Catastro 
Disposición ad icional segunda. Acceso 
a los datos catastrales. 

Disposición adicional tercera. Renova­
ciones del Catastro Rústico. 
Disposición adicional decimoséptima. 
Renovaciones del Catastro Rústico. 

Sociedades 
Dispos ición ad icional sexta. Efec­
tos de la diferencia entre el precio 
de adquisición de la participación y 
su valor teórico en las operaciones 
realizadas por el régimen especial 
de las fusiones , escisiones, aporta­
ciones de activos y canje de valo­
res. 
Disposición transitoria sépti ma. Cuo­
tas tributarias negativas pendientes de 
compensar en el Impuesto sobre 
Sociedades por Sociedades Coope­
rativas. 

Otros 
Disposición adicional novena. Subro­
gación de la Sociedad Estatal de 
Participaciones Industriales (SEPI) en 
determinadas obligaciones. 
Disposición adicional décima. Cance­
lación de préstamos concedidos por 
el Estado a Rumasa, Sociedad Anó­
nima. 
Disposición adicional vigésima. Com­
petencia para la autorización de 
Apuestas a nivel nacional y en el 
ámbito territorial superior al de una 

comunidad autónoma. 
Disposición adicional undécima. Régi­
men trasnsitorio de la modificación 
introducida en el artículo 45.3 de la 
Ley 25/1990 de 20 de diciembre, del 
Medicamento. 
Disposición transitoria decimoquinta. 
Exención del Impuesto General 
Indirecto Canario para entidades sin 
ánimo de lucro. 



por despido. Sin embargo, la sentencia 
establece que existe falta de acción 
para reclamar su importe por no haber 
llegado el día inicial para el ejercicio del 
derecho. 

cación voluntaria a un modelo de noti­
ficación obligatoria y previa de las ope­
raciones de concentración económica. 
El propio artículo 1 O del capítulo VIII del 
Real Decreto-Ley 6/1999, de 16 de 
abril, de medidas urgentes de liberali ­
zación e incremento de la competen­
cia, introdujo cambios importantes en 
relación con el deber de notificación de 
las concentraciones económicas y el 
procedimiento de tramitación de los 
expedientes. 

El citado Real Decreto-ley 6/2000, de 
23 de junio, estableció la obligación de 
suspensión de las operaciones de 
concentración hasta su autorización, 
acortando al mismo tiempo los plazos 
de instrucción del expediente. No obs­
tante, el Ministro de Economía podía 
levantar dicha suspensión, a propues­
ta del Servicio de Defensa de la 
Competencia, y a petición del notifi­
cante. 

Mercantil 

Legislación 

Competencia: desarrollo 
de las normas de control 
de concentraciones 
Se ha aprobado, mediante Real 
Decreto 1443/2001, de 21 de diciem­
bre, el desarrollo de la Ley 16/1989, de 
17 de julio, de Defensa de la 
Competencia, en lo referente al control 
de las concentraciones económicas. 

Posteriormente, la Ley 52/ 1999, de 28 
de diciembre, de reforma de la Ley 
16/1989, introdujo un nuevo artículo 
57 por el que se creó una tasa por 
análisis y estudio de las operaciones 
de concentración, cuya ejecución y 
gestión requería de un desarrollo regla­
mentario. Este artículo 57 fue modifica­
do, a su vez, por el Real Decreto-Ley 
6/2000, de 23 de junio, de medidas 
urgentes de intensificación de la com­
petencia en mercados de bienes y ser­
vicios. 

Por último, la normativa relevante para 
el control de concentraciones se ha 
visto afectada por la Ley 9/2001, de 4 
de junio, por la que se modifica la dis­
posición transitoria sexta de la Ley 
54/1997, de 27 de noviembre, del 
Sector Eléctrico, por determinados 
artículos de la Ley 16/ 1989, de 17 de 
julio, de Defensa de la Competencia, y 
determinados artículos de la Ley 
46/1998, de 17 de diciembre, sobre 
Introducción del Euro. En concreto, 
esta norma ha precisado la redacción 
del artículo 17 de la Ley 16/ 1989, de 

La Ley 16/1989, de 17 de julio, de 
Defensa de la Competencia ha sufrido 
sustanciales modificaciones en materia 
de control de concentraciones econó­
micas, pasando del sistema de notifi-

Fe de erratas 
En el pasado número de Economist&Jurist se omitieron algunos Juzgados de Familia. A continuación reproducimos la lista completa. 

Relación de Juzgados de Familia en España 
Alicante 
Juzgado Primera Instancia nº 8 (Familia). 

Baraca Ido 
Juzgado Primera Instancia nº 5 (Familia). 

Barcelona 
Juzgado Primera Instancia nº 14 (Familia). 
Juzgado Primera Instancia nº 15 (Familia). 
Juzgado Primera Instancia nº 16 (Familia). 
Juzgado Primera Instancia nº 17 (Familia). 
Juzgado Primera Instancia nº 18 (Familia). 
Juzgado Primera Instancia nº 19 (Familia). 
Juzgado Primera Instancia nº 45 (Familia). 
Juzgado Primera Instancia nº 51 (Familia) . 

Bilbao 
Juzgado Primera Instancia nº 5 (Familia). 
Ademas, asumen los asuntos relativos a Ja liquida­
ción de la sociedad de gananciales, procedente de 
nulidad, separación o divorcio). 
Juzgado Primera Instancia nº 6 (Familia). 
Ademas, asumen los asuntos relativos a la liquida­
ción de la sociedad de gananciales, procedente de 
nulidad, separación o divorcio). 

Juzgado Primera Instancia nº 14 (Familia, 
internamientos, incapacidades y tutelas). 

Córdoba 
Juzgado Primera Instancia nº 3 (Familia). 
Ademas, asumen los asuntos relativos a la liquida­
ción de Ja sociedad de gananciales, procedente de 
nulidad, separación o divorcio). 
Juzgado Primera Instancia nº 5 (Familia) 

A Coruña 
Juzgado Primera Instancianº 3 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 1 O (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 10 (Familia, 
internamientos e incapacidades). 

Elche 
Juzgado Primera Instancia nº 6 (Familia) . 

Las Palmas 
Juzgado Primera Instancia nº 3 (Familia) . 

Juzgado Primera Instancia nº 5 (Familia). 

Madrid 
Juzgado Primera Instancia nº 22 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 23 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 24 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 25 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 27 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 28 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 29 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 66 (Familia). 

Málaga 
Juzgado Primera Instancia nº 5 (Familia) . 

Juzgado Primera Instancia nº 6 (Familia) . 

Juzgado Primera Instancianº 16 (Familia). 

Ademas, asumen los asuntos relativos a la liquida- Murcia 
ción de Ja sociedad de gananciales, procedente de 
nulidad, separación o divorcio. También tiene com- Juzgado Primera Instancia nº 3 (Familia, 
petencia exclusiva en materia de Registro Civil). filiación y alimentos entre parientes). 

Nuevos Juzgados de Familia 

Juzgado Primera Instancia nº 9 (Familia, 
filiación y alimentos entre parientes). 

Oviedo 
Juzgado Primera Instancia nº 7 

Palma de Mallorca 
Juzgado Primera Instancia nº 3 (Familia, 
liquidación del régimen económico) . 

Juzgado Primera Instancia nº 7 (Familia, 
liquidación del régimen económico). 

Juzgado Primera Instancia nº 16 (Familia). 

Pamplona 
Juzgado Primera Instancia nº 3 (Familia). 

San Sebastian 
Juzgado Primera Instancia nª 3 (Familia) . 

Santa Cruz de Tenerife 
Juzgado Primera Instancia nº 7 (Familia y 
cuestiones análogas derivadas de las unio­
nes de hecho y competencia en materia de 
Registro Civil) . 

Juzgado Primera Instancia nº 8 (Familia y 
cuestiones análogas derivadas de las unio­
nes de hecho y competencia en materia de 
Registro Civil) . 

Sevilla 
Juzgado Primera Instancianº 6 (Familia, liqui­
dación de la sociedad de gananciales proce­
dente de nulidad, separación o divorcio). 

Juzgado Primera Instancia nº 7 (Familia, liqui­
dación de la sociedad de gananciales proce­
dente de nulidad, separación o divorcio). 

Juzgado Primera Instancia nº 17 (Familia, 
liquidación de la sociedad de gananciales pro­
cedente de nulidad, separación o divorcio). 

Valencia 
Juzgado Primera Instancianº 8 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 9 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 24 (Familia). 

Valladolid 
Juzgado Primera Instancianº 3 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 1 O (Familia). 

Vigo 
Juzgado Primera Instancia nº 5 (Familia). 

Vitoria 
Juzgado Primera Instancia nº 8 (Familia, 
internamientos, incapacidades y tutelas, 
asuntos relativos a la liquidación de la socie­
dad de gananciales, procedente de nulidad , 
separación o divorcio). 

Zaragoza 
Juzgado Primera Instancia nº 5 (Familia). 

Juzgado Primera Instancia nº 6 (Familia) . 

Juzgado Primera Instancianº 16 (Familia). 

Por acuerdo de 5 de diciembre de 2001 del Pleno de CGPJ, se atribuye el conocimiento exclusivo de los asuntos propios de los Juzgados de Familia al Juzgado de Primera Instancia nº 6 de 
Elche, al Juzgado de Primera Instancianº 7 de Oviedo y al Juzgado de Primera Instancianº 16 de Palma de Mallorca. 
Mediante Acuerdo de 19 de diciembre de 2001, el Pleno del CGPJ atribuye, con carácter exclusivo, al Juzgado de Primera Instancia número 16 de Málaga, el conocimiento de los asuntos pro­
pios de los Juzgados de Familia, títulos IV y VII del libro 1 del Código Civil y de todas aquellas cuestiones atribuidas por las leyes a los Juzgados denominados de Familia, así como los procedi­
mientos relativos a la liquidación de cualquier régimen económico matrimonial , entrando a reparto con los Juzgados de esta clase actualmente existentes en la misma ciudad. 

17 de ju lio, de Defensa de la 
Competencia, y ha modificado el artí­
cu lo 18, estableciéndose la posibilidad 
de imponer multas coercitivas por el 
incumplimiento de lo ordenado por los 
Acuerdos de Consejo de Ministros en 
materia de control de concentraciones. 

Además de la necesaria adaptación 
del procedimiento de control de con­
centraciones a los referidos cambios 
normativos, la experiencia acumulada 
por los órganos de Defensa de la 
Competencia en los últimos años ha 
aconsejado introducir ciertas mejoras 
en el desarrollo reglamentario de la Ley 
16/1989 que se incorporan en este 
Reglamento. 

Real Decreto 1443/2001, de 21 de 
diciembre, por el que se desarrolla la 
Ley 16/ 1989, de i 7 de julio, de 
Defensa de la Competencia, en lo refe­
rente al control de las concentraciones 
económicas. (BOE núm. 16, de 18 de 
enero de 2002) 

Presentado el borrador 
de Anteproyecto de Ley 
de Firma Electrónica 
El Ministerio _de Ciencia y Tecnología ha 
elaborado, en estrecha colaboración 
con los Min isterios de Justicia, 
Economía, Interior y Administraciones 
Públicas , un nuevo Anteproyecto de 
Ley de firma electrónica, basado en la 
Directiva 1999/93/CE, que reemplaza­
rá al Real Decreto-Ley 14/1999, de 17 
de septiembre. El Anteproyecto de Ley 
tiene como finalidad dar cumplimiento 
al compromiso adquirido tras la conva­
lidación del Real Decreto-Ley 14/1999, 
para su tramitación como Proyecto de 
Ley. 

El Anteproyecto de Ley realiza diversas 
reformas en la regulación vigente, que 
afectan, entre otros aspectos, a las 
obligaciones de comprobación previas 
a la emisión de certificados reconoci­
dos, a las circunstancias y forma de 
revocación \]e los certificados, al régi­
men de responsabilidad de los presta­
dores de servicios de certificación o a 
la eficacia de la firma electrónica en 
entornos cerrados. 

Se introducen, como novedad, la regula­
ción del DNI electrónico y de los certificados 

- --- ---
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de personas jurídicas. El DNI electrónico 
es una tarjeta equivalente al DNI actual, al 
que se añadirán facilidades de firma elec­
trónica, y que podrá ser utilizada en las 
relaciones con cualquier Administración 
Pública y con los particulares y empre­
sas. Con los certificados de personas 
jurídicas, la Ley reconoce las prácticas 
que tienen lugar en Internet, donde es 
habitual que las empresas utilicen su pro­
pia firma para fines diversos. 

Jurisprudencia 

Los dibujos están protegidos 
por la Ley de Propiedad 
Intelectual aunque no 
consten inscritos 
El TS considera que una cadena de 
televisión viene obligada a pagar una 
indemnización a los he.rederos del cre­
ador de unos dibujos que sólo consta­
ban registrados como propiedad 
industrial. El Supremo recuerda que 
este registro prueba la autoría de la 
obra, por lo que la difusión de la 
misma no se podrá producir sin el 
acuerdo de los descendientes del 
autor. La sentencia revoca un fallo 
anterior que establecía que los dibujos 
"no contaban con el requisito necesa­
rio de la inscripción de su derecho en 
el Registro de la Propiedad Intelectual". 
El TS entiende que las obras pictóricas 
"gozan de plena protección de la legis­
lación especial, con independencia de 
si han sidO: inscritas o no el Registro de 
la Propiedad Intelectual .. .. no es nece­
saria la publicación de las obras para 
que la ley ampare la propiedad intelec­
tual . Nadie tienen derecho a publicar 
sin permiso del autor n producción 
científica, literaria, artística que se haya 
esterografiado, anotado o copiado 
durante su lectura, ejecución o exposi­
ción pública o privada". 

Comisión mercantil 
El TS establece que la promoción de 
productos de un tercero en contra de 
lo establec;ido en el contrato de comi­
sión mercantil suscrito supone un 
comportamiento objetivamente contra­
rio a la buena fe objetiva que ha de 
regir las relaciones contractuales, pres­
cindiendo de la intencionalidad del 
sujeto. Por ello constituye un compor­
tamiento desleal. 
STS de 15 de octubre de 2001. 

Reparto de reservas 
entre socios que se separan 
El Supremo entiende que la percep­
ción de cantidades por quien se sepa­
ra de una sociedad es una de las con­
secuencias del derecho a participar en 
las ganancias sociales, derecho, en 
definitiva de todo accionista. En el 
caso sentenciado (STS de 1 de di­
ciembre de 2001 ), el reparto de reser­
vas que se efectúa es deducible como 
"percepciones" que representan para 
los socios rendimientos derivados de 
su condición de accionista a los efec­
tos de las deducciones aplicables en 
el IRPF. 

Las casas de subastas 
obligadas a pagar a los autores 
de las obras subastadas 
La Audiencia Provincial de Madrid ha 
declarado que los artistas tienen dere­
cho a recibir un porcentaje del 3% sobre 
el precio de venta de sus obras en las 
salas de arte. El derecho de participar en 
el precio de venta que tienen los artistas 
plásticos y los creadores visuales viene 
establecido en el Texto Refundido de la 
ley de Propiedad Intelectual y venía sien­
do respetado por la mayor parte de las 
casas de subastas, si bien algunas, 
como la condenada, se negaban a 
hacer efectivo ese canon. Los herederos 
de los autores de las obras de arte (pin­
turas, esculturas, grabados o litografía) 
mantienen sus derechos durante 70 
años tras la muerte del artista. 

Anulación de una marca 
por ser semejante 
fonéticamente a otras 
El TS en sentencia de 1 O de octubre de 
2001 , obliga a los laboratorios deman­
dados a indemnizar a su competidor 
por los daños y perjuicios ocasionados 
al registrar marcas de productos que 
fonéticamente eran semejantes a los 
que ya se estaban comercializando. La 
sentencia establece que entre las mar­
cas Bios y Apiserum y la registrada por 
la demandada, Bioserum, existe una 
"clara semejanza, rayana en la igualdad, 
determinante del error y confusión en el 
mercado así como de un riesgo de aso­
ciación con las marcas preferentes 
dado que los productos designados en 
ambos casos son similares. Todo ello 
con el subsiguiente quebranto del dere­
cho de propiedad industrial". • 
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Derecho de Marcas: 
El Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas precisa el concepto de consentimiento 
en el marco de la teoría del agotamiento 

Como excepción a la regla general 

arriba indicada, el artículo 7 de la 

Directiva prevé el denominado agota­

miento del derecho exclusivo conferido 

por la marca registrada a su titular4. De 

acuerdo con esta disposición, una vez 

que los productos designados con una 

marca determinada han sido comer­

cializados en el EEE por el titular o con 

su consentimiento, desaparece la 

exclusividad y el citado titular no podrá 

oponerse a la comercialización ulterior 

de dichos productos, incluso efectua­

da sin su aprobación. 

La Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
(T JCE)1

, en el asunto Davidoff-Levi Strauss, ha clarificado una de las 
nociones clave en las que se fundamenta la llamada teoría del 
agotamiento de los derechos conferidos por la marca: el concepto 
del consentimiento del titular de la marca a la importación y 
comercialización de sus productos en el Espacio Económico 
Europeo (EEE)2

• 

El artículo 5 de la Directiva 89/1 04/CE 

relativa al Derecho de marcas3 (en 

adelante, la Directiva), dispone que la 

marca registrada confiere a su titular 

un derecho exclusivo que le faculta 

para prohibir a cualquier tercero el 

uso de dicha marca sin su consenti­

miento. 

El enfoque adoptado por la legislación 

comunitaria ha sido precisado por la 

jurisprudencia del T JCE que, en los 

asuntos Silhouette5 y Sebago6
, esta­

bleció que el agotamiento de los dere-

1 Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 20.11.2001 
Zino Davidoff-Levis Strauss. Asuntos acumulados C-414/99 a 41 6/99. 

2 El objetivo del acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (EEE) es la crea­
ción de un mercado único en el que se aplicarán la libre circulación de mercan­
cías, servicios, capitales y personas. El acuerdo cubre a los países de la Unión 
Europea así como a los Estados miembros de la Asociación Europea de Libre 
Comercio, constituida por los Estados miembros de la Unión Europea junto con 
Islandia, Noruega, Liechtenstein y Suiza. No obstante, el acuerdo EEE no se apli­
ca a Suiza por no ratificación del mismo. 

COMPETENCIA 

La Comisión impone una 
multa de 855 millones € 
a los cárteles de vitaminas 
Tras una investigación iniciada en 

1999, la Comisión ha estimado que 

ocho empresas del sector farma­

céutico han infringido el Derecho de 

la competencia, al repartir los mer­

cados y fijar precios de productos 

vitamínicos en el marco de su parti­

cipación en ocho cárteles secretos. 

Como consecuencia, la Comisión ha 

penalizado a estas compañías con 

la multa más alta jamás impuesta 

por esta institución, 855 millones 

€ , resultando las más perjudicadas 

Hoffman-LaRoche y BASF, al consti­

tuirse como instigadoras de los cár­

teles. No obstante y debido a la coo­

peración de todas las empresas 

involucradas, las sanciones que, en 

un principio, pretendía imponer la 

Comisión, fueron reducidas de con­

formidad con la Comunicación 

sobre no imposición o reducción de 

multas. 

La Comisión impone una 
multa de 2.5 millones € al 
operador belga de servicios 
postales La Poste 
En abril de 2000, la Comisión inició 

una investigación, a raíz de una 

denuncia presentada por la sociedad 

británica Hays Ple., activa en el mer­

cado de los servicios de "intercambio 

de documentos", Estos servicios son 

normalmente utilizados por empre­

sas y suponen la entrega de correo 

en un corto plazo y en horarios pre­

determinados. Tras el examen reali­

zado, la Comisión ha concluido que 

La Poste ha abusado de su posición 

dominante, al someter la obtención 

de la reducción de las tarifas aplica­

das a los servicios postales genera-

3 Directiva 89/104 del Consejo de 21.12.1988, Primera Directiva relativa a la 
aproximación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de mar­
cas. DOCE L40 de 1989, p. 1. 

4 La Directiva fue transpuesta al ordenamiento jurídico español por la 
Ley 32/1998 (B.O.E. 12-11-1988, núm. 272), derogada por la nueva 
Ley de marcas, texto aprobado definitivamente por el Cong reso el 22 
de noviembre del presente año y que entrará en vigor el 31 de julio de 
2002. De conformidad con la Directiva, la nueva legislación incluye en 
su artículo 36 el agotamiento "comunitario" del derecho de marca. 

les, a la aceptación por parte de las 

empresas de los servicios en el 

nuevo mercado de "intercambio de 

documentos" ofertados por La Poste. 

La Comisión impone una 
multa de 91 millones € 
a cuatro empresas belgas 
en el mercado de la cerveza 
Tras diversas investigaciones lleva­

das a cabo por la Comisión en las 

citadas empresas, esta Institución ha 

concluido la participación en dos 

acuerdos restrictivos de cuatro 

sociedades belgas, lnterbrew, Alkan­

Maes (y su matriz Danone), junto con 

Haacht y Martens, entre 1993 y 

1998. Las infracciones sancionadas 

consisten en el reparto de mercado, 

la fijación de precios y el intercambio 

de información, en el sector horeca 

(hoteles, restaurantes y cafés) así 

como en el comercio al por menor 

(supermercados y otros comercios 

alimentarios) y en la venta de cerve­

za a través de marcas blancas. 

Asimismo, la Comisión ha impuesto 

una segunda multa de 450.000 € a 

tres empresas cerveceras en 

Luxemburgo por su participación en 

un acuerdo de reparto de mercado 

afectando el sector horeca. 

La Comisión adopta 
el Séptimo Informe sobre 
el estado de la liberalización 
de las telecomunicaciones 
El Informe de la Comisión pone de 

manifiesto la disminución general 

de las tarifas, así como también el 

aumento de los operadores de tele­

comunicaciones elegibles por los 

consumidores de los Estados 

miembros. Sin embargo, el Informe 

también señala la persistencia de 

ciertas imperfecciones que frenan 

aún la plena liberalización. Cabe 

destacar entre los mismos, la 

chos conferidos por la marca, previsto 

en el artículo 7 de la Directiva, podría 

únicamente alegarse cuando el titular 

hubiera procedido a la primera comer­

cial ización en el EEE de los productos 

marcados, no dejando a los Estados 

miembros la posibilidad de prever en 

su Derecho nacional el agotamiento de 

los derechos conferidos por la marca, 

respecto de productos comercializa­

dos en países terceros. 

Con el objetivo de superar este límite y 

en el marco de un conflicto suscitado 

ante la High Court of Justice británica, 

se alegó en defensa de los importado­

res de los productos con las marcas 

Davidoff y Levi's 501 que del tenor de 

los contratos de distribución y de las 

licencias para la comercialización con­

cedidas por Zino Davidoff y Levi 

Strauss en terceros países, no se des­

prendía la imposición de restricción 

alguna a la reventa de los productos 

designados con sus marcas. En con­

secuencia, entendían los demandados 

que debía deducirse que los titulares 

de las marcas habían consentido de 

forma tácita a su comercialización en 

el EEE y que, por tanto, de conformi­

dad con el artículo 7 de la Directiva, se 

había producido el agotamiento de los 

derechos conferidos por las marcas. 

Confrontada a este supuesto, la High 

Court of Justice decidió plantear ante 

el T JCE y de conformidad con el artí­

culo 234 del Tratado CE, una cuestión 

prejudicial destinada a esclarecer en 

qué circunstancias se puede conside­

rar que el titular de una marca ha con­

sentido, directa o indirectamente, a 

que terceros, propietarios actuales de 

los productos designados con dicha 

marca y comercializados fuera del EEE 

por el titular o con su consentimiento, 

5 Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 16.07.1998 Silhouette. Asunto C-
355/96. 

6 Sentencia Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 01.07 .1999 Sebago y Maison Dubois. 
Asunto C-173/98. 

importen dichos productos y los 

comercialicen en el EEE. 

Hechos de los litigios 
principales 
La sociedad Zino Davidoff, titu lar de las 

marcas Cool Water y Davidoff Cool 

Water, registradas en el Reino Unido, 

concluyó un contrato de distribución 

exclusiva con un operador en 

Singapur. Posteriormente, la empresa 

A&G lmports adquirió productos 

designados con la marca Davidoff en 

Singapur, que importó y comercializó 

en el Reino Unido. Consecuencia de 

esta adquisición fue la interposición, 

por parte de Zino Davidoff de una 

demanda alegando la violación d.e sus 

derechos de marca por A&G lmports. 

El segundo de los procedimientos 

principales fue originado por una 

demanda en los mismos términos de 

la arriba indicada, introducida por 

Levis Strauss contra Tesco Stores y 

Costeo Wholesale . La empresa nor­

teamericana Levi Strauss concedió 

ausencia de competencia efectiva 

en el mercado de servicios de 

banda ancha, en particular el DSL, 

así como algunos defectos en la 

puesta en marcha de los mecanis­

mos de desagregación del bucle de 

abonado. La Comisión espera com­

pletar la liberalización con el nuevo 

marco regulatorio , pendiente de 

aprobac ión por el Parlamento 

Europeo y el Consejo. 

cisando el alcance de la libertad de 

establecimiento, consagrada como 

principio fundamental en el artículo 

43 CE. El Bundesgerichtshof de 

Düsseldorf, Tribunal en el procedi­

miento principal, plantea la cuestión 

de la compatibilidad con el Derecho 

comunitario de una normativa 

nacional que impide a una socie­

dad, constituida conforme a la 

legislación de un Estado miembro, 

estar legitimada activamente ante 

los órganos jurisdiccionales de otro 

Estado miembro, por tener en éste 

último su sede de administración 

efectiva. Recordando la jurispru­

dencia del T JCE en el asunto C-

212/97 Centros, el AG concluye 

que la citada medida nacional 

constituye un obstáculo a la libertad 

de establecimiento, que, asimismo, 

no supera el test de proporcionali­

dad al no estar justificada por una 

exigencia de interés público. 

PROFESIONES 
LIBERALES 

susceptible de restringir la compe­

tencia. Por lo tanto, concluye el T JCE, 

los artículos 1 O y 81 CE no se opo­

nen a la citada normativa nacional. 

LIBERTAD DE 
ESTABLECIMIENTO 

Conclusiones del Abogado 
General Ruiz-Jarabo 
relativas a la libertad 
de establecimiento 
En el asunto C-208/00 Übersee­

ring, el Abogado General (en ade­

lante AG) Ruiz-Jarabo Colomer ha 

presentado sus conclusiones, pre-

El T JCE precisa el alcance 
de los artículos 1 o y 81 
del Tratado CE 
En el asunto C-221/99 Cante, el 

T JCE ha tenido la oportunidad de 

precisar el alcance de los artículos 

1 O y 81 CE, en relación con una 

legislación nacional que obliga a los 

órganos jurisdiccionales, en el marco 

de un procedimiento sumario relativo 

al pago de una deuda, a acatar los 

dictámenes emitidos por un colegio 

profesional (en este caso el de arqui­

tectos) en cuanto al cálculo del 

importe de los honorarios profesiona­

les. Según el T JCE, en la medida en 

que el deudor puede impugnar el 

dictamen en un procedimiento judi­

cial posterior, el dictamen del colegio 

profesional no constituye una deci­

sión de una asociación de empresas 

CONCENTRACIONES 

La Comisión autoriza la 
fusión entre Usinor, Arbed 
y Aceralia 
La operación notificada consiste en 

la fusión de to.das las actividades de 

la empresa francesa Usinor, la de 

nacionalidad luxemburguesa Arbed 

y la española Aceralia, en una única 

compañía, NewCo Steel. Tras reali­

zar un análisis en profundidad, la 

Comisión llegaba a la conclusión de 

que la operación reforzaría la posi­

ción de las partes en los mercados 

de los productos planos galvaniza­

dos de acero al carbono y en algu­

nos mercados de distribución en 
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una licencia a la sociedad británica 

Levi Strauss UK, para fabricar, impor­

tar y vender los pantalones vaqueros 

Levi's 501, marca registrada en el 

Reino Unido. Tesco Stores y Costeo 

Wholesale adquirieron los citados 

productos a través de operadores 

que los importaban al EEE desde ter­

ceros países, comercializándolos más 

tarde en territorio britán ico. 

de la Directiva7
• En este orden de 

cosas, corresponde al T JCE dar una 

interpretación del concepto de con­

sentimiento al que se refiere el artícu­

lo 7 de la Directiva. 

certeza la renuncia del titular a su 

derechoª. 

Interpretación del T JCE 
El T JCE expuso, en primer lugar, la 

necesidad de dar una interpretación 

uniforme al concepto de consenti­

miento en el ordenamiento jurídico 

comunitario , ya que si la definición del 

concepto de consentimiento "incum­

biera al Derecho nacional de los 

Estado miembros, la protección para 

los titulares de las marcas podría 

variar en función de la ley aplicable. 

No se alcanzaría el objetivo de una 

misma protección en las legislaciones 

de todos los Estados miembros 

declarado en el noveno considerando 

A continuación y respondiendo a las 

cuestiones planteadas por la High 

Court of Justice, el T JCE definió el 

concepto de consentimiento tácito . 

Así, en general, dicho consentimiento 

debe manifestarse de una manera que 

refleje con certeza la voluntad de 

renunciar al derecho exclusivo conferi­

do por la marca a sus titulares, pudien­

do formularse esta voluntad tanto 

expresamente, como de forma tácita 

cuando resulte "de elementos y cir­

cunstancias anteriores, concomitantes 

o posteriores a la comercialización 

fuera del EEE que, apreciados por el 

Juez nacional, también revelen con 

Por consiguiente, un consentimiento 

tácito para la venta en el EEE de pro­

ductos ya comercializados fuera de 

éste, no puede resultar de un simple 

silencio del titular de la marca o de la 

no imposición de prohibiciones a la 

exportación en los contratos de 

comercialización concluidos fuera del 

EEE. El consentimiento debe expresar­

se positivamente y no ser únicamente 

presunto. 

En este sentido, deduce el T JCE de lo 

arriba indicado que, corresponderá al 

operador que invoca la existencia de 

consentimiento aportar la prueba 

correspondiente y no al titular de la 

marca acreditar la falta de consenti­

miento. • 

7 Considerando 42 de la Sentencia del Tri bunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 20.11 .2001 
Zino Davidoff-Levis Strauss. Asuntos acumulados C-414/99 a 416/99. 

8 lbidem, considerando 46. 

Francia, España y Portugal. Sin 

embargo y como consecuencia del 

compromiso de las partes de enaje­

nar algunas de sus actividades de 

producción y distribución, la Comi­

sión ha decidido autorizar la fusión . 

Autorización de una empresa 
en participación entre 
Canal +, RTL y el Grupo 
Jean-Claude Darmon 
Por la presente operación, Canal + 

y el grupo luxemburgués de televi ­

sión RTL adquieren el control con­

junto de la agencia francesa de 

derechos de retransmisión de 

acontecimientos deportivos, Grou­

pe Jean-Claude Darmon. La inves­

tigación de la Comisión se ha cen­

trado en dos extremos. En primer 

lugar y en re lación al mercado de la 

adquisición y reventa de los dere­

chos de retransmisión de aconteci­

mientos futbolísticos, la Comisión 

ha conclu ido que los solapamien-

tos entre las actividades de las par­

tes no son sustanciales. Por último, 

el anál isis de lds efectos de la ope­

ración sobre el mercado posterior 

de la retransmisión televisiva de 

dichos eventos, ha revelado que la 

AYUDAS DE ESTADO 

La Comisión amplía la 
investigación de la nueva 
reestructuración de los 
astilleros públicos en España 

el Tribunal de Justicia de las 

Comunidades Europeas ha estimado 

que unas medidas nacionales que 

prevén la devolución parcial de los 

impuestos sobre la energía que gra­

van el consumo de gas natural y de 

posición, tanto de Canal+ como de El procedimiento de investigación, electricidad no constituyen ayudas de 

RTL, no se verá fortalecida debido 

a la existencia de fuertes competi­

dores, tales como KirchMedia o la 

UER. 

Autorizada la adquisición 
de Viesgo por Enel 
La Comisión ha decidido autorizar 

la adquisición de Viesgo, fi lial de 

Endesa, por la eléctrica italiana 

Enel. Factores determinantes de 

esta decisión han sido tanto que 

ambas empresas operan en mer­

cados geográficos distintos, 

como que la operación dará 

entrada a un nuevo operador en 

el mercado español de la electri ­

cidad. 

incoado por la Comisión, sobre la 

reestructuración del sector de la 

construcción naval en España, ha 

sido ampliado con objeto de analizar 

si las transacciones que llevaron a la 

creación del grupo ~ZAR (anterior­

mente Bazán) constituyen ayudas de 

Estado. La nueva sociedad compró a 

Astilleros Españoles (AESA) y a la 

SEPI varios asti lleros por un precio 

simbólico de una peseta cada uno. 

En este sentido, la Comisión ha mos­

trado sus dudas sobre la compatibili­

dad de estas operaciones con las 

normas relativas a las ayudas a la 

construcción naval. 

En el asunto C-143/99 Adria-Wien 

Pipeline y Wietersdorfer & Peggauer, 

Estado, en el sentido del artículo 92 

del Tratado CE, cuando se aplican a 

todas las empresas situadas en el 

territorio nacional independientemen­

te del objeto de su actividad. De 

acuerdo con la sentencia del T JCE, 

conforme al apartado 1 del artículo 

92 del Tratado una ventaja económi­

ca concedida por un Estado miembro 

tiene carácter de ayuda cuando, por 

revestir cierto carácter selectivo, 

puede favorecer a "determinadas 

empresas en detrimento de sus com­

petidores". Por consiguiente, una 

medida estatal que beneficia indistin­

tamente a la totalidad de empresas 

situadas en el territorio nacional no 

puede constituir ayuda de Estado. 
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Intereses de los consumidores: 
Modificaciones en la LEC. 

Se introducen modi­
ficaciones en la LEC 
para mejorar la pro­
tección de los con­
sumidores y usua­
rios. Nueva regula­
ción de la acción de 
cesación 
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El Abogado y la LEC: 
Honorarios 
Seguimos planteando los problemas del 
cobro de los honorarios profesionales con­
forme la nueva regulación. Esta vez es la eje­
cución provisional de las costas que parece 
está siendo acordada, si no por todos, sí por 
muchos tribunales. 

El Formulario: Demanda 
solicitando pensión compensatoria 
Se recoge un modelo de demanda solicitan­
do pensión compensatoria en unión de 
hecho, en aplicación de la reciente doctrina 
del TS que la concede para evitar desigual­
dades en aquellas Comunidades Autónomas 
que no tengan una regulación específica 
sobre parejas de hecho. 

Modificación de la LEC para proteger 
los intereses de los consumidores 
E n el Boletín Oficial de las Cortes 

Generales, serie A, número 56-1, 
de 16 de noviembre, se publicó el 

Proyecto de Ley de adaptación a dere­

cho interno de diferentes directivas 

comunitarias en materia de protección 

de los intereses de los consumidores 

y usuarios. 

La adaptación de las directivas que 

aparecen recuadradas requiere la 

modificación de nuestra normativa pro­

cesal con la finalidad de hacer más efi­

caz el ejercicio de la acción de cesación, 

que pasa a estar regulada de manera 

detenida. 

Regulación de la acción 
de cesación 
En el anteproyecto se modifican las nor­

mas sobre capacidad para ser parte y 

legitimación, para permitir a entidades 

de Estados miembros de la Unión 

actuar en procesos que se sigan ante 

los tribunales españoles y que traigan 

causa del ejercicio de una acción colec­
tiva de cesación. 

En cuanto a la competencia territorial, 
pasa a ser competente el tribunal del 

lugar donde el demandado tenga un 

establecimiento, y a falta de éste, el de 

su domicilio o si careciere de domicilio 

en territorio español, el del lugar del 

domicilio del actor. 

La acción se tramitará por el juicio ver­
bal, por razón de la materia, en lugar de 

por el juicio ordinario; si bien las que ya 

se hubieran iniciado antes de la entrada 

en vigor de la Ley se continuarán trami­

tando por dicho procedimiento. 

Directivas 

Se prevé un sistema específico de mul­
tas coercitivas en caso de incumpli­

miento de obligaciones de hacer o no 

hacer ordenadas en la correspondien­

te resolución judicial. 

También se contempla la posibilidad 

de eximir de caución para la conce­

sión de medidas cautelares en estos 

procesos en que se ejercita una 

acción de cesación en defensa de 

los intereses colectivos y de los inte­

reses difusos de los consumidores y 

usuarios. 

Directiva 98/27/CE, de 19 de mayo de 1998, relativa a las acciones de cesación en 
materia de protección de los intereses de los consumidores. 

Directiva 98/7 /CE, de 16 de febrero de 1998, que modifica la Directiva 87 /102/CEE, 
relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y admi­
nistrativas de los Estados miembros en materia de crédito al consumo. 

Directiva 97/55/CE, de 6 de octubre de 1997, que modifica la Directiva 
84/450/CEE, sobre publicidad engañosa, a fin de incluir en la misma la publi­
cidad comparativa. 

Valentín Sebastián Chena 

Leyes afectadas por la modificación 
• Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil 
• Ley 7 /1998, de 13 de abril, de Condiciones Generales de la Contratación 
• Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de Consumidores y Usuarios. 
• Ley 26/1991, de 21 de noviembre, sobre contratos celebrados fuera de los establecimientos mercantiles. 
• Ley 21 /1995, de 6 de julio, reguladora de los Viajes Combinados. 
• Ley 42/1998, de 15 de diciembre, sobre derechos de aprovechamiento por turno de bienes inmuebles de uso 

turístico y normas tributarias. 
• Ley 25/1990, de 20 diciembre, del Medicamento. 
• Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552 CEE, 

sobre la coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados Miembros 
relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva. 

• Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad. 
• Ley 7 /1995, de 23 de marzo, de Crédito al Consumo. 

Nuevo texto de la LEC 
1.- Se adicionará un nuevo punto 8.º al 
apartado 1 del artículo 6: 

«8.º Las entidades habilitadas conforme a 

la normativa comunitaria europea para el 

ejerc icio de la acción de cesación en 

defensa de los intereses colectivos y de los 

intereses difusos de los consumidores y 

usuarios.» 

2.- Se añadirá un apartado 4 al artículo 11: 
«4. Asimismo, las entidades habilitadas a las 

que se refiere -el artículo 6.1.8.º estarán legi­

timadas para el ejercicio de la acción de 

cesación en defensa de los intereses de los 

consumidores y usuarios, tanto colectivos 

como difusos.» 

3.-. Se adicionará un apartado 4 al artícu­
lo 15: 

«4. Quedan exceptuados de lo dispuesto en 

los apartados anteriores los procesos inicia­

dos mediante el ejercicio de una acción de 

cesación para la defensa de los intereses 

colectivos y de los intereses difusos de los 

consumidores y usuarios.» 

4.- Se añadirá un punto 16° al apartado 1 
del artículo 52: 

«1 6º. En los procesos en los que se ejercite 

la acción de cesación en defensa de los inte­

reses, tanto colectivos como difusos de los 

consumidores y usuarios, será competente el 

Tribunal del lugar donde el demandado tenga 

un establecimiento, y a falta de éste, el de su 

domicilio; si careciere de domicilio en territo­

rio español, el del lugar del domicilio del 
actor.» 

5.- Se modificarán los puntos 4.º y 5.º del 
apartado 1 del artículo 249: 

«4°. Las demandas en materia de competen­

cia desleal, propiedad industrial, propiedad 

intelectual y publicidad, siempre que no ver­

sen exclusivamente sobre reclamaciones de 

cantidad, en cuyo caso se tramitarán por el 

procedimiento que les corresponda en fun­

ción de la cuantía que se reclame. No obs­

tante, se estará a lo dispuesto en el punto 

12.º del apartado 1 del artículo 250 cuando 

se trate del ejercicio de la acción de cesación 

en defensa de los intereses colectivos y de 

los intereses difusos de los consumidores y 

usuarios en materia de publicidad. 

5°. Las demandas en que se ejerciten accio­

nes relativas a condiciones generales de con­

tratación en los casos previstos en la legisla­

ción sobre esta materia, salvo lo dispuesto en 

el punto 12.º del apartado 1 del artículo 250.» 

6.- Se adicionará un punto 12.º al aparta­

do 1 del artículo 250: 
«12º. Las que supongan el ejercicio de la acción 

de cesación en defensa de los intereses colecti­

vos y difusos de los consumidores y usuarios.» 

7.- El artículo 711 quedará redactado: 
«Artículo 711. Cuantía de las multas coercitivas. 

1. Para determinar la cuantía de las multas 

previstas en los artículos anteriores, el 

Tribunal, mediante providencia, tendrá en 

cuenta el precio o la contraprestación del 

hacer personalísimo establecidos en el título 

ejecutivo y, si no constaran en él o se tratara 

de deshacer lo mal hecho, el coste dinerario 

que en el mercado se atribuya a esas conduc-

tas. Las multas mensuales podrán ascender a 

un 20 por 100 del precio o valor y la multa 

única al 50 por 100 de dicho precio o valor. 

2. La sentencia estimatoria de una acción de 

cesación en defensa de los intereses colecti­

vos y de los intereses difusos de los consu­

midores y usuarios impondrá, sin embargo, 

una multa que oscilará entre seiscientos y 

sesenta mil euros, por día de retraso en la 

ejecución de la resolución judicial en el plazo 

señalado en la sentencia, según la naturale­

za e importancia del daño producido y la 

capacidad económica del condenado.» 

8.- Se añadirá un nuevo párrafo al aparta­
do 3 del artículo 728: 

«En los procedimientos en los que se ejercite 

una acción de cesación en defensa de los inte­

reses colectivos y de los intereses difusos de 

los consumidores y usuarios, el Tribunal podrá 

dispensar al solicitante de la medida cautelar 

del deber de prestar caución, atendidas las 

circunstancias del caso y la entidad y repercu­

sión social de los intereses afectados.» 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA (del Proyecto) 

Única. Tramitación de los procesos iniciados 

con anterioridad a la entrada en vigor de la 

presente Ley. 

Los procesos iniciados por el ejercicio de las 

acciones de cesación recogidas en la Ley 

34/1988, de 11 de noviembre, General de 

Publicidad, y en la Ley 7 /1998, de 13 de abril, 

de Condiciones Generales de la Contratación, 

que hayan comenzado antes de la entrada en 

vigor de la presente Ley se continuarán sus­

tanciando por los trámites del juicio ordinario. 
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El Abogado y la LEC 

¿Es posible la ejecución provisional de la tasación de costas? 

El artículo 242 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en su apartado primero, 
señala que "cuando hubiere condena en costas, luego que sea firme, se 
procederá a la exacción de las mismas por el procedimiento de apremio, 
previa su tasación, si la parle condenada no las hubiere satisfecho antes 
de que la contraria solicite dicha tasación". 

¿Significa lo anterior que no es posible 

solicitar la ejecución provisional de las 

costas y que hasta que no se produz­

ca la firmeza de la sentencia no se 

podrá ejecutar la condena en costas?. 

Entendemos que no. La ejecución pro­

visional de las costas es posible y está 

siendo acordada, si no por todos, sí 

por muchos tribunales. La norma pro­

cesal al recoger las reglas especiales 

sobre forma y contenido de las sen­

tencias reconoce que las costas son 

un pronunciamiento más de la resolu­

ción judicial que se recoge 

en el fallo (artículo 219, regla 

4ª de la L.E.C.) 

El pronunciamiento sobre 

costas supone un crédito a 

favor del vencedor como los 

demás que puedan recoger­

se en la sentencia. Así lo ha 

señalado reiterada jurispru­

dencia, como indicábamos 

en el anterior número de Economist & 

Jurist, en el que recogíamos, como 

paradigmática, la Sentencia de la Sala 

Primera del Tribunal Supremo de 17-3-

1992. Ponente: Excmo. Sr. D. Pedro 

González Poveda. 

Si acudimos a las normas sobre eje­

cución provisional comprobaremos 

que en el artículo 526 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil se recoge que 

" ... quien haya obtenido un pronuncia­

miento a su favor en sentencia de 

: 00 o o ~ o . 

o o o 
o o 

o o ººº 
o o o o 

o o 
oº º o 

condena dictada en primera instancia 

podrá, sin simultánea prestación de 

caución, pedir y obtener ejecución 

provisional ... ". No hay otra norma que 

permita llegar a la conclusión de que 

el pronunciamiento de condena en 

costas no pueda ejecutarse. Lo que 

tiene perfecto acomodo en la idea del 

legislador, recogida en la Exposición 

de Motivos de la norma procesal, de 

una Justicia de primera instancia más 

efectiva y responsable y de la opción 

por la confianza en la Administración 

de Justicia de su impartición en pri­

mera instancia. 

En cuanto a la forma, dado que resul­

ta precisa la tasación, puede optarse 

por solicitarla bien por otrosí a la 

demanda de ejecución provisional bien 

en escrito aparte una vez solici­

tada dicha ejecución (o simultá­

neamente), acompañando, en 

cualquiera de los casos anterio­

res, las correspondientes minu­

tas detalladas de honorarios del 

letrado y de derechos del pro­

curador, así como los demás 

documentos cuyos importes se 

pretenda se incluya en la tasa­

ción. 

Procedencia de la pensión compensatoria en uniones de hecho 

E 1 formulario de este número recoge la nueva doctrina del Tribunal 

Supremo respecto a la procedencia de pensión por desequilibrio en 

el caso de ruptura de uniones de hecho. El TS ha apreciado la apli­

cación analógica del artículo 97 del Código Civil a las uniones de hecho 

con el fin de evitar desigualdades en aquellas Comunidades Autónomas 

que no tengan una regulación específica sobre parejas de hecho. 

Advertencia: en el suplico se solicita la condena a abonar la pensión y las 

costas, pero debe reflexionarse, en algunos casos, sobre la posible 

necesidad de que se declare la existencia y la ruptura de la relación, que 

sería base fáctica imprescindible que debería acreditarse para la conce­

sión de la pensión. ~ sigue en la página 22 
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AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA 

DON/ÑA ... , Procurador/a de los Tribunales, colegiado/a número ... , en nombre y representación de don/ña ... , 

según consta en escritura de poder que se acompaña como documento 1, , designada de oficio (documen­

to 1 ), con la intervención del letrado/a don/ña, colegiado/a ... del Colegio de Abogados de ... , ante el Juzgado com­

parezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 

Que, por medio del presente escrito, promuevo demanda de juicio ordinario contra 

DON/ÑA ... , que deberá ser citado en: 

C/ .... . 
Zaragoza 

Ejercito acción de reclamación de pensión por desequilibrio producido por la ruptura de la relación duradera de 

convivencia entre la demandante y el demandado. 

HECHOS: 

PRIMERO.- DE LA UNIÓN DE LA PAREJA Y DEL HIJO COMÚN. 

Doña .. . y don .. . han mantenido una relación duradera de convivencia, entre los años 1986 y 2001 , durante la 

cual tuvieron un hijo: V. .. , nacido el 21-07-1989. 

Respecto al menor el Juzgado (de Familia) ... acordó, en procedimiento .. . , que quedaría bajo la guarda y custo­

dia de doña .. . y que el padre abonaría una pensión alimenticia de ... pesetas (Se acompaña sentencia de fecha 

9 de noviembre de 2001, como documento 2). 

SEGUNDO.- DEL DOMICILIO FAMILIAR. 
El domicilio familiar lo fijó la pareja en la calle ... , de Zaragoza. La vivienda está en régimen de alquiler y se ha atri­

buido su uso, en la citada sentencia, al menor y al progenitor en cuya compañía queda. 

TERCERO.- DE LA RUPTURA DE LA CONVIVENCIA. 
La relación entre doña ... y don .. . se ha roto de manera unilateral por el demandado, que abandonó el domicil io 

familiar. 

CUARTO.- DE LAS CIRCUNSTANCIAS PERSONALES Y ECONÓMICAS DE DOÑA .. . 

Doña ... que tiene en la actualidad 42 años, estudio formación profesional administrativo (F.P.2), si bien carece de 

experiencia profesional al no haber trabajado más que unos meses antes de tener a su hijo (Se acompaña, como 

documento 3, certificado de la T.G.S.S. de vida laboral). Sus posibilidades de conseguir un empleo en tales con ­

diciones son muy escasas no sólo por su edad y su escasa experiencia profesional sino también por la naturale­

za de su formación, ya que la misma data de más de 20 años y los cambios tecnológicos en dicho tiempo han 

sido muy importantes: se ha pasado de la máquina de escribir a los ordenadores personales, con sus diferentes 

aplicaciones; ha habido un cambio sustancial en el sistema de comunicaciones, etc. 

QUINTO.- DE LAS CIRCUNSTANCIAS PERSONALES Y ECONÓMICAS DE DON ... 

Cuando iniciaron la relación don ... y doña ... , aquél trabajaba, como oficial administrativo de primera, en la empre­

sa ... , S.A.E. En la actualidad don ... continúa en la misma empresa si bien, tras varios ascensos, su puesto es 

de gerente, con un salario de ... pesetas mensuales, más tres pagas extraordinarias. 

Mientras doña ... se dedicaba al cuidado de la hija y del hogar familiar don .. . ha podido continuar su carrera pro­

fesional. En los años de convivencia don ... ha podido retomar su licenciatura en ... que finalizó y realizar un mas­

ter en ..... 
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SEXTO.- CIRCUNSTANCIAS QUE DEBEN VALORARSE. 

Además de la edad, la escasa cualificación profesional y las dificultades de acceso a un empleo de doña .. . , debe 

valorarse la duración de la relación, su dedicación a la familia tanto pasada como la futura, pues la hija ha que­

dado bajo su guarda y custodia, y la diferencia de medios económicos entre los miembros de la pareja. 

Por ello entendemos que deberá fijarse una pensión de ... pesetas mensuales durante un plazo de .. . años (o 

hasta que encuentre un trabajo o con carácter indefinido). 

DESIGNACIÓN DE ARCHIVOS. 

A efecto probatorio, conforme a lo previsto en el artículo 265.2 de la norma procesal, designó los archivos del l.N. 

de la Seguridad Social y los de su Tesorería General, de la Agencia Estatal de la Administración }ributaria, del 

INEM, y los de la empresas ... , S.A. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

A) PROCESALES 

1.- JURISDICCIÓN 

Conforme a lo dispuesto en 22 de la Ley Orgánica del Poder Judicial , a la que remite el artículo 36 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil , son competentes los órganos españoles del orden jurisdiccional civi l. 

11.- COMPETENCIA 

Objetiva.- Corresponde a los Juzgados de Primera Instancia, en primera instancia, de conformidad con lo previs­

to en el artículo 45 de la Ley de Enju iciamiento Civil. 

Territorial.- Corresponde a los Juzgados de ... , por ser el que corresponde al domicilio del demandado, de con­

formidad con lo previsto en el artículo 50 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

111.- LEGITIMACIÓN 

Se encuentran legitimados activa y pasivamente, respectivamente, la demandante y el demandado, por ser los 

miembros de la pareja cuya ruptura daría lugar a la pensión que se solicita. 

IV.- PROCEDIMIENTO 

El procedimiento se sigue por los trámites del juicio ordinario, por razón de la cuantía. 

V.- POSTULACIÓN 

La parte actora comparece asistida de Abogado y representada por Procurador de los Tribunales, con cumpli ­

miento de los artículo 23 y 31 de la L.E.C. 

VI.- DOCUMENTOS Y COPIAS. 

Se acompañan a este escrito los documentos que exigen los artículos 264 y 265 y las copias que previene el artí­

culo 273 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

B) DE FONDO: 

VII.- ACCIÓN QUE SE EJERCITA 

Se ejerce acción en reclamación de pensión compensatoria del desequilibrio económico producido por la ruptu­

ra de la relación duradera paramatrimonial entre demandante y demandado. 

Sobre la posibilidad del ejercicio de dicha acción debe resaltarse la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de julio 

de 2001, número 700/2001, recurso 1580/ 1996, ponente Sr. don José Manuel Martínez-Pereda Rodríguez, en 

cuyo fundamento jurídico cuarto, párrafo 3 y siguientes, señala: 
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"Ante la ausencia de normativa reguladora de las parejas de hecho, salvo las ya citadas excepciones de concretas 

Autonomías, no puede inferirse el ejercicio de una acción determinada, excluyente de otras, sino como destacó la 

referida sentencia más importante en este punto, se trata de la fijación de una pretensión material respecto a la que 

cabe una concurrencia normativa muy hábil, por cierto, dada la ausencia de regulación legal al respecto. Pues bien, 

ante tal anomia, ha de acudirse a la fuerza expansiva del ordenamiento jurídico, a través de la aplicación analógica 

del Derecho y precisamente en estos casos de uniones de hecho "more uxorio" encuentra su semejanza en su diso­

lución y final por la voluntad unilateral de una de /qs partes, con algunos efectos recogidos para las sentencias de 

separación o divorcio por el Código Civil y así su art. 97 atribuye al cónyuge, al que tal contingencia produzca un 

desequilibrio económico con relación al otro y que implique un empeoramiento con relación a su situación anterior 

al matrimonio, el derecho a una pensión, pudiendo convenir en cualquier momento la sustitución de la misma por la 

constitución de una renta vitalicia, el usufructo de determinados bienes o la entrega de un capital en bienes o en 

dinero (art. 99). De no ser así, ello conduciría inexorablemente a que los españoles no pertenecientes a alguna auto­

nomía que haya legislado en este punto, hayan de utilizar el argumento del enriquecimiento injusto o sin causa, que 

ha sido denostado por un importante sector de la doctrina civilista, pudiendo utilizar la analogía en situaciones de 

verdadera semejanza, en el sentido del art. 4. 1 del Código Civil, entre el caso enjuiciado carente de normativa espe­

cífica y de la semejanza de situación con el cese de la convivencia matrimonial por separación o divorcio, por lo que 

estima este Tribunal que tal es la normativa de aplicación por identidad de razón. Por ello y con aplicación de la doc­

trina recogida en las sentencias de esta Sala de 16 de diciembre de 1996 y la tantas veces citada de 27 de marzo 

de 2001, hay que concluir señalando que el precepto de aplicación es el art. 97 del Código Civil, a través de la ana­

logía. La semejanza de la situación matrimonia/ rota por divorcio o separación que permite al cónyuge al que se le 

ocasione un desequilibrio económico con la posición del otro, con la situación de "more uxorio" de larga duración, 

rota unilateralmente cuando se origina tal desequilibrio es de destacar cuando se vea disuelta unilateralmente la afec­

tividad y convivencia por la voluntad del otro y ello le origine un desequilibrio, como en el caso del recurso. 

"Otra solución conduciría a establecer dos clases de españoles, según sus Autonomías tuvieran o no dictada Ley de 

parejas de hecho, pudiendo acudir a dicha específica normativa o tener que debatirse con la anomia general en la 

materia, lo cual contraría abiertamente el principio de igualdad de los españoles, proclamado en el art. 14 de la 

Constitución, precepto fundamental en cuanto que garantiza el derecho de tal clase que es de aplicación directa e 

inmediata desde la entrada en vigor de tal Texto Fundamenta/, como señaló la sentencia del Tribunal Constitucional 

21611991, de 14 de noviembre." 

VIII.- CUANTÍA 

La cuantía del presente procedimiento es, de conformidad con lo previsto en la regla 7ª del artículo 251 de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil, de ... pesetas. 

IX.- COSTAS 

La demandada ha de ser condenado en costas, conforme a lo dispuesto en el artículo 394 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil, si se opusiera a la demanda. 

Por lo expuesto, 

SUPLICO AL JUZGADO: Que recibido este escrito, con los documentos acompañados y copias de todo ello para 

traslado, me tenga por comparecida y parte demandante en nombre y representación de doña ... , tenga por 

deducida DEMANDA de juicio ordinario contra don .. . , se sirva admitirla y dar traslado de la misma a dicho deman­

dado y seguido el proceso conforme a Derecho, en definitiva, dicte sentencia en la que se acuerde: 

Condenar a don ... a abonar una pensión de ... pesetas mensuales, durante .. . años. La pensión se abonará, por 

adelantado, en la cuenta bancaria que se señale, en los cinco primeros días de cada mes y se actualizará a par­

tir del 1 de enero siguiente a la fecha de la sentencia en cuantía equivalente al incremento de precios al consu­

mo, índice general. 

Condenar en costas al demandado. 

Es Justicia que pido en , a ... de enero de dos mil dos. 

Ara División de Anuncios Financieros es la forma más barata, rápida y sencilla 
de publicar sus avisos oficiales en: 

REALIZAMOS GRATUITAMENTE PARA USTED 

• La selección de los diarios más económicos para insertar sus anuncios. 

• El presupuesto y tramitación de sus anuncios ofic iales y financieros "'"""""....,.~u.;;&,,11~ 

~~Emlli!1irfillli• J:.::·~ que establece para cada caso la Ley de S.A. o S. L. 



Consultorio LEC 
--q Privación de la patria potestad 

¿cuál es el procedimiento adecuado? 

El procedimiento ordinario 

¿Es válido el señalamiento 
de vista el 1 de septiembre? 

Sólo se respeta el plazo de 1 O días 
de citación si se habilita agosto 

¿Cuál es el procedimiento adecuado para 

solicitar judicialmente la privación de 

patria potestad de unos padres sobre un 
hijo menor de edad y la correlativa atribu­

ción de la tutela del menor a los tíos 

demandantes? 
¿Tienen legitimación activa los tíos del 

menor para solicitar dicha privación de 

patria potestad? 

La nueva ley LEC no prevé procedimiento 

especial para solicitar la privación de la patria 

potestad, ya que no está la acción contem­

plada en ninguno de los casos del artículo 

7 48 de la Ley. Ante ello, debe seguirse proce­

dimiento ordinario, de acuerdo con su artícu­

los 249,2 y 253,3 de la LEC, ya que el objeto 

de la litis carece de interés económico. 

Los tíos del menor carecen de legitimación 

activa. Pueden, no obstante, dirigirse al 

Ministerio Fiscal exponiéndole la situación 

para que inste la demanda de privación de la 

patria potestad, con base en el incumpli­

miento de los deberes inherentes a la misma 

(artículo 170, 1 del Código Civil). También 

puede dirigirse al Ministerio Fiscal el mismo 

menor, por preverlo así el artículo 10,2 b) de 

la Ley Orgánica 1 /1996, 15 de enero: 

"2. Para la defensa y garantía de sus dere­

chos el menor puede: ... b) Ponen en conoci­

miento del Ministerio Fiscal las situaciones 

que considere que atentan contra sus dere-

chos con el fin de que éste promueva las 

acciones oportunas". • 

Negativa de entrega 
de documentos de un testigo 
¿hay nulidad de actuaciones? 

No 

¿Hay recurso de apelación 
previo al ·del 455 y siguientes? 

No 

Si un testigo está en posesión del documen­

to esencial para la resolución del asunto, y a 

pesar de solicitarlo una de las partes en el 

procedimiento (la beneficiada por la exhibi­

ción de ese documento), el tribunal no acce­

de a solicitarla (artículo 330, 1 de la Ley) ¿qué 

puedo hacer?. Me planteó varias opciones: 

• Solicitado en la vista y denegada la 

solicitud, limitarme a hacer la oportuna 

protesta a efectos de recurso; 

• Tan pronto se notifique el acuerdo deroga­

torio (artículo 210,2.2), adoptado en vista, 

presentar recurso de reposición; o bien, 

• Si no se obtiene la petición de dicho docu­

mento, a pesar de ejercitar todos lo~ recur­
sos ordinarios, ¿Esta denegación podría 

provocar la nulidad de actuaciones? 

Si el tribunal no requiere al tercero para la 

exhibición del documento por entender que su 

conocimiento no tiene la trascendencia que 

exige el artículo 330,1 de la Ley, creo que, de 

acuerdo con el artículo 330,2 de la misma, la 

resolución será irrecurrible. Si, tras oír al inte­

resado, puede negar el requerimiento formal 

irrecurrible, también puede hacerlo si ya ini­

cialmente estima que el documento no tiene 

trascendencia. No obstante, se podrá repro­

ducir la petición en segunda instancia. De 

todos modos, siendo la cuestión opinable, lo 

mejor es recurrir en reposición la providencia 

que deniegue la comparecencia personal del 

tercero. Por lo antedicho, no creo que la dene­

gación pueda provocar la nulidad de actuacio­

nes. Sólo se puede obtener la prueba en 

segunda instancia. • 

¿Hay cosa juzgada en procedimiento 
de desahucio por precario y posterior 
de reivindicación de la propiedad? 

No debería entrarse en el fondo 
para apreciar cosa juzgada 

La impugnación de la apelación 
¿es un recurso autónomo? 

Sí 

En la nueva LEC la sentencia que ponga fin 

al procedimiento de desahucio por preca­

rio tiene efectos de cosa juzgada (así lo 

sostiene, por ejemplo, Caballero Gea). 
¿Qué sucedería, si en un procedimiento de 

desahucio se falla a favor de la parte A -
con efectos de cosa juzgada-, y posterior­

mente, en un procedimiento declarativo 

ordinario de reivindicación de la propie­

dad-pues el desahucio se limita a la pose­

sión-, se otorga la propiedad del mismo 

bien a la parte B, también con efectos de 

cosa juzgada?. 

La sentencia de un procedimiento del artícu­

lo 250,2 LEC se produce con el carácter de 

cosa juzgada sobre si el demandado tiene 

concepto o no de precarista, es decir, de no 

ostentar derecho alguno sobre la finca. 

En dicho procedimiento pod ría el demandado 

alegar la existencia del título de propiedad, y 

si no lo hace, su falta de derecho a poseer 

queda fijada con el carácter de cosa juzgada. 

Y siendo así las cosas, en el segundo proce­

dimiento no se debería entrar en el fondo 

para apreciar cosa juzgada. • 

Un demandado es emplazado para compa­

recer en vista de juicio verbal en el mes de 

agosto {siendo la vista el primer día hábil 

de septiembre). Si tenemos en cuenta que 

la artículo 440, 1 LEC establece de modo 

imperativo que entre el día siguiente a la 

citación y el día de la vista ha de mediar 

como mínimo diez días hábiles, y que al 

tratarse de un plazo establecido por días 

su cómputo empieza a contar desde el día 

siguiente hábil al día de la notificación; y 

teniendo además en cuenta que el artículo 

131 permite la habilitación de días "cuan­

do hubiere causa urgente que lo exija" 

¿Qué postura debe adoptar demandado? 

¿Cuándo propone el demandado la cita­
ción de testigos a la que hace referencia al 

artículo 440, 1.3? Me planteo dos opciones: 

•Comparecer en la vista y solicitar sus-

pensión de la misma, por no mediar el 

lapsus mínimo que exige la ley, y no 

haber transcurrido aún los tres días 

para solicitar Citación de testigos con­

forme el artículo 440, 1.3, o bien 

•Solicitar, en agosto, habilitación de días 

{artículo 131). El hecho de que el empla­

zamiento se realice en agosto ¿Se con­

sidera "causa urgente", a efectos del 

artículo 131 para la observancia del 
plazo mínimo de diez días? ¿Y para el 

plazo de tres días del artículo 440, 1.3?. 

De acuerdo con el artículo 440, 1 de la Ley, 

debe respetarse el plazo de anticipación de 

citación para la vista en diez días hábi les. 

Pero si el emplazamiento se produce en 

agosto, es porque los días de dicho mes se 

han habil itado de acuerdo la artículo 131 de 

la Ley para apreciar urgencia el juzgador. Y si 

un día de agosto es hábil para aplazar tam­

bién lo son el resto de los diez a efectos de 

cómputo del plazo. De no ser así, procedería 

recurso reposición contra la providencia que 

establezca el señalamiento, solicitando la 

nulidad de las mismas. • 

¿Contempla el artículo 459 de la nueva 

Ley la posibilidad de un recurso de ape­

lación previo al que se regula en el arti­

culado que lo incluye {artículos 455 a 
467)?. 

De ser así, ¿Estaría la interposición del 

mismo sometida al plazo común de 

cinco días que contempla el artículo 
455?. 

Y a su vez, en dicho caso ¿no habría 

que formular coetáneamente, quizá 

por otrosí en el escrito correspondien­
te, la preparación de la impugnación a 

que se refiere la artículo 457, caso de 

que también se entiendan vulneradas 

normas de derecho sustantivo, de 
modo que no pereciese dicha posibili­

dad?. 

Y en dicho otrosí ¿no habría también de 

solicitar la suspensión del plazo de vein­

te días prevenido para la correspondien­

te sustanciación hasta tanto la superio­

ridad no se haya pronunciado acerca a 

la nulidad alegada y haya devuelto los 

autos a la instancia, de modo que se 

interponga o no el subsiguiente recurso 

por razones sustantivas en función de 

que se haya o no estimado la cuestión 

de nulidad?. 

El artículo 459 de la Ley no contempla la 

posibilidad de recurso de apelación previo al 

regulado en los artículos 455 y siguientes de 

la Ley. Una vez preparado el recurso, dentro 

del plazo de veinte días debería el apelante 

interponer recurso (artículo 458) por motivos 

de fondo , por infracción de garantías proce­

sales, o por ambos fundamentos. 

El Tribunal Superior podrá resolver ambas 

cuestiones (artículo 465,2) , o apreciar 

la nulidad de actuaciones, dictando provi ­

dencia reponiéndolas al estado en que 

se hallaban cuando la infracción se come­

tió . • 

¿Tiene dudas sobre la LEC? 

Con la nueva LEC se permite que, inter­

puesto por una de las partes recurso de 

apelación, las demás podrán presentar 

escritos de oposición al recurso o, en 

su caso, de impugnación de la resolu­

ción apelada en lo que le resulte desfa­
vorable {artículo 461). 

El problema que se me plantea es que 

una vez trasladada. la impugnación al 

apelante principal, a éste le interese 
desistir de su recurso principal para 

que, de esta manera, también decaiga 
la impugnación sobrevenida y la sen­

tencia sea firme. 

En este caso, ¿entienden ustedes que la 

impugnación es un recurso autónomo e 

independiente respecto de la apelación 
principal cuya tramitación continua pese al 

desistimiento del recurso principal, o, por 

contrario, entienden que dicha impugna­

ción carece de sustantividad propia y que 

desistido el recurso principal también debe 

de decaer la impugnación sobrevenida, 

puesto que debería de haberse interpuesto 

en plazo como recurso de apelación?. 

La parte que no haya formulado recurso de 

apelación puede, en el trámite de oposición 

al recurso interpuesto por otra, formular a su 

vez la impugnación de la sentencia en lo que 

le resulte desfavorable. Constituye ello una 

especie de apelación tardía y su recurso de 

apelación es totalmente independiente del 

otro, por lo que no se verá afectado por el 

desistimiento de este. 

En este sentido, es igual que la adhesión 

regulada en la ley anterior, con la diferencia 

de que aquélla se debía formular en la 

Audiencia existiendo un amplio lapso de 

tiempo durante el cual el apelante podía 

desistir o no comparecer en apelación, evi­

tando ello la adhesión. Pero una vez formula­

da, seguía un trámite independiente, igual 

que la ley actuar. • 

Remítanos sus preguntas a economist@difusionjuridica.com 
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La nueva 

-

Ley de 
Marcas 
El pasado 7 de diciembre de 2001 se aprobó la 
Ley 17 /2001, que remplaza la Ley 32/1988, de 
Marcas y reforma en gran medida nuestro 
sistema marcario. Adelantamos algunas de las 
novedades que nos trae el nuevo texto. A partir 
de su entrada en vigor no podrá solicitarse el 
registro de nuevos rótulos de establecimiento, 
estableciéndose un régimen de existencia y 
protección temporal. Se reformula la definición del 
concepto de marca, así como las prohibiciones de 
registro, tanto absolutas como relativas: la nueva 
Ley elimina en su definición de marca cualquier 
referencia a la regla de la especialidad, se 
reemplaza la noción de "persona", por la de 
"empresa" y se añade, en la lista no limitativa de 
signos susceptibles de constituir una marca, los 
sonoros. Respecto de las prohibiciones absolutas de 
registro se elimina la referencia a la prohibición de 
registro del color por sí solo; se introduce como 
nueva prohibición absoluta de registro la relativa a 
las falsas indicaciones geográficas de vinos y 
bebidas y se extiende el principio de distintividad 
sobrevenida del uso a los signos carentes de 
carácter distintivo y a los signos habituales. 
Respecto de las prohibiciones relativas, el riesgo de 
confusión pasa a incluir el riesgo de asociación con 
la marca anterior y se refuerza la protección de las 
marcas registradas notorias y renombradas. En 
cuanto al procedimiento de registro, se permite la 
presentación de la solicitud de registro de marca en 
el órgano competente de la Comunidad Autónoma. 

L a Ley 17 /2001 , de Marcas tiene 

fijada su entrada en vigor el 

próximo 31 de julio de 2002, si 

bien algunas disposiciones ya entraron 

en vigor el pasado 9 de diciembre de 

2001 . Concretamente, las contenidas 

en el Título V relativas a los efectos del 

registro de la marca y de su solicitud, la 

obligación de uso de la marca, las 

acciones por violación del derecho y la 

marca como objeto de propiedad; el 

artículo 85 y las disposiciones adicio­

nales tercera, cuarta, octava, décima, 

undécima, decimotercera, decimo­

cuarta y decimoquinta. 

Razones para una reforma 

Son varias las razones que han motiva­

do la reforma emprendida por la Ley y 

que resalta su exposición de motivos. 

En primer lugar, se trata de dar cumpli ­

miento a la sentencia del Tribunal 

Constitucional 103/1999, de 3 de junio 

por la que se delimitan las competen­

cias que en materia de propiedad 

industrial corresponden a las Comu­

nidades Autónomas y al Estado. 

En segundo lugar, se trata de adecuar 

la normativa española al derecho 

comunitario, en particular, la Directiva 

89/104/CEE, del Consejo, de 21 de 

diciembre de 1988, relativa a la aproxi­

mación de la legislación de los Estados 

miembros en materia de marcas, y el 

Reglamento 40/94/CE sobre la marca 

comunitaria, y al derecho internacional 

(Protocolo concerniente al Arreglo de 

Madrid, relativo al Registro Interna­

cional de Marcas, de 27 de junio de 

1989; el Acuerdo sobre los Aspectos 

de Derechos de Propiedad Industrial 

Relacionados con el Comercio­

Acuerdo ADPIC-, de 15 de abril de 

1994, y el Tratado sobre el derecho de 

marcas y su Reglamento, de 27 de 

octubre de 1994). 

Finalmente, la tercera razón por la que 

se consideraba necesario adoptar una 

nueva Ley de Marcas, indicada en la 

exposición de motivos de esta última, 

es la de "dotar a la marca de un pro­

cedimiento ágil y lógico, introduciendo 

aquellas novedades que aconseja la 

experiencia de diez años de aplicación 

de la Ley de Marcas y aquellas otras 

que, habiendo revelado su utilidad en 

Estados de nuestro entorno jurídico, se 

hacen merecedoras de ser acogidas 

por nuestro Derecho". 

Analizaremos a continuación, sin 

ánimo de ser exhaustivos, las modifi­

caciones más importantes que la 

nueva Ley 17 /2001 introduce respecto 

del régimen anterior. 

Sentencia del Tribunal Constitucional 103/1999, de 3 de junio 
Esta Sentencia estima parcialmente los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por el 
Gobierno Vasco y el Parlamento de Cataluña frente a determinados artículos de la Ley 
32/1988, de 1 O de noviembre, de Marcas, declarando que las competencias de ejecución 
en materia de Propiedad Industrial, contenidas en los artículos. 15.2 y 3, 24.1, 45.1, 75.1 y 
85, párrafo segundo, de dicha Ley, corresponden a las Comunidades A'utónomas que han 
asumido competencias ejecutivas en la materia. 

Así se decidió respecto de las competencias de recibir solicitudes nacionales e internacio­
nales de registro de marca, nombre comercial o rótulo de establecimiento (artículo 15.2 y 3 
en lo que se refiere a las solicitudes nacionales, y 75.1 y 2 en lo que se refiere a las inter­
nacionales), de examinar si la solicitud presentada reúne los requisitos formales estableci­
dos en la Ley y de notificar al solicitante las irregularidades que se observen (artículo 24.1 ), 
la facultad para suspender la inscripción de cesión o licencia si se observasen defectos en 
la documentación (artículo 45.1), y las competencias ejecutivas en materia de procedimien­
to de registro de rótulos de establecimiento (artículo 85). 
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La nueva Ley de Marcas 

Directiva 89/104 
Las principales modificaciones introducidas por la Ley 17 /2001 tienen precisamente el obje­
tivo de adaptar el Derecho español a la Directiva 89/104. En efecto, si bien la Ley de Marcas 
de 1 o de noviembre de 1988 incorpora en gran medida los principios y normas contenidos 
en la Primera Directiva del Consejo de 21 de diciembre de 1988, relativa a la aproximación 
de las legislaciones de los Estados miembros en materia de marcas, dicha incorporación no 
es en modo alguno completa, ya que existen diferencias destacables entre la Ley de Marcas 

32/1988 y la mencionada Directiva. 
El motivo de esta situación fue la coincidencia temporal en la tramitación de ambas normas, 
puesto que en el momento en que se sometió el proyecto de la Ley de Marcas a la discu­
sión parlamentaria (el 6 .de noviembre de 1987), no se conocía todavía la posición común del 
Consejo (de 22 de junio de 1988) ni, obviamente, la redacción definitiva de la Directiva. Esta 
coincidencia temporal fue precisamente uno de los motivos por los que el legislador espa­
ñol, entre las distintas opciones que tenía ante sí, optó por incorporar a la nueva Ley de 
Marcas básicamente los principios que inspiran el Derecho comunitario de marcas, en detri­
mento de la solución de transcribir directamente los artículos de la directiva. 
El resultado de las circunstancias expuestas anteriormente es que la adaptación que la Ley de 
Marcas 32/1988 efectuaba de la Directiva comunitaria era incompleta, con diferencias desta­
cables en aspectos concretos, lo que había llevado en ocasiones a situaciones en las que el 
Juez nacional, se había visto en la obligación de subsanar las situaciones de disparidad entre 
la normativa interna y la normativa comunitaria, interpretando en toda la medida de lo posible 
el derecho nacional de conformidad con la letra y la finalidad de la Directiva, todo ello de acuer­
do con la reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. 

Ámbito de aplicación 

A este respecto, la Ley l 7 /2001 se 

aplica únicamente a las marcas y a los 

nombres comerciales, suprimiéndose 

así el carácter registra! de los rótulos 

de establecimiento. Así, a partir de la 
entrada en vigor de la nueva Ley, no podrá 
solicitarse el registro de nuevos rótulos 
de establecimiento, pudiendo no obs­

tante hacerse valer su protección a tra­

vés del registro de una marca o nom­

bre comercial. La razón de esta supre­

sión es, de acuerdo con la Exposición 

de Motivos, la necesidad de alinearse 

con los sistemas de nuestro entorno 

político y económico. 

-

Respecto de los rótulos de estableci­
miento ya inscritos durante la vigencia de 
legislaciones anteriores, la nueva Ley 

establece un régimen de existencia y 

protección temporal (disposiciones 

transitorias tercera y cuarta). En este 

sentido, los rótulos de establecimiento 

vigentes podrán ser renovados dentro 

de los seis meses siguientes a la entra-

da en vigor de la Ley, por un periodo 

de siete años. Aquellos rótulos de 

establecimiento que no hubieren sido 

renovados, o los concedidos con pos-

Se suprime el carácter 
registra/ de los rótulos 

de establecimiento 

terioridad a la entrada en vigor de la 

Ley l 7 /2001 , continuarán en vigor 

hasta la expiración del periodo por el 

que hubieran sido concedidos o reno­

vados por última vez, debiendo abo­

narse los quinquenios a los que en su 

caso estuvieran sometidos. 

Una vez transcurridos los periodos de 

vigencia registra! mencionados ante­

riormente, el registro de rótulos de 

establecimiento será definitivamente 

cancelado, y la protección de esta 

modalidad de la propiedad industrial se 

efectuará únicamente a través de las 

normas comunes de competencia des­

leal y, con carácter temporal , del régi-

men de protección extrarregistral de 20 

años a partir de su cancelación, previs­

to en la disposición transitoria cuarta 

de la Ley. Esta disposición transitoria 

faculta al titular de un rótulo de estable­

cimiento cancelado a oponerse al uso 

de una marca o nombre comercial pos­

teriores e incompatibles con dicho 

rótulo, realizado en el termino municipal 

para el que hubiere estado protegido 

registralmente, a menos que hubiere 

tolerado dicho uso durante cinco años 

consecutivos, o que hubiere dejado de 

usar el mencionado rótulo por un plazo 

ininterrumpido de tres años. 

Concepto de marca 
y prohibiciones de registro 

La nueva Ley reformula la definición del 
concepto de marca, así como las prohibi­

ciones de registro, tanto absolutas como 

relativas, y ello con el objeto de armoni­

zar plenamente la Ley española con el 

artículo 2, 3 y 4 de la Directiva 89/104, 

relativos, al concepto de marca, las pro­

hibiciones absolutas y las prohibiciones 

relativas de registro, respectivamente. 

Así, en lo que se refiere al concepto de 

marca, el artículo 4 de la nueva Ley 

establece, que "se entiende por marca 

todo signo susceptible de representa­

ción gráfica que sirva para distinguir en 

el comercio los productos y servicios de 

una empresa de los de otras", pudien­

do ser tales signos, en particular: 

- "las palabras o combinaciones de 

palabras, incluidas las que sirven para 

identificar a las personas; 

- las imágenes, figuras, símbolos y 

dibujos; 
- las letras, las cifras y sus combina-. 

ciones; 
- las formas tridimensionales, entre las 

que se incluyen los envoltorios, los 

envases y la forma del producto o de 

su presentación; 

- los sonoros; 
- cualquier combinación de los signos 

que, con carácter enunciativo, se men­

cionan en los apartados anteriores". 
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Concepto de marca en la Ley 32/1988 

Los artículos 1 y 2 de la anterior Ley de marcas 
32/1988 establecían: 

La nueva Ley reformula la definición del concepto 
de marca, así como las prohibiciones de registro, 
tanto absolutas como relativas 

Artículo 1.º Se entiende por marca todo signo o 
medio que distinga o sirva para distinguir en el mer­
cado productos o servicios de una persona, de pro­
ductos o servicios idénticos o similares de otra per­
sona. 

gan una idea inmediata e 

inequívoca de lo que constitu­

ye la marca cuando se utiliza 

en relación con pelotas de 

tenis, y se ajusta al requisito 

de representación gráfica, ya 

que «el olor a hierba recién 

cortada es un olor inequívoco 

que todo el mundo conoce 

por experiencia de forma 

inmediata». 

Artículo 2.º Podrán, especialmente, constituir marca 
los siguientes signos o medios: 
a) Las palabras o combinaciones de palabras, inclui-

das las que sirven para identificar las personas . . 
b) tas imágenes, figuras, símbolos y gráficos. 
c) Las letras, las cifras y sus combinaciones. 
d) Las formas tridimensionales entre las que se inclu­

yen los envoltorios, los envases, la forma del pro-
ducto o su presentación. · 

e) Cualquier combinación de los signos o medios que, 
con carácter enunciativo, se mencionan en los 

Mientras el artículo 1 de la Ley 

89/1 04 establecía que el signo 

ha de ser apropiado para dis­

tinguir "los productos o servi­

cios de una persona, de los 

apartados anteriores. 

Mediante esta nueva formulación, la 

Ley 17 /2001 introduce importantes 

cambios respecto de la Ley 32/1988. 

Incorpora la co·ndición (impuesta por el 

artículo 2 de la Directiva 89/104) de 

acuerdo con la cual, para poder cons­

tituir una marca, el signo debe ser sus­
ceptible de representación gráfica, exclu­

yendo así prima facie aquellos signos 

gustativos, olfativos o táctiles. Es de 

señalar no obstante, respecto de los 

signos olfativos, que la Segunda Sala 

de Recurso de la Oficina de 

Armonización del Mercado Interior, en 

su crit icada resolución de 11 de febre­

ro de 1999 (DOOAMI, 10/99), p. 1238 

Y ss.) admitió la solicitud de registro de 

marca comunitaria consistente en el 

«Olor a hierba recién cortada» para dis­

tinguir pelotas de tenis (ello no obstan­

te el artículo 4 del Reglamento sobre la 

Marca Comunitaria, que impone la 

condición de la posibilidad de repre­

sentación gráfica para que un signo 

pueda constituir una marca comunita­

ria) por el motivo que la descripción de 

dicha marca («olor a hierba recién cor­

tada») es suficientemente clara «como 

para que las personas que la lean ten-

productos o servicios idénticos o simi­

lares de otras personas" la nueva Ley 
elimina en su definición de marca cual-
quier referencia a la regla de la especiali­
dad. Esta nueva definición, además de 

estar plenamente acorde con la 

Directiva 89/104, suprime cualquier 

contradicción con los artículos 8 y 

34.2.c) de la nueva Ley, que confieren 

a la marca renombrada una protección 

que va más allá de la regla de la espe­

cialidad; 

Reemplaza la noción de "persona", por la 
de "empresa", y ello con el objeto de 

transponer plenamente la Directiva 

89/104. No obstante, de acuerdo con 

el Profesor FERNANDEZ-NOVOA, en 

su reciente obra «Tratado sobre 

Derecho de Marcas» , Marcial Po ns, 

2001, p. 39, la formulación contenida 

en la Ley 32/1988 es más apropiada 

que la de la Directiva 89/104, teniendo 

en cuenta que en el contexto del actual 

derecho europeo es incongruente 

conectar el concepto jurídico de marca 

con la empresa. 

Añade, en la lista no limitativa de signos 

susceptibles de constituir una marca, 

los sonoros. Si bien la lista de la 

Directiva 89/104 no contiene este tipo 

de signos, en las Declaraciones con­

juntas del Consejo y la Comisión de las 

CE con respecto a dicha Directiva y al 

Reglamento (CEE) nº 40/1994 sobre la 

Marca Comunitaria, se indica que no 

se excluye la posibilidad de registrar en 

el futuro sonidos a título de marca. 

Esta posibilidad no es incompatible 

con la necesidad de que las marcas 

sean susceptibles de representación 

gráfica, ya que dicha representación 

puede efectuarse a través de notas 

musicales o de un sonograma. 

Respecto de las prohibiciones absolutas 
de registro, recogidas artículo 5 de la 

nueva Ley, cabe destacar los siguien­

tes cambios: 

* La eliminación de la referencia a la pro­
hibición de registro del color por sí solo. · 

* La introducción de una nueva prohibi­
ción absoluta de registro, relativa a las 

falsas indicaciones geográficas de vinos y 
bebidas espirituosas, aún cuando no 

induzcan a error. 

* En cuanto a la prohibición referente a 

los signos no susceptibles de constituir 
una marca, a los signos carentes de 
carácter distintivo y a los signos descrip­
tivos o habituales, además de adecuar 

la terminología empleada a la de la 

Directiva 89/104, la Ley 17 /2001 

(Artículo 5.2, de conformidad con el 

artículo 3.3 de la Directiva 89/104) 

extiende el principio de distintividad 
sobrevenida del uso (es decir, la posibili­

dad de registrar a título de· marca un 

signo prima facie genérico, descriptivo 

o habitual, cuando dicho signo, por el 

uso que se ha hecho del mismo, 

hubiere adquirido un carácter distinti­

vo), aplicable únicamente a los signos 
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descriptivos en virtud de la Ley 

32/1988 (Artículo 11 .2 Ley 32/1988), a 

los signos carentes de carácter distin­

tivo y a los signos habituales. Respecto 

de la prohibición de registro referente a 

los signos descriptivos, la nueva Ley, 

en su artículo 5.1.c), introduce una 

redacción acorde con la Directiva, al 

disponer que "no podrán registrarse 

como marca los signos que se com­

pongan exclusivamente de signos o 

indicaciones que puedan servir (-en 

lugar de "que sirvan", como preveía el 

artículo 11 .1 .c) de la Ley de Marcas 

32/1988-), en el comercio para desig­

nar la especie, la calidad, la cantidad, 

el destino, el valor, la procedencia geo­

gráfica, la época de obtención del pro­

ducto o de la prestación del servicio u 

otras características del producto o 

servicio», lo que permite tener en cuen­

ta, a efectos de determinar la aplica­

ción de la prohibición, no sólo las exi­

gencias actuales, si no también las 

_futuras exigencias de la disponibilidad 

de un signo (Vid. a este respecto, 

FERNÁNDEZ-NOVOA, op.cit. p. 131 ). 

Finalmente, respecto de las prohibicio­
nes relativas, son de particular relevan­

cia las siguientes modificaciones: 

• Se especifica, de acuerdo con el artí­

culo 4.1.b) de la Directiva 89/104 y de 

la jurisprudencia del T JCE interpretati­

va del mismo (Sentencias de 11 de 

noviembre de 1997, Asunto C-251 /95, 

Rep. 1997, pp. 1-6214 ; 29 de sep­

tiembre de 1998, Asunto C-39/1997, 

Rep. 1999, p. 1-925 ; 22 de junio de 

1999, asunto C-342/1997, Rep. 1999, 

p. 1-3830), que el riesgo de confusión -

criterio para determinar si una marca o 

solicitud de marca anterior puede blo­

quear el acceso al registro o anular una 

marca posterior similar para distinguir 

productos o servicios similares, así 

como impedir el uso de signos simila­

res para identificar productos o servi­

cios similares-, incluye el riesgo de aso­
ciación con la marca anterior, excluyen­

do así la posibilidad de que pueda 
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entenderse como una figura alternativa 

del riesgo de confusión. 

• Se precisa que las "marcas anterio­
res" que pueden ser motivo de denega­
ción o nulidad relativa son las siguien­

tes: las marcas registradas y solicitu­

des de marcas españolas, internacio­

nales con efectos en España y 

Comunitarias, cuya fecha de presenta­

ción o de prioridad sea anterior a la 

fecha de examen; las marcas comuni­

tarias que reivindican la antigüedad de 

una de las marcas mencionadas ante­

riormente y; las marcas no registradas 

notoriamente conocidas en España en 

el sentido del artículo 6 bis del CUP. Es 

de señalar que en la Ley 32/1988, el 

usuario de una marca notoriamente 

conocida está únicamente legitimado 

(artículo 3.2. Ley 32/1988) para ejerci­

tar una acción de nulidad de una 

marca posterior confundible, pero no 

para presentar una oposición frente a 

una solicitud de marca. 

• Se refuerza, en el artículo 8, la pro­

tección de las marcas registradas noto­
rias y renombradas, pudiendo constituir 

un obstáculo al registro de signos idén­

ticos o semejantes posteriores, aun­

que se solicite para productos o servi­

cios no similares bajo cumplimiento de 

determinados requisitos. La misma 

protección se otorga al nombre comer­

cial notorio o renombrado registrado. 

Es de señalar, además, que el artículo 

8.2 de la Ley 17 /2001 define las mar­

cas y nombres comerciales notorios 

como los que, por su volumen de ven­

tas, duración , intensidad o alcance 

geográfico de su uso, valoración o 

prestigio alcanzado en el mercado o 

por cualquier otra causa, sean general­

mente conocidos por el sector perti­

nente del público al que se destinan los 

productos, servicios o actividades que 

distinguen dicha marca o nombre 

comercial. 

Procedimiento de registro 

La nueva Ley introduce una reforma 

importante en los procedimientos de 

solicitud y reg istro. 

Se permite la presentación de la solicitud 
de registro de marca en el órgano compe­
tente de la Comunidad Autónoma donde 

el solicitante tenga su domicilio o un 

establecimiento industrial serio y efec­

tivo, excepto en los casos de los solici­

tantes domiciliados en Ceuta y Melilla, 

y los solicitantes no domiciliados en 

España, que presentarán la solicitud 

ante la Oficina Española de Patentes y 

Marcas (OEPM) . 

-- - - - - -- - - - - - -~ --
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Se introduce una 
nueva acción 
consistente en la 
destrucción o cesión 
con fines 
humanitarios, a costa 
del demandado, de los 
productos ilícitamente 
identificados con la 
marca que estén en 
posesión del infractor 

Con carácter optativo, también podrán 

presentarse las solicitudes: 

• En el órgano competente de la 

Comunidad Autónoma donde el repre­

sentante del solicitante tuviera su domi­

cil io o una sucursal seria y efectiva; 

• Ante la OEPf\Íl, si el solicitante o su 

representante lo solicitaran a través de 

un establecimiento comercial o indus­

trial serio y efectivo que no tuviere 

carácter territorial; 

• En los lugares previstos en el artículo 

38.4 de la Ley 30/1002, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Proce­

dimiento Administrativo Común. 

Se implanta la marca multiclase, permi­

tiéndose por tanto el registro de una 

sola marca para cuantas clases se 

desee proteger, con la consiguiente 

creació_n de las tasas por clase. Hay 

que señalar que bajo el régimen de la 

Ley 32/ 1988, es necesario solicitar una 

marca por cada clase de productos 

que se pretende proteger, con los con­

siguientes gastos y costes adicionales 

que el lo conlleva. 

Asimismo, se establece la posibilidad 

otorgada al solicitante o titular de una 
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marca que comprende varios produc­

tos o servicios, de dividir, durante los 

procedimientos de registro o recurso, 

la solicitud o registro de ésta en dos o 

más solicitudes o registros divisiona­

les, distribuyendo los productos o 

servicios enumerados en la solicitud o 

registro inicial. Finalmente, se suprime 

la obligación que establecía el artículo 

7.2. de la Ley 32/1988, de acompa­

ñar a la solicitud de renovación del 

registro de marca una declaración en 

documento público de uso de la 

misma. 

El motivo de estas tres modificaciones 

es la adecuación del ordenamiento 

español al Tratado sobre Derecho de 

Marcas, adoptado en el marco de la 

Organización Mundial de la Propiedad 

Intelectual, que entró en vigor para 

España el 17 de marzo de 1999. Las 

demás modificaciones implicadas por 

el mencionado Tratado (supresión de 

la exigencia de titulación pública 

como requisito de inscripción de 

licencias o cesiones contractuales y la 

supresión de las tasas quinquenales, 

debiéndose pagar únicamente una 

tasa de registro y una tasa de renova­

ción seis meses antes de la expiración 

de su vida legal), se llevaron a cabo 

por la Ley 14/1999 de 4 de mayo, de 

Tasas y Precios Públicos por servicios 

prestados por el Consejo de 

Seguridad Nuclear. 

Se eliminan las figuras de marca deriva­
da y de ampliación de marca. 

Se suprime el examen de oficio, por 

parte de la OEPM, de las prohibiciones 
relativas de registro, que serán tenidas 

en cuenta por dicho organismo única­

mente cuando un tercero legitimado 

formule la correspondiente oposición a 

la solicitud de marca presentada a 

registro. De acuerdo con la exposición 

de motivos de la Ley de Marcas, la 

finalidad de esta novedad es triple: ali­

nearse con los sistemas mayoritarios 

en nuestro entorno europeo y, en par­

ticular, con el sistema de la marca 

comunitaria, evitar el planteamiento 

por la administración de conflictos arti­

ficiales al señalar de oficio marcas 

anteriores cuando su titular no tiene 

interés en oponerse a la nueva solici­

tud y, finalmente, ganar en rapidez y 

eficacia. 

De este modo, el examen de oficio rea­

lizado por la OEPM queda limitado a 

las prohibiciones absolutas de registro. 

No obstante, se establece que la 

OEPM comunicará, a efectos informa­

tivos, la existencia de la solicitud de 

registro a los titulares de los signos 

anteriores registrados o solicitados que 

hubieran sido detectados como con­

secuencia de una búsqueda informáti­

ca realizada por dicha Oficina, lo que 

permite reducir los riesgos de coexis­

tencia en el registro de marcas clara­

mente incompatible. Por otra parte, se 

establece la posibilidad de que los 

órganos de las Administraciones públi­

cas y las asociaciones y organizacio­

nes de ámbito nacional o autonómico 

que tengan por finalidad la protección 

del consumidor, dirijan a la OEPM 

observaciones escritas en virtud de las 

cuales procedería denegar de oficio el 

registro de una marca. 

Se regula en el marco del procedimien­

to de registro la figura del "restitutio in 

integrum" a fin de evitar que por la 

inobservancia de un plazo se produzca 

la pérdida de un derecho, si el intere­

sado demuestra haber actuado con la 

diligencia debida 

Finalmente, la Ley 17 /2001 contem­

pla la posibilidad de suspender el pro­

cedimiento de concesión de una 

marca o nombre comercial cuando la 

oposición se base en una mera solici­

tud de registro, o cuando se hubiera 

entablado, a instancia del solicitante, 

una acción de nulidad, reivindicatoria 

o de caducidad contra el signo opo­

nente, así como en el supuesto de 

presentación de una solicitud de divi­

sión o a petición conjunta de todos 

los interesados. 



Contenido del derecho 
de marca 

La Ley 17 /2001 adopta en su Título V 

una serie de disposiciones que fortale­

cen en gran medida la posición exclusi­

va del titular de la marca. 

Respecto de los derechos conferidos 

por la marca, se amplia el alcance del 
"ius prohibendi" a los medios de identifi­
cación del producto o servicio, cuando 
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Respecto de las primeras, el artículo 

34.2.c) de la Ley 17 /2001 dispone que 

el titular de una marca notoria y renombra­
da registrada está legitimado para prohibir 
el uso de cualquier signo idéntico o seme­
jante para productos o servicios que no 
sean similares a aquellos para los que esté 
registrada la marca, cuando con la utiliza­

ción del signo realizada sin justa causa 

se pueda indicar una conexión entre 

dichos bienes o servicios y el titular de la 

marca o, en general, cuando ese uso 

El signo debe ser susceptible de representación 
gráfica excluyendo aquellos signos gustativos, 
olfativos o táctiles 

exista la posibilidad de que dichos 

medios se utilicen para realizar actos 

prohioidos, así como a la utilización de 
la marca en redes de comunicación tele­
mática o como nombre de dominio. 
Artículo 34.3, letras e) y f). Es de seña­

lar que, si bien la Ley 32/1988 no con­

tenía ninguna disposición a este res­

pecto, diversas resoluciones d~ juzga­

dos españoles consideraron que los 

artículos 30 y 36 de dicha Ley faculta­

ban al titular de la marca impedir su uso 

por terceros como nombre de dominio. 

Entre dichas resoluciones, cabe citar a 

título de ejemplo: Auto del Juzgado de 

Primera Instancia nº 13 de Bilbao, de 

28 de septiembre de 1999 (caso 

"Ozú.com") ; Auto del Juzgado de 

Primera Instancia de Oviedo, de 2 de 

Junio de 1999 (Caso "Nocilla.com"); 

Sentencia del Juzgado de Primera 

Instancia e Instrucción nº 2 de San 

Bartolomé de Tirajana, de 30 de julio de 

2001 (Caso "Cortefiel .com"); Sentencia 

del Juzgado de Primera Instancia e 

Instrucción nº 8 de San Bartolomé de 

Tirajana, de 1 O de diciembre de 2001 

(Caso "Don Algodón.com"). 

Asimismo, se establece el alcance 

del contenido del derecho de las 
marcas notorias y renombradas regis­
tradas y de las marcas notorias no 

registradas. 

pueda implicar un aprovechamiento 

indebido o un menoscabo del carácter 

distintivo o de la notoriedad o renombre 

de dicha marca. La Ley 32/1988 no con­

tenía ninguna disposición equivalente al 

artículo 34.2.c) de la Ley 17 /2001. De 

este modo, con el objeto de obtener la 
cesación del uso de un signo idéntico a una 
marca notoria, en relación con productos 

no similares a los protegidos por esta 

última, su titular se veía en la obligación 

de recurrir a la Ley de Competencia 
Desleal, y en particular, al artículo 12. Así, 

por ejemplo, la Sentencia del Tribunal 

Supremo de 17 de marzo de 2000 (RJ 

2017) estableció que el titular de la 

marca "Camel" para cigarrillos estaba 

legitimado para impedir a un tercero el 

uso de la marca "Kamel" para productos 

cosméticos, debido al aprovechamiento 

indebido que dicho uso implicaba res­

pecto de la reputación de la marca ante­

rior "Camel". 

En cuanto a las segundas, el artículo 

34.5 extiende a la marca notoria no regis­
trada los derechos reconocidos a las mar­
cas registradas, excepto los concedi­

dos en el artículo 34.2.c) a las marcas 

notorias y renombradas. Finalmente, 

se habilita al titular para impedir la repro­
ducción de su marca en diccionarios, si 
ello perjudica su carácter distintivo. 

En cuanto a las acciones a disposición 
del titular de la marca, reguladas en los 

artículos 40 y siguientes, la Ley 

17 /2001 introduce, junto a las clásicas 

acciones de cesación, retirada del 

mercado, daños y perjuicios y publica­

ción de la sentencia condenatoria, una 
nueva acción consistente en la destruc­
ción o cesión con fines humanitarios, a 
costa del demandado, de los productos ilí­
citamente identificados con la marca que 
estén en posesión del infractor. 

Por otra parte, la acción de daños y per­
juicios ha sido ampliamente reforzada: 

En virtud de la Ley 32/1988, el titular 

de una marca podía reclamar daños y 

perjuicios en caso de infracción de la 

misma, únicamente en el supuesto en 

que hubiera advertido fehacientemente. 

al infractor de la existencia de la marca 

y su violación, con el requerimiento de 

que cesara en la misma, o en su actua­

ción hubiere mediado culpa o negli­

gencia. En cambio, el artículo 42 de la 

nueva Ley establece en ciertos casos 

(cuando el acto de infracción consiste 

en poner el signo infractor en los pro-

( . .. - - ~ 
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duetos o en su presentación, o en los 

medios de identificación del producto 

o servicio, así como cuando la marca 

en cuestión es notoria o renombrada) 

la responsabilidad objetiva del usurpa­

dor de la marca, sin sujeción a la con­

currencia de culpa o negligencia; 

Además, se incluye expresamente la 

posibilidad de indemnizar el daño infli­

gido al prestigio o reputación de la 

marca, por ejemplo, en caso de reali ­

zación defectuosa de los productos ilí­

citamente marcados o una presenta­

ción inadecuada en el mercado; 

La Ley dispone que el titular de la 

marca tendrá, en todo caso y sin nece­

sidad de prueba alguna, derecho a 

percibi r en concepto de indemnización 

de daños y perjuicios el 1 % de la cifra 

de negocios realizada por el infractor 

con los productos o servicios ilícita­

mente marcados, pudiendo exigir una 

indemnización mayor si prueba que la 

vio lación de su marca le ocasionó 

daños y perjuicios superiores. 

Finalmente, con el objeto de asegurar 

la ejecución de una condena de cesa­

ción, la Ley 17 /2001 introduce indem­

nizaciones coercitivas no inferiores a 

600 euros por día transcurrido hasta 

que se produzca la cesación efectiva 

de la violación. 

Obligación de uso 
de la marca 

Respecto de la obligación de uso de la 

marca, la nueva Ley introduce una 

serie de novedades cuyo principal 

objetivo es, una vez más, transponer 

plenamente la Directiva 89/ 104. 

En primer lugar, la Ley 17 / 2001 supri­

me la norma contenida en el artículo 

4.4. de la Ley 32/ 1988, conforme a la 

cual "el uso de una marca en relación 

con un producto o servicio determina­

do sirve para acreditar tal uso respec­

to a productos o servicios de la misma 
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clase del Nomenclátor Internacional, o 

a productos o servicios similares, o a 

productos o servicios en relación con 

los cuales la utilización de la misma 

marca por un tercero podría dar lugar 

a riesgo de asociación por parte de los 

consumidores". Por consiguiente, de 

acuerdo con la nueva Ley, el uso de la 
marca respecto de determinados produc­
tos o servicios no extiende sus efectos 
sanatorios a los restantes productos o 
servicios de la misma clase ni tampoco a 
los productos o servicios similares, por 

lo que la falta de uso de estos últimos 

acarreará la caducidad del registro de 

la marca respecto de los mismos. 

La contrariedad del artículo 4.4. de la 

Ley 32/ 1988 con la Directiva 89/ 104, y 

en particular su artículo 11 .4. ha sido 

denunciada por nuestra más autoriza­

da Doctrina (entre otros, LOBATO 

GARCIA-MIJAN, "Acerca de la caduci­

dad de la marca por falta de uso, 

Comentario a la Sentencia del Tribunal 

marca o de nulidad de una marca pos­

terior, deberá probar, si así lo solicita el 

demandado por vía de excepción, que 
ha sido objeto de un uso efectivo y real 
durante los cinco años anteriores a la pre­
sentación de la demanda para los pro­

ductos o servicios para los que esté 

registrada y en los que se basa la 

demanda, o que existen causas justifi­

cativas de la falta de uso. 

Nulidad y caducidad 
de la marca 

Respecto de la nulidad de la marca, la 

Ley 1 712001 añade como causa autóno­
ma de nulidad absoluta del registro de 

una marca, el hecho de que la solicitud 
en que se basó dicho registro hubiera sido 
presentada de mala fe. Esta acción de 

nulidad no está sujeta a prescripción 

alguna, y es aplicable, en virtud de la 

disposición transitoria segunda, a 

aquellas marcas y nombres comercia-

Se extiende a la marca notoria no registrada 
los derechos reconocidos a las marcas registradas 
y se habilita al titular para impedir la reproducción 
de su marca en diccionarios, si ello perjudica 
su carácter distintivo 

Supremo, Sala 1 ª, de 5 de febrero de 

1991 )", Revista General Informática de 

Derecho de 1.991, p. 6483 ; 

FERNÁNDEZ-NOVOA, "Tratado de 

Derecho de Marcas", op. Cit., p. 462 y 

ss.) y confirmada por la jurisprudencia 

de nuestros Tribunales (Sentencias de 

la Audiencia Provincial de Navarra, 

Sección Primera (Rollo nº 465/95), de 

5 de julio de 1996, y de la Audiencia 

Provincial de Barcelona, Sección deci­

moquinta (rollo nº 420/96) , de 20 de 

noviembre de 1997). 

Además, la Ley 17 /2001 establece que 

el titular de una marca registrada desde 
por lo menos cinco años, que hubiera ini­

ciado una acción de infracción de su 

les concedidos antes de la entrada en 

vigor de la Ley. 

Asimismo, la nueva Ley introduce en 

su artículo 52.2. la figura de la prescrip­
ción por tolerancia, en virtud de la cual 

el titular de un derecho anterior que 

haya tolerado el uso de una marca 

posterior registrada durante un periodo 

de cinco años consecutivos , con 

conocimiento de dicho uso, no podrá 

solicitar la nulidad de la marca poste­

rior ni oponerse a su uso, a menos que 

la solicitud de esta última se hubiera 

efectuado de mala fe. 

La Ley establece la imposibilidad de enta­
blar ante la jurisdicción civil una acción de 



nulidad de marca, invocando la misma 
causa de nulidad que hubiera sido ya obje­
to de pronunciamiento en sentencia dictada 
en recurso contencioso administrativo, a 

condición de que el demandante hubie­

re sido parte en este último. Este artícu­

lo pone fin a la situación en que la con­

cesión de una marca por parte de la 

OEPM podía ser objeto tanto de recurso 

contencioso-administrativo como de 

nulidad ante 1·a jurisdicción civil. 

En lo que se refiere a la caducidad de la 
marca, la Ley introduce el principio gene­

ral de que las marcas caducadas deja­

rán de surtir efectos jurídicos desde el 

momento en que se produjeron los 

hechos u omisiones que dieron lugar a la 

caducidad, en contraposición con la Ley 

32/1988 que establecía que las marcas 

caducadas en virtud de una declaración 

judicial dejaban de surtir efectos a partir 

de la Sentencia firme que la pronunciara. 

En los casos de caducidad por falta de 

renovación , se introducen garantías en 

beneficio de quienes hubieran ejercido 

una acción reivindicatoria frente a la 

marca o fueran titulares inscritos de un 

embargo o de un derecho de hipoteca 

sobre la misma: en particular, se esta­

blece que la marca no caducará hasta el 

levantamiento del embargo o la desesti­

mación definitiva de la acción reivindica­

toria, con la posibilidad de que dichos 

titulares puedan pagar las tasas de reno­

vación y evitar la caducidad. 

Finalmente, se amplían considerable­
mente los casos de legitimación para 
ejercitar una acción de caducidad o nuli­
dad de marca, siendo éstas la Oficina 

Española de Patentes y Marcas así 

como cualquier persona física o jurídi­

ca o cualquier agrupación constituida 

legalmente para la representación de 

los intereses de fabricantes, producto­

res, prestadores de servicios, comer­

ciantes o consumidores que resulten 

afectados u ostenten un derecho sub­

jetivo o un interés legítimo, para las 

acciones de nulidad absoluta y de 

caducidad previstas en el artículo 

55.1.c), d) e) y~. y los titulares de dere-

La nueva Ley de Marcas 

chos anteriores afectados por el regis­

tro de marca o sus causahabientes, 

para las acciones de nulidad relativa. 

Marcas internacionales 
y comunitarias 

La Ley 17 /2001 reforma el Título dedi­

cado a las Marcas Internacionales 

(Título VIII), con el objeto de adaptar la 

legislación española al Protocolo de 

Madrid, admite la posibilidad de que la 

solicitud se funde no sólo en el registro 

nacional de marca, sino en su mera 

solicitud, y contempla la posibilidad de 

transformación de una marca interna­

cional en marca nacional. 

Dicha Ley añade, además, un título 

dedicado a las Marcas Comunitarias 

(título IX) en el que se regulan la posibi­

lidad de presentar una solicitud de 

marca comunitaria ante la OEPM, la 

transformación de la marca comunita­

ria en marca nacional, y la posibilidad 

de declarar la caducidad o nulidad de 

una marca española de cuya antigüe­

dad se beneficia una marca comunita­

ria, aún cuando ja misma ya estuviera 

extinguida por falta de renovación, 

renuncia del titular o impago de las 

tasas de mantenimiento. 

Nombres comerciales 

El título dedicado a los nombres 

comerciales (Título X) sufre una impor-

tante reforma. Así, se aproxima este 

signo distintivo a las marcas, instau­

rando el principio de su libre cesión 

con independencia de la empresa, 

aplicando al registro de estos signos la 

Clasificación Internacional de Produc­

tos o Servicios y previendo las mismas 

causas de nulidad y caducidad que las 

aplicables a las marcas. Del mismo 

modo, se otorga al nombre comercial 

notorio o renombrado registrado la 

misma protección que a las marcas 

notorias o renombradas no registradas 

(vid supra) 

Asimismo, se incorpora en el artículo 

9 d) el derecho de toda persona jurí­

dica, que no hubiera registrado 

como nombre comercial su denomi­

nación o razón social, a formular la 

oportuna oposición al registro de una 

marca o nombre comercial posterior­

mente solicitados o a reclamar ante 

los tribunales la anulación de los mis­

mos si hubieran sido ya registrados, 

cuando dichos signos distintivos se 

apliquen a productos, servicios o 

actividades idénticos o similares a 

aquellos para lo que se usa dicha 

denominación o razón social, siem­

pre que se pruebe el uso prioritario 

de ésta en todo el territorio nacional 

y exista riesgo cierto de confusión en 

el público. De esta manera, la nueva 

Ley resuelve el problema de la equi­

paración de trato de los extranjeros 

que puedan invocar el artículo 8 del 

Convenio de París para la protección 

de la propiedad industrial de 20 de 

marzo de 1883 o el principio de reci­

procidad, a los que la Ley dispensa 

la misma protección. 

Sumisión a arbitraje 

La nueva Ley prevé en los artículos 

28 y 40 la posibilidad de someter a 

arbitraje tanto los actos administrati­

vos que hubieran puesto término al 

procedimiento de registro, como los 

actos de infracción del derecho de 

marca. • 

Rentas exentas 

Novedades 
tributarias 
para el año 2002 

Ley 23/2001, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2002 

• 
Ley 24/2001, de 29 de diciembre, de Medidas 

Fiscales, Administrativas y del Orden Social 

Un año más, el Gobierno ha reservado para final de año un 
paquete de medidas tributarias que entraron en vigor el 1 de 
enero de 2002. La Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2002, Ley 23/2001, de 27 de diciembre y la Ley 
de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, Ley 
24/2001, de 29 de diciembre, presentan una serie de 
novedades fiscales, cuya enumeración es el objeto de este 
artículo. Debemos advertir que, dada la amplitud de la 
materia, nos limitamos a relacionar las novedades tributarias 
que presentan estas dos disposiciones legales separándolas 
por impuestos. Estamos convencidos de que, a pesar de su 
brevedad, esta primera aproximación será sin duda muy útil 
al lector. 

Impuesto sobre la renta de las personas físicas 

El artícu lo 1 . Uno de la Ley de 

Acompañamiento declara, desde el 1 

de enero de 2002, exentos los premios 

"Príncipes de Asturias", en sus distin­

tas modalidades, otorgados por la 

Fundación Príncipe de Asturias (artícu­

lo 7.1 de la Ley 40/1998, reguladora 

del Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas, en adelante LIRPF). 

que las cantidades abonadas deban 

serlo por los trabajos realizados, no por 

otros conceptos [(artículo 7 p) LIRPF]. 

Respecto a las indemnizaciones satisfe­

chas por las Administraciones Públicas, 

el artículo 1. Tres elimina la referencia a 

daños físicos o psíquicos, y se da paso 

a una expresión más amplia como es la 

de daños personales [(artículo 7 q) 

LIRPF]. Esta modificación será efectiva 

para los períodos impositivos iniciados 

a partir del 1 de enero de 2001 . 

ayudas percibidas en pago único den­

tro de los planes estatales para el 

acceso por primera vez a la vivienda, y 

en concepto de Ayuda Estatal Directa 

a la Entrada (AEAD), se podrán impu­

tar por cuartas partes en el período 

impositivo en que se perciban y en los 

tres siguientes. 

Nuevos límites de las reducciones 
a practicar en la base imponible 
por aportaciones a mutualidades 
y planes de pensiones 

Asimismo, en el artículo 1 .Dos se acla­

ran aspectos relativos a la exención de 

los rendimientos percibidos por trabajos 

realizados en el extranjero, al establecer 

que se debe tratar de trabajos efectiva­

mente realizados fuera de España, y 

Imputación temporal 
El artículo 1 . Cuatro de la Ley de 

Acompañamiento establece que las 

El artícu lo 1 . Seis de la Ley de 

Acompañamiento establece que el 

total de las aportaciones anuales no 

podrá exceder de 7.212,15 euros 
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(1.200.000 pesetas), si bien se incre­

menta en 1.202,02 euros para mutua­

listas o partícipes mayores de cincuen­

ta y dos años. Esta cantidad no inclu­

ye las contribuciones empresariales 

que los promotores de mutualidades 

de previsión social o de planes de pen­

siones de empleo imputen a los 

mutualistas o partícipes. 

Con esta modificaci<?n se elimina el 

límite del 25% de la suma de los rendi ­

mientos netos del trabajo y de activi­

dades económicas. 

Asimismo, las contribuciones empre­

sariales realizadas por los promotores 

tendrán como límite anual máximo las 

mismas cuantías citadas en el párrafo 

anterior. 

Los dos límites se aplican de forma 

independiente e individual para cada 

partícipe integrado en la unidad fami­

liar, no pudiendo, en ningún caso, dar 

lugar a bases liquidables negativas . 

Por lo que se refiere a las aportaciones 

realizadas por un cónyuge a planes de 

pensiones o mutualidades de previsión 

social de los que sea partícipe o 

mutualista el otro cónyuge, podrá 

reducirlas el cónyuge que las realice, 

siempre y cuando el otro no obtenga 

rentas a ingresar en la base imponible 

o las obtenga en cuantía inferior a 

7.212,15 euros anuales. Se mantiene 

el límite máximo de reducción para 

estas aportaciones a planes o mutuali­

dades del cónyuge, establecido en 

1 .803,04 euros. 

Respecto a las aportaciones a planes 

de pensiones a favor de personas con 

un grado de minusvalía igual o supe­

rior al 65 por 1 00, prevista en la 

Disposición Adicional Decimoséptima 

de la LIRPF, el artículo 1. Once de la 

Ley de Acompañamiento modifica la 

cuantía de la aportación máxima de 

15.025,30 hasta 22.838,46 euros , 

equiparando de esta forma el régimen 

especial de previsión social de perso-

Novedades Tributartias para 2002 

nas con minusvalía al régimen gene­

ral. 

Deducciones en actividades económicas 
El artículo 1 . Siete de la Ley de 

Acompañamiento modifica la redac­

ción del apartado segundo del artículo 

55 de la LIRPF que establece para los 

contribuyentes que realicen activida­

des económicas la aplicación de los 

incentivos y estímulos previstos en la 

Ley del Impuesto sobre Sociedades. 

Se añade como novedad que no resul­

tará de aplicación la deducción en 

cuota prevista en el artículo 36 ter. de 

la Ley del Impuesto sobre Sociedades 

por la reinversión de beneficios 

extraordinarios. 

Asimismo, con la derogación del artí­

culo 21 de la LIS debe entenderse 

derogado tácitamente el artículo 40 del 

Reglamento del IRPF que permite a los 

contribuyentes que realicen activida­

des económicas optar por la apl ica­

ción del régimen de diferimiento inte­

grando en la parte general de la base 

imponible de cada período impositivo 

la parte correspondiente de la ganan­

cia patrimonial obtenida. 

Procedimiento de compensación 

de cuotas entre cónyuges 
El artículo 1. Nueve de la Ley de 

Acompañamiento añade un supuesto 

de compensación de pagos de deu­

das tributarias entre cónyuges, en 

aquellos casos en los que la declara­

ción de un contribuyente casado y no 

separado legalmente resulte a ingresar 

y la de su cónyuge a devolver. Podrá 

solicitar aquél , en el momento de pre­

sentación de la declaración, que se 

suspenda su deuda tributaria, sin inte­

reses de demora, en cuantía igual o 

inferior a la devolución a la que tenga 

derecho su cónyuge por este mismo 

impuesto; sin que se entienda que 

existe una transmisión lucrativa entre 

ambos cónyuges. 

Esta suspensión durará hasta que la 

Administración reconozca al otro eón-

yuge su derecho a devolución; debien­

do renunciar a dicha devolución hasta 

el importe de la deuda cuya suspen­

sión haya sido solicitada y aceptar que 

la cantidad a la que renuncia se apli­

que al pago de dicha deuda. 

Las autoliquidaciones de ambos cón­

yuges deberán corresponder al mismo 

período impositivo y ser presentadas 

simultáneamente. El matrimonio no 

podrá estar acogido al sistema de 

cuenta corriente tributaria y deberá 

tener cumplidas todas sus obligacio­

nes tributarias. 

Este supuesto de suspensión por com­

pensación de pago de deudas tributa­

rias del IRPF entre cónyuges podrá apli­

carse a las declaraciones correspon­

dientes a períodos impositivos que se 

inicien a partir del 1 de enero de 2001 . 

Tipos de retención 
Según establece el artículo 1 . Diez de 

la Ley de Presupuestos, los importes 

de las retenciones e ingresos a cuenta 

deberán expresarse en número ente­

ros, rodeándose siempre al más próxi­

mo, y estableciéndose los siguientes 

tipos fijos de retención: 

• Sobre los rendimientos de trabajo 

percibidos por los administradores y 

miembros de los consejos de admi­

nistración, de las Juntas que hagan 

sus veces y demás miembros de 

otros órganos representativos del 35 

por 100. 

• Sobre los rendimientos del trabajo 

derivados de impartir cursos, confe­

rencias, coloquios, seminarios y simi­

lares, o derivados de la elaboración 

de obras literarias, artísticas o cientí­

ficas, cuando se ceda el derecho .a 

su explotación, del 18 por 1 OO. 
• Sobre los rendimientos del capital 

mobiliario, del 18 por 1 OO . 
• Sobre los rendimientos de activida­

des profesionales, del 18 por 100 (9 

por 100 durante el primer año de 

ejercicio de la actividad y los dos 

siguientes) . 
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• Sobre los rendimientos procedentes 

de actividades agrícolas, ganaderas, 

o forestales, del 2 por 1 OO. 

• Sobre los rendimientos procedentes 

de actividades ganaderas de engorde 

de porcino y avicultura, del 1 por 1 OO. 

• Sobre las ganancias patrimoniales 

derivadas de las transmisiones o 

reembolsos de acciones y participa­

ciones de Instituciones de Inversión 

Colectiva, del 18 por 100. 

• Sobre los premios de juegos, con­

cursos, rifas o combinaciones alea­

torias, vinculadas o no a la oferta, 

promoción o venta de determinados 

bienes, productos o servicios, del 18 

por 1 OO. 

• Sobre los rendimientos derivados 

del arrendamiento o subarrenda­

miento de bienes inmuebles urba­

nos, del 15 por 1 OO. 

• Sobre los rendimientos procedentes 

de la propiedad intelectual, indus­

trial , de la prestación de asistencia 

técnica, del arrendamiento de bien­

es muebles, negocios o minas y del 

subarrendamiento sobre los bienes 

anteriores,· del 18 por 1 OO. 

• Sobre los rendimientos procedentes 

de la cesión del derecho a la explo­

tación del derecho de imagen, del 

20 por 100 (15 por 100 para el 

supuesto del artículo 76.9 LIRPF). 

Corrección monetaria 

El artícu lo 59 de la Ley de 

Presupuestos actualiza al 2 por 100 

Entidades exentas 

El artículo 2. Uno de la Ley de 

Acompañamiento modifica el artículo 9 

de la LIS, que recoge las entidades 

exentas del Impuestos, incluyendo tam­

bién las entidades parcialmente exentas. 

Asimismo, se añaden dos nuevos 

apartados en el artículo 9 que incluyen 

las entidades que aplican el régimen 

previsto en el Título 11 de la Ley 

Dr. Juan Ramón Medina Cepero 

los coeficientes de actualización del 

valor de adquisición a efectos de 

determinar la ganancia o pérdida patri­

monial puesta de manifiesto en la 

transmisión de inmuebles no afectos a 

actividades económicas. Estos coefi ­

cientes, como es de sobras conocido, 

pretenden eliminar la tributación de las 

plusvalías monetarias 

Para los períodos impositivos que se 

inicien durante el año 2002, los coefi­

cientes serán los siguiente: 

Año de adquisición Coeficiente 

1994 y anteriores 1, 1016 

1995 ( y 31 /12/1994) 1, 1638 

1996 1, 1240 

1997 1, 1016 

1998 1,0802 

1999 1,0608 

2000 1,0404 

2001 1,0200 

2002 1,000 

Los coeficientes aplicables a los bien­

es inmuebles afectos a actividades 

económicas son los previstos para el 

Impuesto sobre Sociedades. 

Compensación fiscal por deducción 

en adquisición de vivienda habitual 
en 2001 

Las Disposiciones Transitorias Primera 

y Segunda de la Ley de Presupuestos 

mantienen la aplicación de la deduc­

ción por inversión en vivienda habitual 

para aquellos contribuyentes · que 

adquirieran su vivienda habitual antes 

del 4 de mayo de 1998, y la cuantía de 

la misma será la diferencia positiva 

entre el importe del incentivo teórico 

que les hubiera correspondido si 

hubieran aplicado la normativa anterior 

a 31 de diciembre_ de 1998 y la deduc­

ción por inversión en vivienda que pro­

ceda en 2001. 

Los límites a tener en cuenta, en el cál ­

culo de incentivo teórico, serán de 

4.808,01 euros en tributación indivi­

dual , y 6.010.12 euros en tributación 

conjunta. 

Compensación para los arrendatarios 

de vivienda habitual en 2001 

Las citadas Disposiciones mantienen 

igualmente la deducción establecida 

para aquellos contribuyentes cuya 

vivienda sea de alquiler y el contrato 

anterior al 24 de abril de 1998, siempre 

que la suma de la parte general y 

especial de la base imponible, antes 

de computar el mínimo personal y 

familiar, no sea superior a 21.035,42 

euros en tributación individual o 

30.050,61 euros en conjunta. 

El importe de la deducción será del 1 O 

por 100 de las cantidades pagados 

por este concepto en 2001, con el lími­

te de 601 ,01 euros anuales. 

Impuesto sobre sociedades 
30/1994, de 24 de noviembre, de 

Fundaciones y de Incentivos Fiscales a 

la Participación Privada en Actividades 

de Interés General y el previsto en el 

Capítulo XV del Título VIII de la Ley del 

Impuesto sobre Sociedades. 

También se modifica la redacción del 

artículo 133 de la Ley del Impuesto 

sobre Sociedades que anteriormente 

contenía la relación de entidades par-

cialmente exentas para realizar una 

remisión al apartado tres del artículo 9 

de la Ley del Impuesto sobre 

Sociedades donde se relacionan las 

entidades acogidas al régimen del 

Capítulo XV del Título VIII de la Ley del 

Impuesto sobre Sociedades. 

Determinación de la base imponible 
El artículo 2. Dos de la Ley de 

Acompañamiento permite la aplicación 
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del régimen de estimación objetiva, de 

forma total o parcial, para la determi­

nación de la base imponible, pero, úni­

camente, para aquellos sectores de 

actividad determinados por la LIS. 

Hasta el momento sólo se admite para 

el sector naval. 

Deducciones en la base imponible 
Con efectos para los períodos impo­

sitivos iniciados a partir de 1 de enero 

de 2002, el artículo 2.Tres de la Ley 

de Acompañamiento permite la 

deducción de las dotaciones para la 

amortización del fondo de comercio, 

con el límite anual máximo de la vein­

tava parte de su importe. Por tanto, 

el porcentaje de amortización máxi­

mo del fondo de comercio pasa del 

10% al 5%, lo que supone un empe­

oramiento del tratamiento fiscal del 

fondo de comercio al alargarse su 

período de amortización de diez a 

veinte años . 

Asimismo, el artículo 2. Cuatro de la 

Ley de Acompañamiento modifica uno 

de los requisitos previstos para la 

deducción de las dotaciones para 

cobertura del riesgo derivado de posi­

bles insolvencias de deudores cuando, 

además de otros requisitos, hayan 

transcurrido seis meses desde el ven­

cimiento de la obligación. 

Como novedad, el artículo 2. Cinco 

de la Ley de Acompañamiento señala 

que cuando se adquieran valores 

representativos de la participación en 

fondos propios de entidades no resi­

dentes en territorio español, la dife­

rencia que exista entre el precio de 

adquisición de las participaciones y 

su valor teórico contable a la fecha de 

adquisición se imputará a los bienes y 

derechos de la entidad no residente 

en territorio español, pero la parte de 

la diferencia que no se impute, podrá 

ser deducible de la base imponible, 

con el límite anual máximo de la vein­

tava parte de su importe. Estamos 

ante el llamado "fondo de comercio 

financiero". 

Fiscal 
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Corrección monetaria en la transmisión 
de inmuebles del inmovilizado material 
El artículo 59 de la Ley de Presu­

puestos actualiza los coeficientes que 

recogen la depreciación monetaria 

desde el año 1983. El objeto es com­

pensar las rentas nominales originadas 

por la inflación, aplicables , según esta­

blece el artículo 15.11 de la Ley del 

Impuesto sobre Sociedades, a las 

transmisiones de inmuebles. Para los 

períodos impositivos que se inicien 

durante el año 2002, los coeficientes 

serán los siguiente: 

Año de adquisición Coeficiente 

Con anterioridad 
a 1 de enero de 1984 1,9621 

en el ejercicio de 1984 1,7815 

en el ejercicio de 1985 1,6455 

en el ejercicio de 1986 1,5490 

en el ejercicio de 1987 1,4756 

en el ejercicio de 1988 1,4098 

en el ejercicio de 1989 1,3482 

en el ejercicio de 1990 1,2953 

en el ejercicio de 1991 1,2513 

en el ejercicio de 1992 1,2234 

en el ejercicio de 1993 1,2076 

en el ejercicio de 1994 1,1857 

en el ejercicio de 1995 1,1383 

en el ejercicio de 1996 1,0841 

en el ejercicio de 1997 1,0597 

en el ejercicio de 1998 1,0461 

en el. ejercicio de 1999 1,0388 

en el ejercicio de 2000 1,0337 

en el ejercicio de 2001 1,0124 

en el ejercicio de 2002 1,0000 

Subcapitalización 
El artículo 2. Siete de la Ley de 

Acompañamiento modifica la redac­

ción del apartado 3 del artículo 20 de la 

Ley del Impuesto sobre Sociedades. 

Según la nueva redacción, los sujetos 

pasivos podrán someter a aprobación 

de la Administración la aplicación de un 

coeficiente de endeudamiento basado 

en el endeudamiento que el sujeto 

pasivo hubiera podido obtener, en con­

diciones normales de mercado, de per­

sonas o entidades no vinculadas, sin 

necesidad de que exista convenio de 

doble imposición y condición de reci­

procidad; esto será de aplicación siem­

pre y cuando las operaciones no se 

realicen con o por personas o entida­

des residentes en países o territorios 

calificados como paraísos fiscales. 

Compensación de bases imponibles 

negativas 
El artículo 2. Ocho de la Ley de 

Acompañamiento amplía el plazo de 

compensación de dichas bases a 15 

años, debiendo consignarse en la liqui­

dación o autoliquidación y compensar­

se a medida que se obtengan rentas 

positivas. También podrán beneficiar 

de este plazo aquellas bases imponi­

bles negativas pendientes de compen­

sar al inicio del primer período imposi­

tivo que comience a partir del 1 de 

enero de 2002, contando los 15 años 

a partir de la final ización del período 

impositivo en el que se determinaron 

dichas bases negativas. 

Se elimina la exigencia de exhibir la 

contabilidad y soportes documentales 

para acreditar la procedencia y cuantía 

de las bases imponibles negativas a 

compensar, podrá acreditarlo a través 

de cualquier medio que el sujeto esti­

me oportuno y cumpla la finalidad de 

acreditación. 

Deducciones en la cuota íntegra 
1. Deducción por actividades de investiga­
ción y desarrollo e innovación tecnológica 
1.1 . Investigación y desarrollo 
El artículo 2. Diez de la Ley de 

Acompañamiento modifica la redac­

ción del artículo 33, ampliando la defi- . 

nición que de investigación y desarro­

llo se contenía en la LIS. Y además de 

los porcentajes de deducción existen­

tes hasta la fecha, se introduce una 

nieva modalidad, consistente en una 

deducción en la cuota del 1 O por 100, 

respecto de aquellas inversiones en 

elementos de inmovil izado material e 

inmaterial, con exclusión de inmuebles 

y terrenos, que estén afectos exclusi­

vamente a las actividades de investiga­

ción y desarrollo. 

1.2. Innovación tecnológica 
Igualmente, respecto de la innovación 

tecnológica, por una parte se amplían 

y especifican las actividades que 

merecen tal calificación, y por otra, se 

incrementa la base de deducción en 

actividades de adquisición de tecnolo­

gía avanzada en forma de patentes, 

licencias, know-how y diseños, dicha 

base no podrá superar la cuantía de 

500 .000 euros (83.193.000 pesetas). 

1.3. Exclusiones 
Dentro de las exclusiones, se elimina la 

mención a las ciencias sociales, y la 

relativa a minerales e hidrocarburos, 

queda delimitada a "la explotación, 

sondeo o prospección" de dichas 

materias. 

2. Deducción por inversiones 
en bienes de interés cultural , 
producciones éinematográficas 
y edición de libros 
El artículo 2. Once de la Ley de 

Acompañamiento mantiene la deduc­

ción prevista para las producciones 

españolas de largometrajes, si bien 

queda exclusivamente referida a los 

largometrajes cinematográficos, elimi­

nándose por tanto dicha deducción 

para las producciones de series audio­

visuales de ficción, animación o docu­
mental. 

3. Deducción por reinversión 
de beneficios extraordinarios 
Estamos ante una de las novedades 

más relevantes introducidas por la Ley 

de Acompañamiento, concretamente 

en su artícu lo 2. Doce. En su virtud, se 

elimina lo que anteriormente se cono­

cía como procedimientos de diferi­

miento de los beneficios obtenidos en 

la transmisión de un elemento de 

inmovi lizado por reinversión de los 

mismos y se sustituye por una nueva 

deducción en la cuota íntegra del 17 
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por 100 del importe de las rentas posi­

t ivas obtenidas en la transmisión one­

rosa de los elementos patrimoniales 

pertenecientes al inmovilizado material 

e inmaterial y valores representativos 

de la participación en el capital o en 

fondos propios de toda clase de enti­

dades que supongan una participación 

superior al 5 por 100 del capital social 

de las mismas. 

Este porcentaje de deducción será del 

7 y del 2 por 1 00 cuando la base 

imponible tribute a los tipos del 25 y 

del 20 por 100, respectivamente. 

Las rentas acogidas a la reinversión de 

beneficios extraordinarios con anterio­

ridad al 1 de enero de 2002 se regirán 

por la regulación existente hasta dicha 

fecha, aun cuando la reinversión se 

produzca en períodos impositivos ini­

ciados con posterioridad a la misma. 

No obstante, si la reinversión se pro­

duce con posterioridad al citado 1 de 

enero de 2002, el sujeto pasivo podrá 

aplicar el nuevo régimen de deducción 

en lugar del sistema de diferimiento, 

siempre y cuando la totalidad de la 

renta diferida se integre en la base 

imponible de dicho período impositivo. 

Finalmente, cuando a 1 de enero de 

2002 existan todavía rentas pendien­

tes de integrar en la base imponible, 

por haberse acogido a la reinversión 

de beneficios extraordinarios, el sujeto 

pasivo podrá incluir en la base imponi­

ble de la primera declaración que pre­

sente por este impuesto a parti r del 1 

de enero de 2001 , total o parcialmen­

te, dicha rentas , aplicando asimismo 

esta nueva deducción por dichas ren­

tas integradas en la base imponible. 

4. Deducción por contribuyentes 
empresariales a planes de pensiones 
de empleo 
El artículo 2. Catorce de la Ley de 

Acompañamiento introduce una nueva 

deducción en la cuota del 1 O por 100 

de las contribuciones realizadas por la 

empresa a favor de los trabajadores 

que perciban unas retribuciones brutas 

inferiores a 27.000 euros (4.492:000 

pesetas), siempre que tales contribu­

ciones se realicen a planes de pensio­

nes de empleo de los que sea promo­

tor el sujeto pasivo. 

Si se trata de trabajadores cuyas retri­

buciones son iguales o superiores a 

27.000 euros (4.492.000 pesetas), la 

deducción se aplicará sobre la parte 

proporcional de las contribuciones 

empresariales que correspondan al 

importe citado en el párrafo anterior. 

Régimen de consolidación fiscal 
El artículo 2. Quince de la Ley de 

Acompañamiento introduce sustancio­

sas modificaciones en la redacción de 

los preceptos que regulan el régimen 

de los grupos de sociedades . Con 

carácter general, el antiguo régimen de 

los grupos de sociedades pasa a 

denominarse "régimen de consolida­

ción fiscal" y dichos grupos pasarán a 

llamarse "grupos fiscales". 

Sociedad dominante 
Asimismo, la nueva regulación de los 

grupos fiscales entiende como socie­

dad dominante aquella que: 

Sea sociedad anón ima, limitada o 

comanditaria por acciones, residente 

en territorio español, o tenga, en su 

defecto, personalidad jurídica y esté 

sujeta y no exenta al IS. Los estableci­

mientos permanentes situados en 

territorio español podrán ser conside­

rados sociedad dominante. 

Tenga una participación, di recta o 

indirecta, al menos, del 75 por 100 

del capital social de otra u otras 

sociedades (éste será el porcentaje 

que se tenga en cuenta para todo lo 

relacionado con los grupos fiscales, 

anteriormente se exigía el 90 por 

100) , manteniendo dicha participa­

ción durante todo el período impositi­

vo, salvo disolución de la entidad par­

ticipada. 



Que no sea dependiente de ninguna 

otra sociedad residente en territorio 

español; y no esté sometida al régimen 

de transparencia fiscal. 

Los grupos fiscales podrán beneficiarse 

del nuevo plazo para la compensación 

de bases imponibles negativas así 

como de la nueva deducción por rein­

versión. 

Participaciones en el capital de la 

entidad transmitente y de la entidad 
adquirente (régimen de fusiones} 

Por una parte, se establece la deduc­

ción en la base imponible de la veinta­

va parte, como máximo, de la parte no 

imputada a los bienes y derechos 

adquiridos correspondiente al importe 

de la diferencia entre el precio de 

adquisición de la participación y su 

valor teórico. 

Y por otra parte, el artículo 2. Treinta y 

siete de la Ley de Acompañamiento 

modifica algunos aspectos sustancia­

les del tratamiento del fondo de 

comercio de fusión . Y así, para la valo­

ración de los bienes adquiridos por 

una entidad que participa en, al 
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menos, un 5 por 100 en el capital 

social de la transmitente, se tendrá en 

cuenta que, cuando se cumplan los 

requisitos referidos con las letras a) y b) 

en el artículo 103. 3 LIS, la valoración 

de la parte imputada a los bienes 

amortizables del inmovilizado adquiri­

do, tendrá efectos fiscales , al ser 

deducible de la base imponible la 

amortización contable de dicha parte 

imputada. 

Aportaciones no dinerarias especiales 
El artículo 2. Treinta y nueve de la Ley 

de Acompañamiento permite la apli­

cación del régimen de aportaciones 

no dinerarias especiales para el caso 

de aportaciones de acciones o parti­

cipaciones sociales por personas físi­

cas, siempre y cuando dichos títulos 

sean representativos del capital social 

de una sociedad residente en territo­

rio español y que no se encuentre en 

transparencia fiscal; que los títulos 

representen, al menos, un 5 por 100 

de los fondos propios de la entidad, 

que se dispongan para dirigir y gestio­

nar la entidad ; y, por último, que se 

hayan mantenido de forma continua­

da por el aportante, al menos, duran-

te el año anterior a la fecha del docu­

mento público en que se formalice la 

aportación. 

Empresas de reducida dimensión 
El artículo 2. Cuarenta de la Ley de 

Acompañamiento incrementa el importe 

neto de la cifra de negocios que actúa 

como límite para que, aquellas empre­

sas que no lo superen, tengan la consi­

deración de empresas de reducida 

dimensión, beneficiándose de las espe­

cialidades de dicho régimen. El nuevo 

límite es de 5 millones de euros 

(831.930.000 pesetas) , lo que amplía el 

número de empresas que se pueden 

acoger a la condición de reducida 

dimensión. Debe recordarse que la Ley 

6/2000 fijó el referido límite, para los 

períodos impositivos que se iniciaran a 

partir del 25 de junio de 2000, en 3 millo­

nes de euros (499.158.000 pesetas). 

Régimen tributarios especiales 
El artículo 2. Cuarenta y siete y la 

Disposición Transitoria Decimocuarta 

de la Ley de Acompañamiento añade 

un nuevo Rég imen Especial de 

Tributación para las "Entidades 

Navieras en Función del Tonelaje" . 

Impuesto sobre la renta de los no residentes 

El artículo 4 de la Ley de Acompa­

ñamiento establece un tipo de gravamen 

específico del 2 por 1 00 para los rendi-

mientas de trabajo obtenidos por perso­

nas físicas no residentes en España deri­

vados de contratos de duración determi-

nada para trabajadores extranjeros de 

temporada [nueva letra h) del apartado 1 

del artículo 24 de la Ley 41 /1998)]. 

Impuesto sobre el valor añadido 

. Concepto de autoconsumo interno de 

bienes 

El artículo 5. Uno de la Ley de 

Acompañamiento modifica la defini­

ción de autoconsumo entendiendo 

que no entran dentro de dicho con­

cepto el que por una modificación en 

la normativa vigente, una determinada 

actividad pase a ser considerada de 

un sector diferenciado o se cambie del 

régimen general a alguno de los regí­

menes especiales del IVA. 

Sectores diferenciados de actividades 
empresarial o profesional 

Se considera que pertenecen a secto­

res diferenciados de actividad empre­

sarial o profesional , los siguientes: 

• Cuando las actividades económicas 

realizadas y los regímenes de 

deducción aplicables sean distintos. 

• Cuando las actividades acogidas a los 

regímenes especiales simplificados, 

de la agricultura, ganadería y pesca, 

de las operaciones con oro de inver­

sión o del recargo de equivalencia. 

• Las operaciones de arrendamiento 

financiero mencionadas en la 

Disposición Adicional 7ª de la Ley 

26/1988, de 29 de junio, sobre 

Disciplina e Intervención de las 

Entidades de Crédito. 

• Las operaciones de cesión de crédi­

tos o préstamos. 

Importaciones de bienes 

de escaso valor 

El artículo 5. Dos de la Ley de 

Acompañamiento señala que están 

exentas del IVA las importaciones de 

bienes cuyo valor global no exceda de 

22 euros, incluyendo los bienes objeto 

de una venta por correspondencia, 

que antes estaban exceptuados. De 

esta forma , se equipara la cuantía de 

esta exención con la franquicia para 

los derechos a la importación. 

Devengo 

El artículo 5. · Tres de la Ley de 

Acompañamiento establece que se 

entenderá devengado el impuesto, res­

pecto de las ejecuciones de obra, con o 

sin aportación ·de materiales, cuyas desti­

natarias sean las Administraciones 

Públicas, en el momento de su recepción. 

Si se trata de entregas de bienes, rea­

lizadas en virtud de contratos por los 

que una de las partes entrega a la otra 

bienes muebles, y cuyo valor se estima 

en una cantidad cierta, se obliga a la 

receptora de los bienes a venderlos en 

un plazo determinado y a devolver el 

valor estimado de los bienes vendidos 

Y el resto de los no vendidos. El deven­

go de las entregas relativas a los bien­

es vendidos se producirá cuando 

quien los rec ibe los ponga a disposi­

ción del adquirente. 

Asimismo, en las operaciones de trato 

sucesivo o continuado, cuando no se 

haya pactado precio o cuando, 

habiéndose pactado , no se haya 

determinado el momento de su exigibi­

lidad, o la misma se haya establecido 

~on una periodicidad superior a un año 

natural, el devengo del IVA se produce 
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a 31 de diciembre de cada año por la 

parte proporcional correspondiente al 

período transcurrido desde el inicio de 

la operación o desde el anterior deven­

go, hasta la citada fecha . 

Sujeto pasivo 

El artículo 5. Cinco de la Ley de 

Acompañamiento amplía los supuestos 

de sujetos pasivos destacando sobre 

todo la inversión del sujeto pasivo en 

aquellas personas jurídicas que no 

actúen como empresarios o profesio­

nales y que sean destinatarias de las 

operaciones sujetas a IVA realizadas 

por empresarios o profesionales no 

establecidos en el ámbito espacial del 

citado impuesto y cuando hayan comu­

nicado al empresario o profesional que 

las realiza el número de identificación 

que a efectos del IVA tengan atribuido 

por la Administración española. 

Responsables del impuesto 

El artículo 5. Seis de la Ley de 

Acompañamiento elimina parte de la 

redacción del artículo 87 de la LIVA, con­

cretando que serán responsables del 

impuesto los destinatarios de las opera­

ciones que, mediante acción u omisión 

culposa o dolosa, eludan la correcta 

repercusión del Impuesto, es decir, se 

extiende la responsabilidad solidaria a 

cualquier supuesto en el que se haya 

eludido la repercusión del Impuesto, 

tanto por acción como por omisión. 

Tipos impositivos 

El artículo 5. Siete de la Ley de 

Acompañamiento elimina la aplica­

ción del tipo impositivo reducido a 

los servicios de utilización de las 

autopistas y demás instalaciones 

viarias en régimen de concesión para 

el desplazamiento de personas y sus 

equipajes en motocicletas o vehícu­

los de turismo. El referido tipo redu­

cido será únicamente de aplicación 

para el transporte de viajeros y sus 

equipajes. 

Devoluciones a empresarios o 
profesionales no establecidos en el 
territorio del IVA 

El artículo 5. Ocho de la Ley de 

Acompañamiento mejora el procedi­

miento de devolución del IVA satisfe­

cho o que se les haya repercutido a 

aquellos empresarios o profesionales 

no establecidos en territorio del 

impuesto. Las mejoras son de tipo 

meramente técnico. 

Obligaciones formales 

El artículo 5. Nueve de la Ley de 

Acompañamiento elimina la obligación 

de nombrar un representante a efectos 

de las obligaciones del IVA, para aque­

llos sujetos pasivos del mismo cuando 

estén establecidos en la Comunidad 

Europeo, o bien se encuentren en un 

Estado con el que existan instrumen­

tos de asistencia mutua análogos a los 

existentes entre los países miembros 

de la Comunidad. 

Asimismo, el artículo 5. Diez de la Ley 

de Acompañamiento reduce el plazo 

de conservación de facturas de cinco 

a cuatro años, mas el de regularización 

que también se tenía en cuenta en la 

regulación anterior, cuando las factu­

ras se refieran a adquisiciones por las 

que se hayan soportado cuotas del 

IVA cuya deducción esté sometida a 

un período de regularización. • 

Otros datos de interés tributario 
Interés legal del dinero 

Para el año 2002, el interés legal del dinero queda establecido en el 4,25 por ciento. 

Interés de demora 

Durante el mismo período el interés de demora que menciona el artículo 58.2 de la Ley 

General Tributaria será el 5,50 por ciento. 
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Seguridad jurídica preventiva 

uevas normas 
ra notarios y registradores 

~ Pedro Galindo 
Abogado del Estado 

En pocas palabras ... 

La Ley de. Acompañamiento de la de presupuestos para 2002 introduce 
algunas novedades significativas en el funcionamiento de notarios y 
registradores, que se agrupan, esencialmente, del modo siguiente: acceso 
a la información de los Registros Públicos; medidas sobre justificación de 
la representación y transcripción de condiciones generales; plazo de 
cal ificación registra! y efecto de la falta de calificación en plazo (reducción 
del arancel); régimen disciplinario de los Registradores de la Propiedad, 
Mercantiles y de Bienes Muebles; recursos contra la calificación; consultas 
vinculantes a la Dirección General de los Registros y del Notariado; 
Registrador competente para calificar los títulos inscribibles y la opción de 
dirigirse a un segundo registrador e incorporación de técnicas electrónicas, 
informáticas y telemáticas a la seguridad jurídica preventiva. 

La conocida como "Ley de 

Acompañamiento" incorpora 

este año, nuevamente, impor­

tantes novedades jurídicas. Destaca 

entre éstas por su importancia el 

Capítulo IX Bis, relativo a la "Acción 

administrativa en materia de seguridad 

jurídica preventiva" que se comple­

menta con determinadas Dispo­

siciones Ad icionales y Transitorias. 

La ratio de la reforma es perfeccionar y 

mejorar el sistema de seguridad jurídi­

ca preventiva como consecuencia, en 

unos casos, de las Sentencias del 

Tribunal Supremo que anularon la 

reforma del Reglamento Hipotecario 

producida por el Real Decreto 

1867 / 1998, de 4 de septiembre y, en 

otros, de la necesaria modernización 

de tal sistema, así como de la horno-

geneización con otros países de nues­

tro entorno de Derecho comparado. 

Juicio de suficiencia 
de la representación 

La reforma consiste en atribuir al notario 

autorizante del instrumento público, con 

carácter general, la facultad de -apreciar 

a todos los efectos la suficiencia y sub­

sistencia de las facultades representati­

vas. Bastará , en consecuencia, que el 
Notario aprecie la suficiencia y subsisten­
cia de dichas facultades para que sin nece­
sidad de otros juicios o examen de docu­
mentos se considere acreditada la repre­
sentación con la que actúa aquél. 

A estos efectos, el notario deberá 

expresar en el documento público que, 

a su juicio y bajo su responsabilidad, han 

quedado acreditada las facultades 

representativas para el acto o negocio 

de que se trate. Es más, si la Ley lo 

exige deberán ser unidos a la matriz, ori­

ginal o por testimonio, los documentos 

complementarios de tales facultades 
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representativas que el notario juzgue 

conveniente. 

Esta medida tiene por finalidad agilizar y, 

en consecuencia, abaratar el tráfico jurí­

dico inmobiliario y mercantil, esencial­

mente, donde era muy frecuente que 

hubiera disparidad en la apreciación de 

las facultades representativas cuando 

se examinaban por los funcionarios 

competentes, dependiendo de si el acto 

o negocio era susceptible de inscripción 

en los Registros de la Propiedad o 

Mercantiles. Tiene, por tanto, una indu­

dable trascendencia práctica ya que la 

Ley reconoce que bastará un juicio de 
suficiencia, en este caso el del · notario, 

Nuevas normas para notarios y registradores 

Modificaciones en 
la calificación: Plazo, 
garantías del interesado 
en caso de calificación 
negativa y elección de 
registrador alternativo 
o sustituto 

Antes de la reforma, la normativa hipo­

tecaria establecía como plazo de cali­

ficación el de quince días que, en 

determinadas circunstancias, podía 

ser ampliado a sesenta, lo cual impli­

caba en numerosas ocasiones una 

dilación incompatible con la agilidad 

del tráfico jurídico inmobiliario y, esen­

cialmente, mercantil. 

En todo caso, el plazo máximo para calificar será de 
quince días improrrogables contados desde la fecha del 
asiento de presentación 

para que no sea preciso un nuevo examen 

por otros funcionarios públicos {registrado­
res). De este modo, se eliminan posibles 

obstáculos a la inscripción de tales 

actos o negocios debidos a disparida­

des en la apreciación de dichas faculta­

des, ya que la reseña del notario será 

suficiente, a todos los efectos. 

Por otra parte, esta innovación no 

supone una merma de garantías ya 

que en caso de indebida apreciación 

de tales facultades, responderá el nota­

rio autorizante del instrumento público. 

Asimismo, esta norma homogeneiza 

nuestro ordenamiento jurídico al de otros 

países de nuestro entorno donde la 

apreciación o juicio de suficiencia de las 

facultades representativas se atribuye a 

un funcionario, con independencia de si 

el acto o negocio es susceptible de ser 

inscrito. Por último, moderniza un aspec­

to esencial de nuestro sistema de seguri­

dad jurídica preventiva, puesto que per­

mite una rnás amplia colaboración entre 

los abogados y notarios, ya que éstos 

por su cercanía a los otorgantes del ins­

trumento público se encuentran en mejor 

situación para apreciar estos extremos. 

La innovación que se comenta implica 

que, en todo caso, el plazo máximo 

para calificar será de quince días impro­

rrogables contados desde la fecha del 

asiento de presentación. Por tanto, la 

modificación proporciona seguridad 

absoluta al interesado o presentante del 

título, que sabe que el registrador dis­

pondrá, como máximo, de un plazo de 

quince días para calificar. En suma, 

exige de los registradores, en defensa 

del interesado, que realicen su labor en 

un plazo taxativo. 

Para asegurar el éxito de esta afortunada 
novedad, y para el supuesto de que el 

plazo haya transcurrido sin producirse 

la citada calificación, el interesado podrá 
optar entre: 

• Instar al registrador para que la realice en 

el término improrrogable de tres días o, 

• solicitar la aplicación del cuadro de 
sustituciones que se prevé como 

novedad y que posteriormente 

comentaremos. Asimismo, esta 

medida se complementa con la 

reducción del arancel a percibir por 

el registrador en un treinta por cien-

to y la exigencia de la responsabili­

dad disciplinaria a aue hubiera lugar. 

En este sentido, es imprescindible hacer 

una referencia a las modificaciones que la 
reforma introduce en la labor calificadora, 
permitiendo que el interesado goce de 

unas garantías que hasta el momento 

carecía, potenciando, aun más, el siste­

ma de seguridad jurídica preventiva. 

De este modo, en el supuesto de que 

la calificación fuera negativa, ya sea total 

o parcialmente, el registrador deberá 
motivar de modo suficiente su decisión 

con referencia a hechos y fundamentos 

de derecho. Aunque la reforma no con­

creta este extremo, sin duda y en una 

primera interpretación, parece deducir­

se que en este supuesto, la calificación 

no se expresará al pie del título ya que 

se exige que la calificación negativa se 

notifique en los términos previstos en la 

Ley 30t 1992, de 26 de noviembre, de 

régimen jurídico de las Adminis­

traciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común (en adelante, 

LRJPAC), a los efectos de que los inte­

resados puedan instar la aplicación del 

nuevo cuadro de sustituciones o recurrir 

frente a dicha decisión. 

Además, se regula un procedimiento 

para la presentación del título ante el 

registrador previsto en el cuadro de 

sustituciones, lo que cohonesta la 

necesaria agilidad con el incremento de 

las garantías del interesado. También se 

establece el régimen disciplinario de los 

registradores tomando como modelo el 

recientemente aprobado para los nota­

rios por el artículo 43 de la Ley 14/2000, 

de 29 de diciembre, de medidas fisca­

les, administrativas y del orden social . 

Por último, se regula, en su integridad el 

recurso frente a la calificación registra!. 

Cuadro de sustituciones 

De otra parte, la reforma incide de modo 

adecuado en una mayor agilización del 

tráfico jurídico permitiendo que el intere-

sado pueda, en determinadas situaciones, 
solicitar que un registrador de un nuevo 

cuadro de sustituciones califique el título, 
en lugar del registrador competente. 

Así, los interesados podrán instar la 

aplicación de dicho cuadro de sustitu­

ciones no sólo en el supuesto de que 

el registrador incumpla el plazo legal­

mente atribuido para calificar, sino 

para el caso de que la calificación del 

registrador sea negativa, ya fuere total 

o parcialmente. 

Y es que no se puede negar que, en este 

punto, la reforma pretende a través de 

todos los medios posibles, que el verda­

dero afectado por la decisión que adop­

te el registrador disponga de diferentes 

posibilidades de reacción distintas al tra­

dicional recurso gubernativo que tam­

bién , como a continuación comentare­

mos, se modifica en su integridad. 

En suma, sin entrar en el debate relati­

vo a la idoneidad de la libre elección de 

registrador, el sistema adoptado per­

mite que el fnteresado pueda, en los 

supuestos indicados, acudir a otro 

registrador distinto del competente de 

entre los previstos en dicho cuadro de 

sustituciones para que califique el títu­

lo. Dicho cuadro de sustituciones, per­

mitirá que uno o varios registradores 

que sirvan en un registro de la propie­

dad puedan calificar y despachar 

documentos correspondientes a otros 

registros, permitiendo que en dicho 

cuadro se incluyan a registradores de 

la misma provincia o limítrofes, sin que 

la sustitución pueda ser recíproca. 

Por tanto, esta medida permitirá que el 

interesado elija entre recurrir frente a la 
calificación negativa, o acudir a otro regis­
trador de los previstos en dicho cuadro de 

sustituciones, de modo que si opta por 

la segunda posibilidad y el registrador 

sustituto del competente califica positi ­

vamente el título, éste deberá inscribirse 

en los términos que decida el registra­

dor sustituto que tendrá derecho al cin­

cuenta por ciento del arancel devenga-

Pedro Galindo 

do, correspondiendo el cincuenta por 

ciento restante al registrador sustituido, 

que limitará su función a transcribir la 

calificación del registrador sustituto. 

La reforma, como se ha indicado, regu­

la el procedimiento de presentación del 

título ante el registrador sustituto y defie­

re al desarrollo reglamentario la concre­

ción de dicho cuadro de sustituciones, 

siendo, por tanto, necesario que para 

que esta innovación fundamental tenga 

aplicación íntegra se desarrolle regla­

mentariamente lo antes posible. 

Recurso contra la 
calificación 

Como es conocido, la Sentencia del 

Tribunal Supremo de 22 de mayo de 2000, 
anuló totalmente la regulación del recurso 
gubernativo según la redacción dada 

por el Real Decreto 1867 / 1998, de 4 

de septiembre. Esta sentencia puso de 

manifiesto en su fundamento jurídico 

decimosegundo la ausencia de garan­

tías del recurso gubernativo. Así, el Alto 

Tribunal sostuvo que "de lo expuesto 

se deduce que las modificaciones del 

Reglamento Hipotecario, llevadas a 

cabo por el Real Decreto 186711998, 

de 4 de septiembre, no es que sean 

poco sensatas o mejorables, ... , sino 

que han sido promulgadas descono­

ciendo la garantía constitucional de 

reserva de ley, vulneran el derecho a 

una tutela judicial efectiva e infringen 

los principios básicos de los procedi­

mientos administrativos y judiciales ... , ". 

Era necesario acometer, cuanto antes, 

la reforma del recurso gubernativo. A 

estos efectos, la nueva regulación 

toma como modelo el recurso de alza­

da previsto en la LRJPAC, sin duda 

porque entiende el legislador que el 

registrador es un funcionario público, 

titular de una oficina administrativa que 

se inserta en la Administración General 

del Estado a través del Ministerio de 

Justicia (artículos 27 4 y 259 de la Ley 

Hipotecaria, respectivamente). 

Las novedades fundamentales de la 

nueva regulación son: 

a) Se modifica la denominación del 

recurso desapareciendo el adjetivo 

"gubernativo". 

b) La calificación negativa debe notifi­

carse en los términos previstos en la 

LRJPAC. 

c) El recurso se interpone ante la 

Dirección General de los Registros y 

del Notariado, desapareciendo la 

anómala situación de los Presi­

dentes de los Tribunales Superiores 

de Justicia, cuyos autos eran sus­

ceptibles de recurrirse ante un órga­

no administrativo, en circunstancia 

calificada por el mismo Tribunal 

Supremo de dudosamente constitu­

cional. Este competencia de la 

Dirección General sólo cuenta con la 

tradicional excepción de que el 

recurso esté atribuido por los 

Estatutos de Autonomía a los órga­

nos jurisdiccionales radicados en la 

respectiva Comunidad Autónoma. 

d) Se reconoce legitimación activa a la 

persona más directamente afectada 

que no es otro que la persona natu­

ral o jurídica a cuyo favor se hubiera 

de practicar la inscripción. 

e) El plazo para interponer el recurso 

es de un mes, pudiendo presentarse 

éste, como no podía ser menos, en 

los registros y oficinas previstos en el 

artículo 38.4 de la LRJPAC. Asi­

mismo, el cómputo de los plazos 

previstos en la regulación del recur­

so se regirá por lo dispuesto en la 

normativa administrativa común. 

f) Se establece el régimen del silencio 

administrativo negativo, de modo 

que si la Dirección General de los 

Registros y del Notariado no resuelve 

en tres meses se entenderá desesti­

mado el recurso quedando expedita 

la vía jurisdiccional. Esta medida es 

enormemente acertada ya que, en la 
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práctica, se estaban produciendo 

demoras de varios años en la resolu­

ción del recurso gubernativo, convir­

tiendo a éste en un medio de reac­

ción frente a la calificación inútil, 

sobre todo para el tráfico mercantil. 

g) Las resoluciones expresas de la 

Dirección General de los Registros y 

del Notariado, una vez publicadas 

en el Boletín Oficial del Estado, ten­

drán carácter vinculante para todos 

los Registros, mientras no se anulen 

por los Tribunales. 

h) Las resoluciones expresas y presun­

tas de la Dirección General de los 

Registros y del Notariado serán 

recurribles ante el orden jurisdiccio­

nal civil, mediante las normas del jui­

cio verbal, resolviéndose de este 

modo las dudas que habían susci­

tado algunas resoluciones del 

mismo Tribunal Supremo acerca del 

orden jurisdiccional competente. A 

t¡:i.I efecto, la demanda deberá pre­

sentarse ante el órgano jurisdiccio­

nal en el plazo de dos meses. 

i) Se aplica el mismo régimen de recur­

so para la calificación del Regis­

trador de la Propiedad, Mercantil y 

de Bienes Muebles. 

En suma, la regulación opta claramen­

te por la administrativización del régi­

men de recursos frente a la calificación 

negativa, agilizando su tramitación en 

aras de una mayor utilidad de este 

medio de reacción y de una mayor pro­

tección del interesado en la inscripción . 

Incorporación de las nuevas 
técnicas telemáticas y 
electrónicas: el documento 
público electrónico 

Por último, la Ley regula el uso de la 

firma electrónica por parte de notarios 

y de registradores de la propiedad, 

mercantiles y de bienes muebles. De 

esta regulación, por su trascendencia 

Civil 

Nuevas normas para notarios y registradores 

práctica, destaca el régimen de pre­

sentación de títulos por vía telemática 

en los registros de la propiedad, mer­

cantiles y de bienes muebles; los testi­

monios, certificaciones y almacena­

miento de notificaciones electrónicas y 

la constatación fehaciente de hechos 

relacionados en soportes informáticos. 

Esencialmente, y respecto de la atribu­

ción de firma electrónica, la Ley opta 

por exigir que ésta tenga el carácter de 

avanzada, para dotar de la mayor 

seguridad técnica posible a este nove­

doso instrumento, y permite que salvo 

indicación en contrario de los interesa­

dos, los documentos susceptibles de 

calificación e inscripción puedan ser 

presentados en el registro telemática­

mente y que el registrador pueda, a su 

vez, comunicar al notario autorizante 

por vía telemática y con su firma elec­

trónica avanzada, tanto la presenta­

ción del título como, en su caso, la 

denegación del mismo, la nota de cali­

ficación y la realización del asiento res­

pectivo. 

Por tanto, la Ley opta por aplicar las 

más modernas técnicas de comunica­

ción telemática y electrónica a nuestro 

sistema de seguridad jurídica preventi­

va, siendo consciente de que es nece­

sario extremar el celo en el uso de 

estas nuevas técnicas para que no 

exista merma en la seguridad del siste­

ma actual, de ahí que, tanto la obten­

ción de la firma electrónica avanzada 

por parte de notarios y de registrado­

res, como su uso, esté sometido a 

requisitos más rigurosos que los gene­

rales. En conclusión, se pretende que, 

salvaguardando los principios esencia­

les de nuestro sistema de seguridad 

jurídica preventiva, se incorpore al 

mismo las más modernas técnicas 

telemáticas, siendo en este punto 

nuestro país pionero. 

Del mismo modo, y por su importan­

cia, debe destacarse la regulación del 

instrumento público electrónico que 

precisará tanto la firma electrónica 

avanzada del notario, como de los 

otorgantes o intervinientes, exigiendo 

que la autorización o intervención 

notarial del documento público elec­

trónico esté sujeto a los mismos requi­

sitos que su homónimo en soporte 

papel y que, por tanto, el notario deba 

dar fe de la identidad de los otorgan­

tes, de su capacidad y legitimación, de 

que el consentimiento se ha prestado 

libremente y de que se adecua a la 

legalidad. Asimismo, se regula el régi­

men de las copias autorizadas electró­

nicas, permitiendo que se expidan 

para su remisión a otro notario, regis­

trador o autoridad administrativa o 

jurisdiccional, así como la posibilidad 

de que se puedan remitir a los intere­

sados copias simples electrónicas, 

cuando su identidad e interés en éstas 

le conste al notario. 

Conclusión 

La valoración de esta reforma debe 

considerarse, en su conjunto, positi­

va y esperanzadora, Yé\ que es indu­

dable que teniendo nuestro ordena­

miento jurídico un gran sistema de 

seguridad jurídica preventiva, sin 

embargo el mismo estaba necesitado 

de mejoras que, sin hacerle perder 

sus señas de identidad, lo adecuara 

a las exigencias del tráfico económi­

co actual, más ágil que el decimonó­

nico en el cual estaban ancladas 

algunas de nuestras normas esencia­

les en este ámbito. 

Asimismo, en un momento en que se 

tiende a una mayor integración de sis­

temas jurídicos, fruto de la potencia­

ción de la Unión Europea, era necesa­

rio mejorar nuestro sistema de seguri­

dad jurídica preventiva ya que, sin 

duda, uno de los retos de la nueva 

Europa será el denominado tercer pilar, 

esto es, la integración no sólo econó­

mica, sino jurídica, donde nuestro sis­

tema deberá competir con otros, 

como el anglosajón, debiendo mostrar 

sus virtudes frente a aquél. • 

Seguridad jurídica preventiva 

más importante 
de la reforma hipotecaria 

~ José J. Pintó Ruiz 
Doctor en Derecho - Abogado 

Pintó & Ruiz del Valle 

Como alternativa al tradicional 
recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del 
Notariado contra la calificación 
negativa del registrador mer­
cantil se crea la posibilidad de 
acudir a otro registrador 
correspoodiente según el cua­
dro de substituciones cuya 
segunda calificación, también 
será recurrible ante la mencio­
nada Dirección General. 

La Novedad 
La Ley de acompañamiento en su art. 

104, al modificar el art. 18 del Código 
de Comercio (que configuraba la ins­
cripción de títulos en el Registro 

Mercantil y la regulaba sucintamente) 
añadiéndole a los 3 existentes 5 apar­
tados más, faculta (en el 7° añadido) al 
interesado para optar, en caso de 

denegar el Registrador la inscripción, 
bien para recurrir ante la Dirección de 
los Registros y del Notariado, o bien 

para instar la aplicación del cuadro de 
substituciones aprobado por la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, 
quien asumirá dicha calificación bajo su 
responsabilidad. 

La novedad pues, de suyo importante, 

consiste en permitir facultativamente al 
interesado substituir el recurso directo 

Por otro intento de calificación positiva 

ante el Registrador que corresponda a 
tenor del cuadro de substituciones. 
Esta calificación del substituto será 

igualmente recurrible. Economist & 

Jurist llama la atención ante la realidad 
de esta novedad. 

El substituto 
El sobrio texto del número 7 (añadido) 
del art.18 del Código de Comercio, 

adolece de cierta oscuridad en orden 

a determinar cual es el antecedente 
del pronombre "quien" que aparece 

en el texto. En efecto, en la opción 
posible que se contempla, se faculta 
al interesado para "instar" la aplicación 
del cuadro de substituciones aprobado 
por la Dirección de Registros y del 
Notariado "quien" (sic) asumirá dicha 
calificación bajo su responsabilidad. 

¿De qué persona o entidad es antece­
dente este "quien"? Una interpreta­
ción sistemática, nos conduce a apre­

ciar con seguridad que quien va a rea­
lizar la segunda calificación va a ser el 
substituto que corresponda. En efec­
to, basta leer el párrafo 8ª (añadido) 

para darse cuenta, que el que va a 
calificar, y asumir la consiguiente 

responsabilidad es el substituto que 

corresponde. No es que el texto lo 
diga, pero es evidente que lo presupo­

ne. El texto dice así: "Se aplicará lo 

dispuesto en la Ley Hipotecaria en lo 
relativo a la aplicación del cuadro de 

substituciones y la calificación por el 
Registrador incluido en él. No hay 

duda pues, que quien va a calificar 

substituyendo el recurso va a ser el 
registrador substituto que toque. 

La remisión a la Ley Hipotecaria 
La referencia a la Ley Hipotecaria 

(Código de Comercio, 18 nº 7) aclara 

aún más la cuestión alejando definiti­
vamente toda duda. En efecto el art. 
100 de la Ley de 31 de diciembre de 

2001 que comentamos, tras modificar 
el art. 18 de la Ley Hipotecaria adicio­

nándose tres nuevos párrafos que dis­

ciplinan más la calificación, añade a la 
misma Ley Hipotecaria un nuevo artí­

culo, el 19 bis que, aún referido al 

Registrador de la Propiedad, por remi­
sión completa - y aclara - la regulación 
afectante al Registrador Mercantil y 

nos permite confirmar. La opción entre 

recurrir o acudir al substituto (párrafo 
3° de la cabecera del añadido art. 19 
bis a la Ley Hipotecaria), así como que 

el Registrador que practica la 2ª cal ifi­
cación es el substituto correspondien­
te (párrafo siguiente al anterior). 

También dispone dicho art. 19 bis: 

1. El plazo para acudir al sustituto - 15 

días siguientes a la calificación nega­
tiva - según es de ver en la regla 1 ª. 

2. Los trámites subsiguientes y las con­

secuencias de esta segunda califica­
ción cuales son señaladamente la 
inscripción del título, o en caso de 
persistir la denegación la devolución 

del título al interesado para que pueda 
interponer el recurso ante la DIRECCIÓN 
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GENERAL de registros y del NOTARIA­

DO (así resulta de las 7 reglas que, 

tras la cabecera, contiene el citado 
artículo 19 bis añadido a la Ley 

Hipotecaria). 

Conclusión 
Ante la calificación negativa, el inte­

resado puede optar entre recurrir 
directamente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, o 

intentar una segunda calificación del 
Registrador substituido correspon­
diente. 

Y frente a esta segunda calificación si 
es negativa, puede a su vez, interpo­
ner el recurso correspondiente ante la 

Dirección General de los Registros y 
del Notariado (así resulta claramen­
te de la regla 5ª del art. 19 bis aludi­

do). 

El citado nº 8 añadido al art. 18 del 

Código de Comercio, remite, como se 
ha dicho a lo que la Ley Hipotecaria 

dispusiera, pero ésta - además de lo 
expuesto en el párrafo anterior - es 

modificada también añadiéndole el 

art. 275 bis que dice: "La Dirección 

General de los Registros y del 

Notariado designará en la forma que 

reglamentariamente se determine, un 

cuadro de substituciones en virtud del 

cual uno o varios Registradores que 

sirvan en un Registro de la Propiedad 

pueden calificar y despachar docu­

mentos correspondientes a otros 

Registros". 

Dicho cuadro podrá incluir Registra­

dores de la misma provincia o de pro­
vincias limítrofes sin que en ningún 
caso puedan tener estas substi­

tuciones carácter recíproco. Así pues, 
pese a que la disposición final tercera 
de la ley que comentamos, dispone 

que entrará en vigor el día 1 de enero 
de 2002, habrá que esperar a su de­
sarrollo reglamentario, ya que en este 
punto, remite a la Ley Hipotecaria, y 

esta en el texto añadido (art. 275 bis) 
dispone, en futuro, que la Dirección 
General "designará" el cuadro de 
substituciones, en la forma que regla­

mentariamente se determine. 

Hipotecario 

Los detalles de la reforma hipotecaria 

La misma opción referida al 
Registrador Mercantil cabe con 
respecto a la calificación del 
Registrador de la Propiedad 

Se da al efecto por reproducido, lo 

dicho en la explicación anterior, con 
invocación de nuevo - pero directa -

de los antes analizados arts . 18 y 19 

bis de la Ley Hipotecaria que han sido 
respectivamente ampliado y añadido 
por la Ley 31 Diciembre de 2001. 

La Ley 31 diciembre de 2001, 
implanta una nueva y completa 
regulación de los recursos con­
tra la calificación del Regis­
trador de la Propiedad, aña­
diendo un nuevo título a la Ley 
Hipotecaria 

La Novedad 
El art. 102 de la citada Ley, modifica la 

Ley Hipotecaria (concretamente su 

texto refundido aprobado por D. 8 de 
febrero de 1946), añadiéndole ocho 

artículos más, agrupados bajo el 
nuevo título - que se adiciona -

"Recursos contra la calificación", que 

aparece de número XIV, y contiene los 

nuevos artículos 322, 323, 324, 325, 

326, 327, 328 y 329. 

Contenido 
La norma referida 
• Regula la notificación de la califica­

ción y precisa los destinatarios de 
ella (art.322); 

• Establece la prórroga automática de 

la vigencia del asiento de presenta­
ción (323) con la evidente finalidad 

de proteger el rango del título, por si, 

recurrida la calificación, el recurso 
alcanzara éxito; 

• Define el órgano "ad quem" que resol­

verá los recursos, (art. 324); 

• Define las personas legitimadas para 

deducirlo (325), 
• Limita el tema del mismo a las cues­

tiones que se relacionan directa o 

indirectamente con la calificación 
(326) así como expresa el contenido 

mínimo del escrito (ídem); 

• Precisa el trámite de presentación y 
su lugar (art. 327) y determina los trá­

mites subsiguientes a aquél (ídem), 

• Perfila las notas generales de la 
resolución a dictar, su publicación , y 

sus consecuencias, que, de ser la 

resolución estimativa, generaran, la 
consiguiente inscripción del título 

antes denegada (ídem), sin olvidar 

un efecto de carácter general, cual 

es el carácter vinculante de la reso­
lución para todos los Registros; y a 

tal fin 
• Se dispone la publicación de tales 

resoluciones en el B.O.E. (ídem). 

Es de señalada importancia la trans­

cendental regulación que el art. 328 
efectúa del recurso contra la resolu­

ción de la Dirección General de 

Registros y del Notariado, es decir del 
recurso que puede interponer la parte 

legitimada que se siente perjudicada 

por la resolución del recurso interpues­
to contra la calificación del Registrador 
ante dicha Dirección General. 

Establece que las resoluciones de la 
Dirección General (resolviendo recursos 

contra la calificación) ora sean expre­

sas, ora sean presuntas (por silencio 
administrativo) serán recurribles, en los 
plazos que fija, ante los juzgados de la 
capital de la provincia a la que pertenezca 
el lugar en que está situado el inmueble; 
precisa los legitimados para interponer­

lo, define sus trámites, establece con­
tra quien, según los casos, se ha de 
dirigir la demanda (sic), su anotación 

preventiva y los efectos de ésta última. 

Es importante también resaltar que el 

último párrafo de dicho art. 328, abun­
da en precisar que el objeto de dicho 

recurso resuelve el tema dentro del 

estricto ámbito del Derecho Hipo­

tecario (en orden a si procede inscribir 

o no) pero no impide, ni obsta ni crea 
litispendencia ni obstaculiza, el que la 

cuestión matriz o substantiva ínter-par­
tes sea discutida y resuelta, en los 
correspondientes procedimientos civi­

les ordinarios. En este párrafo alude a 

-- - ---- - -~ - --- - ~ - - ----~ --~~----~--- ------------

la anotación preventiva de la demanda 
ordinaria en la que el actor sostenga la 

validez del título cuya inscripción se 
denegara, y sus efectos. 

El art. 329, es de alcance meramente 

disciplinario. 

Cancelación simplificada de 
hipotecas y condiciones reso­
lutorias inscritas 

La disposición adicional vigésimo sépti­

ma de la Ley 31 de diciembre de 2001 , 

modifica el art . 82 de la Ley Hipotecaria 
añadiéndole un nuevo párrafo. La finali­

dad perseguida es clara. Endémico, en 

los folios registrales correspondientes a 
cada finca, el arrastre de inscripciones 

de gravámenes hipotecarios o condi­

ciones resolutorias (1504 CC) expresas, 
cuyas obligaciones principales garanti­

zadas ya están cumplidas, extintas o 

presuntamente prescrita conviene a los 
interesados y sobretodo a la búsqueda 

de la concordaQcia entre el Registro y la 

realidad jurídica facilitar su purga o eli­
minación. 

Así, no por Reglamento, sino mediante 

Ley modificatriz de la Ley Hipotecaria, se 

añade al art. 82, el siguiente párrafo, que 
no exige mayor comentario: 'A solicitud 

del titular registra! de cualquier derecho 

sobre la finca afectada, podrá proceder­

se a la cancelación de condiciones reso­

lutorias en garantía del precio aplazado a 

que se refiere el artículo 11 de esta Ley 

de hipotecas en garantía de cualquier 

clase de obligación, para las que no se 
hubiera pactado un plazo concreto de 

duración, cuando haya transcurrido el 

plazo señalado en la legislación civil apli­

cable para la prescripción de las accio­

nes derivadas de dichas garantías o el 

más breve que a estos efectos se hubie­

ra estipulado al tiempo de su constitu­

ción, contados desde el día en que Ja 

presentación cuyo cumplimiento se 

garantiza debió ser satisfecha en su tota­

lidad según el Registro, siempre que 

dentro del año siguiente no resulte del 

mismo que han sido renovadas, inte-

Hipotecario 
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rrumpida la prescripción o ejecutada 

debidamente la hipoteca". 

El problema endémico de la 
identificación de la finca: refor­
ma del art. 9 de la Ley Hipo­
tecaria 

La Ley 31 de diciembre de 2001 , en su 

disposición adicional vigésimo octava, 
modifica el conocido art. 9 de la L.H. 
añadiéndole varios párrafos que consti­

tuyen una novedad transcendental, 
siquiera sea esta potestativa. Es decir, 
se ponen a disposición de los interesa­

dos nuevos medios de expresión - y por 

ende de publicidad - que pueden utilizar 
o no, para precisar la identificación, con­

figuración y situación de la finca, a la que 

se refiere el título objeto de la inscripción. 

Muchos, muchísimos bienes, gozan 

de una identificación física: un mueble, 
un automóvil, un libro o una pluma tie­

nen sus contornos materialmente 

determinados, y su descripción no 
plantea problema alguno por ser prác­

ticamente innecesaria. 

Pero la finca, no siempre está identifi­
cada por lindes materiales claros, sino 

que muchísimas veces su extensión 

(por ejemplo al segregarse) es la que 
se enmarca en una línea poligonal 

cerrada, cuyos lados se definen por la 

escritura o título de propiedad (des­
cripción literaria) notoriamente impreci­
sa, vaporosa, refiriéndola "ad exem­

plum" a calle en proyecto , antiguo 
camino (a lo mejor ya no existente) o 

mencionando límites por la pertenen­
cia a titulares ya substituidos por otros 

que no se consignan. Por supuesto 

que esta línea poligonal cerrada no 

adopta formas regulares (cuadrado, 

paralelepípedo, rectángulo, pentágo­

no, hexágono, etc.) sino que obedece 

frecuentemente a fo rmas absoluta­

mente irregulares e imprecisas. Es evi­
dente pues , la impotencia de la des­
cripción literaria para expresar la 
forma, configuración y situación de la 

finca. Ello ha dado lugar a un uso, con­
sistente en unir a la matriz notarial y a 

la primera copia un plano o croquis 
expresivo de la finca objeto del nego­
cio jurídico de que se trate. 

Pero no siempre transciende este medio 
con la debida publicidad pues el plano 

no S;3 conserva en el Registro. Ni el 

Registrador verificaba (no tenía medios 
suficientes para poder hacerlo) la con­

gruencia entre el plano, lo que se dice 

en la escritura, y la situación de la finca 

segregada respecto a la matriz, con la 
consiguiente corrección del lugar de 
donde se extrae la finca segregada, y 

por consiguiente de la inidentificación de 

la forma real del resto de finca matriz. 

La substitución potestativa de la descrip­
ción literaria por una identificación 
mediante una base gráfica y un sistema 
que proporciona la clara representación 
de su ubicación, así como una verifica­
ción de la corrección material y posibi­

lidad física de la misma operación se 

halla en la reforma que comentamos. 

Dispone el referido añadido que: "Podrá 

completarse la identificación de la finca 

mediante la incorporación al título inscri­

bible de una base gráfica o mediante su 

definición topográfica con arreglo a un 

sistema de coordenadas geográficas 

referido a las redes nacionales geodési­

cas y de nivelación en proyecto expedi­

do por técnico competente". 

Se dispone asimismo, el sistema de 

archivo de las expresiones gráficas y el 
sistema de referencia entre dicho 
archivo y el folio correspondiente a la 
finca, así como los medios para que 

los legit imados (que se precisan) 
mediante la oportuna forma (que tam­

bién se precisa) pueda obtener copia o 

reproduqción de aquellas bases. 

Finalmente se dispone que: "Los regis­

tradores dispondrán de aplicaciones 

informáticas para el tratamiento de 

bases gráficas que permiten su coordi­

nación con las fincas registra/es y la 

incorporación a éstas de la calificación 

urbanística, medioambiental o admi­

nistrativa correspondiente" • 



Civil - Penal 

Modificaciones de los procesos civil y penal: 

Los últimos ajustes del euro 

~ Fernando Bejerano Guerra 
Abogado 

En pocas palabras ... 

El euro ya es la única moneda del sistema monetario nacional. La peseta 
se retira dignamente entre la añoranza de algunos, la confusión de otros, 
el recelo de pocos y el cariñoso recuerdo de todos. Físicamente la peseta 
va perdiendo su protagonismo en nuestras costumbres y pagos diarios. 
Como no puede ser menos, también en nuestro ordenamiento la peseta 
dice adiós. 

Conversión de la LEC a euros 

Con la aprobación del Real Decreto 

141712001, de 17 de diciembre, se 

procede a la conversión a euros de las 

cuantías establecidas en la Ley de 

Enjuiciamiento Civil. 

Las referencias a cuantías en pesetas 

que se contienen actualmente en los 

preceptos de la LEC que reproduci­

mos a continuación, quedarán sin 

efecto a partir del 1 de enero de 

2002. La cuantía en euros será la 

siguiente: 

Artículo 23.2.1 º 
Cuantía en juicios verbales para com­

parecer por sí mismo: 900 euros. 

Artículo 31.2.1 º 

Cuantía en juicios verbales sin direc­

ción de Abogado: 900 euros. 

Artículo 1 12.1 
Multa por mala fe en incidente de recu­

sación: de 180 a 6.000 euros. 

Artículo 176 

Multa al litigante por demoras en el 

auxilio judicial: 30 euros. 

Artículo 183.5 
Multa por solicitud injustificada de 

nueva vista: 600 euros. 

Artículo 190.2 
Multa por presentación recusación 

fuera de plazo: de 150 a 600 euros. 

Artículo 228.2 
Multa por temeridad en solicitud nulidad 

que es desestimada: de 90 a 600 euros. 

Artículo 247.3 

Multa por conculcar la regla de la buena 

fe procesal: de 180 a 6.000 euros. 

Artículo 270.2 
Multa por dilación o mala fe procesal 

en la presentación del documento: de 

180 a í .200 euros. 

Artículo 286.4 
Multa por dilación o mala fe procesal 

en la alegación de hechos nuevos: de 

120 a 600 euros. 

Artículo 288.1 
Multa por no ejecución de la prueba 

en tiempo previsto: de 60 a 600 

euros. 

Artículo 292.1 
Multa por incomparecencia de testigos 

y peritos: de í 80 a 600 euros. 

Artículo 320.3 
Multa por impugnación temeraria del 

valor probatorio de documento públi­

co: de í 20 a 600 euros. 

Artículo 344.2 

Multa por temeridad o deslealtad pro­

cesal en la tacha: de 60 a 600 euros. 

Artículo 381.2 
Multa a testigos por incumplimiento de 

la prueba testifical exenta: de í 50 a 

600 euros. 

Artículo 394.3 
Valoración de las pretensiones inesti­

mables en la condena en costas en pri­

mera Instancia: 18.000 euros. 

Artículo 437 .2 
Cantidad máxima en juicios verbales 

para formular demanda en impreso 

normalizado: 900 euros. 

Artículo 441.4 
Multa mínima al demandado por 

incomparecencia injustificada a la vista 

en el juicio verbal: 180 euros. 

Artículo 513.1 
Depósito en demanda de revisión: 300 

euros. 

Artículo 539.1 
Representación y defensa de ejecución 

de procesos monitorios: 900 euros. 

Las cuantías en pesetas aue se contie­

nen actualmente en los preceptos de 

la LEC relacionados a continuación se 

podrán utilizar por los interesados para 

determinar la clase de juicio que se 

haya de seguir y los recursos proce­

dentes en relación con pretensiones 

basadas en los hechos anteriores al 1 

de enero de 2002 . 

Las cuantías en euros que figuran a 

continuación serán aplicables a las 

pretensiones basadas en hechos pos­

teriores al í de enero de 2002. 

Artículo 47 

Competencia de los Juzgados de Paz: 

15.000 pesetas (90 euros). 

Artículo 249.2 

Cuantía de la demanda en juicio ordi­

nario: 500.000 pesetas (3.000 euros). 

Artículo 250.2 

Cuantía de la demanda en juicio verbal: 

500.000 pesetas (3.000 euros). 

Artículo 438.3.3 

Cantidad máxima para acumular 

acciones en juicios verbales: 500.000 

pesetas (3.000 euros). 

Artículo 477.2.2º 

Cuantía mínima para interponer recur­

so de casación: 25.000.000 pesetas 

(150.000 euros). 

Artículo 520.1 

Ejecución de títulos no judiciales: 

50.000 pesetas (300 euros). 

Artículo 812.1 
Cantidad máxima para acudir a proce­

so monitorio: 5.000.000 pesetas 

(30.000 euros). 

El euro y los procesos 
penales ¿cuáles son 
los criterios de la Fiscalia 
General del Estado? 

El Fiscal General del Estado, con fecha 

í 3 de diciembre de 2001 , dictó la 

Instrucción 5/2001, de í 3 de diciem­

bre, en la que se establecen los crite­

rios de actuación ante la problemática 

que pueda plantearse en el ordena­

miento penal por la introducción del 

euro como única moneda del sistema 

monetario nacional y la pervivencia de 

la peseta como medio de pago hasta 

el 28 de febrero de 2002. 

La instrucción realiza un análisis del 

concepto de instrumento jurídico, esto 

es, todas las normas penales y las 

resoluciones judiciales (por expresa 

previsión legal) y también los dictáme­

nes y escritos del Ministerio Fiscal , en 

cuanto que están destinados por su 

propia naturaleza a la producción de 

efectos jurídicos en el procedimiento 

que se incorporen. En el mismo senti­

do, deben considerarse también inclui­

dos los escritos que se formulen por 

parte de las acusaciones particulares y 

defensas. 

La redenominación automática, sin 

necesidad de alteración material, de 

todas las referencias a la peseta, se 

realizará el 1 de enero de 2002. 

Determinantes resultan las considera­

ciones sobre la prohibición de redondeo 

en operaciones intermedias, esto es, 

cuando el objeto inmediato no sea el 

pago de la cantidad, especialmente 

relevante para la determinación de la 

pena de días multa. La conversión de 

las cantidades impuestas como resul­

tado de la aplicación de dicho sistema 

habrá de realizarse sobre la totalidad 

de la cuantía impuesta, nunca sobre la 

cuota diaria que se tomó de base en 

pesetas. 

Finalmente, merece ser destacado el 

criterio de actuación impuesto , que 

también puede servirnos de base a 

los abogados, ante las resoluciones 
que con posterioridad al día 1 de enero 
de 2002 no se expresen en euros o pre­

senten errores aritméticos en la con­

versión de cantidades: el "cauce 

más aprop iado para ello será el 

"recurso de aclaración" previsto en 

los artículos 161 LECr y art. 267 

LOPJ". 

Eurocalendario penal 

Como consecuencia de las normas 

reguladoras sobre la introducción del 

euro y la pervivencia de la peseta, nos 

permitimos resumir los criterios 

expuestos gráficamente: 

Desde 1 de enero de 1999 
• Son típicas las conductas de falsifica­

ción de billetes y monedas de euros 

(LO 10/98 en relación con 387 CP). 

Del 1 de enero al 28 de febrero de 2002 
• Los billetes y monedas en euros se 

ponen en circulación. 

• La peseta pervive como medio de 

pago y tiene plenos efectos libera­

torios. 

• La cuota por cada día multa estable­

ce sus límites entre í ,21 (mínimo) y 

300, 50 (máximo) euros. 

• Los pagos de responsabilidades 

pecuniarias pueden efectuarse tanto 

en pesetas como en euros. 



• Todas las resoluciones y escritos 

en los que se fijen cuantías econó­

micas deberán expresarse en 

euros. 

• Las referencias contenidas en las 

leyes penales a una cantidad deter­

minada de pesetas para establecer 

el límite entre el delito y la falta, o 

para diferenciar del tipo básico un 

tipo agravado o privilegiado, se han 

de entender sustituidas por la canti­

dad equivalente que resulte en euros 

de aplicar el tipo de conversión, sin 

necesidad de practicar el redondeo. 

• Las referencias al ecu contenidas en 

el CP se han de entender actual­

mente referidas al euro. (art. 2.2 de 

la LO 10/98). 

Del 1 de marzo al 30 de junio de 2002 
• La peseta pierde sus efectos libera­

torios . Los pagos de responsabilida­

des pecuniarias se realizarán en 

euros. 

• Los billetes y monedas de peseta 

conservan el efecto de poder ser 

objeto material de las conductas típi­

cas relativas a la falsificación de 

moneda. (art. 2.3 LOI 0/98) 

La modificación de los procesos civil y penal 

A partir del 1 de julio de 2002 
• Son atípicas las conductas de falsifi­

cación de billetes y monedas de 

peseta por haber finalizado el perío­

do de canje del art. 24 LIE. 

• Las pesetas sólo serán cambiadas 

por euros en el Banco de España. 

¿Cuáles son los artículos 
sobre los que operará 
la sustitución de las 
referencias a pesetas 
por euros? 

La Ley Orgánica 10/1998, de 17 de diciem­

bre, complementaria de la Ley sobre intro­
ducción del euro, dispone en su artículo 

segundo, apartado uno que "/as refe­

rencias contenidas en las Leyes 

Orgánicas a importes monetarios 

expresados en pesetas se entenderán 

también realizadas al correspondiente 

importe monetario expresado en euros 

que se obtenga con arreglo al tipo de 

conversión ... "; y tres que "No obstante 

lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 

sobre Introducción del Euro, las referen­

cias contenidas en las normas penales 

a la moneda nacional se entenderán 

que engloban tanto a la moneda euro 

como a la moneda peseta. A estos 

solos efectos, la peseta mantendrá la 

consideración de moneda nacional 

hasta la finalización del período de canje 

a que se refiere el artículo 24 de la Ley 

sobre Introducción del Euro. JI. 

Consecuencia de la previsión legal es 

que todos los tipos penales que incluyen 
referencias a la peseta, bien sea para su 

diferenciación de las faltas o para la cre­
ación de tipos privilegiados o agravados, 
se amplían en el sentido de entender 

incluida, además de la cantidad expre­

sada en pesetas, el importe en euros. A 

tal fin , se ofrece una tabla con los dife­

rentes tipos delictivos en los que nues­

tro Texto Punitivo establece la punición 

de conductas con base en una deter­

minada cantidad de pesetas, junto con 

las cantidades en euros que, desde el 

día uno de enero de 2002, debemos 

considerar comprendidas en el tipo 

penal. 

La previsión legal, junto con los principios 

más elementales reguladores del orde­

namiento penal, exige que las cantida­

des determinadas en euros no hayan 

sido redondeadas. Este criterio ha sito, 

lógicamente, el acogido por la instruc­

ción de la Fiscalía General del Estado. 

~ sigue en la página 56 

Modificación de las cuantías del Código Penal 

DELITOS 

HURTO (tipo básico) 

"FURTUM POSESIONIS" 

DEL ROBO Y HURTO DE USO DE VEHÍCULOS 

USURPACION por alteración de límites 
de propiedades 

USURPACIÓN por distracción de curso de aguas 

ESTAFA 

APROPIACIÓN INDEBIDA 

APROPIACION COSA PERDIDA O DUEÑO 
DESCONOCIDO 

APROPIACION DE COSA MUEBLE RECIBIDA 
POR ERROR TRANSMITENTE 

DEFRAUDACION DE SUMINISTROS 

DEFRAUDACIÓN MEDIANTE TERMINAL 
TELECOMUNICACIONES 

ART. 

234 

236 

244.1 

246 

247 

249 

252 

253 

254 

255 

256 

HASTA 31/12/2001 DESDE 1/1/2002 

" ... excede de cincuenta mí/ pesetas. " ... excede de 300,50605 euros. 

" ... excediere de cincuenta mí/ pesetas." ... excediere de 300,50605 euros. 

" ... excediere de cincuenta mí! pesetas." ... excediere de 300,50605 euros. 

" ... excede de cincuenta mí/ pesetas." ... excede de 300,50605 euros. 

" ... excediere de cincuenta mil pesetas." ... excediere de 300,50605 euros. 

" ... excediere de cincuenta mil pesetas." .. . excediere de 300,50605 euros. 

" ... exceda de cincuenta mil pesetas." 

" ... exceda de cincuenta mí/ pesetas. JI 

" ... exceda de cincuenta mil pesetas." 

" ... defraudación por valor superior 
a cincuenta mil pesetas." 

" ... perjuicio superior a cincuenta mil pesetas. JI 

... exceda de 300,50605 euros. 

.. . exceda de 300,50605 euros. 

... exceda de 300,50605 euros. 

... defraudación por valor superior 
a 300,50605 euros. 

.. . perjuicio superior a 300,50605 euros. 
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La modificación de los procesos civil y penal 

DELITOS ART. HASTA 31 /12/2001 DESDE 1/1/2002 

DAÑOS (tipo básico) 263 " ... excediera de cincuenta mil pesetas." .. . excediera de 300,50605 euros. 

DAÑOS en bienes de las Fuerzas Armadas 265 " ... excediere de cincuenta mil pesetas." ... excediere de 300,50605 euros. 
o F. y C. De Seguridad del Eº. 

ABUSO INFORMACION PRIVILEGIADA 285 "beneficio económico superior a setenta Beneficio económico superior 
y cinco millones de pesetas o causando a 450759,07 euros o causando 
un perjuicio de idéntica entidad ... " un perjuicio de idéntica entidad ... 

CONTRA LA HACIENDA PÚBLICA 305.1 " ... exceda de quince millones de pesetas ... " ... exceda de 90151,815 euros ... 

DEFRAUDACIÓN A LA SEGURIDAD SOCIAL 307.1 " ... exceda de quince millones de pesetas .. . " ... exceda de 90151 ,815 euros ... 

FRAUDE DE SUBVENCIONES 308.1 y 2 " ... (más de)(supere los) diez millones de pesetas ... 11 ... (más de) (supere los) 60101,21 euros ... 

CONTABLES 310 " ... de treinta millones de pesetas ... 11 " ... de 180303,63 de euros .. . " 

DAÑOS EN PATRIMONIO HISTÓRICO POR 324 " ... en cuantía superior a cincuenta mil pesetas ... " " ... en cuantía superior a 300,50605 euros ... " 
IMPRUDENCIA GRAVE 

FALSIFICACIÓN DE MONEDA 386 " .. . valor aparente de la moneda fuera superior " ... valor aparente de la moneda fuera 
a cincuenta mil pesetas. 11 superior a 300,50605 euros. " 

FALSIFICACIÓN DE USO EFECTOS TIMBRADOS 389 " ... cantidad superior a cincuenta mil pesetas ... " " ... cantidad superior a 300,50605 euros" 

MALVERSACIÓN 432.3 " ... no alcance fa cantidad de quinientas mil pesetas ... 11 " ... no alcance la cantidad de 3005,0605 euros ... " 

FALTAS ART. HASTA 31 /12/2001 DESDE 1/1/2002 

HURTO, HURTO DE USO DE VEHÍCULO, 623.1 a4 " ... (no excediera de)(no exceda de) ... (no excediera de)(no exceda de) 
DE ESTAFA, APROPIACIÓN INDEBIDA, ETC. (en cuantía no superior a) cincuenta mil pesetas." (en cuantía no superior a) 300,50605 euros. 

USURPACION por alteración de límites 624 " .. . si la utilidad no excede ... si la utilidad no excede de 300,50605 euros .. . 
de propiedades de cincuenta mil pesetas ... " 

DAÑOS 625 " ... no exceda de cincuenta mil pesetas." ... no exceda de 300,50605 euros. 

FALSIFICACIÓN DE USO DE MONEDA 629 " ... que no exceda de cincuenta mil pesetas." ... que no exceda de 300,50605 euros. 
Y FECTOS TIMBRADOS 

Modificación de las cuantías en las Leyes Penales Especiales 

DELITO 

CONTRABANDO 
LO 12/95, de 12 de diciembre 
de Represión del contrabando 

La delimitación jurisprudencial 
de la agravación de conductas 
delictivas en atención 
a cuantías determinadas 
en pesetas 

Con independencia de lo criticable de la 

regulación, nuestro Código Penal estable­

ce tipos sobre los que los Tribunales deli­

mitan cuándo la cifra del valor de lo sus­

traído, defraudado o del perjuicio causado 

determina la agravación de la conducta. 

ART. HASTA 31/12/2001 DESDE 1 /1 /2002 

2.1 " ... siempre que el valor de los bienes, mercancías, .. . siempre que el valor de los bienes, 
géneros o efectos sea igual o superior mercancías, géneros o efectos sea igual 
a 3.000.000 de pesetas ... o superior a 18030,363 euros ... 

2.2 " ... siempre que el valor acumulado de los bienes, Siempre que el vaor acumulado 
mercancías, géneros o efectos en cuestión sea igual de los bienes, mercancías, géneros o efectos 
o superior a 3. 000. 000 de pesetas ... " en cuestión sea igual o superior a 

18030,363 euros 

2.3 a y b " .. . aunque el valor de los bienes, mercancías, géneros ... aunque el valor de los bienes, 
o efectos sean inferior a 3. 000. 000 pesetas" 
"cuyo valor sea igual o superior a 1.000.000 
pesetas" 

Tomemos como ejemplos los hurtos 

agravados en atención al valor de los 

efectos sustraídos (artículo 235.3) y las 

estafas agravadas en atención al valor 

de la defraudación (artículo 250.1 .6). 

Con respecto al primer supuesto, en la 

revisión jurisprudencia! sobre el valor 

de los objetos hurtados operada por la 

STS de 21 de mayo de 1992 se determina 

que "en la hipótesis de que, en virtud 

de la variación del poder adquisitivo de 

mercancías, géneros o efectos sea inferior 
a 18030,363 euros. 
Cuyo valor sea igual o superior a 
601O,121 euros 

la moneda, de /os índices generales 

reguladores de la economía, creciente 

erosión monetaria y otras circunstan­

cias pudieran y debieran revisarse 

dichos módulos (1000. 000 pts. espe­

cial gravedad, duplo o más agravante 

muy cualificada según CP 1973), para 

el año 198 7 y próximas fechas anterio­

res, aunque se elevaran /os límites indi­

cados no podrían rebasar las cifras de 

dos y cuatro millones respectivamen-

~ sigue en la página 58 

Fernando Bejerano Guerra 

Conclusiones de la instrucción 5/2001 
de Fiscalía General del Estado 

Las conclusiones que se establecen, y servirán de guía para 
todas las actuaciones de los representantes del Ministerio 
Fiscal, son: 

1. A partir del 1 de enero de 2002, en los escritos del 
Ministerio Fiscal y en las resoluciones judiciales, 
todas las referencias a cantidades de dinero deberán 
expresarse en euros. 

2. Durante el período comprendido entre el 1 de enero y el 
28 de febrero de 2002, quien efectúe el pago de una 
responsabilidad pecuniaria, independientemente de Ja 
unidad monetaria en que figure expresada en Ja corres­
pondiente resolución judicial, podrá hacerlo tanto en 
euros como en pesetas. 

3. Cuando se quiera abonar en euros una cantidad expre­
sada en pesetas, habrá que abonar la cifra equivalente 
en euros que resulte aplicando el tipo de conversión y el 
redondeo al céntimo mas próximo. 

4. Cuando se quiera abonar en pesetas una cantidad 
expresada en euros, habrá que abonar una cantidad tal 
de pesetas que, una vez aplicado a ésta el tipo de con­
versión y el ·redondeo al céntimo más próximo, resulte 
igual a la cantidad en euros que se ha de pagar. 

5. Las referencias contenidas en las leyes penales a una 
cantidad determinada ·de pesetas para establecer el 
límite entré el delito y la falta, o para diferenciar del tipo 
básico un tipo agravado o privilegiado, se han de entender 
sustituidas por la cantidad equivalente que resulte en 
euros de aplicar el tipo de conversión, sin necesidad de 
practicar el redondeo. Concretamente, a efectos prácticos, 
se ha de entender que 300,50 euros es inferior a 50.000 
pts., Y que 300,51 euros ya es superior a 50.000 pts. 

6. Las referencias al ecu contenidas en el CP se han de 
entender actualmente referidas al euro. 

7. A partir del 1 de enero de 2002, la cuota por cada día 
multa podrá oscilar entre 1,21 y 300,50 euros. 

8. Las multas en pesetas que se hayan de abonar con­
forme al sistema de días multa se transformarán en 
euros aplicando el tipo de conversión y el redondeo al 
importe total de la multa que resulte de multiplicar Ja 
cuota por el número de días, no aplicando el tipo de con­
versión y el redondeo a la cuota y multiplicando poste­
riormente la cifra resultante por el número de días. 

9. La falsificación de billetes y monedas de euros es 
penalmente típica desde el 1 de enero de 1999. La falsi­
ficación de billetes y monedas de pesetas es penalmen­
te atípica a partir del 1 de julio de 2002. 

En WWW.fiscalia.org se encuentra disponible el texto com­
pleto de la instrucción. 

¿Qué normas sirven de fundamento 
a la utilización del euro en el ordenamiento penal? 
El ordenamiento penal, materia reservada a la regulación por Ley Orgánica 
conforme al mandato constitucional, exige un plus de regulación comple­
mentaria a la dictada sobre la introducción del euro para el resto del orde­
namiento jurídico. Como instrumentos de trabajo básicos que debemos 
tener presentes en nuestro proceso de adaptación al euro, diferenciamos: 

• Las normas comunitarias: Reglamento (CE) nº 1103/97, del Consejo, 
de 17 de junio de 1997, sobre determinadas disposiciones relativas 
a la introducción del euro y el Reglamento (CE) nº 97 4/98, del 
Consejo, de 3 de mayo, sobre la introducción del Euro. 

• Las normas nacionales: Ley 46/98, de 17 de diciembre, de introduc­
ción del euro, modificada por Ley 14/2000 de 20 de diciembre 
(art.67) Y Ley 9/2001, de 4 de junio (Disposición adicional única). 

La reserva de Ley Orgánica para la normativa penal tuvo como conse­
cuencia la promulgación de la Ley Orgánica 10/1998, de 17 de diciem­
bre, complementaria de la Ley sobre introducción del euro, que -com­
plementando las anteriores- entró en vigor el día 1 de enero de 1999. 
Dispone su texto: 

Artículo 2. 

Uno. Las referencias contenidas en las Leyes Orgánicas a importes 
monetarios expresados en pesetas se entenderán también realizadas 
al correspondiente importe monetario expresado en euros que se 
obtenga con arreglo al tipo de conversión y, en su caso, redondean­
do con arreglo a lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley sobre 
Introducción del Euro, teniendo unas y otras la misma validez y efi­
cacia. 

Dos. Asimismo, las referencias contenidas en las Leyes Orgánicas al 
ecuo a los importes expresados en la unidad de cuenta ecu se enten­
derán también realizadas al euro o al correspondiente importe expre­
sado en euros. 

Tres. No obstante lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley sobre 
Introducción del Euro, las referencias contenidas en fas normas 
penales a la moneda nacional se entenderán que engloban tanto a fa 
moneda euro como a la moneda peseta. A estos solos efectos, la 
peseta mantendrá la consideración de moneda nacional hasta la fina­
lización del período de canje a que se refiere el artículo 24 de Ja Ley 
sobre Introducción del Euro. 

Cuatro. La ·sustitución de la peseta por el euro, en Jos términos pre­
vistos en la Ley sobre Introducción del Euro, no alterará la responsa­
bilidad derivada de la comisión de delitos o faltas tipificados o pena­
dos con referencia a la peseta. 

Cinco. Durante el período transitorio al que se refiere el artículo 12 
de la Ley sobre Introducción del Euro, los euros acuñados o impresos 
en moneda metálica o en papel moneda se considerarán en todo 
caso moneda de curso legal a los efectos previstos en los artículos 
386 y 387 de la Ley Orgánica 1011995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal. 
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La modificación de los procesos civil y penal 

" el saludo de bienvenida al euro no impide la evocación afectuosa 
de una -;;,oneda, la peseta, que ha dominado la vida económica española durante 
ciento treinta años, se ha introducido en la literatura y en los dichos ~op~lares 
y ha servido para cifrar el trabajo, los negocios, los impuestos Y las ilusIOnes 

de muchas generaciones de españoles." 

te. JI Por tanto, nos encontramos ante 

la fijación del límite de la agravación en 

6011O,121 euros.(arts. 2.3 y 26 LIE) 

También, en el segundo ejemplo, deter­

mina nuestro Tribunal Supremo, entre 
otras en sentencias de fecha 9 de marzo de 

1999y12 de abril de 1999 que "concreta­

mente el 16 de septiembre de 1991 se 

inició una doctrina por esta Sala, que se 

mantiene actualmente, que fija la cuan­

tía importante ordinaria de la defrauda­

ción en 2. 000. 000 pesetas y la muy 

Exposición de Motivos de la Ley 46198, de 17 de diciembre, de introducción del euro. 

cualificada en 6. 000. 000 pesetas. JI El 

límite para la aplicación de la agravación 

quedaría delimitado en 12020,242 

euros y su triplo. (art. 2.3 y 26 LIE) 

Es claro que la redenominación auto­

mática, esto es, el entender sustituida 

la cifra en pesetas por la cantidad en 

euros, sin necesidad de modificación , 

también debe operar en la Jurispru­

dencia, como en cualquier instrumento 

jurídico redactado con anterioridad al 1 

de enero de 2002. Si bien, con inde-

pendencia de la posible evolución en la 

determinación de las cantidades, no 

olvidemos que pronto todas las resolu­

ciones se expresarán en euros y por 

ende, en fechas no muy lejanas, aque­

llos valores en pesetas que agravaban 

las conductas, pasarán a ser sustitui­

dos por cantidades en euros. Por el 

momento, como se puso de manifiesto 

con respecto a los tipos penales que 

incluyen referencias a la peseta, la sus­

titución por euros habrá de hacerse sin 

aplicación de la regla del redondeo. • 
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El contrato de renting constituye uno de los ejemplos más 
claros de contrato surgido de la práctica empresarial al 
amparo del principio de autonomía de la voluntad. Este 
contrato es de naturaleza atípica y apenas existen en 
nuestro ordenamiento jurídico normas que lo citen. A 
diferencia del 11/easing", no se exige legalmente que los 
bienes objeto del contrato queden afectos exclusivamente a 
las actividades empresariales, comerciales, profesionales o 
industriales del usuario. Aunque no se requiere formalidad 
alguna, se suelen documentar en modelos redactados al 
efecto por las entidades arrendadoras, en los que figuran las 
condiciones generales preestablecidas de naturaleza 
adhesiva junto a las condiciones particulares a modo de 
anexo en las que se recogen las particularidades de cada 
caso, así como las especiales circunstancias de cada 
usuario-cliente. Acompañamos un modelo el renting de 
vehículos, por ser el más frecuente. 

1 renting surge, en el mundo 

anglosajón y en respuesta a las 

necesidades de la empresa, 

como un servicio integral de alquiler de 

vehículos y bienes de equipo (equipos 

informáticos, maquinaria industrial, ... ) a 

medio y largo plazo, dirigido a particula­

res, profesionales y empresas que, ade­

más del uso en sí del bien, deseen obte­

ner unos servicios adicionales que, fun­

damentalmente consisten en el mante­

nimiento y aseguramiento del bien. 

En términos estrictamente jurídicos, el 

contrato de renting puede definirse 

como aquel acuerdo de voluntades por 

el que una de las partes se obliga a 

ceder a la otra el uso de un bien por un 

Plazo determinado de tiempo y a cam-

bio del precio estipulado, siendo por 

cuenta del propietario el mantenimiento 

y conservación del bien arrendado. 

Nos hallamos, pues, ante un contrato 

de naturaleza jurídica eminentemente 

mercantil, bilateral (en tanto se generan 

obligaciones para ambas partes), con­

sensual (en la medida que se perfec­

ciona por el mero consentimiento de 

las partes), oneroso, de tracto sucesi­

vo , temporal y conmutativo, que aúna 

elementos propios del arrendamiento 

de cosas con otros circunscritos al 

ámbito de la prestación de servicios. 

La cuotas periódicas que se abonan 

por el arrendatario o cesionario inclu­

yen el alquiler del bien de que se trate 

por el período pactado,· así como una 

serie de gastos y servicios, que es lo 

que confiere cierto atractivo a esta fór­

mula de contratación. 

En este sentido, tomando como 

modelo el renting de vehículos, por ser 

quizás el que más frecuentemente 

encontramos hoy en día, podemos 

señalar que entre los gastos cubiertos 

por la cuota, generalmente mensual, 

se suele encontrar el pago de los 

impuestos de circulación y matricula­

ción, los derivados del mantenimiento 

periódico del vehículo, las reparacio­

nes, el seguro, la asistencia por avería, 

así como otros servicios tales como la 

posibilidad de obtener un vehículo de 

sustitución en caso de avería o de 
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contratar, en determinados casos, la susti­

tución regular de los neumáticos. 

Evidentemente, la cuota periódica que 

deberá hacer efectiva el arrendatario será 

tanto más elevada cuantos más servicios y 

opciones se incluyan, pero lo cierto es que, 

debidamente configurada, la opción del ren­
ting puede ser rentable, incluso para un parti­

cular. A este respecto, debemos aclarar 

que, si bien ésta es una fórmula surgida ori­

ginariamente como respuesta a necesida­

des de carácter empresarial, cada vez son 

más los particulares que, animados por el 

amplio abanico de opciones y servicios y 

las cada vez más ventajosas condiciones 

de acceso otorgadas por bancos y entida­

des financieras, optan por ella como alter­
nativa a la compraventa de bienes o incluso al 
leasing, especialmente en el caso de vehícu­
los y equipos informáticos o de telecomunica­

ciones. 

Por lo demás, al igual que sucede en el 

caso de contratos similares como pueda 

ser el leasing, el contrato de renting es de 

naturaleza atípica, con el agravante añadi­

do de que apenas existen en nuestro 

ordenamiento jurídico normas que lo citen. 

Como consecuencia de su carácter atípi­

co, el régimen jurídico del contrato de ren­

ting vendrá primordialmente configurado 

por lo que al efecto, para cada caso con­

creto, hayan preestablecido las partes 

contratantes en base a lo dispuesto en los 

artículos 1091 y 1255 del Código Civil. 

En este sentido, buena parte de la doctri­

na conviene en considerar de aplicación 

supletoria a esta modalidad de contratos 

(siempre, claro está, que dicha aplicación 

no haya sido expresamente excluida por 

las partes), las normas generales conteni­

das en el Código Civil en materia de arren­

damiento de bienes y servicios, así como 

las disposiciones generales en materia de 

contratación mercantil contenidas en el 

Código de Comercio por aplicación de lo 

dispuesto en su artículo 50. 

Asimismo hay que señalar que la prolija 

regulación existente en materia de arren­

damiento de vehículos sin conductor esta­

blece, entre otras cosas, los requisitos 

El contrato de renting 

ELEMENTOS 

PERSONALES 

Estructura del contrato 

Arrendador, o empresario de "renting" 
Puede serlo, en principio, cualquier persona física o jurídica, pero la inevitable aparición 
de elementos financieros y los enormes recursos económicos que requiere esta activi­
dad hace que, en la práctica totalidad de los casos, el papel de arrendatario sea ocupa­
do por grupos financieros o fabricantes de vehículos. Las obligaciones principales del 
arrendador con relación a este contrato, son: 

• La entrega del bien y de los accesorios y documentación precisa para posibilitar un 
efectivo aprovechamiento, correcto y rentable, por parte del arrendatario. 

• La conservación y el mantenimiento del bien, así como el pago de los gastos deriva­
dos de su aseguramiento y de los impuestos que graven la adquisición o el uso del 
bien de que se trate. 

• El saneamiento del bien, siéndole de aplicación a esta figura jurídica las normas en 
materia de saneamiento y responsabilidad por vicios ocultos contenidas en los artí­
culos 1474 y siguientes del Código Civil. 

Usuario o arrendatario 
Puede serlo cualquier persona, física o jurídica, con independencia de que posea o no 
la condición de comerciante, en la medida en que, a diferencia del "leasing", no se 
exige legalmente que los bienes objeto del contrato queden afectos exclusiva- . 
mente a las actividades empresariales, comerciales, profesionales o industriales 
del usuario. Ello no obstante, las ventajas fiscales y contables que incorpora esta 
modalidad contractual únicamente son beneficiosas para el empresario o profesional, lo 
que determina que usualmente el arrendatario tenga la condición de comerciante, pro­
fesional o empresario. En cuanto a las obligaciones del arrendatario, éstas se pueden 
resumir, a grandes rasgos, en las siguientes: 

• Pago del precio acordado en concepto de renta, así como de las cantidades asimila­
bles y que puedan serle repercutidas por otros conceptos en virtud de las prestacio­
nes contratadas. 

• Uso, conservación y custodia diligente del bien arrendado. 

• Devolución del bien arrendado a la terminación del contrato. 

OBJETO 
Puede ser cedido el uso de cualquier tipo de bien mueble o inmueble, si bien lo más fre­
cuente es que se trate de vehículos o de bienes de equipo (equipos de telecomunica­
ciones, informáticos, copiadoras y otros productos electrónicos, maquinaria industrial 
pesada o equipos de seguridad). Por su parte, los bienes de naturaleza inmobiliaria pue­
den ser objeto de "renting" en la medida que no les sean de aplicación las normas 
imperativas contenidas en la normativa especial sobre arrendamientos urbanos y rústi ­
cos. 
El precio, canon o renta viene determinado por elementos tan diversos como el coste de 
adquisición o de producción de los bienes objeto del contrato, la duración del mismo, 
los servicios contratados, así como por los demás gastos asumidos por el arrendador, 
debiendo satisfacerse con la periodicidad pactada, de acuerdo con la naturaleza de 
tracto sucesivo de este contrato. 

FORMA 
Si bien la el principio de libertad de forma consagrado por nuestro ordenamiento jurídi­
co y, en especial, por el artículo 1278 del Código Civil posibilita que uno estos acuerdos 
puedan concluirse de forma verbal, lo cierto es que, con carácter general, se suelen 
documentar en los modelos redactados al efecto por las entidades arrendadoras, en los 
que figuran, por una parte, unas condiciones generales preestablecidas de naturaleza 
absolutamente adhesiva, y por otra, un conjunto de condiciones particulares a modo de 
anexo en las que se recogen las particularidades de cada caso, así como las especia­
les circunstancias de cada usuario-cliente. 

r 

subjetivos que deben reunir las empre­

sa que se dedican a esta actividad 

(incluidas las de renting), así como el 

contenido mínimo de los contratos. 

Ello no obstante, el carácter especial 

de esta normativa, generalmente de 

carácter reg lamentario, impide su apli­

cación a los contratos de renting que 

tengan por objeto bienes distintos a 

los de automoción. 

Duración del contrato 

Aún cuando depende en buena medi­

da de la naturaleza del bien arrendado, 

puede decirse, con carácter general, 

que la duración media de los contratos 

de renting suele ser de entre 3 y 5 

años, sin que tal plazo venga impues­

to por norma alguna al carecer el con­

trato, como ya se ha dicho, de regula­

ción legal. Transcurrido el plazo pacta­

do, el cliente puede, alternativamente, 

devolver el vehículo o vehículos en la 

fecha acordada o solicitar la prorroga 

del contrato a la empresa arrendadora. 

Ello no obstante, también puede darse 

una terminación anticipada del contra­

to, que se puede producir, fundamen­

talmente, por tres causas: 

• Por decisión unilateral del arrendata­

rio, bajo unas determinadas condi­

ciones y los casos en que se prevea 

tal posibil idad. 

• En el supuesto de incumplimiento de 

alguna de sus obligaciones por cual­

quiera de las partes, siempre y 

cuando la otra opte por la resolución 
del contrato. 

• Por concurrencia de algún hecho 

previsto expresamente en el propio 

contrato como causa de terminación 

anticipada del mismo. 

Consideraciones fiscales 
Y tributarias 

En función de cuál sea el régimen en 

que se esté encuadrado en el Impuesto 
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sobre la Renta de las Personas Físicas, las 

implicaciones del renting son diferentes. 

En régimen de estimación directa, la 

renta satisfecha por el alquiler del vehí­

culo es un gasto deducible. 

En régimen de estimación directa simpli­

ficada, la renta satisfecha por el alquiler 

del vehículo es igualmente un gasto 

deducible, con la única diferencia res­

pecto del caso anterior que las provi­

siones y los gastos de difícil justifica­

ción no son deducibles, siendo susti­

tuidos por la deducción de un 5% del 

rendimiento neto. 

En los casos de estimación objetiva por 
módulos no es posible la deducción del 

gasto, salvo las amortizaciones, en 

donde existe una tabla para determi­

nadas actividades acogidas a módu­

los. En este supuesto, el renting puede 

no ser una opción rentable para 

empresarios y profesionales, al no 

poder practicar deducciones por un 

vehículo que de forma efectiva están 

utilizando para su trabajo. 

En cualquiera de estos casos, por lo 

demás, el arrendatario no precisa practi­

car retenciones por las rentas satisfechas. 

Con relación al Impuesto de Sociedades, 
no hay consideraciones especiales 

para el usuario del renting. La renta es 
un gasto deducible, al serlo contablemen­
te conforme a lo dispuesto en el Plan 
General Contable (cuenta 621). Esta 

deducción íntegra es muy ventajosa 

para las pequeñas y medianas empre­

sas, en tanto les permite ver reducida 

la cuota a pagar por este impuesto al 

resultar la suma de las cuotas anuales 

mayor a los dotaciones practicadas 

por amortizaciones. 

En cuanto al Impuesto sobre el Valor 
Añadido, tanto en el régimen ordinario 

como en el simplificado, las cuotas 

soportadas por el usuario pueden ser 

deducidas al menos en un 50% al consi­

derar que los bienes arrendados van a 

ser utilizados la mitad del tiempo para 

uso profesional o empresarial, aunque si 

se acredita un mayor grado de utiliza­

ción, la deducción irá en función de tal 

grado, salvo que se desarrolle una activi­

dad exenta, o que se trate de alguno de 

los supuestos de cuotas no deducibles. 

Por lo demás, la deducción será del 100 

% de la cuota de IVA en el caso de repre­

sentantes o agentes comerciales. 

Por el contrario, en los regímenes espe­
ciales establecidos para la agricultura, 
ganadería y pesca, Y· el de recargo de 
equivalencia, no es posible ninguna 

deducción por estos conceptos. 

En general, desde el punto de vista fis­
cal debe concluirse que el renting resul­
ta ventajoso, en especial para peque­

ños empresarios y con relación a 

vehículos y bienes de equipo de utili­

zación intensiva, en la medida que 

convierte el coste variable del mante­

nimiento de dichos bienes en un 

coste fijo deducible. 

Ventajas del renting 

Fundamentalmente, el renting desplie­

ga un doble abanico de ventajas frente 

al arrendador, permitiéndole, por una 

parte, fidelizar una clientela y asegurar 

el establecimiento de una relación de 

servicios prolongada, y, por otra, ofre­

cer a sus clientes una amplia gama de 

servicios que le sirvan para diferenciar­

se de sus competidores. 

Por su parte, las ventajas que presen­

ta el renting para el cliente-usuario 

frente a alternativas como la compra­

venta, el arrendamiento o el mismo 

leasing pueden agruparse y recondu­

cirse a cuatro grandes ámbitos, según 

sean las mismas de orden económico, 

fiscal, contable o técnico. 

Ventajas de orden económico 
• Permite disfrutar de un bien a menu­

do costoso sin necesidad de realizar 

un elevado desembolso inicial. 

• No se inmovilizan recursos financie­

ros de la empresa, permitiendo su 

utilización con otras finalidades. 
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Distinción de figuras afines: los contratos de renting y leasing 
Dejando a un lado, por el momento, las consideraciones de orden fiscal , 
la distinción entre ambas modalidades contractuales debe buscarse pura 
y simplemente en el concreto contenido de cada contrato. 
Al estudiar el contrato de "renting " debe inevitablemente hacerse refe­
rencia al "leasing" , en la medida que comúnmente suelen confundirse 
ambas figuras jurídicas. En este sentido, y de conformidad con lo dis­
puesto en la Disposición Adicional Séptima de la Ley 26/1988: 

" Tendrán la consideración de operaciones de arrendamiento financie­
ro (leasing), aquellos contratos que tengan por objeto exclusivo la 
cesión de uso de bienes muebles e inmuebles, adquiridos para dicha 
finalidad según las especificaciones del futuro usuario, a cambio de 
una contraprestación consistente en el abono periódico de las cuotas. 
Los bienes objeto de cesión habrán de quedar afectados por el usua­
rio únicamente a sus explotaciones agrícolas, pesqueras, industriales, 
comercia/es, artesanales, de servicios o profesionales. El contrato de 
arrendamiento financiero incluirá necesariamente una opción de com­
pra a su término a favor del usuario. " 

De acuerdo con esta definición, el leasing se perfila como un contrato 
tanto jurídica como económicamente más complejo, en el que una de las 
partes realiza una función mediadora y financiera consistente en adquirir 
el bien para si, aunque en interés de su cliente, a quien cede su uso 
durante cierto tiempo, transcurrido el cual puede devolver el bien o ejer­
citar una opción de compra por el valor residual del bien. 
Por su parte, el renting constituye una mera cesión temporal de uso 
mediante precio (arrendamiento), que se complementa con la prestación 
por el arrendador, directamente o a través de terceros, de una serie de 
servicios tales como el mantenimiento del bien o, especialmente en el 
caso de vehículos, su aseguramiento. 

Junto a estos datos, también podemos diferenciar ambas figuras por la 
naturaleza de la contraprestación económica que sigue a la prestación 
principal. Así mientras en el caso del leasing las sucesivas cuotas cons­
tituyen, en esencia, una amortización el precio del bien, cuya adquisi ­
ción se prevé mediante el ejercicio de una opción de compra por un 
precio residual, en la mayoría de los casos poco más que simbólico -
piénsese en los problemas de diferenciación en el ámbito tributario y 
contable con una compraventa a plazos- , en el renting las cuotas 
retribuyen pura y simplemente el uso del bien. En este sentido, aun­
que compensen y permitan al arrendatario amortizar el coste de adqui­
sición del bien, la naturaleza de estas cuotas no es, como sucede en el 
caso del leasing, financiera, pues la finalidad es meramente arrendati­
cia. De hecho, aunque en algunos contratos de renting se contenga una 
opción de compra, la misma debe hacer referencia al valor de mercado 
del bien, dado que, a diferencia de lo que sucede en el caso del lea­
sing, el precio no está, anticipado en las cuotas periódicas que debe 
abonar el arrendatario. 
Por último, en el contrato de renting, a diferencia de lo que sucede en el 
caso del leasing, todos los gastos relacionados con el mantenimiento, 
aseguramiento y tributación del bien son soportados por el arrendatario. 

En resumen, mientras el leasing se orienta como un contrato de arren­
damiento de un bien con opción de compra al final del período pactado, 
la finalidad del contrato de renting es bien distinta: servir como contrato 
de alquiler por un período variable según la naturaleza del bien de modo 
que los usuarios del contrato lo utilicen como un eficaz instrumento de 
gestión financiera, permitiendo así a la empresa arrendataria ahorrarse 
los gastos de mantenimiento de los bienes en cuestión y desplazar parte 
de los costes fijos. 

• Se obtiene un servicio integral que 

incluye mantenimiento, conservación 

y, en muchos casos, aseguramiento 

del bien. 

Ventajas de orden contable Ventajas de orden técnico 

Ventajas de orden fiscal 
• La renta del alquiler es un gasto fis­

calmente deducible al 100% (en el 

siguiente epígrafe profundizaremos 

sobre esta cuestión). · 

• Los impuestos que gravan la adqui­

sición y/o el uso del bien arrendado 

son abonados por el arrendador. 

• No se activan los vehículos o bienes 

de equipo como tales en el balance 

de la empresa arrendataria al perte­

necer la titularidad de los mismo a la 

arrendadora. Así se aligera el balance 

y aumenta la rentabilidad del activo. 

• Simplicidad de gestión en la medida que 

la renta no suele variar a lo largo de todo 

el periodo contractual. Además presenta 

la ventaja de aglutinar en un solo concep­

to los costes de uso, mantenimiento y 

aseguramiento de los bienes arrendados. 

• Posibilita una mejor y más rápida 

adaptación a la evolución tecnológi­

ca de los equipos existentes en el 

mercado. 

• Permite una rápida adaptación de 

los medios con los que opera la 

empresa a la realidad y evolución de 

la propia empresa. 

• Garantiza la adecuada y óptima 

prestación de los servicios de man­

tenimiento y asistencia técnica. 
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Modelo de condiciones generales correspondiente a un contrato de "renting" de vehículos 

En ___ __ , a _ de __ de ___ _ 

REUNIDOS 

De una parte, la mercantil A, S.A. (de ahora en adelante y a los efectos del presente contrato el ARRENDADOR) , de nacio­
nalidad española, domiciliada en , calle , nº __ , provista de CIF , repre-
sentada por Don ______________________ , con D.N.I. nº ___________ , en SIJ calidad de 

_ ___ _ ______ , según consta en la escritura otorgada ante el Notario Don 
en fecha ----- --' con el número de su protocolo, e inscrita_e_n_e_l_R_e_g-is_t_ro_M_e_r-ca_n_t-il_d_e 

_ _____ en el tomo ____ , folio _ _ , hoja nº ______ _ 

Y de otra, la mercantil B, S.A. (de ahora en adelante y a los efectos del presente contrato el ARRENDATARIO), de nacio­
nalidad española, domiciliada en , calle , nº _ _ , provista de CIF , repre-

sentada por Doña ___________________ ___ , con D.N.I . nº ___ __________ , en su cal idad de 

___________ , según consta en la escritura otorgada ante el Notario Don 
-----------

en fecha _______ , con el número de su protocolo, e inscrita en el Registro Mercantil de 
______ en el tomo ____ , folio _ _ , hoja nº 

-------

Ambas partes se reconocen plena capacidad para contratar y obligarse en los términos previstos en el presente CON­

TRATO MERCANTIL DE ARRENDAMIENTO DE VEHÍCULOS, GESTIÓN Y SERVICIOS, y de sus libres y espontáneas 
voluntades 

EXPONEN 

1.- Que ambas partes están interesadas en concertar un CONTRATO MERCANTIL DE ARRENDAMIENTO DE 
VEHÍCULOS, GESTIÓN Y SERVICIOS ("RENTING"). 

11.- Que en atención a estos intereses comunes ambas partes acuerdan suscribir el presente contrato marco de CONDl­

~IO~ES GENERALES, así como el PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES anexo al mismo, con arreglo a las 
s1gu1entes 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO DEL PRESENTE CONTRATO 

Definición de los documentos contractuales 
El p~esente contrato marco tiene por objeto defini r las CONDICIONES GENERALES DE ARRENDAMIENTO DE 

VEHICULOS A LARGO PLAZO entre el ARRENDADOR y el ARRENDATARIO, así como, en su caso, la prestación, direc­
ta o a través de terceros, de los servicios que se especifican más adelante. 

Est~s condiciones serán de aplicación a todos los vehículos solicitados por el ARRENDATARIO y puestos a disposición 
de este por el ARRENDADOR en régimen de alquiler y/o gestión y servicios. 

Sin perjuicio de lo anterior, el régimen jurídico particular aplicable a los vehículos arrendados se complementará en cada 

caso con lo dispuesto en un documento denominado PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES que especificará las 

car~cterísticas de cada operación y, en especial , el precio del arrendamiento, su duración, los aspectos relacionados con 
el kilometraje del vehículo y, en su caso, los servicios opcionales contratados. 

Los PLIEGOS DE CONDICIONES PARTICULARES, tras su fi rma por las partes, se incorporarán al presente contrato 
ma~co, constituyendo en su conjunto el CONTRATO DE ALQUILER A LARGO PLAZO, GESTIÓN y SERVICIOS de cada 

vehiculo, entendiéndose referidas al presente contrato marco todas las remisiones que en cada PLIEGO DE CONDICIO­
NES PARTICULARES se haga a las CONDICIONES GENERALES del contrato. 
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Objeto 
De conformidad con lo anteriormente expuesto , el ARRENDADOR, con arreglo a lo estipulado en el presente contrato Y 

el PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES anexo al mismo, cede en arrendamiento al ARRENDATARIO, que acep­

ta, los vehículos identificados en el referido PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES. 

SEGUNDA.- PROPIEDAD DE LOS VEHÍCULOS OBJETO DEL PRESENTE CONTRATO 

Derecho de propiedad 
Los vehícu los objeto del presente contrato son propiedad del ARRENDADOR. En ningún caso podrá el ARRENDATARIO 

ceder el uso ni subarrendar la totalidad o parte de los vehículos objeto del presente contrato sin el previo consentimien-

to escrito del ARRENDADOR. 
El ARRENDATARIO no incluirá entre sus activos los vehículos arrendados en caso de solicitar la declaración de suspen-

sión de pagos, de quiebra o el concurso de acreedores. 

Vehículos a nombre del ARRENDATARIO 
En caso de que las partes acuerden expresamente que el ARRENDATARIO figure como titular del vehículo en el Registro 

administrativo de la Jefatura Central de Tráfico, será directamente a cargo del ARRENDATARIO el pago de todos los 

impuestos relativos al vehículo arrendado, especialmente el del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 

En cualquier momento el ARRENDADOR podrá solicitar a la jefatura Provincial de Tráfico correspondiente la transferen­

cia de la titularidad administrativa en dicho Registro a favor del ARRENDADOR, otorgando el ARRENDATARIO en este 

acto su consentimiento expreso para ello. 

TERCERA.- PETICIÓN DE VEHÍCULOS 

Modalidad 
El ARRENDATARIO cursará la petición de un vehículo mediante la firma del correspondiente PLIEGO DE CONDICIONES 

PARTICULARES, que podrá ser enviado al ARRENDADOR por medio de correo, mensajero o fax. 

Cancelación de peticiones 
El ARRENDATARIO podrá proceder a la cancelación de una petición de vehículo mediante el envío de una carta certifi-

cada con acuse de recibo al ARRENDADOR. En tal caso, el ARRENDATARIO deberá pagar una indemnización al ARREN­

DADOR equivalente al 30% del precio franco fábrica establecido por el fabricante del vehículo solicitado. 

Modificación de una petición 
Cualquier modificación relativa a las características del vehículo objeto de una petición registrada por El ARRENDADOR 

(color, opciones, motorización accesorios, etc ... ), solo podrá llevarse a cabo previo acuerdo del ARRENDADOR Y median­

te la firma de un nuevo PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES. 

CUARTA.- DURACIÓN 

La duración del presente contrato será la que para cada caso en particular se determine en el correspondiente PLIEGO 

DE CONDICIONES PARTICULARES. En caso de que el ARRENDATARIO tuviere interés en prorrogar el presente contra­

to deberá comunicarlo al ARRENDADOR con una antelación mínima de 30 días a su vencimiento, pudiendo éste, a su 

libre elección, autorizar o no la prórroga, así como fijar un nuevo precio del arrendamiento. 

QUINTA.- PUESTA A DISPOSICIÓN DEL VEHÍCULO - DEPÓSITO DE GARANTIA. 

Puesta a disposición del vehículo 
Salvo estipulación contraria, los vehículos serán puestos a disposición del ARRENDATARIO en los lugares designados por el 

ARRENDADOR. El ARRENDADOR no será responsable del retraso en las entregas de los vehículos por causas no imputa­

bles al mismo. El vehículo estará provisto de toda la documentación necesaria; en caso de pérdida de dicha documentación, 

el coste de reemplazo de esta última será por cuenta del ARRENDATARIO. A la entrega del vehículo, el ARRENDADOR o el 

tercero apoderado por él, remitirá al ARRENDATARIO o a sus representantes un "Acta de Entrega" que El ARRENDATARIO o 
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sus representantes deberán firmar, certificando la conformidad del vehículo respecto a su pedido. En caso de divergencia, el 

ARRENDATARIO o sus representantes deberán mencionarlo en el "Acta de Entrega", especificando claramente el objeto del 

desacuerdo. El ARRENDADOR no será responsable en el supuesto de que existan vicios ocultos que impidan o limiten el uso 

del vehículo. No obstante, el ARRENDADOR realizará, si fuera necesario, todas las gestiones para el ejercicio de la garantía 

otorgada por el fabricante del vehículo de que se trate. 

Depósito de garantía 
Cuando así se especifique en el PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES, el ARRENDATARIO abonará en concepto 

de depósito de garantía, la suma que al efecto se determine y que será devuelta por el ARRENDADOR a la finalización 

del Contrato, una vez constatada la completa ejecución y cumplimiento de las condiciones del mismo. Este depósito de 

garantía no devengará interés alguno a favor del ARRENDATARIO. 

En ningún caso el ARRENDATARIO podrá proceder a la compensación entre el depósito en garantía y las rentas u otros 

importes debidos. 

SEXTA.- CONDICIONES DE USO DEL VEHÍCULO 

Conservación del vehículo 
El ARRENDATARIO y las personas por él autorizadas para conducir el vehículo, deberán utilizarlo con la debida diligen­

cia y cuidado conforme al uso a que está destinado y de acuerdo con la especificaciones técnicas del fabricante. 

Asimismo, se obligan y responsabilizan de la conservación del vehículo en perfecto estado de funcionamiento, de uso y 

de presentación por parte del conductor autorizado, realizando cuantas revisiones y/o comprobaciones (nivele de acei­

te, agua, líquido de frenos, anticongelantes, batería, presión de neumáticos ... ) sean impuestas o aconsejadas por el fabri­

cante del vehículo. 

Permiso de conducir 
El ARRENDATARIO se compromete , con todas las consecuencias legales que de su incumplimiento se deriven, a autori­

zar el uso del vehículo solo a personas titulares de un permiso de conducir adecuado al vehícu lo, emitido reglamentaria­

mente y en vigor. 

Multas 

El ARRENDATARIO se compromete a facilitar en el plazo máximo de 48 horas desde que sea requerido por el ARREN­

DADOR, los datos del conductor para que el ARRENDADOR gestione toda sanción o multa debida o impuesta como con­

secuencia de cualquier procedimiento legal o reglamentario, relacionada con el uso del vehículo. En caso de no facilitar los 

datos requeridos, el ARRENDADOR procederá al pago de las sanciones impuestas y posteriormente se lo repercutirá al 

ARRENDATARIO. En cualquier caso, el ARRENDATARIO será siempre el obligado al pago de las sanciones impuestas. 

Accesorios incorporados al vehículo 

Todos los equipos y accesorios adquiridos por el ARRENDATARIO e incorporados al vehículo, serán de su propiedad 

mientras dure el contrato. 

Finalizado el alqu iler, el ARRENDATARIO podrá desmontar los equipos y accesorios, haciéndose cargo de los gastos, y 

restituir el vehícu lo a su estado inicial. 

SÉPTIMA.- KILOMETRAJE 

Kilometraje y duración 

El régimen de ki lometraje y la duración del arrendamiento se regirán por lo dispuesto para cada vehículo en el corres­

pondiente PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES. Este régimen podrá ser modificado mediante la posterior firma 

por las partes de un anexo que deberá incorporarse al presente contrato. 

Funcionamiento del cuentakilómetros 

El ARRENDATARIO será responsable de controlar permanentemente el buen funcionamiento del cuentakilómetros de 

cada v~hículo. El ARRENDATARIO debe informar al ARRENDADOR inmediatamente en el caso de que el cuentakilóme­
tros tuviese una avería o desperfecto. 
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En caso contrario, el ARRENDADOR podrá resolver el contrato , y podrá determinar el kilometraje del vehículo en alqui­

ler, considerando una media de uso de 250 kilómetros por día, a contar desde la fecha del último justificante donde exis­

ta constancia del kilometraje, o en su defecto, a partir de la fecha de inicio del alquiler. 

OCTAVA- LA RENTA 

Definición 
La renta está constituida por la cantidad del alquiler y por todas las cantidades derivadas de los servicios opcionales con­

tratados en las Condiciones Particulares. 

Pago de la renta 
La renta será abonada al ARRENDADOR mensualmente y por adelantado, el primer día hábil de cada mes natural, 

hasta la devolución del vehículo a la finalización del contrato. Los pagos referentes a meses naturales incompletos 

serán calculados proporcionalmente. El cobro de la renta se efectuará mediante domiciliación bancaria irrevocable. 

El cambio de domiciliación bancaria requerirá notificación escrita al ARRENDADOR con una antelación mínima de 

sesenta (60) días. 

Modificación de la renta 
La renta podrá incrementarse o disminuirse en función de las tasas, impuestos o arbitrios de cualquier naturaleza que 

graven la titularidad y/o el uso del vehículo y que se establezcan durante la curación del presente Contrato, reservándo­

se el ARRENDADOR el derecho a repercutirlo en las cuotas o mediante liquidación aislada. Igualmente el ARRENDADOR 

podrá incrementar el precio de los servicios opcionales en el supuesto de que al vencimiento de cualquiera de las anua­

lidades el Índice de Precios al Consumo General de las anualidades el Índice de Precios al Consumo General Nacional 

del año natural anterior se hubiera incrementado en más de un 8%. En este caso, se repercutirá al ARRENDATRIO, quién 

se obliga a soportarlo, el exceso sobre el citado porcentaje. 

Interés de demora 

Cualquier cantidad debida al ARRENDADOR por el ARRENDATARIO devengará un interés de demora del 1.5% men­

sual. 

NOVENA.- VEHÍCULO DE PREENTREGA 

El ARRENDADOR pondrá a disposición del ARRENDATARIO, a petición expresa de éste, un vehículo de preentrega hasta 

el momento en que se produzca la entrega del vehículo solicitado en el PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES. 

Todas las condiciones y disposiciones especificadas en la cláusula 5 serán plenamente aplicables al uso del vehículo 

de preentrega. 

DÉCIMA.- MANTENIMIENTO 

Definición 

Mediante el pago de la prima prevista en el correspondiente PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES, el ARREN­

DADOR se compromete, en la red de talleres que al efecto designe, a hacerse cargo de: 

- Cualquier revisión con la periodicidad obligada por el fabricante o reparación necesaria para el buen funcionamiento 

del vehículo. 

- Los cambios de aceite, lubricantes, líquidos de frenos, anticongelante, mano de obra, piezas de recambio. 

- La reposición de aceite y líquidos entre dos revisiones con excepción de todo aditivo. 

Limitaciones de las prestaciones 

No están incluidas las operaciones siguientes, que serán, en todo caso, a cargo del ARRENDATARIO y abonadas por éste: 

- El suministro de carburante, así como los defectos resultantes de la falta de uso de combustible adecuado. 

- El suministro de aceites especiales diferentes a los señalados por el fabricante, así como cualquier tipo de aditivos. 

- Los lavados, encerados, controles anticorrosión y limpieza del tapizado. 
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- La reposición de juegos de llaves, moquetas, tapicerías y alfombras. 

- La colocación, reparación o cambio de accesorios (no de serie) instalados por el ARRENDATARIO. 

- Las reparaciones como consecuencia de accidentes, colisiones, robo, incendio, tumultos, inclemencias o resultantes 
de la proximidad de una obra, no cubiertos por el seguro contratado por el ARRENDADOR. 

- Las reparaciones debidas a una utilización abusiva del vehículo (sobrecargas competiciones, etc ... ) o a negligencias 
tales como la falta de aceite o de líquido de freno, de radiador o de batería. 

- Los suministros, reparaciones y pinchazos de neumáticos (salvo suscripción de la opción neumáticos) 
- La fijación o reparación de toda inscripción o pintura publicitaria. 
- Los gastos de aparcamiento y de garaje. 

- Las pilas de los mandos a distancia de puertas u otros accesorios electrónicos. 

Obligaciones 

El ARREN DATARIO es el único responsable de cumplir con el plan de mantenimiento del vehículo, y tiene que 

ajustarse estrictamente a las indicaciones e instrucciones del fabricante. En especial desde la fecha de entrega, 

el ARRENDATARIO es el único responsable de todos los defectos, averías o deterioros causados por la ejecu­

ción de tareas de mantenimiento o de reparaciones hechas fuera de la red de talleres homologados por el 
ARRENDADOR. 

El ARRENDADOR se reserva la facultad , y así lo acepta el ARRENDATARIO, de Inspeccionar en cualquier momento el 
vehículo para verificar el estricto cumplimiento de las presentes obligaciones. 

Tarjeta acreditativa 

A fin de beneficiarse de las prestaciones acordadas, el ARRENDATARIO deberá presentar siempre la correspondiente 
tarjeta acreditativa, la cual le será facilitada por el ARRENDADOR al entregarle cada vehículo. 

DÉCIMA.- GESTIÓN Y SERVICIOS- NEUMÁTICOS 

Si la opción neumáticos figura contratada en el correspondiente PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES, mediante 

el pago de la prima o provisión mensual prevista en dicho PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES, el ARRENDA­

DOR se compromete a hacerse cargo a través de talleres homologados de los gastos resultantes del reemplazo, sumi­

nistro, equilibrado Y mano de obra de los neumáticos cuyo estado de desgaste lo requiera para cumplir las normas de 

seguridad previstas en la legislación vigente y según el número de neumáticos previsto en el correspondiente PLIEGO DE 
CONDICIONES PARTICULARES. 

En cualquier caso, el ARRENDADOR se hará cargo de los costes de reparación de pinchazos de los neumáticos siempre que 
esto no conlleve su sustitución 

UNDÉCIMA.- VEHICULO DE SUSTITUCIÓN 

Definición 

El ARRENDADOR suministrará un vehículo de sustitución al ARRENDATARIO cuando así se prevea en el correspondien­

te PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES en los casos y por el plazo de tiempo allí previstos. 

Condiciones 

La categoría Y condiciones de utilización del vehículo de sustitución será la especificada en el PLIEGO DE CONDICIO­
NES PARTICULARES. 

El ARRENDATARIO deberá proporcionar al ARRENDADOR el número de matrícula del vehículo averiado o inmoviliza­

do, para comprobar que tiene contratado este servicio. La prestación del servicio de vehículo de sustitución de dará 

una vez constatado que el vehículo contratado por el ARRENDATARIO está inmovilizado por causa de avería, acci­
dente, robo o incendio. 

Dicha prestación de hará dentro de las disponibilidades locales de la empresa de alquiler de vehículo a corto plazo que 

proporciona el vehículo (agencia, horario y vehículos disponibles) y siempre que el conductor del ARRENDATARIO cum­
pla con las condiciones exigidas por dicha empresa de alquiler. 

Todo lo dispuesto en la cláusula 5 del presente contrato será plenamente aplicable al uso del vehículo de sustitución. 
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DUODÉCIMA.- ASISTENCIA EN CARRETERA 

Definición 
Las prestaciones que a continuación se detallan serán aplicables en los casos de inmovilización real del vehículo debido 

a un accidente o a una avería, a un incendio, a un robo o a un acto de vandalismo y siempre que así se especifique en 

el correspondiente PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES. 

Prestaciones 
En tales casos, el ARRENDADOR organizará, atendiendo a la disponibilidad de medios y a la reglamentación en vigor, la 

reparación del vehícu lo en el mismo lugar del siniestro o su transporte hasta el concesionario de la marca o taller más 

próximo designado por el ARRENDADOR. Los gastos que ocasionen la reparación in situ del vehículo o su transporte 

hasta un taller serán de cuenta del ARRENDADOR siempre que tales servicios sean autorizados y organizados por el 

ARRENDADOR. 

DECIMOTERCERA.- GESTIÓN DEL SUMINISTRO DE COMBUSTIBLE 

Definición 
Siempre que así se especifique en el PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES, el ARRENDADOR se compromete a 

gestionar el suministro de combustible de los vehículos a través de tarjetas contratadas con un distribuidor autorizado. 

Dicha gestión se configura como una intermediación entre el ARRENDATARIO y el distribuidor, por lo que el ARRENDA­

TARIO deberá, en todo caso, suscribir las condiciones generales que establezca el distribuidor. 

Duración 
La gestión del suministro de combustible por el ARRENDADOR se efectuará desde la firma del PLIEGO DE CONDICIO-

NES PARTICULARES hasta la devolución del vehículo. 

Prestaciones 
Por cada vehículo contratado con esta opción, el ARRENDADOR remitirá al ARRENDATARIO una tarjeta magnética expe-

dida por el distribuidor concertado mediante la cual el ARRENDATARIO tendrá acceso a la red de suministro de com-

bustible del distribuidor. 

Responsabilidad y utilización 
El ARRENDATARIO será el único responsable de la utilización de las tarjetas de combustible puestas a su disposición, 

comprometiéndose a cumplir por entero las Condiciones generales del contrato de uso de tarjetas de combustible sus­

crito con la entidad distribuidora. En caso de pérdida o robo de la tarjeta, el ARRENDATARIO presentará la correspon ­

diente denuncia ante la autoridad competente y advertirá inmediatamente al ARRENDADOR. 

Devolución de tarjetas 
El ARRENDATARIO se compromete a retornar al ARRENDADOR las tarjetas facilitadas en el momento de hacer efectiva la devo-

lución del correspondiente vehículo, una vez finalizado el contrato o en caso de producirse la resolución anticipada del mismo. 

En cualquier caso, el ARRENDATARIO será responsable de todos los gastos que origine el uso de su tarjeta hasta su devolución. 

DECIMOCUARTA.- SEGURO Y GESTIÓN DE SINIESTROS 

Responsabilidad 
Entregado el vehículo y hasta su devolución, el ARRENDATARIO será el único responsable de todos los daños causados 

por el vehículo, tanto a él mismo, como a bienes o a terceras personas, así como de todas las consecuencias civiles Y 

penales de las infracciones cometidas por sus conductores. , asumiendo todos los riesgos de pérdida, robo, fallo mecá­

nico, deterioro o destrucción total o parcial del vehículo y de sus accesorios. 

Definición de la prestación 
En los casos en que esta opción figure en el PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES, el vehículo del ARRENDATA-

RIO estará asegurado por medio de una póliza de seguro contratada por el ARRENDADOR y en la que éste figurará como 
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tomador del seguro, y como beneficiario del mismo en cuanto a los daños que pueda sufrir el vehículo, repercutiendo al 

ARREN DATARIO el importe de las primas que abone anualmente. 

El ARRENDADOR se encargará de llevar a cabo cuantas gestiones sean necesarias para asegurar el vehículo de acuer­

do con lo establecido en el PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES, comprometiéndose, en este sentido, a: 

- Entregar al ARRENDATARIO toda la documentación facilitada por la compañía de seguros. 

- Pagar la prima para garantizar la cobertura. 

- Atender las llamadas del conductor en caso de siniestro. 

- Suministrar la asistencia en carretera si esta opción está suscrita. 

- Poner a disposición del ARRENDATARIO un vehículo de sust itución si esta opción está suscrita. 

- Gestionar la redacción del parte amistoso y de todos los documentos relacionados con un eventual siniestro, hacién-

dolos llegar a la compañía de seguros. 

- Designar un tall er. 

- Nombrar, en su caso, un perito, de acuerdo con la compañía de seguros. 

- Pagar las facturas al taller. 

- Tramitar las indemnizaciones con la compañía de seguros. 

- Facturar la franquicia, en su caso. 

Modificación de la póliza de seguro y de las primas 

El ARREN DADOR podrá negociar con la compañía de seguros cualquier reclamación que pudiera derivarse de la póliza 

suscrita. En caso de siniestro total o robo del vehículo , el ARRENDATARIO soportará la parte proporcional de la prima 

anual no consumida entre la fecha del siniestro total o del robo y la fecha de renovación anual de la póliza. Asimismo, el 

ARREN DATARIO estará obl igado a soportar cualquier variación de las primas que pueda producirse como consecuen­

cia de un incremento de su índice de siniestralidad y/o de nuevas tasas, reservándose el ARRENDADOR el derecho a 

repercutir dicho incremento mediante liquidaciones parciales o totales. 

Definición de siniestro 
A los efectos del presente contrato se considerará siniestro todo aquel daño que se cause o sea causado por el vehícu­

lo y/o su equipamiento tal y como se definen en el PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES anexo al mismo. 

Modo operativo 
En caso de siniestro , el ARRENDATARIO se compromete a utilizar el parte amistoso y/o a requerir el concurso de las 

autoridades competentes cuando la legislación vigente o las circunstancias del siniestro lo requieran y a avisar al ARREN­

DADOR dentro de las 72 horas siguientes al mismo, detallándole la totalidad de daños sufridos por el vehículo. 

En caso de robo, incluso parcial, del vehículo, de su equipamiento, de su documentación o de sus placas de matrícula, 

el ARRENDATARIO se compromete a formalizar la correspondiente denuncia ante las autoridades competentes y a copia 

de la misma al ARRENDADOR dentro de las 72 horas siguientes a los hechos. 

En cualquiera de los casos anteriores, el ARRENDADOR quedará liberado de toda responsabilidad frente a la compañía 

de seguros en caso de recepción tardía o falta de recepción de la declaración de siniestro o de la denuncia. 

Reparaciones 

En caso de siniestro, el vehículo será examinado por un perito designado por el ARRENDADOR y la compañía de segu­

ros Y reparado, siguiendo, las instrucciones del ARRENDADOR, en la red de talleres designada al efecto por éste. 

Exclusiones 

Quedarán excluidos de la cobertura del seguro las indemnizaciones por robo o deterioro de la radio o de cualquiera de 

los accesorios ~xteriores del vehículo (tapacubos, antena de radio, anagrama, escobillas,. .. ). 

Franquicia y seguro a terceros 

El importe de la franquicia figurará en el PLIEGO DE CONDICIONES PARTICULARES. En caso de siniestro con respon­

sabi lidad del ARRENDATARIO, con responsabilidad compartida con un tercero, o con ausencia de tercero identificado, 

el ARRENDADOR facturará inmediatamente al ARRENDATARIO el importe de la franquicia. 

En caso de seguro a terceros, el ARRENDADOR facturará el importe de la reparación al ARRENDATARIO, excepto cuan­

do se trate de un robo, incendio o siniestro total con responsabilidad total o compartida del ARRENDATARIO, en cuyo 
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caso éste deberá indemnizar al ARRENDADOR en la cantidad resultante de determinar el valor financiero del vehículo 

pendiente de amortizar. 

DECIMOQUINTA.- RESOLUCIÓN DEL PRESENTE CONTRATO POR PARTE DEL ARRENDATARIO 

Mediante un preaviso de ___ días y siempre que el periodo que reste para la terminación del contrato sea superior a 

___ meses, el ARRENDATARIO podrá, siempre y cuando no hubiera incumplido cualquiera de las obligaciones ema­

nadas del presente contrato, poner fin anticipadamente al mismo. En tal caso, el ARRENDATARIO o sus sucesores están 

obligados a poner inmediatamente el vehículo o vehículos a disposición del ARRENDADOR en la forma prevista en el pre­

sente contrato y a otorgar la correspondiente Acta de Devolución. 

DECIMOSEXTA.- RESOLUCIÓN DEL PRESENTE CONTRATO POR PARTE DEL ARRENDADOR 

Causas de rescisión 
El presente contrato podrá ser inmediatamente rescindido por el ARRENDADOR en caso de impago, incluso parcial de 

un plazo de renta vencido o de cualquier otra suma adeudada en virtud de lo dispuesto en el presente contrato. También 

podrá ser rescindido en caso en caso de incumplimiento por el ARRENDATARIO de cualquier otra obligación o compro­

miso adquirido en virtud del presente contrato. 

En cualquier caso, el presente contrato podrá ser rescindido sin necesidad de remitir previamente el citado requerimien­

to en caso de que resulten impagadas las primas del seguro, cese el ARRENDATARIO en su actividad o se le declare en 

liquidación, suspensión de pagos o quiebra. 

DECIMOSÉPTIMA.- DEVOLUCIÓN DEL VEHÍCULO 

Lugar y documentación 
Al finalizar del periodo de arrendamiento de un vehículo, el ARRENDATARIO deberá devolverlo, junto toda la documen­

tación que el ARRENDADOR hubiera entregado al ARRENDATARIO , en el lugar acordado al efecto por las partes o, en 

su defecto, en el lugar en el que se le hizo entrega de dicho vehículo. 

Acta de devolución y estado del vehículo 
El ARRENDATARIO se obliga a devolver todos y cada uno de los vehículos objeto del presente contrato en perfecto esta­

do de funcionamiento y conservación y en las mismas condiciones en que le fue entregado, salvo el normal desgaste por 

el uso del mismo, siendo responsable de todos los gastos que, en su caso, sean necesarios para reponer el vehículo a 

las mismas condiciones y aspecto que tenía en el momento de ser puesto a su disposición. 

En el momento de la devolución se revisará el vehículo y se confeccionará un Acta de Devolución, que deberá ser firma­

da por las partes, en la que deberán constar, entre otros aspectos, la fecha de la devolución, el kilometraje y el estado 

del vehículo. En caso de discrepancia sobre el contenido del Acta de Devolución , tanto el ARRENDATARIO como el 

ARRENDADOR podrán requerir, a su cargo, la intervención de un experto independiente cuya decisión será vinculante 

para ambos. 

Negativa a la devolución 
Si el ARRENDATARIO no devuelve el vehículo arrendado en la forma anteriormente expuesta y en el momento acorda­

do, el ARRENDADOR podrá recuperar la posesión del mismo en cualquier momento y lugar, quedando desde este 

momento expresamente apoderado para ello por el ARRENDATARIO, quien deberá hacer frente a la totalidad de gastos 

que ello ocasione al ARRENDADOR. 

Sin perjuicio de lo anterior, y salvo que medie expreso acuerdo de las partes, en caso de que cualquiera de los vehícu­

los arrendados no se devuelva dentro de los diez días siguientes a la resolución o expiración del contrato, el ARRENDA­

TARIO deberá pagar al ARRENDADOR, en concepto de daños y perjuicios, una indemnización equivalente al __ % de 

un nuevo plazo de renta completo por mes de retraso hasta la devolución efectiva del vehículo. 
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DECIMOCTAVA.- NATURALEZA DEL PRESENTE CONTRATO 

El presente contrato tiene carácter mercantil, rigiéndose en lo no expresamente pactado en el mismo por las disposicio­

nes contenidas en el Código de Comercio, leyes especiales, usos mercantiles y, en su defecto, por el Código Civil. 

DECIMONOVENA.- CESIÓN DEL PRESENTE CONTRATO 

Cesión del presente contrato por el ARRENDATARIO 

La cesión del presente contrato por parte del ARRENDATARIO estará condicionada a la autorización previa por escrito 

de dicha cesión por parte del ARRENDADOR, quien se reserva el derecho de rechazar la cesión del presente contrato 

sin tener que justificar ante el ARRENDATARIO su decisión. 

En cualquier caso, toda cesión será objeto de un convenio, que deberá ser suscrito por el ARRENDATARIO, el cesionis­

ta y el ARRENDADOR, y en el que se contemplará necesariamente que el ARRENDATARIO queda obligado solidaria e 

indivisiblemente con el cesionista al cumplimiento y buena ejecución del presente contrato. 

Cesión del presente contrato por el ARRENDADOR 

El ARRENDADOR se reserva expresamente, previa comunicación al ARRENDATARIO, el derecho a aportar en garantía 

o ceder el presente contrato a sociedades pertenecientes a su mismo grupo empresarial o, incluso, a un tercero, en caso 

de que éste adquiera del ARRENDADOR esta rama de actividad. 

VIGÉSIMA.- EJERCICIO DE DERECHOS 

Ninguna demora ni omisión de las partes en el ejercicio de derechos emanados del presente contrato perjudicará dicho 

derecho ni se interpretará como renuncia al mismo. 

De igual forma, el ejercicio una sola vez o parcial de un derecho no impedirá, en su caso, que se ejerza otras veces, ni 
el ejercicio de cualquier otro derecho. 

Los derechos de las partes aquí indicados son adicionales a los derechos previstos por la ley, y no los excluyen. 

VIGESIMOPRIMERA.- ARBITRAJE 

Para la decisión de cualquier cuestión litigiosa derivada del presente contrato, las partes se someten al arbitraje institu­

cional del Tribunal Arbitral de , al que se encomienda la designación del árbitro o árbitros y la administra­

ción del arbitraje, obligándose las partes desde ahora a cumplir la decisión arbitral. 

VIGESIMOSEGUNDA.- NOTIFICACIONES 

Salvo en los casos en que expresamente se establezca otra cosa, las notificaciones que cada una de las partes deba 

efectuar a la otra se considerarán vigentes a su recepción y podrán ser entregadas en mano, por correo ordinario o elec­

trónico, o por fax en las direcciones que figuran en el encabezamiento del presente contrato, salvo que previamente se 

hubiera notificado por escrito a la otra parte el señalamiento de un nuevo domicilio. 

Y hallándolo ambas partes conforme, lo firman por duplicado y a un solo efecto en el lugar y fecha arriba indicados. 

El ARRENDADOR El ARRENDATARIO 

Fdo - --- --- Fdo ____ _ 
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Economía para Juristas 

Mibor y Euribor 
¿Qué son? 

¿Cómo se calculan los tipos 
de referencia del mercado hipotecario? 

¿Qué es el MIBOR? 

El MIBOR es la media simple de los 

tipos de interés diarios a los que se han 

cruzado operaciones a plazo de un año 

en el mercado de depósitos interban­

cario, durante los días hábiles del mes 

natural correspondiente. No obstante, 

en los días hábiles en los que no se 

hayan producido tales operaciones a 

un año en el mercado de depósitos 

interbancario español, se toman como 

dato para calcular la media mensual el 

tipo de contado publicado por la 

Federación Bancaria Europea para las 

operaciones de depósitos en euros a 

plazo de un año, calculo que se produ­

ce a partir del ofertado por una mues­

tra de bancos para operaciones entre 

entidades de similar calificación. Este 

es el EURIBOR. 

¿Qué es el EURIBOR? 

El Instituto Monetario Europeo (hoy Banco Central Europeo) animó 

a las asociaciones bancarias y a los mercados monetarios y de divi­

sas del área euro a calcular y publicar tipos de referencia repre­

sentativos de la zona. Fruto de esta recomendación , la Federación 

Bancaria Europea y la Asociación Internacional de Cambistas acor­

daron la elaboración de un nuevo índice de referencia para el mer­

cado interbancario en el seno de la UEM: el EURIBOR. 

El EURIBOR o tasa de oferta interbancaria del Euro es la tasa de 

referencia del mercado monetario del Euro. Para la elaboración del 

EURIBOR, se eligieron por agencias internacionales de valoración a 

aquellos bancos con un mayor volumen de transacciones en los 

mercados dentro de la zona de la UEM. El conjunto de estas enti­

dades financieras está formado por 47 bancos de países de la U.E. 

que participan en el Euro desde el principio, cuatro bancos de paí­

ses de la U. E. que no participan en el Euro desde su constitución 

y 6 grandes bancos internacionales de países que no pertenecen a 

la Unión Europea pero que realizan importantes operaciones dentro 

de la zona Euro. 

¿Qué ocurre con los 
préstamos referenciados 
al MIBOR tras el 1 de enero 
de 2000? 

La Circular 8/1990 del Banco de 

España, de 7 de Septiembre, modifica­

da por la Circular 1 /2000, de 28 de 

Enero sobre transparencia de las ope­

raciones y protección de la clientela 

estableció que el MIBOR sólo sería de 

aplicación para los préstamos hipote- · 

carios formalizados con anterioridad al 

1 de Enero de 2000. Por tanto, los con­

tratos y demás actos jurídicos celebra­

dos con anterioridad al 1 de Enero de 

2000 continuarán en vigor en los mis­

mos términos y sujetos a la referencia 

oficial del MIBOR, que continuará cal­

culándose y publicándose a estos efec­

tos, si bien este índice así calculado no 

podrá servir de referencia para los nue­

vos contratos que se firmen a partir del 

comienzo del periodo transitorio. 

El Plan Nacional para la Transición al 

Euro estab lece que el Ministerio de 

Economía y' Hacienda continuará 

publicando el MIBOR a partir de 1999 

mientras sea técnicamente factible . Por 

tanto, el cálculo y publicación del MIBOR 

se mantendrá durante el tiempo que, a jui­
cio del Ministerio de Economía y Hacienda 

Y previo informe del Banco de España, 
concurran las condiciones técnicas para 

su elaboración. La mayoría de los exper­

tos calculan que el MIBOR pervivirá por 

un periodo no superior a los cinco 
años. 

El Plan Nacional de Introducción del 

Euro no se ha pronunciado, sin embar­

go, sobre el resto de los índices de 

referencia oficiales establecidos por la 

Circular del Banco de España 8/1990, 

que han perdido su representatividad y 

que no recogen suficientemente los 

movimientos de los tipos a corto plazo, 

por lo que los prestatarios que estén en 

esta situación podrían optar entre usar 

los tipos sustitutorios que estuviesen 

establecidos en el contrato de présta­

mo. Esta opción podría perjudicarles, 

Tipos oficiales del mercado hipotecario 
Las entidades de crédito, en las operaciones -activas o pasivas- concertadas a interés 
variable, no pueden usar como tipo de referencia el publicado o practicado por ellas mis­
mas o por otras de su grupo. En el caso de préstamos hipotecarios sujetos a la Orden 
Ministerial de 5 de mayo de 1994, las entidades únicamente pueden utilizar como índices 
o tipos de referencia aquellos que cumplan las siguientes condiciones: 

• Que no dependan de manera exclusiva de la propia entidad de crédito, ni sean suscepti­
bles de influencia por ella en virtud de acuerdos o prácticas conscientemente paralelas 
con otras entidades. 

• Que los datos que sirvan de base al índice sean agregados con un procedimiento mate­
mático objetivo. 

El anexo VIII de la Circular 8/1990 del Banco de España recoge en concreto los tipos ofi­
ciales del mercado hipotecario usados como índices de referencia para este tipo de ope­
raciones. Así se establecen los siguientes: 

• Tipo medio de los préstamos hipotecarios a más de tres años de bancos. 
• Tipo medio de los préstamos hipotecarios a más de tres años de cajas de ahorro. 
• Tipo medio de los préstamos hipotecarios a más de tres años del conjunto de entidades. 
• Tipo activo de referencia de las cajas de ahorros (también conocido como -Indicador 

CECA, tipo activo-) 

• Tipo de rendimiento interno en el mercado secundario de la deuda pública de plazo entre 
y seis años. 

La fórmula 
Para el cálculo del tipo de interés diario en el mercado interbancario español se tienen en cuanta 
las siguientes reglas: 

1. De las operaciones cruzadas se excluyen las realizadas a tipos claramente alejados de la tóni­
ca general del mercado. 

2. Los tipos diarios son, a su vez, los tipos medios ponderados por el importe de las operaciones 
realizadas a ese plazo durante el día. 

3. El plazo de un año se define como el intervalo de 354 a 376 días. 

La fórmula de cálculo es la siguiente: 

- Para el cálculo del tipo de interés diario 
ponderado en el mercado interbancario 
español 

- Para el cálculo del tipo de depósitos 
i nterbancarios 

i = n 
I R i · E i 

i = 1 
Rd= -----

i = n 
L, E i 

i = 1 

L, Rd 
IDI= ---

Rd = La media ponderada de los tipos de interés diarios, o la «Referencia lnter-bancaria a un año", 
los días que no se hayan cruzado operaciones en el mercado español. 

Ri = Los tipos de interés de cada una de las operaciones cruzadas. 
Ei = El importe efectivo de cada operación. 
n = Número de operaciones cruzadas en el día. 
IDI = El tipo MIBOR a un año. 
t = El número de días hábiles en el mercado interbancario." 



ya que los tipos alternativos suelen ser 

más elevados. 

La Orden Ministerial de 1 de Diciembre 

de 1.999, haciendo uso de lo previsto 

en el artículo 32 de la Ley 46/1998, de 

17 de Diciembre sobre introducción del 

euro, estableció una nueva fórmula de 

cálculo del índice del tipo de interés del 

mercado interbancario a un año 

(MIBOR) con efectos que se han produ­

cido desde el día 1 de Enero del año 

Interés legal del dinero 
hasta el 31 de diciembre del año 2002 

4.25 por 100 

Interés de demora 
(artículo 58.2 de la Ley 230/ 1963, de 28 de 

diciembre, General Tributaria) 

5.50 por 100 

· Fuente: Disposición adicional séptima de la Ley 
2312001, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2002. (BOE 
31312001, de 31 die) 

Economía para Juristas 

El Mibor y el Euríbor 

El principio de continuidad de los contratos 
y la imposibilidad de los prestatarios de cancelar 

sus préstamos hipotecarios puede llevar 
a consecuencias injustas por las diferencias 

entre Jos distintos tipos aplicables 

2000. Esta misma norma, al amparo de 

la habilitación concedida con el artículo 

48.2 e) de la Ley 26/1998, de Disciplina 

e Intervención de las Entidades de 

Crédito, suprimió el carácter oficial del 

tipo interbancario a un año (MIBOR) 

para las operaciones de préstamo hipo­

tecario formalizadas con posterioridad a 

1 de Enero del año 2000, fecha de 

entrada en vigor de la citada norma. • 

IPC 

IPC diciembre 2001 : 0,4% 

Variación del IPC Desde Diciembre de 2000 hasta Diciembre de 2001 

Nacional 2.7 
Andalucía 2.8 Castilla y León 2.5 llles Balears 
Aragón 2.5 Cataluña 2.8 Madrid 
Asturias 2.4 Ceuta y Melilla 2.9 Murcia 
Canarias 2.4 Com. Valenciana 2.7 Navarra 
Cantabria 3.0 Extremadura 2.9 La Rioja 
Castilla-La Mancha 2.3 Galicia 2.6 País Vasco 

Fuente: Instituto Nacional de Estadística www.ine.es 

PERITAJES 
INMOBILIARIOS 

HERENCIAS, PROINDIVISOS, 

VALORACIÓN DE DAÑOS, 

APORTACIÓN A, O DISOLUCIÓN DE, 

SOCIEDADES MERCANTILES, 

ETCÉTERA 

3.7 
2.5 
2.6 
2.7 
3.6 
3.4 

OLGA MORCILLO LóPEZ T. 93.446.00.20 • Fax. 93.446.00.95 
Móvil. 630.90.41.83 
www.grupo15.com 

E-mail. grupo15@grupo15.com 

Perito Judicial Inmobiliario nº 92 
Pº Maragall nº 217 bis, bjs 2ª 
08041 BARCELONA 

' -

- . , lntern'et 

Su despacho en internet: 
, , 

• para que y como 
ner su propia web? 

En pocas palabras ... 

Tener una.buena presencia en Internet, y conocer y aprovechar las ventajas 
de este medio de comunicación está, actualmente, al alcance de cualquier 
profesional en nuestro país. No es un tópico ni un eslogan publicitario. Es 
una simple cuestión de decisión, de tener una actitud abierta ante las 
nuevas tecnologías y una mínima curiosidad sobre sus posibilidades y 
ventajas. 

E s posible que las grandes expec­

tativas que despierta Internet, así 

como el boom mediático que le 

ha acompañado desde su nacimiento, 

se hayan convertido en sus peores ene­

migos. Parece que entrar en la red 

implica una gran inversión económica, 

conocimientos informáticos, recursos 

tecnológicos y mucho tiempo de apren­

dizaje para sacarle partido, y que por 

tanto su inversión sólo se justifica si 

puede garantizarse un gran rendimiento 

económico posterior. Pero esto no es 

cierto. Una de las grandezas del medio 

es su gran flexibilidad, y la posibilidad 

que ofrece de ir adentrándose en él de 

forma progresiva, según la convenien­

cia de sus usuarios. 

Tanto si el suyo es un pequeño bufete, 

como si representa a una firma de 

tamaño medio o a un gran despacho 

profesional, la red puede aportarle 

interesantes beneficios y experiencias, 

sin necesidad de invertir en ella mucho 

tiempo y dinero. Sólo tiene que elegir el 

momento y dar el primer paso: tener 

su propia página web. ¿Cómo? En 

estas páginas le mostramos el camino. 

La página web: 
de tarjeta de visita 
a despacho virtual 

Cuaizdo uno abre un despacho profe­

sional instala enseguida un teléfono, 

encarga que le impriman tarjetas de 

visita, lo notifica a sus conocidos, 

parientes y vecinos, pone un cartel en 

la puerta y edita un pequeño catálogo 

o tarifa de precios con sus productos y 

servicios. Son acciones prácticamente 

automáticas, cuya rentabilidad ni se 

plantea porque se sobreentiende que 

van ligadas a la apertura de cualquier 

negocio. Pues bien, en la actualidad, la 

tecnología pone a nuestro alcance 

otros elementos, igual de simples, 

rápidos y económicos que éstos, para 

dar a conocer nuestro trabajo. Así, por 

ejemplo, nuestra página web se con­

vierte en la versión moderna de la tar­

jeta de visita (con distintas prestacio­

nes que la de papel) y el e-mail es una 

dirección más de contacto para nues­

tros clientes, ambas con un coste simi­

lar al de sus homólogos no digitales. 

Siendo así, ¿por qué no contratarlos 

también desde el principio? 

Pero si queremos ir más allá, pode­

mos convertir nuestra web en mucho 

más que una tarjeta digitalizada. 

Internet es un medio de comunicación 
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más, apto tanto para transmitir infor­

mación como para ser usado como 

canal de venta o herramienta de tra­

bajo. Tiene múltiples prestaciones, por 

lo que sacarle el rendimiento adecua­

do dependerá de una equilibrada 

valoración coste/beneficio. 

¿Qué necesita para tener su 
propia página? 

Tanto si de entrada sólo quiere tener 

presencia en Internet, como si piensa 

aprovechar el medio para la captación 

y fidelización de clientes, o incluso 

como herramienta de trabajo y ele­

mento de promoción y marketing, en 

todos los casos el primer paso es 

encargar su propia página web. 

Un buen proyecto debe incluir el dise­

ño de la página, su programación, una 

mínima promoción o lanzamiento, y un 

compromiso de actualización. En con­

creto, deberá exigir a su proveedor: 

• Conexión a Internet si no la tuviera. 

• Diseño del web. 

• Alojamiento en un servidor (hosting), 

propio o externo. 

• Registro de dominio (la dirección de 

su página en Internet). 

• Cuentas de correo particulares para 

su equipo. 

• Alta en buscadores. 

• Posibilidad de recibir consultas jurí­

dicas online. 

• Gestión de cobros de consultas y 

servicios online. 

• Servicio de mantenimiento y actuali­

zación. 

¿Con quién contactar?: 
la mejor opción, un 
consultor de comunicación 
especializado en el sector 
jurídico 

A la hora de encargar su página o bus­

car a un proveedor, puede elegir entre 

distintas opciones: 

internet 

¿Qué beneficios le aporta su presencia en la red? 

Si se ha planteado abrir su propia página web en Internet, lo primero que necesitará es pla­

nificar mínimamente la estrategia a seguir: por qué lo hace, qué espera obtener y cuánto 

está dispuesto a invertir. Desde aquí le damos algunas pistas, aunque le recomendamos 

contactar con profesionales cualificados que le ayuden a desarrollar el proyecto. 

Tener su propia página web le va a permitir, entre otras cosas: 

Reforzar la relación personal con sus clientes con acciones de marketing y comunicación 
propias: 
Editar su propio boletín electrónico, ofrecer un servicio de noticias, publicar información útil 

para sus clientes (avisos legales, novedades jurídicas, descarga de formularios y documen­

tación, etc.), promocionar nuevos servicios del despacho, testar el grado de satisfacción de 

sus clientes con encuestas o un buzón de sugerencias, etc. 

Presentar su empresa, equipo y trabajo en Internet: 
Carta de presentación, todo en uno. En él no sólo caben sus datos de contacto, sino tam­

bién su filosofía de trabajo, los profesionales que integran su equipo, los servicios que pres­

ta y sus áreas de especialización, consejos para sus clientes y cualquier otra información 
que le interese incorporar. 

Ampliar sus servicios superando barreras horarias y geográficas: 
Ver consultas online o acceder a nuevos clientes (¿cree que un cliente potencial que tenga 

un problema legal relacionado con Internet o las nuevas tecnologías, lo consultará con un 

abogado que no tenga página web, ni correo electrónico, ni experiencia con el medio?). 

Mejorar sus procesos, reducir plazos y trabajar en equipo a distancia: 
Puede crear una intranet (de uso restringido) o un auténtico bufete virtual, para intercambiar 

documentación con sus clientes y colegas; facilitar el acceso a expedientes, casos y datos 

internos a quien considere oportuno; consultar sus propias BB.DD. y fuentes documentales 

desde fuera del despacho y en cu~lquier momento; participar en foros y debates; organizar 

cursos y seminarios; y trabajar en colaboración con otros equipos a distancia. 

Dar una buena imagen de marca y diferenciarse de la competencia: 
Se adapta a los cambios tecnológicos, que la suya es una organización profesional y com­

petente integrada en la nueva economía. 

Contratar, por separado, a un provee­

dor por servicio, e integrar después el 

trabajo de todos ellos: necesitará a un 

informático, un diseñador, un redactor 

de contenidos, un servidor en el que 

alojar la página, un apoyo en marke­

ting y comunicación, etc. 

Contratar a una empresa de diseño de 

páginas web genéricas: hay una oferta 

muy amplia de empresas que diseñan 

todo tipo de páginas web, e incluso 

varias compañías (como páginas-ama-

rillas.com, o el Banco de Sabadell con 

extendnow.com) cuyo negocio es 

otro, pero que empiezan a ofrecer este 

servicio a varios colectivos profesiona­

les. También puede contactar con 

algunas de ellas a través de webs y 

portales jurídicos (como e­

legalista.com, e-iure.com o elwebjuri­

dico.com), que subcontratan este ser­

vicio a empresas de diseño externas 

(iuris.com, redestodo.com y e-lexde­

sign.com, respectivamente). En todos 

estos casos, tenga presente que posi-

blemente tendrá que tratar con más de 

un proveedor por servicio (por ejem­

plo, en todos ellos, el diseño de pági­

nas y el servicio de consultas jurídicas, 

-si lo tienen-, son independientes; en 

algunos también lo es el hosting, el alta 

en buscadores, etc.). 

Contratar a una consultora especializada 

en el mercado profesional de la aboga­

cía: un solo proveedor, con experiencia 

en webs para abogados. Ésta es, a 

nuestro parecer, la mejor opción. En 

Internet ya puede encontrar a varias con­

sultoras, no muchas, (como experiencia­

juridica.com, legalred.com o confeso­

res.com), que han centrado su negocio 

en ofrecer servicios exclusivos para los 

abogados españoles, con paquetes de 

productos y servicios adaptados a cada 

necesidad, y a muy buen precio. Para 

demostrarlo, hemos centrado nuestro 

estudio en la primera de ellas, ya que 

cumple todos los requisitos para des­

arrollar un buen proyecto web: espe­

cialización, más de un año de expe­

riencia, oferta diversificada según 

prestaciones · pero toda de calidad, 

servicio global con un solo proveedor, 

mantenimiento y actualización inclui­

dos, un buen servicio de atención al 

Internet 

cliente, precios competitivos y el aval 

de haber obtenido la confianza de 

varios Colegios de Abogados. 

¿Cuánto le cuesta una 
página web? 

Experienciajuridica.com ha diseñado 

varios paquetes de productos y servi­

cios (básico, profesional, e-business) 

adaptados a las necesidades de cada 

despacho. En ellos ofrecen: 

• Conexión a Internet. 

• Diseño de página web y alojamiento 

en su sevidor. 

• Mantenimiento y actualización del 

site del despacho. 

• Registro de dominio o subdominio, y 

cuentas de correo electrónico parti­

culares. 

• Alta en buscadores: en los más 

importantes de la red y en el suyo 

propio. 

• Acciones de lanzamiento de la web, 

y de promoción y marketing del des­

pacho. 

• Servicio de consultas. 

• Gestión de cobros. 

• Noticias jurídicas diarias gratuitas. 

En resumen: 

--

Sus precios van desde las 35.000 

ptas. de un paquete básico (ó 2.500 

ptas./mes + alta si se prefiere pago 

fraccionado), hasta la elaboración de 

proyectos bajo presupuesto para dise­

ños más sofisticados, e incluso ofre­

cen cada uno de sus productos de 

forma independiente para aquellos 

usuarios ya iniciados que van amplian­

do poco a poco las prestaciones de su 

síte. Tienen además interesantes pro­

mociones gracias a acuerdos suscritos 

con algunos Colegios de Abogados 

(como el de Ávila, Ciudad Real, Lleida 

o Madrid), con descuentos para sus 

miembros, y otras alianzas estratégi­

cas (como la firmada con Telefónica y 

e-informa), que vale la pena consultar. 

Unas ?lianzas que para nosotros 

garantizan credibilidad y confianza. 

Le hemos descrito sus servicios como 

ejemplo práctico de que Internet está 

al alcance de cualquier despacho pro­

fesional. Tener una buena presencia en 

la red ya no es cuestión de dinero ni de 

disponer de recursos y conocimientos 

tecnológicos. Sólo de creer en el 

medio y saber elegir a su proveedor. 

¡Confiamos ver pronto su despacho en 

Internet!. • 

v La integración de Internet y de las nuevas tecnologías de la información en el ejercicio de la abogacía es una realidad que tarde o tempra­

no tendrá que afrontar para no quedarse atrás. 

v Adaptar su despacho a las nuevas tecnologías no implica una gran inversión económica ni conocimientos informáticos ni muchas horas de 

aprendizaje. Es una simple decisión estratégica y perderle miedo al medio. 

v Crear su propia web está al alcance de cualquier profesional. Su despacho puede estar presente en Internet esta misma semana, por sólo 

35.000 ptas. (o 2.500 ptas./mes) y con toda garantía, contratando a una consultora especializada. 

4 No se deje deslumbrar por diseños impresionantes y una tecnología sorprendente. Una web debe descargarse rápida y fácilmente, ser clara 

e intuitiva para facilitar la navegación por ella, y sobre todo operativa. Vaya paso a paso, planifique sus objetivos, valore de forma equilibrada 

costes y beneficios, y contrate profesionales cualificados y de confianza. 

Nuestro consejo: busque un solo proveedor especializado, que conozca las peculiaridades de su sector profesional, su forma· de trabajar 

y las necesidades de sus clientes, y que sepa, por lo tanto, el uso que Ud. hará de su web en cada momento. ¿Una propuesta concreta?: 

www.experienciajuridica.com. 

-



Novedades legislativas 
publicadas en el BOE 

actualización a 15 de enero 
Administrativo 

Agricultura, Pesca 
y Alimentación 

Banca y Mercado de Valores 

Civil 

Constitucional 

Deportivo 

Fiscal 

Administrativo 

Ley Orgánica 7 /2001 , de 27 de 
diciembre, de modificación de la 
Ley Orgánica 8/1980, de 22 de 
septiembre, de Financiación de 
las Comunidades Autónomas 
(LOFCA) (BOE núm 313, de 3 1 de 

diciembre de 2001) 

Ley 21 /2001, de 27 de diciembre, 
por la que se regulan las medidas 
fiscales y administrativas del 
nuevo sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régi­
men común y Ciudades con Estatuto 
de Autonomía (BOE núm 313, de 

31 de diciembre de 2001) 

Ley 22/2001 , de 27 de diciem­
bre, reguladora de los Fondos de 
Compensación lnterterritorial (BOE 

núm 313, de 31 de diciembre de 

2001) 

Real Decreto 1 /2002, de 11 de 
enero, sobre medidas de finan­
ciación de actuaciones protegidas 
en materia de vivienda y suelo del 
Plan 2002-2005. (BOE núm. 11 , 

de 12 de enero de 2002) 

Real Decreto 1232/2001 , de 12 
de noviembre, por el que se 

Internacional 

Laboral 

Medio ambiente 

Mercantil 

Seguridad Social 

Telecomunicaciones 

Transporte 

Tribunales 

aprueba el Reglamento del pro­
cedimiento de autorización pre­
visto en el artículo 34 del Real 
Decreto-ley 6/2000, de 23 de 
junio, de medidas urgentes de 
intensificación de la competencia 
en mercados de bienes y servicios. 
(BOE núm. 281, de 23 de 

noviembre de 2001) 

Real Decreto 1123/2001 , de 19 
de octubre, por el que se modifi­
ca parcialmente el Reglamento de 
Seguridad Privada, aprobado por 
Real Decreto 2364/1994, de 9 
de diciembre. (BOE núm. 281, 

de 23 de noviembre de 2001) 

Real Decreto 59/2002, de 18 de 
enero, por el que se modifica el 
Real Decreto 1432/1985, de 1 de 
agosto, por el que se constituye el 
organismo autónomo Museo 
Nacional del Prado y se establecen 
sus normas estatutarias. (BOE 

núm. 17, de 19 de enero de 2002) 

Agricultura, Pesca 
y Alimentación 

Ley 26/2001, de 27 de diciem­
bre, por la que se establece el 
sistema de infracciones y sancio-

Comunidades Autónomas 

Andalucía 

Aragón 

Asturias 

Cantabria 

Castilla y León 

Extrema dura 

Galicia 

Islas Baleares 

La Rioja 

nes en materia de encefalopatías 
espongiformes transmisibles (BOE 

núm 2, de 2 de enero de 2002) 

Orden de 5 de diciembre de 
2001 por la que se establecen 
medidas cautelares en relación con 
la sospecha de peste porcina clási­
ca en Cataluña. (BOE núm. 293, 

de 7 de diciembre de 2001) 

Orden de 22 de noviembre de 
2001 por la que se ratifica el 
Reglamento de las Denominacio­
nes de origen Málaga y Sierra de 
Málaga y de su Consejo Regula­
dor. (BOE núm. 295, de 1 O de 

diciembre de 2001) 

Orden de 15 de noviembre de 
2001 por la que se modifica la 
Orden de 21 de diciembre de 
1999 por la que se crea la 
Mesa de Coordinación de 
Identificación y Registro de los 
Animales de la Especie Bovina y 
se regu la una base de datos 
informatizada. (BOE núm. 281, 

de 23 de noviembre de 2001) 

Real Decreto 1230/2001 , de 8 
de noviembre, por el que se 
aprueba la Reglamentación técni­
co-sanitaria para la elaboración, 

circulación y venta de las aceitunas 
de mesa. (BOE núrh. 279, de 21 

de noviembre de 2001) 

Orden de 15 de noviembre de 
2001 por la que se deroga la Orden 
de 16 de agosto de 2001 , por la 
que se establecen las condiciones 
de movimiento de ganado porcino 
para el control de la peste porcina clá­
sica en España. (BOE núm. 275, 

de 16 de noviembre de 2001) 

Resolución de 22 de octubre de 
2001 , de la Secretaría General 
de Pesca Marítima, por la que se 
publica el censo de embarcaciones 
autorizadas a ejercer la pesca marí­
tima profesional de artes menores 
en la reserva marina de la isla de 
La Palma. (BOE núm. 27 4, de 15 

de noviembre de 2001) 

Orden de 12 de noviembre de 
2001 por la que se modifica la 
Orden de 8 de junio de 2001 por 
la que se establecen medidas 
específicas de prevención en 
relación con la fiebre catarral 
ovina o lengua azul. (BOE núm. 

273, de 14 de noviembre de 2001) 

Orden 73/2002, de 17 de enero 
de 2002, por la que se homologa 

el contrato tipo de compraventa de 
bovinos cebados con destino a su 
sacrificio que regirán durante la 
campaña 2002-2003. (BOE núm. 

17, de 19 de enero de 2002) 

Orden 67 /2002, de 18 de enero, 
por la que se establecen sistemas 
de control del destino de los sub­
productos generados en la cadena 
alimentaria cárnica. (BOE núm. 

17, de 19 de enero de 2002) 

Real Decreto 3/2002, de 11 de 
enero, por el que se establecen 
las normas mínimas de protección 
de las gallinas ponedoras. (BOE 

núm. 13, de 15 de enero de 2002) 

Orden 33/2002, de 2 de enero, 
por la que se modifica el Catálogo 
Oficial de Razas de Ganado de 
España, de conformidad con lo 
previsto en el Real Decreto 
1682/1997, de 7 de noviembre, 
por el que se actualiza el 
Catálogo Oficial de Razas de 
Ganado de España. (BOE núm. 

13, de 15 de enero de 2002) 

Orden de 26 de diciembre de 
2001 por la que se ratifica el 
Reglamento de la Indicación Geo­
gráfica Protegidá Ternera de Nava­
rra o Nafarroako Aratxea y de su 
Consejo Regulador. (BOE núm. 

13, de 15 de enero de 2002) 

Real Decreto 1441/2001, de 21 
de diciembre, por el que se aprue­
ba el Estatuto del Fondo Español de 
Garantía Agraria. (BOE núm. 12, de 

14 de enero de 2002) 

Real Decreto 1440/2001, de 21 
de diciembre, por el que se esta­
blece el sistema de alerta sanitaria 
veterinaria. (BOE núm. 12, de 14 

de enero de 2002) 

Orden 17 /2002, de 8 de enero, 
por la que se deroga la Orden de 
11 de marzo de 1999, por la que 
se adoptan medidas cautelares en 
relación con la fiebre aftosa. (BOE 

núm. 9, de 1 O de enero de 2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001 por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de culti­
vo, rendimientos, precios y fe­
chas de suscripción en relación 
con el Seguro Combinado de Be-

renjena, comprendido en los Planes 
Anuales de Seguros Agrarios Com­
binados. (BOE núm. 8, de 9 de 

enero de 2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001 por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de culti­
vo, rendimientos, precios y fe­
chas de suscripción en relación 
con el Seguro Combinado de Ce­
bolla, comprendido en el Plan 

Anual de Seguros Agrarios 
Combinados. (BOE núm. 8, de 9 

de enero de 2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001 por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de culti­
vo, rendimientos, precios y fe­
chas de suscripción en relación 
con el Seguro Combinado de Kiwi, 
comprendido en el Plan Anual de 
Seguros Agrarios Combinados. 
(BOE núm. 8, de 9 de enero de 

2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001 por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de culti­
vo, rendimientos, precios y fe­

chas de suscripción en relación 
con el Seguro Combinado de Me­
lón, comprendido en el Plan Anu­
al de Seguros Agrarios Combi­
nados. (BOE núm. 8, de 9 de 

enero de 2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001 por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de cult i­
vo, rendimientos, precios y fe­
chas de suscripción en relación 
con el Seguro Combinado de Toma­
te, comprendido en el Plan Anual 
de Seguros Agrarios Combina­
dos. (BOE núm. 8, de 9 de enero 

de 2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001 por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de culti­
vo, rendimientos, precios y fe­
chas de suscripción en relación, 
con el Seguro Combinado de Uva 
de Vinificación, comprendido en 
el Plan Anual de Seguros Agra­
rios Combinados. (BOE núm. 8, 

de 9 de enero de 2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001 por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de culti­
vo, rendimientos, precios y fe­
chas de suscripción en relación, 
con el Seguro Combinado de Zana­
horia, comprendido en el Plan 
Anual de Seguros Agrarios Com­
binados. (BOE núm. 8, de 9 de 

enero de 2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001 por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de 
explotación, precios y fechas de 
suscripción en relación con el 
Seguro de Encefalopatía Espongi­
forme Bovina, comprendido en el 
Plan Anual de Seguros Agrarios 
Combinados. (BOE núm. 8, de 9 

de enero de 2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001, por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de culti­
vo, rendimientos, precios y fe­
chas de suscripción en relación 
con el Seguro Combinado de Judía 
Verde, comprendido en el Plan 
Anual de Seguros Agrarios Com­
binados. (BOE núm. 8, de 9 de 

enero de 2002) 

Orden de 20 de diciembre de 
2001, por la que se definen el 
ámbito de aplicación, las condi­
ciones técnicas mínimas de culti­
vo, rendimientos, precios y fe­
chas de suscripción en relación 
con el Seguro Combinado de San­
día, comprendido en el Plan Anu­
al de Seguros Agrarios Combina­
dos. (BOE núm. 8, de 9 de enero 

de 2002) 

Orden de 22 de noviembre de 
2001 por la que se ratifica el 
Reglamento de la Indicación Geo­
gráfica Protegida Clementinas de 
las Tierras del Ebro. (BOE núm. 

295, de 1 O de diciembre de 

2001) 

Banca y Mercado 
de Valores 

Circular 2/2001 , de 23 de 
noviembre, de la Comisión Na­
cional del Mercado de Valores, 
sobre información a facilitar por 

las sociedades y agencias de valo­
res a la sociedad gestora del Fondo 
de Garantía de Inversiones y sobre 
valoración de valores e instrumen­
tos financieros no cotizados, a 
efectos de determinación de la 
base de cálculo de la aportación 
conjunta anual al Fondo. (BOE 

núm. 281, de 24 de noviembre 

de 2001) 

Orden de 14 de noviembre de 
2001 por -la que se habilita a la 
Comisión Nacional del Mercado 
de Valores para dictar las dispo­
siciones de desarrollo del Real 
Decreto 948/2001, de 3 de 
agosto, sobre Sistemas de Indem­
nización de los Inversores. (BOE 

núm. 281, de 23 de noviembre 

de 2001) 

Resolución de 16 de noviembre 
de 2001, del Banco de España, 
por la que mensualmente se 
hacen públicos los índices de 
referencia oficiales para los présta­
mos hipotecarios a tipo variable 
destinados a la adquisición de 
vivienda. (BOE núm. 280, de 22 

de noviembre de 2001) 

Resolución de 18 de enero de 
2002, del Banco de España, por 

la que mensualmente se hacen 
públicos los índices de referencia 
oficiales para los préstamos hipote­
carios a tipo variable destinados a 
la adquisición de vivienda. (BOE 

núm. 1 7, de 19 de enero de 

2002) 

Circular número 6/2001 , de 29 
de octubre, sobre Titulares de 
Establecimientos de Cambio de 
Moneda.(BOE núm. 27 4, de 15 
de noviembre de 2001) 

Civil 
Resolución de 26 de diciembre 
de 2001, de la Secretaría Gene­
ral Técnica, sobre el Convenio 
suprimiendo la exigencia de legali­
zación de los documentos públicos 
extranjeros, hecho en La Haya el 
5 de octubre de 1961 (publicado 
en el Boletín Oficial del Estado de 
25 de septiembre de 1978, 17 
de octubre de 1978, 19 de enero 
de 1979 y 20 de septiembre de 
1984). (BOE núm. 16, de 18 de 

enero de 2002) 

-
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Constitucional 
Ley Orgánica 4/2001, de 12 de 
noviembre, reguladora del Dere­
cho de Petición. (BOE núm. 2 72, 

de 13 de noviembre de 2001) 

Deportivo 
Real Decreto 1412/2001 , de 14 

de diciembre, de modificación 
del Real Decreto 1251 / 1999, de 

16 de julio, sobre sociedades anó­

nimas deportivas. (BOE núm. 13, 
de 15 de enero de 2002) 

Resolución de 28 de octubre de 
2001 , del Consejo Superior de 

Deportes, por la que se dispone 
la publicación de la modificación 
de los Estatutos de la Federación 
Española de Caza. (BOE núm. 2 73, 
de 14 de noviembre de 2001) 

Resolución de 16 de enero de 
2002, del Consejo Superior de 
Deportes, por la que se dispone 
la publicación de la cifra a que 

hace referencia el artículo 3.2.a) 
del Real Decreto 1251 /1999 , 
sobre Sociedades Anónimas De­

portivas. (Fútbol) (BOE núm. 1 7, 

de 19 de enero de 2002) 

Resolución de 18 de enero de 

2002, del Consejo Superior de 
Deportes, por la que se dispone 
la publicación de la cifra a que 

hace referencia el artículo 3.2.a) 
del Real Decreto 1251 / 1999, 

sobre Sociedades Anónimas De­
portivas. (Baloncesto) (BOE núm. 

1 7, de 19 de enero de 2002) 

Fiscal 
Ley 18/2001 , de 12 de diciem­
bre, General de Estabilidad Presu­
puestaria. (BOE núm. 298, de 13 

de diciembre de 2001) 

Ley Orgánica 5/2001 , de 13 de 
diciembre, complementaria a la 

Ley General de Estabilidad Presu­
puestaria. (BOE núm. 299, de 14 
de diciembre de 2001) 

Resolución de 27 de diciembre 

de 2001 , de la Dirección General 
del Tesoro y Política Financiera, 
por la que se hace público el tipo 
de interés efectivo anual para el 

Actualización a 15 de enero 

primer trimestre natural del año 

2002, a efectos de calificar tributa­

riamente a determinados activos 
financieros. (BOE núm. 9, de 1 O 
de enero de 2002) 

Orden de 19 de noviembre de 

2001 por la que se aprueba el 

modelo 390 de declaración-resu­
men anual del Impuesto sobre el 
Valor Añadido en euros. (BOE núm. 
281 , de 24 de noviembre de 
2001) 

Orden de 1 2 de noviembre de 
2001 por la que se autoriza el 
pago en metálico del Impuesto 

sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados 
que grava la emisión de documen­

tos que realicen función de giro o 
suplan a las Letras de Cambio, se 

amplía la autorización del pago 

en metálico del impuesto corres­
pondiente a determinados docu­

mentos negociados por Enti­
dades Colaboradoras, se aprue­
ban los modelos 6"10, 61 1, 615 y 

616 en euros del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y 

Actos Jurídicos Documentados, 
así como los diseños físicos y 
lógicos para la presentación de 

los modelos 61 1 y 616 de decla­

ración informativa anual en so­

porte directamente legible por 

ordenador y se establece el pro­
cedimiento para su presentación 
telemática por teleproceso. (BOE 
núm. 275, de 16 de noviembre 
de 2001) 

Orden 66/2002, de 15 de enero, 
por la que se aprueba el modelo 

038, para la relación de operacio­
nes realizadas por entidades ins­

critas en registros públicos. (BOE 
núm. 16, de 18 de enero de 
2002) 

Resolución de 8 de enero de 
2002 , de la Presidencia de la 

Agencia Estatal de Admin is­
tración Tributaria, por la que se 
aprueba el modelo de solicitud de 

devolución y el modelo de comuni­
cación de datos adicionales por el 
Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas, ejercicio 2001, 

que podrán utilizar los contribu­

yentes no obligados a declarar 
por dicho Impuesto que soliciten 
la correspondiente devolución, y 
se determinan el lugar, plazo y 

forma de presentación de los 
mismos, así como las condicio­

nes para su presentación tele­

mática. (BOE núm. 13, de 15 de 

enero de 2002) 

Internacional 

Protocolo Adicional entre el Reino 
de España y la República del Perú 
modificando el Convenio de Doble 

Nacionalidad de 16 de mayo de 

1959, hecho ad referendum en 

Madrid el 8 de noviembre de 
2000. (BOE núm. 281 , de 24 de 
noviembre de 2001) 

Denuncia del Canje de Notas, de 
26 de mayo de 1961 , entre 

España y Colombia sobre Supresión 
de Visados. (BOE núm. 281, de 
24 de noviembre de 2001) 

Resolución de 5 de noviembre 

de 2001 , de la Secretaría Gene­
ral Técnica, por la que se publica 
la Resolución 1373 (2001) sobre 
medidas para combatir el terroris­

mo, aprobada por el Consejo de 

Seguridad de las Naciones Uni­
das en su 4385ª sesión, celebra­
da el 28 de septiembre de 2001. 

(BOE núm. 281 , de 23 de no­

viembre de 2001) 

Acuerdo entre el Reino de Es­

paña y la República del Ecuador 
sobre el libre ejercicio de activida­
des remuneradas para familiares 
dependientes del personal diplomá­

tico, consular, administrativo y 
técnico de Misiones Diplomáti­
cas y Oficinas Consulares, hecho 

en Madrid el 7 de marzo de 
2000. (BOE núm. 281, de 23 de 
noviembre de 2001) 

Instrumento de Adhesión de 

España al Acuerdo sobre Privile­

gios e Inmunidades del Tribunal 
Internacional del Derecho del Mar, 

hecho en Nueva York el 23 de 
mayo de 1997. (BOE núm. 15, 
de 1 7 de enero de 2002) 

Laboral 
Resolución de 11 de enero de 
2002, de la Subsecretaría, por la 
que se dispone la publicación del 
Acuerdo de Consejo de Ministros 
de 21 de diciembre de 2001 , por 

el que se determina el contingen­
te de trabajadores extranjeros de 
régimen no comunitario para el año 

2002. (BOE núm. 11 , de 12 de 

enero de 2002) 

Resolución de 24 de octubre de 
2001 , de la Dirección General de 
Trabajo, por la que se dispone la 

inscripción en el Registro y publi­

cación de las tablas salariales 
correspondientes al año 2000 del 

Convenio Colectivo estatal de Entre­

ga Domiciliaria. (BOE núm. 274, 
de 15 de noviembre de 2001) 

Orden de 30 de octubre de 2001 
por la que se regulan las bases 

para la concesión de subvenciones 
para la puesta en práctica de pro­

gramas experimentales en materia 
de formación y empleo, financia­

dos con cargo a la reserva de 
gestión directa, por el Instituto 
Nacional de Empleo, habilitada 

en la Ley de Presupuestos Gene­
rales del Estado, de créditos 
destinados al fomento del em­
pleo. (BOE núm. 276, de 17 de 
noviembre de 2001) 

Resolución de 20 de septiembre 
de 2001 , de la Dirección General 

de Trabajo, por la que se dispo­

ne la inscripción en el Registro y 

publicación del Acuerdo relativo 
al Convenio Colectivo único para el 
personal laboral de la Adminis­

tración General del Estado. (BOE 
núm. 273, de 14 de noviembre 

de 2001) 

Resolución de 26 de diciembre 

de 2001 , de la Dirección General 
de Trabajo, por la que se dispo­
ne la inscripción en el Registro y 
publicación del Acuerdo lntercon­
federal para la Negociación Colec­

tiva 2002 (ANC-2002). (BOE núm. 

15, de 1 7 de enero de 2002) 

Resolución de 26 de diciembre 
de 2001 , de la Dirección General 
de Trabajo, por la que se dispo­

ne la inscripción en el Registro y 
publicación del texto de Convenio 
Colectivo del Colegio para Huér­

fanos de Funcionarios de la Hacien­
da Pública. (BOE núm. 15, de 17 
de enero de 2002) 

Resolución de 21 de diciembre 
de 2001 , de la Dirección General 
de Trabajo, por la que se dispo-
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¿Recuerda cuando al abogado le ayudaba un pasante? 
Ahora ya puede disponer de uno ... <f 

Grupo difusión 

EJEMPLO PRÁCTICO 1: 
En el ámbito laboral queremos saber dónde se 
regulan las medidas de prevención de riesgos 
laborales. 
¿Qué nos dirá SabeloTodo? 

OBLIGACIÓN DE OBSERVAR MEDIDAS DE PREVEN­
CIÓN DE RIESGOS LABORALES. 

Art. 40.2 de la C.E.: Ley 31/1995; Convenio 155 de la 
O.I.T.; Ordenanza General de Seguridad e Higiene en el 
Trabajo (Real Decreto 486/1997) . 
Medidas de prevención de riesgos laborales: Real 
Decreto 39/1997, de 17 de Enero; art. 19.3 y 5 del E.T. 
Posible responsabil idad penal del empresario: art. 316 
y 318 del Código Penal. 
Responsabilidad Civil: art. 11 01, 1902 y 1903 del 
Código Civi l. 

EJEMPLO PRÁCTICO 2: 
Queremos redactar un contrato de compra­
vent a de vivienda de protección oficial. 
¿Qué nos dirá SabeloTodo? 

CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA, 27-12-1978, de la Jefatura 
del Estado. 
BOE 29-12-1978, Nº 311 

Vivienda (arts. 47, 50 y 148.1.3º). 

REAL DECRETO 24-7-1889, del Ministerio de Gracia y 
Just icia. 
CÓDIGO CIVIL, 24julio1889 (Libro IV, Título IV, Del con­
trato de compra y venta, artículos 1.445 al 1.537). 

GACETA 25-7-1889 

LEY 13-5-1981, nº 11/1981, del Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo. CÓDIGO CIVIL. 

Lo modifica en materia de fil iación, patria potestad y 
régimen económico del matrimonio (art. 1458 Código 
Civi l). 
BOE 19-5-1981, nº 119 (pág.19725). 

DECRETO 31-5-1974, núm. 1836/1974, del Ministerio de 
Justicia. 

CÓDIGO CIVIL. Texto articulado del Título Preliminar. 
COMPRAVENTA (art. 1 O). 
BOE 9-7-1974, Nº 163 (pág. 14269). etc ..... . . 

SabeloTodo 
Nadie se lo podía imaginar ... 
Viene al despacho un cliente que quiere montar una cadena 
de franquicias, o un contrato de agencia. Lo primero que 
hemos de hacer es saber dónde está regulada la franquicia, o 
el contrato de agencia. 

Pues bien, SabeloTodo nos dice dónde se regula, los artículos 
del código en cuestión, los decretos, la legislación comunitaria 
sobre la materia, la estatal , la de la comunidad autónoma ... 

Antes teníamos que perder tiempo y tiempo en los libros de 
doctrina, base de legislación, manuales, legislación comunitaria, 
etc. sólo para saber dónde se regula la materia en cuestión. 
Ahora no. SabeloTodo le da en segundos la información que 
antes tardaba días en encontrar. 

Civil + Contratación Social 

¡Nuevo! 
SabeloTodo 
Derecho Penal 

~------------------------------

DIFUSIÓN JURÍDICA Y TEMAS DE ACTUALIDAD, S.A. E&J57 
C/ Consejo de Ciento, 413-415, 2º 2ª, 08009 Barcelona • Tel. 93 246 93 88 • Fax: 93 232 16 11 • e-mai l: info@difusionjuridica.com 

D Deseo me remitan la obra solicitada a la siguiente dirección: 

Razón Social--------------------------- NIF _______ _________________ _ 

Apell idos ------------------- --- ------Nombre---- ---------- -------- --
Calle I Plaza ______________ Número ____ ___ C.P. _________ Población ___ ___________ _ 

Provincia Teléfono _ ________ Fax _________ e-mai l 

O SABELOTODO DERECHO CIVIL+ DERECHO CONTRATACIÓN CIVIL Y MERCANTIL. P.V.P.: 52,74 € (8.775 ptas.)*+ 4% 1.V.A. 

O SABELOTODO DERECHO SOCIAL. P.V.P.: 28,55 € (4.750 ptas.)*+ 4% LV.A. 

O SABELOTODO DERECHO PENAL. P.V.P.: 30 € (4.991ptas.)*+4% l.V.A. 

* Todos los precios t ienen un incremento de 6 € (998 ptas.) en concepto de gastos de envío 

SISTEMA DE PAGO: O Contra-reembolso (Talón) O Cheque nominativo adjunto O Domici liación bancaria: 

Firma 

~~~~~ ~-'----'---'-~ L___J___J 

Entidad Ofic ina Control nº de cuenta 

Le informamos que los datos que usted nos facilite serán incluidos en un fichero responsabilidad del Instituto Superior de Derecho y Economía, con domicilio en la calle Consejo de Ciento, 413-415, 2° 2' , C.P. 08009 de Barcelona, donde podrá ejercer en su 
caso los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, con el fin de rea lizar la gestión de administración general, informar y comercializar nuestros servicios. Por todo ello solicitamos su autorización para realizar el tratamiento de sus datos con­
forme a lo dispuesto en la cláusula anterior así como para la comunicación a las empresas del mismo grupo empresarial. Dicha comunicación podrá tener la finalidad de realizar tareas de gestk'ln general, información, desarrollo y comercialización. Si no reci· 
bimos noticias suyas en sentido contrario en el plazo de un mes, entenderemos que los datos son correctos y otorgado su consentimiento para el envio de informaciones que sean de su interés que, en todo caso, usted podría revocar en cualquier momento. 



ne la inscripción en el registro y 

publicación del texto del Con­
venio Colectivo para la Actividad de 
Ciclismo Profesional. (BOE núm. 

14, de 16 de enero de 2002) 

Resolución de 19 de diciembre de 

2001 , de la Dirección General de 

Trabajo, por la que se dispone la 
inscripción en el Registro y publi­

cación del texto del Convenio 
Colectivo Estatal del Corcho. (BOE 
núm. 14, de 16 de enero de 2002) 

Resolución de 18 de diciembre 

de 2001, de la Dirección General 

de Trabajo, por la que se dispo­

ne la inscripción en el Reg istro y 

publicación del texto del Conve­
nio Colectivo Estatal para la Indus­
tria Fotográfica. (BOE núm. 13, de 

15 de enero de 2002) 

Resolución de 26 de noviembre 

de 2001, de la Dirección General 

de Trabajo, por la que se dispo­

ne la inscripción en el Registro y 

publicación del Acta en la que se 

contiene el acuerdo de modificar 

los artículos 61 y 69 del Convenio 
Colectivo Estatal para las Industrias 
del Curtido, Correas y Cueros 
Industriales y Curtidos de Pieles 
para Peleterías. (BOE núm. 297, 

de 12 de diciembre de 2001) 

Resolución de 21 de noviembre 

de 2001, de la Dirección General 

de Trabajo, por la que se dispo­

ne la inscripción en el Registro y 

publicación de la revisión salarial 
del IV Convenio Colectivo de Em­
presas de Enseñanza Privada sos­
tenidas total o parcialmente con 
fondos públicos. (BOE núm. 298, 
de 13 de diciembre de 2001) 

Medio Ambiente 
Instrumento de Ratificación del 

Acuerdo sobre la conservación de 
las Aves Acuáticas Migratorias 
Afroeuroasiáticas, hecho en La 

Haya el 15 de agosto de 1996. 

(BOE núm. 296, de 11 de di­

ciembre de 2001) 

Mercantil 
Ley 17 /2001 , de 7 de diciembre, 

de Marcas. (BOE núm. 294, de 8 
de diciembre de 2001) 

Novedades Legislativas 

Actualización a 15 de enero 

Real Decreto 1443/2001 , de 21 

de diciembre, por el que se des­

arrol la la Ley 16/1989, de 17 de 

julio, de Defensa de la Competen­
cia, en lo referente al control de las 
concentraciones económicas. (BOE 
núm. 16, de 18 de enero de 2002) 

Resolución de 3 de enero de 

2002, de la Dirección General de 

Seguros y Fondos de Pensiones, 

por la que se publica el tipo de inte­
rés máximo a utilizar en el cálculo de 
la provisión de seguros de vida, de 

aplicación al ejercicio 2002. (BOE 
núm. 16, de 18 de enero de 2002) 

Seguridad Social 
Orden de 14 de noviembre de 

2001 por la que se regulan las 

operaciones de cierre del ejerc i­

cio 2001 y el procedimiento para 

la presentación de las cuentas 
anuales y demás documentación 
que ha de rendirse por los agen­

tes del sistema de la Seguridad 
Social. (BOE núm. 281, de 23 de 

noviembre de 2001) 

Protocolo Adicional al Convenio 

entre el Reino de España y el Re­
ino de Marruecos modificando el 

Convenio General de Seguridad So­
cial entre el Reino de España y el 

Reino de Marruecos de 8 de no­

viembre de 1979, hecho en Rabat 

el 27 de enero de 1998. (BOE núm. 
281, de 24 de noviembre de 2001) 

Real Decreto 1251 /2001 , de 16 
de noviembre, por el que se regu­

lan las prestaciones económicas 
del sistema de la Seguridad Social 
por maternidad y riesgo durante el 
embarazo. (BOE núm. 276, de 17 

de noviembre de 2001) 

Telecomunicaciones 
Orden de 20 de noviembre de 

2001 , por la que se dispone la 

publicación del acuerdo de la Co­

misión Delegada del Gobierno para 

Asuntos Económicos, de 15 de 

noviembre de 2001, por el que se 

aprueban tarifas máximas para los 
nuevos servicios transferencia ex­
plícita de llamadas y reenvío de lla­
madas incluidos en los servicios su­
plementarios de RDSI a prestar por 
Telefónica de España, Sociedad 

Anónima Unipersonal. (BOE núm. 
279, de 21 de noviembre de 2001) 

Resolución de 8 de noviembre de 

2001 , de la Secretaría de Estado 

de Telecomunicaciones y para la 

sociedad de la Información, por la 

que se adjudican recursos públicos 
de numeración a la colonia británica 
de Gibraltar. (BOE núm. 275, de 

16 de noviembre de 2001) 

Orden 68/2002, de 16 de enero, 

por la que se dispone la publica­

ción de dos Acuerdos de la 

Comisión Delegada del Gobierno 

para Asuntos Económicos de 20 

de diciembre de 2001 , sobre tarifas 
y precios por servicios prestados por 
Telefónica de España, Sociedad 

Anónima Unipersonal. (BOE núm. 

17, de 19 de enero de 2002) 

Real Decreto 1484/2001 , de 27 de 

diciembre, por el que se concede 

a la Comunidad Autónoma de Cas­
tilla-La Mancha la gestión directa del 
tercer canal de televisión. (BOE 
núm. 15, de 1 7 de enero de 2002) 

Orden 23/2002, de 11 de enero, 

por la que se establecen condicio­
nes para la presentación de determi­
nados estudios y certificaciones por 
operadores de servicios de radioco­
municaciones. (BOE núm. 11, de 

12 de enero de 2002) 

Orden de 21 de noviembre de 

2001 por la que se declara la uti­
lización compartida del dominio 
público local de titularidad de los 

municipios de Burjassot (Valen­

cia), de determinados municipios 

de la Mancomunidad de la Vall 

d'Albaida, de Genovés (Valencia), 

Agul lent (Valencia), Eskoriatza 

(Guipúzcoa), Mondragón (Guipúz­

coa), Oñati (Guipúzcoa) y Bergara 

(Guipúzcoa) a efectos de la insta­

lación de redes públicas de tele­

comunicaciones. (BOE núm. 296, 
de 11 de diciembre de 2001) 

Transporte 
Acuerdo entre el Reino de España 
y la República Portuguesa relativo a 
la creación de una Comisión Mixta 
en el ámbito de los transportes 

terrestres y las infraestructuras 

de transporte y Protocolo, hecho 

en Salamanca el 26 de enero de 

2000. (BOE núm. 281, de 23 de 
noviembre de 2001) 

Real Decreto 57/2002, de 18 de 

enero, por el que se aprueba el 

Reglamento de Circulación Aérea. 
(BOE núm. 1 7, de 19 de enero 

de 2002) 

Resolución de 27 de diciembre 

de 2001 , de la Dirección General 

de Aviación Civil relativa a los 

requisitos de aeronavegabilidad y 
operacionales de aviones monomo­
tores de turbina para el transporte 

comercial de carga de noche o 

en condiciones meteorológicas 

instrumentales (IMC) (Circular 

operativa 07 /01 ). (BOE núm. 17, 

de 19 de enero de 2002) 

Orden de 4 de diciembre de 2001 

por la que se actualizan las Ins­
trucciones Técnicas para el Trans­
porte sin Riesgos de Mercancías Pe­
ligrosas por Vía Aérea. (BOE núm. 

299, de 14 de diciembre de 2001) 

Tribunales 
Real Decreto 141 1 /2001, de 14 

de diciembre, por el que se esta­

blece la separación de Juzgados de 
Primera Instancia y Juzgados de 
Instrucción en los partidos judiciales 
de Oviedo, León y Elche. (BOE núm. 
300, de 15 de diciembre de 2001) 

Acuerdo de 16 de noviembre de 

2001 , de la Comisión Permanen­

te del Consejo General del Poder 

Judicial, por el que se ordena 

hacer público el Acuerdo de la 

Sala de Gobierno del Tribunal 

Superior de Justicia de Galicia., 
en su reunión, de 5 de octubre 

de 2001, por el que se aprueba 

la modificación de las normas de 
reparto vigentes entre las Seccio­
nes de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del mencionado Tri­
bunal Superior. (BOE núm. 290, 
de 4 de diciembre de 2001) 

Acuerdo Reglamentario número 

4/2001 , de 6 de noviembre, del 

Pleno del Consejo General del 

Poder Judicial por el que se modi­
fica el Reglamento 1/1995, de 7 de 
junio, de la Carrera Judicial en lo 
relativo a Magistrados suplentes y 
Jueces sustitutos. (BOE núm. 279, 
de 21 de noviembre de 2001) 

Real Decreto 1185/2001, de 2 

de noviembre, por el que se 

determina el ámbito territorial de 
los Institutos de Medicina Legal de 
Almería, Cádiz, Córdoba, Huelva y 
Jaén. (BOE núm. 278, de 20 de 

noviembre de 2001) 

Acuerdo de 13 de noviembre de 

2001, del Pleno del Tribunal Cons­
titucional por el que se dispone la 
composición de las Salas y Seccio­
nes del Tribunal Constitucional. (BOE 

núm. 275, de 16 de noviembre 
de 200 1) 

Orden de 26 de diciembre de 

2001 por la que se dispone la 

entrada en funcionamiento del 
Juzgado de Paz de Arroyo del 
Ojanco (Jaén). (BOE núm. 17, de 
19 de enero de 2002) 

Comunidades 
Autónomas 

Andalucía 

Ley 10/2001, de 11 de octubre, 

de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria y Navegación de Andalu­

cía. (BOE núm. 290, de 4 de di­

ciembre de 2001) 

Ley 11 /2001 , de 11 de diciembre, 

de modificación de la Ley 9/1983, 

de 1 de diciembre, del Defensor 
del Pueblo Andaluz. (BOE núm. 1 O, 
de 11 de enero de 2002) 

Ley 12/2001, de 11 de diciem­

bre, por la que se fijan las sedes 
de los Juzgados de lo Penal núme­
ro 1 y Social número 1 en Motril y 
de lo Contencioso-Administrativo 
número 1 en Algeciras y en Jerez de 
la Frontera. (BOE núm. 10, de 11 

de enero de 2002) 

Novedades Legislativas 

Actualización a 15 de enero 

Ley 13/2001 , de 11 de diciem­

bre, de Coordinación de las 
Policías Locales. (BOE núm. 10, 

de 11 de enero de 2002) 

Aragón 

Ley 17 /2001 , de 29 de octubre, 

sobre la Plataforma Logística de 
Zaragoza. (BOE núm. 279, de 21 

de noviembre de 2001) 

Asturias 

Ley 9/2001, de 15 de octubre, 

de creación de la entidad pública 

Bomberos del Principado de Astu­
rias. (BOE núm. 291, de 5 de 

diciembre de 200 7) 

Ley del Principado de Asturias 

10/2001, de 12 de noviembre, 
del Voluntariado. (BOE núm. 1 O, 
de 11 de enero de 2002) 

Decreto 138/2001 , de 5 de di­

ciembre, por el que se establece 
el Registro de la Propiedad Intelec­
tual del Principado de Asturias. 

(BOE núm. 14, de 16 de enero 
de 2002) 

Cantabria 

Ley 7 /2001, de 19 de diciembre, 

de Ordenación Farmacéutica de 

Cantabria. (BOE. núm. 14, de 16 
de enero de 2002) 

Castilla y León 

Ley 12/2001, de 20 de diciem­

bre, de Tasas y Precios Públicos de 
la Comunidad de Castilla y León. 
(BOE núm. 15, de 17 de enero 

de 2002) 

Ley 13/2001, de 20 de diciem­
bre, de Ordenación Farmacéutica 
de la Comunidad de Castilla y 

León. (BOE núm. 15, de 1 7 de 

enero de 2002) 

Ley 14/2001 , de 28 de diciem­

bre, de Medidas Económicas, Fis­
cales y Administrativas. (BOE 

núm. 16, de 18 de enero de 
2002) 

Ley 15/2001 , de 28 de diciem­

bre, de Presupuestos Generales de 

la .Comunidad de Castilla y León 
para el año 2002 . (BOE núm. 16, 
de 18 de enero de 2002) 

Extrema dura 

Ley 11 /2001, de 1 O de octubre, 

de creación del Instituto de la 
Mujer de Extremadura. (BOE 

núm. 291, de 5 de diciembre de 

2001) 

Ley 12/2001 , de 15 de noviem­

bre, de Caminos Públicos de Extre­
. madura. (BOE núm. 10, de 11 de 

enero de 2002) 

Ley 13/2001 , de 15 de noviem­

bre, de concesión de crédito ex­

traordinario para financiar la pro­
ducción y emisión de una progra­
mación específica de televisión 

para su difusión en el ámbito 

geográfico de la Comunidad 

Autónoma de Extremadura. 

(BOE núm. 1 O, de 11 de enero 

de 2002) 

Orden de 23 de noviembre de 
2001, de la Consejería de 

Cultura, por la que se establece 
el Registro Territorial de la Propie­
dad Intelectual de Extremadura. 

(BOE núm. 297, de 12 de di­
ciembre de 2001) 

Galicia 

Ley 12/2001 , de 1 O de septiem­
bre, de modificación de la Ley de 
Concentración Parcelaria para Gali­
cia. (BOE núm. 273, de 14 de 

noviembre de 2001) 

Islas Baleares 

Ley 16/2001, de 14 de diciem­

bre, de Atribución de Compe­
tencias a los Consejos Insulares en 

Materia de Carreteras y Caminos. 
(BOE núm. 13, de 15 de enero 
de 2002) 

Ley 17 /2001 , de 19 de diciem­

bre, de Protección Ambiental de 

ses Salines de Ibiza y Formen­

tera. (BOE núm. 14, de 16 de 

enero de 2002) 

Ley 19/2001, de 21 de diciem­

bre, de Presupuestos Generales de 

la Comunidad Autónoma de las 

llles Balears para el año 2002 . 

(BOE. núm. 14, de 16 de enero 

de 2002) . 

Ley 20/2001, de 21 de diciem­

bre, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y de Función 
Pública. (BOE. núm. 14, de 16 de 

enero de 2002) 

La Rioja 

Ley 6/2001 , de 14 de diciembre, 

de Presupuestos Generales de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja 

para el año 2002. (BOE. núm. 1 O, 
de 11 de enero de 2002). 

Ley 7 /2001 , de 14 de diciembre, 

de Medidas Fiscales y Adminis­
trativas. (BOE. núm. 1 O, de 11 de 

enero de 2002). 



Subvenciones 
publicadas en el BOE 

actualización a 15 de enero 
Agricultura, Pesca 
y Alimentación 

Congresos y Seminarios 

Agricultura, Pesca 
y Alimentación 

Real decreto 1734/2000, por el 

que se establecen ayudas para 

la adquisición de animales de repo­
sición de determinadas razas bovi­
nas, ovinas y caprinas autóctonas 
españolas. BOE de 24. 11.2001. 

La convocatoria es abierta y /as 

solicitudes se presentarán en el 

plazo de los 30 días siguientes a 

la adquisición de los anímales 

Podrán optar los ganaderos titu­

lares de explotaciones de gana­

do bovino, ovino y caprino, que 

adquieran en pública subasta 

hembras de reposición o ma­

chos reproductores de las razas 

que se mencionan en el anexo. 

La cuantía total de la subvención 

podrá alcanzar el 50 por 100 del 

coste del animal en /as zonas 

desfavorecidas y el 40 por 100 
de ese mismo coste en el resto 

de las zonas, sin sobrepasar 

unas determinadas cantidades. 

Observaciones: /as solicitudes se 

dirigirán al órgano competente 

de la comunidad autónoma en 

que radique la explotación del 

beneficiario. 

Orden de 22 de noviembre de 

2001 por la que se fija para el 

ejercicio 2001 el importe unita­

rio de las ayudas previstas por 

el Real Decreto 1734/2000 , de 

20 de octubre, por el que se 

establecen ayudas para la 
adquisición de animales de repo­
sición de determinadas razas 
bovinas, ovinas y caprinas autóc­
tonas españolas. BOE núm. 

Desarrollo de Zonas Mineras Comunidades Autónomas 
l+D 

Educación 

281, de 24 de noviembre de 

2001 

Orden de 14 de noviembre de 

2001 del Ministerios de Agricu­

ltura Pesca y Alimentación por la 

que se establece una línea de 

apoyo a las industrias extracto­

ras, refineras y envasadoras de 

aceite de orujo de oliva. BOE de 

20 de noviembre de 2001. 

El Ministerio de Agricultura Pes­

ca y Alimentación convoca ayu­

das para empresas que cumplan 

con /os siguientes requisitos: 

industrias extractoras, refinerías 

y envasadoras de aceite de 

orujo, acreditadas por los reco­

nocimientos de derecho emiti­

dos por la Agencia para el Aceite 

de Oliva. 

Congresos 
y Seminarios 

Orden de 15 de noviembre de 

2001 por la que se establecen 

Subvenciones para la celebra­

ción de congresos, seminarios, 

jornadas y otras actividades de 

naturaleza similar, sobre asuntos 
relacionados con las competencias 
de la Secretaría de Estado de 
Asuntos Europeos. BOE de 12 de 

noviembre de 2001. 

El Ministerio de Asuntos Exterio­

res convoca ayudas para entida­

des sin ánimo de lucro que cum­

plan con los siguientes requisi­

tos: Podrán optar las personas o 
entidades que: tengan personali­

dad física o jurídica, de derecho 

Canarias 
Valencia 

público o privado, española o 
extranjera; que carezca su activi­

dad de fines de lucro; que esté al 

corriente de sus obligaciones fis­

cales y de seguridad social espa­

ñolas; que disponga de estructu­

ra y capacidad suficiente para 

realizar la actividad objeto de 

subvención. 

Desarrollo de Zonas 
Mineras 

Orden de 1 7 de diciembre de 

2001 de ayudas dirigidas a pro­
yectos empresariales generadores 
de empleo, que promuevan el des­
arrollo alternativo de las zonas 
mineras. BOE de 5 de enero de 

2002. 

El Ministerio de Economía con­

voca ayudas a /as cuales podrán 

optar empresas privadas y públi­

cas /os trabajadores autónomos 

y /as cooperativas o cualquier 

otra sociedad o asociación labo­

ral que promuevan el desarrollo 

alternativo de las zonas mineras. 

Cada ejercicio presupuestario se 

publicará la correspondiente 

convocatoria, en la que se espe­

cificará el plazo de presentación 

de solicitudes. La presente orden 

matendrá su vigencia hasta el 31 

de diciembre del año 2005. 

l+D 
Orden de 7 de marzo del 2000 

de ministerio de ciencia y tecno­

logía por la que se convocan 

ayudas y gestión del Programa de 

Fomento de la Investigación 
Técnica (PROFIT), incluido en el 

Plan Nacional de Investigación 

Científica, Desarrollo e Innova­

ción Tecnológica (2000-2003). 

Programas Nacionales: Biotec­

nología; Diseño y produce. in­

dustrial; Materiales; Procesos y 

Productos Químicos; Recursos 

Naturales; Recursos y Tecnolo­

gías Agroalimentarias; Tecnologí­

as Información y Comun ica­

ciones; Socioeconomía; Biome­

dicina; Aeronáutica ... BOE de 13 

de noviembre de 2001. 

El Ministerio de Ciencia y 

Tecnología convoca ayudas a las 

empresas y centros que cum­

plan con /os siguientes requisi­

tos: /as empresas (personas jurí­

dicas que estén vá lidamente 

constituidas en el momento de la 

presentación de la solicitud y 

cuya actividad principal consista 

en la producción de bienes y ser­

vicios destinados al mercado) y 

pequeñas y medianas empresas, 

la agrupación o asociación de 

empresas, /os centros privados 

de investigación y desarrollo sin 

ánimo de lucro, /os centros tec­

nológicos ... 
Las convocatorias para el ejerci­

cio 2000 se realizarán, en el caso 

de los Programas Nacionales en 

que sea necesario, a partir del 

momento en que la Comisión 

Europea se resuelva la solicitud 

de autorización de ayudas pre­

vistas en la presente orden. 

Resolución de 7 de noviembre 

de 2001 por la que el ministerio 

de ciencia y tecnología anuncia 

-- ·-·-- - -------- -----------------

el Programa "Torres Quevedo", pa­

ra facilitar la incorporación de 

doctores y tecnólogos a empre­

sas y centros tecnológicos, en el 

marco del Programa Nacional de 

Potenciación de Recursos Hu­

manos del Plan Nacional de 

Investigación Científica, Desarro­

llo e Innovac ión Tecnológica 

(2000-2003). BOE de 8 de 

noviembre de 2001. 

El Ministerio de Ciencia y 

Tecnología convoca ayudas para 

las empresas que cumplan con 

·1os siguientes requisitos: 

a) cuenten, al menos, con un 

centro de trabajo al que vaya a 

adscribirse el Doctor o Tecnó­

logo contratado; 

b) que se trate de empresas o 
centros que deseen iniciar un 

proyecto de l+D+I o reforzar 

una línea de l+D+I ya existente; 

c) que se trate de una PYME en 

el caso de que la persona a 

contratar sea un Tecnólogo. 

Plazo presentación: hasta el 

12 de diciembre de 2001. 

Orden de 6 de noviembre de 2001 

por la que el ministerio de ciencia 

y tecnología convoca ayudas 

para actividades realizadas por 

entidades de derecho público y 
entidades sin fines de lucro en par­
ques científicos y tecnológicos. BOE 

de 8 de noviembre de 2001. 

El Ministerio de Ciencia y 

Tecnología convoca ayudas para 

entidades sin ánimo de lucro que 

cumplan con /os siguientes 

requisitos : que promuevan el 

desarrollo de un parque científico 

o tecnológico. Se consideran 

parques científicos y tecnológi­

cos los enclaves físicos, general­

mente vinculados a universida­

des u organismos de investiga­

ción y empresas, cuyo objetivo 

básico es favorecer la genera­

ción de conocimiento en distin­

tas áreas a partir de la integra­

ción de intereses científicos, tec­

nológicos e industriales ... 

Dotación: Se concederán ayu­

das en forma de anticipos reem­

bolsables. 

Orden de 6 de noviembre de 

2001 por la que el ministerio de 

ciencia y tecnología convoca ayu­

das para actuaciones de l+D reali­
zadas por entidades promotoras de 
parques científicos y tecnológicos. 
BOE de 8 de noviembre de 2001. 

El Ministerio de Ciencia y 

Tecnología convoca ayudas para 

empresas que cumplan con /os 

siguientes requisitos: que pre­

senten proyectos de equipa­

miento. Se consideran parques 

científicos y tecnológicos /os 

enclaves físicos, generalmente 

vinculados a universidades, 

organismos de investigación y 

empresas, cuyo objetivo básico 

es favorecer la generación de 

conocimiento en distintas áreas, 

a partir de la integración de inte­

reses científicos, tecnológicos e 

industria/es 

Educación 

Orden de 14 de diciembre de 

2001 del Ministerio de Trabajo y 

Asustan sociales por la que se 

aprueban las bases reguladoras 

de ayudas públicas correspon­

dientes a los programas de educa­
ción en favor de los emigrantes espa­
ñoles. BOE de 5 de enero de 2002. 

Los tipos de ayudas son de 

carácter asistencial; para facilitar 

la integración socio-laboral, orien­

tación profesional y promoción 

del empleo; promoción educativa, 

cultural y social; de carácter asis­

tencial y cultural en favor de insti­

tuciones y asociaciones. Podrán 

optar; dependiendo del progra­

ma, /os emigrantes de nacionali­

dad española que residan en paí­

ses de iberoamérica o en 

Marruecos, /os emigrantes espa­

ñoles residentes en el exterior; /os 

trabajadores fronterizos, /os emi­

grantes retornados /as institucio­

nes o entidades españolas o 
extranjeras, públicas o privadas. 

Comunidades 
Autónomas 

Canarias 

Formacion emprendedores 
Resolución de 28 de noviembre 

de 2001 de las bases de vigencia 

indefinida de las convocatorias 

para la concesión de subvencio­
nes destinadas a programas de for-

mación de emprendedores. 80/C 
de 19 de diciembre de 2001. 

La Consejería de Empleo y 

Asuntos Sociales junto con el 

Instituto Canario de Formación y 

Empleo aprueba las bases de 

vigencia indefinida de las convoca­

torias. Podrán optar las entidades 

privadas que acrediten la capaci­

dad técnica y docente necesaria 

para impartir esta formación, y dis­

pongan de cursos formativos sufi­

cientes para garantizar la consecu­

ción de /os objetivos pedagógicos 

previstos en el programa. El plazo 

de presentación de solicitudes se 

publicará cada año. 

Valencia 

Residencias tercera edad 
Orden de 3 de diciembre de 

2001 por la que se aprueba el 

programa para financiar estancias 
en residencias de tercera edad en el 
año 2002. DOGV de 17 de dici­

embre de 2001. 

Los requisitos para acceder a este 

tipo de ayudas de la Consellería 

de Bienestar Social son Tener 60 
años o más y que hayan cesado 

en su actividad laboral, excepcio­

nalmente se contemplarán perso­

nas menores de esta edad, cuan­

do se trate de minusválidos convi­

vientes con /os solicitantes y que 

deseen ingresar conjuntamente 

con ellos con una minusvalía igual 

o superior al 33%. 
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El Colegio de Abogados de León pone en marcha un servicio 
jurídico gratuito para emigrantes 

E 1 Colegio Provincial de 

Abogados de León ha 

puesto en marcha un 

nuevo servicio de asesora­

miento y orientación jurídica, 

que beneficiará a los inmi­

grantes. Este servicio coordi­

nado por Javier López, se 

integra en el turno de oficio 

en el que ya constan inscritos 

catorce letrados que se han 

dado de alta de manera 

voluntaria y gratuita, al no 

estar remunerada la presta­

ción. Los letrados orientan a 

los inmigrantes en todos 

aquellos aspectos que se 

encuentran relacionados con 

su situación administrativa y 

laboral en España. Son aten-

didos también en las cuestio­

nes contencioso-administra­

tivas de las que es compe­

tente la Sala de Valladolid 

Nuevas normas de honorarios 
del Colegio de Sevilla 

El Colegio de Abogados de Sevilla ha publicado los nue­

vos baremos orientadores de honorarios profesionales. 

Estas normas, que sustituyen a las anteriores en vigor 

durante los últimos cinco años, se encuentran adapta­

das al euro y a la nueva legislación procesal, concreta­

mente a la LEC, la Ley de la Jurisdicción Contencioso­

administrativa, y la Ley Penal del Menor. Estas leyes 

habían dejado absolutamente obsoletos los anteriores 

baremos, al aparecer nuevos procesos y supuestos 

anteriormente inexistentes. 

A partir de ahora, por ejemplo, una consulta en las 

horas fijadas para ello sobre una cuestión que puede 

ser resuelta en el momento y que no exceda de media 

hora está cuantificada en 60€ (9.983 ptas.). Si la con­

sulta excede de ese tiempo y precisa estudio, la cuan­

tía es de 120€ (19.966 ptas.). En el caso de asistencia 

a reuniones, el valor orientador para letrado que acude 

a consejos de administración o juntas de la comunidad 

de vecinos es de 150€ (24.958 ptas.). Cualquier ges­

tión ante tribunales y oficinas tiene un valor de 60 € 

(9 .983 ptas .), y la redacción del documento que ha de 

servir para acta notarial tiene un valor orientador de 90€ 

(14.950 ptas.) • 

aunque muchos de los casos 

se están derivando a los juz­

gados de lo contencioso­

administrativo de León. 

Desde el inicio de la presta­

ción del servicio se han trami­

tado diez expedientes de 

extranjería sobre expulsión, 

denegación de permiso de 

residencia y ampliación de 

prórroga de estancia. 

El servicio funciona actual­

mente de una a dos del 

mediodía, los martes y los 

jueves, en las oficinas del 

Colegio de Abogados de 

León, ubicadas en la calle 

Conde Saldaña, nº 4. • 

Nuevas iniciativas del 
Colegio de Barcelona 

El Colegio de Barcelona ha 

puesto en marcha un centro de 
mediación y un curso de forma­
ción de mediadores para con­

seguir que los abogados 

obtengan el título de capacita­

ción para actuar como media­

dores según la Ley de 

Mediación familiar. Al mencio­

nado curso, de 20 horas lecti­

vas, se han inscrito 296 perso­

nas. La realización del curso y 

el cumplimiento de los restan­

tes requisitos que determinan 

la Ley de Mediación Familiar 

catalana y su reglamento, per­

mitirán la habilitación de los 

abogados como mediadores. 

Se ha creado la Subcomisión de 
Extranjería, coordinada por la 

Letrada Mercedes Martínez, 

desde la que se pretende 

responder a las necesidades 

específicas de esta nueva 

realidad social. Se encargará 

de canalizar los estudios y 

actividades del Colegio de 

Barcelona en aquellos aspec­

tos que en materia de extran­

jería son propios del Turno de 

Oficio, como la denegación 

de permisos de residencia o 

la posibilidad de obtener 

exención de visados. 

Entre las funciones de esta 

nueva Subcomisión se cuentan 

la de orientación de los Letrados 

en la presentación de la docu­

mentación e impresos oficiales, 

y la realización de designas de 

los Letrados a favor de sus 

pasantes y colaboradores del 

despacho, entre otras. 

El lcab ha creado también un 

registro para los abogados 

europeos. • 

Más información en 
www.icab.es 

La Junta de Andalucía 
ha incrementado 

en una media del 23% 
las retribuciones 
de turno de oficio 

Este incremento que coloca a 

Andalucía por encima de la 

media del resto de las comuni­

dades autónomas, se incluye 

dentro de la nueva normativa 

que en materia de justicia gra­

tuita ha aprobado el gobierno 

andaluz. Las modificaciones 

del reglamento de asistencia 

jurídica gratuita se traducen en 

un incremento de las retribu­

ciones de los abogados y pro­

curadores andaluces para la 

prestación de 1 os servicios 

propios del turno de oficio. 

En la jurisdicción penal, los 

incrementos de las retribucio­

nes se traducen en un 

aumento del 33% en la asis­

tencia ordinaria a los deteni­

dos, en un 40% en los proce­

dimientos con jurado y en un 

40% en abreviados. 

Por lo que se refiere la juris­

dicción civil, los aumentos son 

del 40% en procedimientos 

de nulidad, separación y 

divorcio; del 20% en medidas 

previas y coetáneas; y del 

25% en otros procedimientos. 

En la jurisdicción contencio­

so-administrativa, la retribu­

ción por los recursos se 

aumenta en un 50% y en el 

resto entre el 11 y el 15%. • 

Abogados jóvenes 
de Zaragoza 

La Agrupación de Abogados 

Jóvenes del Colegio de Abo-

Ha fallecido el Excmo. Sr. D. Mario Pifarré Riera, miembro del Consejo asesor de Economist&Jurist. 
D. Mario Pifarré, entre otros muchos cargos, ostentaba el de Presidente de la Real Academia de Doctores. 

El Presidente, Directivos, Colaboradores y personal del grupo Difusión, al lamentar tan sensible pérdida, 

ruegan una oración por el eterno descanso de su alma 
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gados de Zaragoza celebró el 

pasado mes de diciembre 

elecciones para la renovación 

de su junta directiva. Los ele­

gidos son Carmen de Lasala, 

presidenta, José Luis Calon­

ge como vicepresidente, Eva 

Cabrero de secretaría, Beatriz 

Claramunt, tesorera, y ltziar 

Bayarte, Raúl Palacín y Ester 

Martín como vocales. La 

nueva junta, que ha sido ele­

gida por un periodo de dos 

años, tomó posesión de su 

cargo el 5 de diciembre. • 

lnaguración 
de la nueva sede 
de MN PROGRAM 

en A Coruña 

MN PROGRAM empresa 

de creación de software 

de gestión especifico 

para Abogados y Procu­

radores, se traslada de 

sede a la Plaza de Orense 

7-8 1 º, 15004-A Coruña. 

MN PROGRAM cuenta entre 

sus productos con el PLAN 

JURIDICO. • 

con nombre pro p 1 o 

Joaquín Espinosa Boissier 
El abogado grancanario Joaquín Espinosa Boissier ha sido 

reelegido Decano del Colegio de Abogados de Las Palmas por 

mayoría absoluta de votos. Espinosa logró el apoyo de 61 O 

de los algo más de 700 votos emitidos (del total de 3000 

colegiados). • 

Fernando Méndez 
Fernando Méndez ha sido elegido Decano-Presidente del Colegio 
de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España, en 

sustitución de Antonio Pau. Méndez, Registrador de la 

Propiedad y Mercantil desde 1 981 , ha sido Decano del 

Colegio de Registradores de Cataluña desde 1993 hasta 

ahora. El nuevo Decano cuenta con una consolidada expe­

riencia internacional en materia registra!, que le ha convertido 

en asesor para la implantación de sistemas registrales en 

varios países. Además, es vocal de la Comisión de 

Codificación de la Generalitat de Cataluña y miembro del 

Observatorio de Derecho Privado de la Consejería de 

Justicia de la Generalitat. En el ámbito académico, Méndez 

es miembro del consejo profesional de la Universidad Ramón 

Lull-ESADE, profesor asociado de la Universidad de 

Barcelona y miembro del Consejo Académico y Social de la 

Universidad Internacional de Cataluña. • 

Manuel Jiménez de Parga 
El presidente del Tribunal Constitucional, Manuel Jiménez de 

Parga, ha ingresado en la Real Academia de Ciencias Morales y 
Políticas con un discurso de ingreso sobre la supremacía de 

la Constitución sobre los estatutos de autonomía. • 

Ignacio Gómez-Acebo y Duque de Estrada 
Ignacio Gómez-Acebo, socio fundador junto a Fernando 

Pombo del despacho Gómez Acebo & Pombo, recibió la 
medalla del de la Gran Cruz del Mérito Civil de manos del 

Ministro Portavoz del Gobierno, Pío Cabanillas, en un acto 

que tuvo lugar el pasado mes de diciembre en la Biblioteca 

Nacional de Madrid. • 
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con nombre pro p 1 o 

Eloy Artime de Cot 
El 15 de diciembre de 2001 se celebraron unas reñidas 

elecciones al Decanato del Colegio de Abogados de 
Pontevedra que resultaron con la derrota de Modesto 

Barcía, siendo elegido Decano Eloy Artime. Nació en Valla­

dolid, donde residía su familia, estudió Derecho en Santia­

go con intención de prepara oposiciones e inició sus pri ­

meros pasos a la abogacía en el despacho de Pablo 

Bescansa Martínez. • 

José Luis Roca Aymar 
José Luis Roca recibió de manos del Decano del Ilustre 

Colegio de Abogados de Madrid, Luis Martín Mingarro, la 

Cruz de honor de la orden de San Raimundo de Peñafort en un 

acto celebrado en el Tribunal Supremo. La Cruz de la 

orden de San Raimundo es un galardón que entrega el 

Ministerio de Justicia por la aportación del premiado al 

mundo del Derecho. José Luis Roca es secretario de la 

Corte Española de Arbitraje , abogado en ejercicio desde 

1978, y está especializado en temas de Derecho mer­

cantil. Es además Letrado del Consejo Superior de 

Cámaras de Comercio, Industria y Navegación de 

España. • 

Fernando Garrido Falla 
El catedrático de Derecho Administrativo, Garrido Falla reci­
bió el Premio Pelayo para juristas de reconocido prestigio de 

manos del presidente del Tribunal Constitucional, Manuel 

Jiménez de Parga. 

Fernando Garrido Falla es Doctor en Ciencias Políticas por 

la Universidad Complutense de Madrid y Letrado de las 

Cortes desde 1946. Además, Garrido Falla es Catedrático 

de las Universidades de Zaragoza y Complutense de 

Madrid y autor de numerosas obras. También es 

Académico de las Reales Academias de Jurisprudencia y 

Legislación y de la de Ciencias Morales y Políticas; 

Académico de Honor de la Real Academia de 

Jurisprudencia y Legislación de Granada; vocal permanen­

te de la Comisión General de Codificación , y Magistrado 

del Tribunal Constitucional . • 

Manuel Villar Arregui 
Manuel Villar Arregui vinculado a democracia cristiana de 

Joaquín Ruiz Jiménez, falleció el pasado 2 de diciembre de 
2001, los 73 años de edad . Desplegó su actividad como 

uno de los principales protagonistas en la lucha contra el 

régimen franquista dentro el Colegio de Madrid, defendien­

do opositores políticos ante el Tribunal de Orden Público y 

colaborando en la revista Cuadernos para el Diálogo. Fue 

presidente de la Comisión de Justicia e Interior de la 

Cámara Alta y contribuyó como parlamentario a la elabora-

ción de la Constitución de 1978, siendo nombrado en 1980 

Secretario General del Ministerio para la Coordinación 

Legislativa. • 

Francisco Javier Carazo Carazo 
Con 761 puntos, frente a los 476 y que consiguió Antonio 

López, el segundo más votado, Francisco Javier Carazo 
Carazo fue elegido Decano del Colegio de Abogados de Jaén. El 

resto de los cargos de la Junta de Gobierno serán ocupados 

por Manuel Sánchez Alonso, Diego José Ortega, Antonio 

Luis Gómez, Antonio Barrios, Luis Suanzes, Francisco 

Javier Pulido, Vicente Oya, en el puesto de tesorero, Celia 

Megía, como bibliotecaria-contadora, César Carazo, Tomás 

Montero, Francisco Belda, María del Carmen Vallejo y 

Francisco Manuel Rubio, como secretario. • 

Pilar Alemán 
Más de un centenar de personas asistieron a la sede del 

Tribunal Superior de Justicia de Canarias en el acto de 

ent rega de la Medalla al Mérito en la Justicia San 

Raimundo de Peñafort a la funcionaria Pilar Alemán 

Franco, como reconocimiento a su labor profesional de 

24 años de carrera .• 

Manuel Clavero 
El Catedrático de Derecho Administrativo y ex ministro, 

Manuel Clavero recibió el pasado 22 de noviembre la Cruz 

de San Raimundo de Peñafort en reconocimiento a sus 50 

años en el mundo de la abogacía. • 

Ramón López Vilas 
Catedrático de Derecho Civil , Abogado y ex magistrado del 

Tribunal Supremo, Ramón López Vilas leyó su discurso de 

ingreso como Académico de Número en la Real Academia 
de Jurisprudencia y Legislación, para tomar posesión de la 

vacante dejada por Antonio Hernández Gil. El discurso versó 

sobre la jurisprudencia y su función complementaria del 

ordenamiento jurídico. • 

Simón Venzal 
El nuevo Decano del colegio de Almería, Simón Venza!, fue 

elegido el pasado 14 de diciembre en las elecciones con­

vocadas en el colegio de abogados de la referida ciu­

dad. • 

María José Balda 
María José Balda fue elegida Decano del Colegio de Abogados 
de la Provincia de Huesca . Natural de Logroño, ejerce la pro­

fesión desde 1982, año en el que pasó a residir a la capital 

oscense. Obtuvo su licenciatura en Derecho en la 

Universidad zaragozana y es la primera mujer en ocupar 

este cargo. • 

fusiones, asociaciones, divorcios y nuevos despachos 
Ernst & Young 

abogados crea una red 
de crisis empresarial 

Ernst & Young abogados, a la 

vista de la creciente deman­

da de asesoría de los clientes 

en temas de restructuración 

y crisis de empresa, acaba 

de poner en marcha un 

grupo nacional multidiscipli­

nar, encuadrado en el área 

de concursa! para atender a 

este tipo de asuntos. El 

grupo lo componen más de 

veinte profesionales entre 

abogados y economistas 

repartidos entre las distintas 

oficinas y despachos que la 

firma tiene por toda la geo­

grafía nacional. El responsa­

ble de esta área será Javier 

Díaz-Gálvez. • 

Pedro Brosa 
y Asociados nombra 

socio director 
El consejo de administración 

de la firma de abogados y 

economistas Pedro Brosa y 

asociados ha designado 

socio director a su vicepresi­

dente Carlos Sahuquillo 

Tudela, licenciado en Dere­

cho, Ciencias Económicas y 

Empresariales y Auditor-Cen­

sor Jurado de cuentas. 

Sahuquillo que se incorporó a 

la firma hace 17 años, asume 

la responsabilidad de dirigir 

todas las áreas de gestión 

profesionales y funcionales 

tanto de Pedro Brosa asocia­

dos como de las filiales del 

grupo PB. • 

Baker & McKenzie 
incorpora a Hernández 

Puértolas 
El abogado Julio Hernández 

Puértolas se ha incorporado 

al despacho Baker & McKen­

zie para potenciar su área de 

derecho público -derecho ur-

banístico, medioambiental , 

procedimientos administrati­

vos y jurisdiccionales. Etc.-. 

Hernández Puértolas inició 

su ejercic io profesional en 

1975, y se especializó en 

Derecho administrativo y 

constitucional . • 

LANDWELL-PWC 
absorbe al despacho 

Corno y Cardona 
Landwell-PwC ha incorpora­

do a su firma al despacho 

Corno y Cardona, que factu­

ra unos 1,2 millones de 

euros al año y cuenta con 

dieciséis personas. El fin es 

ampliar el ámbito territorial y 

la especialización sectorial 

de la firma. • 

Rafael de Mendizábal 
se incorpora a 

Cremades & Calvo 
Sotelo 

Rafael de Mendizábal, ex­

magistrado del Tribunal 

Constitucional se incorpora, 

como socio, al Despacho 

Cremades & Calvo-Sotelo , 

dirigiendo el Departamento 

de Derecho Administrativo. 

Rafael de Mendizábal ha 

ocupado en los últimos diez 

años el núm. 1 del Escalafón 

Judicial. Fue fundador y pri­

mer Presidente de la Audien­

cia Nacional, Magistrado del 

Tribunal Supremo (Presidente 

de la Sala Tercera). En 1992 

fue elegido~ por el Congreso 

de los Diputados, con el apo­

yo de todos los grupos políti­

cos, Magistrado del Tribunal 

Constitucional, cargo que ha 

ocupado hasta la última 

renovación de Magistrados, 

en noviembre de 2001 . • 

Gómez Acebo & Pombo 
refuerza la división 
de administrativo 

El bufete Gómez Acebo & 

Pombo ha reforzado su 

departamento de administra­

tivo, regulación y competen­

cia con la incorporación de 

Gervasio Martínez-Villaseñor 

a la oficina de Madrid de la 

firma. Martínez-Villaseñor es 

licenciado en Derecho por la 

Universidad Complutense de 

Madrid, Master para la 

gerencia de servicios de 

seguridad social y salud 

laboral por ESDEN. • 

Cuatrecasas consolida 
el área de "french 
desk" y absorbe la 

boutique legal 
Pagonabarra 

Cuatrecasas consolida el 

grupo de abogados france­

ses liderado por Armand 

Cohen. Esta área se ha crea­

do con el objetivo de propor­

cionar a los clientes del des­

pacho asesoramiento jurídico 

en cualquier asunto relacio­

nado con empresas o institu­

ciones francesas y está 

formada por grupo de abo­

gados franceses que aseso­

ran directamente en derecho 

francés desde España y 

cuentan con el apoyo de 

abogados corresponsales en 

Francia. 

La absorción de la boutique 

legal Pagonabarra, por su 

parte, viene a reforzar el 

departamento de laboral del 

barra se incorpora como 

consejero y los demás letra­

dos como socios de la firma. 

• 
Práctica Legal 

abogados integra el 
Bufete Diéguez 

El despacho Práctica Legal 

abogados ha incorporado al 

Bufete Diéguez, a través de 

una operación que le permiti­

rá inaugura su primera filial en 

Galicia. Esta apertura supon­

drá para Práctica Legal, que 

cuenta con más de 100 abo­

gados en toda España, 

alcanzar un total de siete 

sedes en España y Portugal 

(Madrid , Barcelona, Bilbao, 

Galicia, Valencia, Lisboa y el 

Algarve). 

El bufete Diéguez situado en 

La Coruña, se creó en 1967 

por el abogado Sergio 

Diéguez y en la actualidad 

cuenta con un equipo de 

quince profesionales. Tras la 

incorporación de este despa­

cho, uno de los más presti­

giosos de Galicia, su funda­

dor pasará a formar parte del 

equipo de socios de Práctica 

Legal.• 

Alfonso López -lbor se 
asocia con Ventura 
Garcés Abogados 

El bufete Ventura Garcés 

Abogados y el abogado de 

Madrid Alfonso López-lbor 

han firmado recientemente 

un convenio de asociación. 

López-lbor, antiguo socio 

de Allen & Overy, ha abierto 

su propio despacho, junto 

con otros colaboradores, 

tras la salida de la firma 

inglesa. Con esta asocia­

ción Ventura Garcés Abo­

gados refuerza significativa­

mente su presencia en 

despacho. Mario Pagona- Madrid. • 
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Memento práctico 
administrativo 2002-2003 
Ed. Francis Lefebvre 

1ª ed., 1338 páginas 

Precio s/IVA: 7 4 ,€ 

El Memento Administrativo centra 

su estudio en el régimen jurídico 

de la Administración Pública, los 

procedimientos administrativos, 

comunes y especiales, así como 

en los recursos que pueden inter­

ponerse contra los actos y dispo­

siciones de la Administración. 

Cada materia se expone con refe­

rencia tanto a las normas estata­

les como a las especialidades 

propias de la normativa de las 

Comunidades Autónomas. 

Administrn!,ivo 

• •••••••••••••• 
Comentarios a la legislación 
de contratos de las 
administraciones públicas 
E. Jiménez Aparicio (Coord.) 

1ª ed. , 1811 páginas 

Precio s/IVA: 101 , 13 € 

Editorial Aranzadi 

Ajustado al Nuevo Reglamento 

General de la Ley de Contratos de 

las Administraciones Públicas 

(Real Decreto 1 098/2001 , de 12 

r 

c1:1WM111 

de octubre) y a las últimas modifi­

caciones legislativas (Ley de 

Medidas Fiscales, Administrativas 

y del Orden Social para 2002) . 

La obra recoge un conjunto de 

comentarios a las principales 

normas relativas a la contrata­

ción de las Administraciones 

Públicas. 

En primer lugar, incluye unos 

comentarios específicos al RDLeg 

2/2000, de 16 de junio, por el que 

se aprueba el TRLCAP. 

A continuación están recogidos 

los comentarios a cada uno de los 

preceptos del TRLCAP. Estos 

comentarios están encabezados 

por la referencia a la evolución de 

cada precepto, en particular la que 

resulta de la tramitación parlamen­

taria de cada uno tanto en la 

LCAP 13/ 1995, de 18 de mayo, 

como en la Ley reformadora 

59/1999, de 28 de diciembre, Los 

comentarios contienen también 

una completa referencia normativa 

y jurisprudencia!, así como de la 

doctrina legal de la JCCA y del 

Consejo de Estado. Por último, se 

recogen igualmente sendos 

comentarios sistemáticos a la Ley 

48/1998, de 30 de diciembre, en 

dos sectores clave como son el de 

telecomunicaciones y el eléctrico. 

Se completa con los correspon­

dientes índices y va acompañada 

de unos anexos documentales 

con los textos complementarios 

indispensables. 

La obra es fruto de la aportación 

de una pluralidad de autores, 

tanto de dentro como de fuera de 

las Administraciones Públicas, 

todos ellos especializados en la 

aplicación de la compleja legisla­

ción contractual, como son 

Abogados del Estado, Magis­

trados especialistas del orden 

contencioso-administrativo en el 

Tribunal Supremo y la Audiencia 

Nacional y en otros órganos juris­

diccionales, Jurídicos Mi litares, 

Letrados de Comunidades 

Autónomas, Abogados. 

••••••••••••••• 
Nuevo marco regulatorio 
de las telecomunicaciones. 
(Incluye CD-Rom con modelos 

y legislación) 

P. Llaneza González 

1ª ed., 740 páginas 

Precio s/IVA: 86 € 

Editorial Bosch 

Estructurada la obra en cuatro 

capítulos, se dedica el primero de 

ellos a ubicar al lector en el pasa­

do aún reciente de la evolución 

regulatoria, nacional y comunitaria, 

rematando con una extensa refe­

rencia a la convergencia digital y el 

futuro marco normativo comunita­

rio de las comunicaciones electró­

nicas. Asímismo se encarga de 

fijar las instituciones y derechos 

que configuran el régimen legal de 

las telecomunicaciones. El 

siguiente capítulo se refiere a la 

administración de las telecomuni­

caciones, con una especialísima 

referencia a la Comisión del 

Mercado de las Telecomunica­

ciones y a sus procedimientos, a 

los de otorgamiento de títulos 

habilitantes, pero también a otros 

no menos importantes como el de 

arbitraje o de emisión de informes. 

Los mercados de infraestructuras 

y servicio~. siguiendo la clasifica­

ción empleada por la Comisión del 

Mercado de las Telecomunica­

ciones, tienen su propio capítulo: 

aquí se encontrará una profusa 

referencia a los servicios fijos y 

móviles, a las infraestructuras de 

cable, a los derechos de paso y 

compartición de infraestructuras. 

Ubicado el sector y su marco 

legal, el capítulo cuarto viene a 

estudiar los problemas regulato­

rios que constituyen el núcleo 

duro del proceso liberalizador 

desde la perspectiva del Derecho. 

La regulación asimétrica entre el 

operador establecido y los entran­

tes tiene su traslado en la figura 

del operador dominante y en la 

prestación del servicio universal, 

que son estudiados en profundi­

dad. Como también lo son los 

demás elemento de competencia: 

la interconexión, la numeración 

como recurso público la portabili­

dad numérica, la apertura del 

bucle de abonado y los regímenes 

tarifarios. 

, 
www.libreria.bosch.es 

L .J 
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Introducimos una nueva sección fija en la que se encontrarán las 
direcciones de interés y en la que incorporaremos en cada número 
el lugar y el modo de realización de las gestiones más frecuentes. 

Si el lector encuentra alguna inexactitud en los datos facilitados, 
desea la inclusión de algún otro o quiere facilitarnos alguna 
información que considere debe estar incluida en esta sección, 
puede hacérnoslo saber en: 

economist@difusionjuridica.com 

Certificado de antecedentes penales 

P
ara la obtención de un certifica­

do de antecedentes penales ha 

de cumplimentarse el impreso 

oficial de venta en los estancos indi­

cando el objeto para el que se solicita 

el certificado, ya que no será válido 

para ningún otro. 

No será válido el impreso que tenga 

enmiendas o tachaduras. En caso de 

cometer algún error al rellenar el impre­

so, podrá canjearse por otro nuevo, 

gratuitamente, siempre que conserve 

el resguardo unido al dorso del mismo. 

Los datos que se escriban en el impre­

so deberán coincidir, todos, con los 

que figuren en lá documentación que 

se presente. 

El impreso cumplimentado se puede 

presentar personalmente por el propio 

interesado o su representante, esto es: 

a) Abogados, Procuradores, Gradua­

dos y Diplomados Sociales, quienes 

podrán solicitar exclusivamente cer­

tificaciones relacionadas directa­

mente con el ejercicio de sus profe­

siones respectivas. Es decir, los 

Abogados, dentro del campo de la 

tutela jurídica; los Procuradores en lo 

estrictamente judicial , y los Gradua­

dos y Diplomados sociales en asun­

tos laborales y sociales, empleo y 

migraciones. 

b) Padres, hermanos e hijos, así como 

los cónyuges, debiendo presentar 

éstos, además, el Libro de Familia. 

e) Gestores Administrativos, que actua­

rán personalmente, o a través de sus 

respectivos Colegios profesionales. 

Donde presentar la solicitud: 

d) Cualquier otra persona, distinta de 

las mencionadas, no se encuentra 

autorizada para efectuar la solicitud, 

salvo que disponga de Poder 

Notarial suficiente para actuar ante 

la Administración. 

• En la ventanilla del Registro Central de Penados y Rebeldes, Ministerio de Justicia, San 
Bernardo, 45. Planta baja. 28015-Madrid, entrada por Calle Manzana, 2. Horario de lunes 
a viernes, de 9 a 14 h. y de 16 a 18 h .. Teléfonos 91 390 20 37 / 91 390 20 52. 

• Cuando sea el propio interesado, o representante debidamente legitimado y acreditado, 
el que acude a solicitar el certificado a esta ventanilla, se le entrega en el acto. 

• En cualquiera de las Gerencias Territoriales del Ministerio de Justicia y en la 
Subdelegación del Gobierno de Vizcaya, en Bilbao (excepto la Gerencia Territorial de 
Madrid, sita en el Paseo del Pintor Rosales 44). 

La relación de Gerencias Territoriales del Ministerio de Justicia se encuentra en 
http://www.mju.es/mgerencias.htm 

• También se puede enviar por correo certificado, con idénticos requisitos de presentación 
de documentos, a la dirección del Registro Central de Penados y Rebeldes 

Debe utilizarse el sobre que se facilita al efecto al adquirir el impreso. El Registro remiti­
rá el certificado gratuitamente a la dirección que indique el solicitante al pie del impre­
so. Se acompañará fotocopia compulsada de la documentación pertinente en cada caso, 
e idénticos requisitos que para la solicitud personal. 

• Los habitantes de las Islas Canarias también podrán solicitarlo por correo a las Gerencias 
Territoriales del Ministerio de Justicia en esta comunidad autónoma. 

Junto con el impreso deberá presentarse: 
• Si el titular es español el Documento Nacional de Identidad en vigor. 

• Si el titular es extranjero, pasaporte con visado suficiente o Tarjeta de Residencia en vigor. 

• Si el presentante no es el interesado: 

- Autorización original expresa del titular (no es válido el fax). 
- D.N.I. del titular o fotocopia compulsada del mismo. 
- D.N.I. del representante, y en su caso, carnet profesional. Si la petición se realiza por 
correo la fotocopia ha de ir compulsada. 

- --
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Cancelación de antecedentes penales 
La cancelación de antecedentes penales requiere la presentación de una solicitud junto con la siguiente documentación: 

• Si el titular es español, fotocopia compulsada del Documento Nacional de Identidad en vigor 

• Si el titular es extranjero, fotocopia compulsada del Pasaporte con visado suficiente o Tarjeta de Residencia en vigor. 
• Si el presentante no es el interesado: 

- Autorización original expresa del titular (no es válido el fax). 
- Fotocopia compulsada del D.N.I. del titular. 
- Fotocopia compulsada del D.N.I. del representante, y en su caso, carnet profesional. 
- Puede aportar certificaciones del Tribunal Sentenciador, en las que conste explícitamente las fechas de cumplimiento de condena. 

La presentación es idéntica a la de la solicitud de certificado de antecedentes penales, pero la realizada por correo habrá de dirigirse a la Sección 
de Cancelaciones del Registro Central de Penados y Rebeldes. 

MODELO DE PETICIÓN DE CANCELACIÓN DE ANTECEDENTES PENALES 

Referencia ....... .. .. ......... ... ....... .... ..... . . 

El que suscribe, cuyos datos se consignan a continuación, sol icita de ese Ministerio la instrucción del oportuno expediente, a fin 
de obtener, si procede, la cancelación de sus antecedentes penales. 

IDENTIFICACIÓN 

Primer apellido .. ..... . .. . .. . . .. .. . .. . . . . .. . ... . .. .. . .. .. . .... . . .... . .... . .... .. . . . .. .. .. .. . . 

Segundo apellido . . .. . . . . . . ... . ... . .... . . . . . . . . . . . . . ... . .. .. .. . . . . ...... . . ... . ... .. .. . ..... . . 

Nombre . . .... . . .... ..... . . . . .. . . . .. . . .. . .. ..... .. . . . ... . .. . ... .. .. . . . Sexo . . .. ... ... . . . .. . . 

Nombre del padre . . . . . . . . . .. .. . .. . . .. . ._ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ..... . . . . . ... . . . 
Nombre de la madre . ...... . ... . . .. . . ...... .. ' . .. ... . .. .... . . . . . . . .. ... . .. . . . ... . . . . . . . .. . . .. . 
Lugar de nacimiento y provincia .. . .... .. . ... . . . . . .. . ' . ..... .. .. . . . .. .. . . . .. . . . . . .. .. ... . . . . . . .. . 
Fecha de nacimiento: Día . .. . .. .. . . Mes ... . .. . .. . . . . Año . .. . . . . . . 

D.N.I. número· .... ... . ... . . .. .. .. ... ... . . . . .... . . . . . . ...... . . . . . .... . . ... . .... . ... . .. .. .. .. . . 

DOMICILIO ACTUAL 
Calle y número .. . . .. . . ... ' . . ....... . .. ... .. . .. . . . . . . . . .. . . . . . .. . .. . . ..... . . . . . . . . . . ........ . 

Código Postal .. . ... . .. Población y Provincia . . . . .... . ..... . . . . .. .. . . .. .. . .. ... . . ...... . . . . . . .. . . . . 
Teléfono .. .. .. . .. . ... . ... .... . .. . . .. . . 

ANTECEDENTES QUE SOLICITA CANCELAR 
Causa nº/Año .. . ..... .. ' .. .. .... . ... .. .. . ... . . . . . ...... . .. ... . .. ... . . . . . . . . . . . .. ....... . . . . . 
Juzgado o Tribunal . .. . .. . .... . .. . . . . .. . .. .. . . . . ... . . . . .. . . .. ... .. . . .. . .. . . . .. . . . . . . . .. . . ... . . 

Delito/os . ... . .. . .... . ....... .. ........ . . . ... . . . . . . . .. . . . .. .. . .. .. . . . . . ... . . ... ..... .. ... .. . 

Pena/as ... . . .. . .. . . . . . . . . . .. .. .. .. . . . . . . .... . ..... .. . .. ...... . . . . . .. . . ..... . . .. .. . . .. . . . . . 

Fecha de cumplimiento: Liberación . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . ... . . .. . . . . .. . .. ....... . . . . . . . .. . . .. . 

Pago multa . . . . .. . ...... ... . . .. ...... ... . . . . .. ... . .. .... . . ... . . . . ....... .. ... .. .. . .. .... . . . . 

Licencia de caza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ..... . ...... . .. . .... .. . . 

Permiso de conducir . .. .. ..... . . . . . . . . .. . . . .. ... . .. .. . . . . ... . ... .. ... .. ... ... .. . . . ... . . . . . 

(Si se solicita cancelar más de un antecedente, repetir el anterior recuadro las veces que haga falta). 

Fecha . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . Firma del interesado 

MINISTERIO DE JUSTICIA 

Registro Central de Penados y Rebeldes. Secc. Cancelaciones. 

C/ San Bernardo, 21. 28015 Madrid 

En el número siguiente: la solicitud de indulto 
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Consejo General de la Abogacía Ilustre Colegio de Abogados de Baleares Ilustre Colegio de Abogados de Estella 

Española Morey 10 Pza. de los Fueros 4, 2° 

Paseo de recoletos, 13 07001 Palma de Mallorca 31200 Estella 

28004 Madrid Tel: 971-714225/ 71 4840 Tel: 948-550087 

Certificaciones Fax: 971-719206 Fax: 948-546637 

Tels. 91-5232593 www. icaib.org.es 

91-4327475 Ilustre Colegio de Abogados de Ferrol 

Secretaría Ilustre Colegio de Abogados de Coruña s/n 

Fax: 91 -5327836 Barcelona 15401 Ferrol (A Coruña) 

http: www.cgae.es Mallorca 283 Tel: 981 -354705 

E-mail: informacion@cgae.es 08037 Barcelona Fax: 981-355224 

(horario: de 8 a 15 horas) Tel: 93-4872814 web:www.icafi .com 
Fax: 93-4871589 

Delegación en Bruselas www. icab .es Ilustre Colegio de Abogados de Figueres 

Avenue de la Joyeuse Entrée, 1 Pujada del Castell 1 ACC. 3r. 

1 030 Bruselas Ilustre Colegio de Abogados de Burgos 17600 Figueres (Girona) 

Telf: 00-32-2-2800520 Benito Gutiérrez 1 , 1 º Tel: 972-671724 

Fax: 00-32-2-2801895 09003 Burgos Fax: 972-670045 

E-mail: abogaciaesp@euronet.bo Tel: 947-201624 Rebassa www.icafi .com 
Fax: 947-200512 

Colegios de Abogados en España Ilustre Colegio de Abogados de Gijón 
Ilustre Colegio de Abogados de Cáceres Decano Prendes Pando 1 izqda. 

Ilustre Colegio de Abogados de Álava Av. Virgen de la Montaña 6, 1° B; Palacio de Justicia 

Paseo Fray Francisco 4 1 0002 Cáceres 33207 Gijón 

01007 Vitoria Tel: 927-245184 Tel : 985-340354 

Tel: 945-231050 Fax: 927-214604 Fax: 985-358627 

Fax: 945-132331 www.icac.es www.icagijon.es 

www.cva-lek.com 
Ilustre Colegio de Abogados de Cádiz Ilustre Colegio de Abogados de Girona 

Ilustre Colegio de Abogados de Albacete Tamarindos 17-19 Carrer de Barcelona 5, 3° 

San Agustín , 1 Bajo 11 007 Cádiz 17001 Girona 

02001 Albacete Tel: 956-287911 /287905 Tel: 972-210208 

Tel: 967-214181 /82 Fax: 956-287022 Fax: 972-200423 

Fax: 967-242225 www.arconet.es/cabocadiz/ www.documentacio. icag.com 

www. icalba.com 
Ilustre Colegio de Abogados Ilustre Colegio de Abogados de Granada 

Ilustre Colegio de Abogados de Cantabria Pza. Santa Ana 5 

de Alcalá de Henares Pza. Atarazanas 2 1 º 18010 Granada 

Colegios 1 39002 Santander Tel: 958-228420/228445 

28801 Alcalá de Henares Tel: 942-364700 Fax: 958-223502 

Tel: 91-8829268 Fax: 942-364802 www.icagr.es 

1; 

Fax: 91 -8829232 www. icasantander.es 
Ilustre Colegio de Abogados 

Ilustre Colegio de Abogados de Alcira Ilustre Colegio de Abogados de de Granollers 

Ronda de Algemesí 13 Bajo Cartagena Josep Terradellas 5, 1° 3 

46600 Alcira Reina Victoria 38, 1º-2º 08400 Granollers 

Tel: 96-2401 181 30203 Cartagena (Murcia) Tel: 93-8792603 

Fax: 96-2401 181 Tel: 968-528026 Fax: 93-8791438 
Fax: 968-521831 

Ilustre Colegio de Abogados de Alcoy Ilustre Colegio de Abogados 

Av. Juan Gil Albert 35 Ilustre Colegio de Abogados de Castellón de Guadalajara 

03800 Alcoy Temprado 15 Capitán Boixareu Rivero 24 bajo dcha. 

Tel: 96 -5337431 12002 Castellón 19001 Gualdalajara 

Fax: 96-5525992 Tel: 96-4224798/4224750 Tel: 949-228713 - 949-228712 
Fax: 96-423945 1 Fax: 949-228886 

Ilustre Colegio de Abogados de Alicante 
Gravina 4, 2° Ilustre Colegio de Abogados de Ceuta Ilustre Colegio de Abogados de 

03002 Alicante Velarde 1; 51001 Ceuta Guipúzcoa 

Tel: 96-5205267 /52057 43 Tel: 956-511 099 Fuenterrabía 1 , 2º dcha 

Fax: 96-520088 Fax: 956-516061 20005 San Sebastián 

www.icali.es/ www.cace.lmata.com Tel: 943-44011 8 
Fax: 943-420620 

Ilustre Colegio de Abogados de Almería Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad 
Alvarez de Castro,25 Bajos Real Ilustre Colegio de Abogados de Huesca 

04002 Almería Pasaje de la Merced 1 Cavia 3, 1º 

Tel: 950-237104/237533 13001 Ciudad Real 22005 Huesca 

Fax:950-262802 Tel: 926-220721 Tel: 974-210404 
Fax: 926-220733 Fax: 97 4-211 611 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Antequera Ilustre Colegio de Abogados de Córdoba Ilustre Colegio de Abogados de Huelva 

Infante Don Fernando 45, 2ºD Pza. Constitución s/n Alameda Sunheim s/n 

29200 Antequera (Málaga) 14004 Córdoba Palacio de Justicia;21003 Huelva 

Tel: 95-2703467 Tel: 957-231940 / 957231461 Tel: 959-252833 

Fax: 95-2700420 Fax: 957-230016 Fax: 959-281111 
www.alcavia.net/abogados/ 

Ilustre Colegio de Abogados de Avila Ilustre Colegio de Abogados de Jaén 

Rastro 2-3; Ilustre Colegio de Abogados de Cuenca Carmelo Torres 13; 23007 Jaén 

05001 Ávila Parque del Huecar 2 bajo Tel: 953-257300 

Tel: 920-211 281 1 6001 Cuenca Fax: 953-255009 

Fax: 920-352224 Tel: 969-225116 www. icajaen.com 
Fax: 969-225407 

Ilustre Colegio de Abogados de Badajoz Ilustre Colegio de Abogados de Jerez 

Av. Cri stóbal Colón 8, 4° Ilustre Colegio de Abogados de Elche de la Frontera 

06005 Badajoz Puente Ort ices 13 Sevilla 37 

Tel: 924-230333/ 236622 03202 Elche 11402 Jerez de la Frontera (Cádiz) 

Fax: 924-248984 Tel: 96-5455916 Tel: 956-328793 

www. icaba.es Fax: 96-5456637 Fax: 956-328841 

Ilustre Colegio de Abogados 
de La Coruña 
Federico Tapia 11 
15004 A Coruña 
Tel: 981-126090 
Fax: 981-1 20480 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Las Palmas 
Pza. San Agustín 3 
35001 Las Palmas 
Tel : 928-310200/310695 
Fax: 928-311 598 
www. intercom.es/icalpa 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Lanzarote 
Vargas 5 bajo; 
35500 Arrecife (Lanzarote) 
Tel: 928-814491 
Fax: 928-807624 

Ilustre Colegio de Abogados 
de León 
Conde Saldaña 4, 1 º; 
24009 León 
Tel: 987-262046 

987-262649 
Fax: 987-2611 99 
www.ical.es 

Ilustre Colegio de Abogados de lleida 
Av. Francesc Maciá 35, 7-8 
25007 Lleida 
Tel: 973-238007 

973-240041 
Fax: 973-230376 
www.juridica.com/ical 

Ilustre Colegio de Abogados de Lorca 
Corregidor 6 
30800 Lorca (Murcia) 
Tel: 968-460404 
Fax: 968-460404 

Ilustre Colegio de Abogados de Lucena 
San Pedro 40, 1ºC 
14900 Lucena (Córdoba) 
Tel: 957-501955 
Fax: 957-501955 

Ilustre Colegio de Abogados de Lugo 
Pza. De Avilés s/n 
Palacio de Justicia; 
27002 Lugo 
Tel: 982-221997 
Fax: 982-2411 21 

Ilustre Colegio de Abogados de Madrid 
Serrano 9; 28001 Madrid 
Tel: 91-4357810 

91-4358133 
91-4358254 

Fax: 91-576041 7 
www. icam.es 

Ilustre Colegio de Abogados de Málaga 
Paseo de la Farola 13; 
29016 Málaga 
Tel: 952-21641 2 

952-219910 
Fax: 952-226135 
www.icamalaga.es 

Ilustre Colegio de Abogados de Manresa 
San Juan Bautista de la Salle 4, 6° 3; 
08240 Manresa (Barcelona) 
Tel: 93-8721563 
Fax: 93-8727314 
www.icam.net 

Ilustre Colegio de Abogados de Mataró 
Méndez Núñez s/n; 08302 Matará 
Tel: 93-7 415444 

93-7415540 
Fax: 93-7 415539 
www. icamat.es/mataro. html 

• ¿Cómo iniciamos una negociación? 
• ¿Sabemos cuáles son los puntos 

fundamentales que no deben 
olvidarse en todo proceso 
negociador? 

• ¿Sabemos aproximar intereses 
contrapuestos o divergentes? 

• ¿Cómo evitar llegar al 
estancamiento de la negociación? 

• ¿Sabemos qué postura adoptar 
frente a un oponente poderoso? 

Lunes, 22 de abril de 2002 
De 9:30 a 13:30 

Metodología. El método del caso . Trabajo en 
equipo. 
El trabajo individual. Cuestionario Previo. 
LOS SIETE ELEMENTOS DEL PROCESO DE 
NEGOCIACIÓN EN HARVARD. 
LAS TRES ESTRATEGIAS BÁSICAS 
RECLAMAR VALOR 
Caso: TSO (Negociación; Análisis de negociaciones) 
Conferencia - Coloquio 

De 15.30 a 19:30 h. 
CREAR VALOR 
Caso: TERRIBLE-VALISERE HOMBRE 
(Preparación individual; Preparación en equipo; 
Negociación por equipos; Análisis de negocia­
ciones). 
CREAR VALOR. EL DILEMA DEL NEGOCIADOR. 
Conferencia-coloquio 

Juan Malaret, Ph. D., experto en negociación. Tiene 
a su cargo la cátedra de negociación para juristas en 
la Universitat Internacional de Catalunya, además de 
ser profesor en la Universitat de Girona. 

498 € (82.860 ptas.) 
(el precio incluye 2 coffee break y 2 
almuerzos). 
*Miembros de la Asociación Profesional de 
Técnicos Superiores en Negociación y Mediación, 
ex-alumnos de l.S.D.E. o Suscriptores de 
ECONOMIST & JURIST: 
Precio especial: 425=€ (70.714 ptas.). 
Recuerden que el importe de los derechos de asis­
tencia a las Jornadas y la formación de personal pue­
den ser gasto deducible en los Impuestos sobre 
Renta y Sociedades (Ley 4011998 del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y Ley 4311995, del 
Impuesto sobre Sociedades, respectivamente). 

Los asistentes a las Jornadas recibirán la documenta­
ción necesaria y un diploma acreditativo que les facul­
tará para su integración en la Asociación Profesional 
de Técnicos Superiores en Negociación y Mediación 

Martes, 23 de abril de 2002 
De 9:30 a 13:30 h. 

ASPECTOS BÁSICOS DE LA NEGOCIACIÓN 
DE FUSIONES 
NEGOCIAR LA FUSIÓN O ADQUISICIÓN 
Caso PROVIOENCE FORNITURE MANUFAC­
TURING 
Preparación individual y en equipo 
Entrega de Roles y Asignación 
Entrega Memorándum 
Preparación individual de cada rol 
Preparación en equipos de tres : ORA y PFM 
Entrega Formulario 1 

NEGOCIACIONES (Ver grupos) 
Entrega Formulario 2 
PRESENTACIÓN RESULTADOS 

13:30 Almuerzo 

De 15:30 a 19:30 h. 
NEGOCIACIONES DESPUÉS DE LA FUSIÓN 
O ADQUISICIÓN 
Caso: CHARLOTTE BEERS AT OGILVY & 
MATHER WORLWIOE (A) 
Preparación individual y en equ ipo 
Sesión general 

ASPECTOS CULTURALES DE UNA EMPRESA 
ADQUIRIDA. 
DIRIGIR EL DILEMA DEL NEGOCIADOR EN 
NEGOCIACION EN FUSIONES Y ADQUISI­
CIONES. 
ADQUISICIONES EN ACCIÓN. PUNTOS 
CLAVE. 

Conferencia - Coloquio 

Aula l.S.D.E. 
Consejo de Ciento, 413-415, 2° 2ª 
08009 BARCELONA ••• 

• Instituto Superior de 
Derecho y Economía 

D Deseo inscribirme a la Jornada "Negociación avanzada para juristas" E&J57 

Forma de pago: 
Mediante cheque nominativo o transferencia a: 
Instituto Superior de Derecho y Economía, S.A. 
Nº de cuenta: 2100 0707 30 0200169426 

Enviar datos de inscripción junto con la copia del justificante de la transferencia 
o cheque nominativo a: 
Instituto Superior de Derecho y Economía, S.A. 
Consejo de Ciento, 413-41 5, 2º 2ª 
08009 BARCELONA 

Información 
Tel. 902 118 894 Fax: 93 232 12 02 
e-mail: isde@isdemasters.com 

Nombre: _________________ __ _ 
Apellidos. 

~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~-

Dirección: 
~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ 

C.P. :. _____ _ _ Población: _ ____ ______ _ 
Provincia: _____ _ _ _ _____ ____ ___ _ 
Teléfono: ____ __________ _____ _ 
Fax: ____________________ _ 
e-mail : _____ ______ _ ________ _ 
D SUSCRIPTOR ECONOMIST & JURIST 
D MIEMBRO DE LAASOCIACIÓN PROFESIONAL DE TÉCNICOS 
SUPERIORES EN NEGOCIACIÓN Y MEDIACIÓN 

:;:~~f~7':::~hque los datos que usted .nos facilite serán incluidos en un fichero resiJ?nsabilidad .del Instituto Supe.~or de Derecho y Economía, con domicilio en la calle Consejo de Ciento, 413-415, 2' 2' , C.P. 08009 de Barcelona, donde podrá e' ercer en su 

1 1 

d' os 
1
de ª~~~· r~t1ficac1on , ca~celac1on Y OiJ?S1c1on •. con .el fin de realizar la gest1on de adm1nistrac1on general, informar y comercializar nuestros servicios. Por todo ello solicitamos su autorización para real izar el tratamiento de su~ datos con­

b~:~ ~o~ici:~~~~a~ :~ ª c ;~su a ~ntenor as: ~mo ~ara la comunicac1on a las empresas del mismo grupo empresanal. Dicha comunicación podrá tener la finalidad de realizar tareas de gestión general, información desarrollo y comercial ización. Si no reci-
,___ _____ se_n_' _º co- n- rano en e Pazo e un mes, entenderemos que los datos son correctos y otorgado su consentimiento para el envio de informaciones que sean de su interés que, en todo caso, ust~d podria revocar en cualquier momento. 
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Ilustre Colegio de Abogadosde Melilla 
Cándido Lobera 25, 2º b 
Palacio de Justicia 
52001 Melilla 
Tel: 952-683819 
Fax: 952-682764 

Ilustre Colegio de Abogados de Murcia 
López Puigcerver 25 B 
30003 Murcia 
Tel: 968-222666 
Fax: 968-216580 
www. icamur.es 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Orihuela 
Tagores 4 
03300 Orihuela (Alicante) 
Tel: 96-67 44831 

96-6744949 
Fax: 96-6744753 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Ourense 
Concejo 22 
32003 Ourense 
Tel: 988-370746 
Fax: 988-370962 

Ilustre Colegio de Abogados de Oviedo 
San Juan 10, 
Palacio de Justicia 
33003 Oviedo 
Tel: 985-212370 

985-223986 
Fax: 985-228582 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Palencia 
Felipe Prieto 18 bajo; 
34001 Palencia 
Tel: 979-742818 
Fax: 979706118 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Pontevedra 
Reina Victoria 9; 
36001 Pontevedra 
Tel : 986-896866/896788 
Fax: 986-859202 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Pamplona 
Av. del Ejército 2 
31002 Pamplona 
Tel : 948-221475 
Fax: 948-206287 

Ilustre Colegio de Abogados de Reus 
Av. María Fortuny 83, 1°; 
43204 Reus (Tarragona) 
Tel: 977-340850 
Fax: 977 -340625 
www.advocatsreus.org 

Ilustre Colegio de Abogados 
de La Rioja (Logroño) 
Bretón de los Herreros 26 
26001 Logroño 
Tel: 941-228104 

941-228154 
Fax: 941-227229 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Sabadell 
Lacy 15; 
08202 Sabadell (Barcelona) 
Tel: 93-7265335 
Fax: 93-7258784 
www.icasbd.org 

Ilustre Colegio de Abogados 
de Salamanca 
Gran Vía 37 
37001 Salamanca 
Tel: 923-268566 
Fax: 923-260675 

Agenda y gestiones 

Ilustre Colegio de Abogados de Sant Feliu Ilustre Colegio de Abogados 
de llobregat de Teruel 
Dalt 10, 1º Ed. Juzgados; Pza. Tremedal 2 
08980 Sant Feliu de Llobregat 44001 Teruel 
(Barcelona) Tel: 978-605352 
Tel: 93-6661507 Fax: 978-601891 

93-6664600 
Fax: 93-6850006 Ilustre Colegio de Abogados 

de Toledo 
Ilustre Colegio de Abogados de Santa San Marcos 13 
Cruz de la Palma 45002 Toledo 
Gral. Mola 33 - Edif. Juzgados; Tel: 925-222151 
38700 Santa Cruz de la Palma 925-223267 
(Canarias) Fax: 925-250481 
Tel: 922-413142 
Fax: 922-413142 Ilustre Colegio de Abogados 

de Tortosa 
Ilustre Colegio de Abogados de Santa Pza. De Estudis s/n; 
Cruz de Tenerife 43500 Tortosa 
Leoncio Rodríguez 7 1 º Tel: 977-441029 
Edificio El Cabo; Fax: 977-446311 
38003 Santa Cruz de Tenerife 
Tel: 922-205075 Ilustre Colegio de Abogados 

922-228643 de Tudela 
Fax: 922-222961 Pablo Sarasate, 4, 

Palacio de Justicia 
Ilustre Colegio de Abogados de Santiago 31500 Tudela (Navarra) 
de Compostela Tel: 948-825671 
Eduardo Pondal 4 bajo; Fax: 948-824 7 41 
15702 Santiago de Compostela 
Tel: 981-581713/581132 Ilustre Colegio de Abogados 
Fax: 981 -581132 de Valencia 

Palacio de Justicia; 
Ilustre Colegio de Abogados de Segovia 46003 Valencia 
San Agustín 19 bajo; Tel: 96-3515335/3516119 
40001 Segovia Fax: 96-3529390 
Tel : 921-463318 Villafrancawww.icav.es 
Fax: 921 -463319 

Ilustre Colegio de Abogados de 
Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla Valladolid 
Chapineros 6 Torrecilla 1, 49 
41004 Sevilla 47003 Valladolid 
Tel: 954-217400 Tel: 983-010900 

954-217570 Fax: 983-01091 O 
Fax: 954 / 213433 
www.andalucia.net/icas/ Ilustre Colegio de Abogados de Vic 

Pza. D. Miguel de Clariana 2, 1° 
Ilustre Colegio de Abogados de Soria 08500 Vic 
Aguirre 3, 5° Tel: 93-8893343 
42002 Soria Fax: 93-8861966 
Tel : 975-211726 
Fax: 975-211726 Ilustre Colegio de Abogados de Vigo 

Pza. de América 2, 1 º 
Ilustre Colegio de Abogados de Sueca Portal Oficinas; 
Aptdo Correos 98; 36211 Vigo (Pontevedra) 
4641 O Sueca (Valencia) Tel: 986-208200/208111 
Tel: 96-1700033 Fax: 986-200003 

www.icavigo.es 
Ilustre Colegio de Abogados de Tafalla 
Av. Sangüesa 2, 1 º CO Ilustre Colegio de Abogados 
31300 Tafalla de Vizcaya (Bilbao) 
Tel: 948-700976 Rampas de Uribitarte 3, 1 º 
Fax: 948-755405 48001 Bilbao 

Tel: 944-356200 
Ilustre Colegio de Abogados de Talavera Fax: 944-356201 
de la Reina www.icasv-bilbao.com 
Adalid Meneses 11 
45600 Talavera de la Reina (Toledo) Ilustre Colegio de Abogados . 
Tel : 925-812597 de Zamora 
Fax: 925-825178 El Riego 3, 1 ºb 

49004 Zamora 
Ilustre Colegio de Abogados de Tel: 980-532645 
Tarragona Fax: 980-5367 46 
Enrie d'Ossó 1, 2°; 
43003 Tarragona Ilustre Colegio de Abogados 
Tel: 977-212360 de Zaragoza 
Fax: 977-240650 Don Jaime 1 18, 
www.coladvtgn .es 50001 Zaragoza 

Tel: 976-204220 
Ilustre Colegio de Abogados Fax: 976-396155 
de Terrassa www.reicaz.es 
Gabriel Querol 21-23 
08221 Terrassa Consejo general del Poder Judicial 
Tel: 93-7801366 C/ Marqués de la Ensenada, 8 

93-7801699 28004 Madrid 
Fax: 92-7330667 Tel: 91-7006100* 
www. icater.org Fax: 91-7006358 

Escuela Judicial 
Madrid 
Avda. Cardenal Herrera Oria, 378 
28035 Madrid 
Tel: 91-3860600* 
Fax: 91-3860702 
Barcelona 
Camino antiguo de Vallvidrera, s/n 
08017 Barcelona 
Tel: 93-4067300* 
Fax: 93-4069164 

Centro de documentación judicial 
C/ Manterola, 13 - 2º 
20007 Donosti - San Sebastián 
Tel: 943-445223* 
Fax: 943-445222 
En la web: incluye Cendoj y bases de 
datos de artículos y revistas 
http://195.55.151.1 O/ABSYS/ 

Sedes de los Órganos 
Jurisdiccionales Centrales 

Tribunal Supremo 
Presidencia 
Plaza Villa París, s/n 
28004 Madrid 
Tel: 91-3971000 
Fax: 91-3193591 
Civil 
Sala Primera 
Plaza Villa París, s/n - 28004 Madrid 
Tel: 91-3971000 - Fax: 91-3193591 
Penal 
Sala Segunda 
Plaza Villa París, s/n - 28004 Madrid 
Tel: 91-3971000 - Fax: 91-3193591 
Contencioso-Administrativo 
Sala Tercera 
Plaza Villa París, s/n - 28004 Madrid 
Tel: 91-3971000 - Fax : 91-3193591 
Social 
Sala Cuarta 
Plaza Villa París, sin - 28004 Madrid 
Tel: 91-3971000 - Fax: 91-3193591 
Militar 
Sala Quinta 
Plaza Villa París, sin - 28004 Madrid 
Tel: 91-3971000 - 91 -3193591 
Gabinete Técnico 
Plaza Villa París, s/n - 28004 Madrid 
Tel : 91-3971000 - Fax: 91-3193591 
Secretaria Gobierno 
Plaza Villa Paris, s/n - 28004 Madrid 
Tel: 91-3971000 - Fax: 91-3193591 

Audiencia Nacional 
Presidencia 
Prim, 12 - 28004 Madrid 
Tel: 91-3970250 
Fax: 91-3970381 
Juzgado Penal 
García Gutiérrez, 1 - 28004 Madrid 
Tel : 91 -3101097 
Juzgado nº 1 -Tel: 91-3101097 
Juzgado nº 2 -Tel: 91-3101097 
Juzgado nº 3 - Tel: 91-3101097 
Juzgado nº 4 -Tel: 91-3101097 

Contencioso-Administrativo 
Prim 12 - 28004 Madrid 
Tel: 91 -3970380 
Fax: 91 -3970381 
Juzgado nº 1 - Tel: 91-3970284 
Juzgado nº 2 - Tel: 91-3970279 
Juzgado nº 3 - Tel: 91 -3970271 
Juzgado nº 4 - Tel: 91-3970276 
Juzgado nº 5 - Tel: 91-3970300 
Juzgado nº 6 - Tel: 91 -3970297 
Juzgado nº 7 - Tel: 91 -3970294 
Juzgado nº 8 - Tel: 91 -3970291 
Social 
Prim 12 - 28004 Madrid 
Tel : 91-3970269 
Sala Única - Tel: 91-3101097 

Secretaría de Gobierno 
Garcia Gutiérrez, 1 - 28004 Madrid 
Tel: 91-3082639 
Central de lo Penal 
Juzgado Unico 
García Gutiérrez, 1 - 28004 Madrid 
Tel: 91-3192865 - Fax: 91-5715094 
Central de lo Contencioso-Administrativo 
Gran Vía, 19 - 28013 Madrid 
Juzgado nº 1 
Tel: 91 -7016042 - Fax: 91 -4016044 
Juzgado nº 2 
Tel: 91-7016049 - Fax: 91-7016055 
Central de lo Penal 
Juzgado Único 
García Gutiérrez, 1 - 28004 Madrid 
Tel: 91-3192865 - Fax: 91-5715094 
Central de Instrucción 
García Gutiérrez, 1 - 28004 Madrid 
Juzgado nº 1 
Tel: 91-3194734- Fax: 91-3199004 
Juzgado nº 2 · 
Tel: 91-3081611 - Fax: 91-3194021 
Juzgado nº 3 
Tel: 91 -3083006 - Fax: 91-3083024 
Juzgado nº 4 
Tel: 91-3194834 - Fax: 91-3081739 
Juzgado nº 5 
Tel: 91 -3192763 - Fax: 91-3194731 
Juzga<Jo nº 6 
Tel.:91-3101097 - Fax: 91-3105581 
Registro Civil Central 
Juzgado nº 1 
Pradillo, 66 - 28002 Madrid 
Tel.: 91 -3973726 - Fax: 91-3973708 
Registro Civil Central 
Juzgado nº 2 
Pradillo, 66 - 28002 Madrid 
Tel. 91-3973727 - Fax: 91-3973715 

Sedes de todos los órganos 
jurisdiccionales españoles 
con dirección teléfono y Fax 
http :/ /www.cgpj.es/sedes/index. html 

Tribunal Constitut:ional 
Domenico Scarlatti, 6 
28003 Madrid 
Tel (34) 91-5508000 
Fax (34) 91-5449268 
http://www.tribunalconstitucional.es 
Correos electrónicos 
Gabinete de prensa: tcgapre@tsai .es 
webmaster: istz0049@tsai.es 
Registro 
De lunes a sábado: 09:30 a 15 horas 
Abierto todos los días hábiles, incluso 
durante el mes de agosto. 

El mes de agosto es inhábil a efectos 
jurisdiccionales 
(Acuerdo de 15 de junio de 1982, 
reformado en 1999) 

Fiscalía General del Estado 
el Fortuny, 4 
28071 Madrid 
Tel: 91-3197594 
Fax: 91-3190712 

Fiscalía Tribunal Supremo 
Plaza Villa París, s/n 
28071 Madrid 
Tel : 91-972020 
Fax: 91-193643 

Fiscalía Audiencia Nacional 
el García Gutiérrez, 1 
28071 Madrid 
Tel : 91-3973295 
Fax: 91-3973286 

Fiscalía Especial contra la droga 
el García Gutiérrez, 1 
28071 Madrid 
Tel : 91-3193376 
Fax: 91-3193288 

' ; 

Agenda y gestiones 

Fiscalía Tribunal Constitucional 
el Fortuny, 4 - 28071 Madrid 
Tel: 91 -31961 16 - Fax: 913193576 

Fiscalía Anticorrupción 
el Francisco Gervás, 3 
28071 Madrid 
Tel : 91-5712523 - Fax: 91 -5711772 

Fiscalía Tribunal de Cuentas 
el Fuencarral, 81 - 28071 Madrid 
Tel:: 914478701 

Consejo de Estado 
e/Mayor 79 - 28013 Madrid 
Tel.: 91-5166262 - Fax: 91-5166244 
e-mail : sec.gral@consejo-estado.es 
http://www.consejo-estado.es 
Asuntos en tramitación: 
Tel.: 91-5166216 / 91-5166217 
Fax: 91-5166244 
e-mail : sec.gral@consejo-estado.es 
Archivo y biblioteca 
Tel.: 91-5166256/91 -51 66257 
Fax: 91 -5166260 
e-mail: biblioteca@consejo-estado.es 
Estudios y publicaciones 
Tel.: 91-5166208 / 91-51 66228. 
e-mail: seccion8@consejo-estado es 
Visitas colectivas 
Tel.: 91-5166236 - Fax: 91-5166215 

Registro Civil Central 
el Montera, 18 - 28071 Madrid 
Tel: 91-7014319 

Defensor del Pueblo 
Paseo de Eduardo Dato, 31 
2801 O Madrid 
Tel: 91-4327900 
http://www.defensordelpueblo.es/ 

Oficina Española de Patentes 
y Marcas 
el Panamá, 1 - 28071 Madrid 
Tel: 91-3495300k 
http://www.oepm.es/ 
Información 
Tel: 902157 530 
Horario: Lun. a vie. de 9 a 14:30 h. 
Fax: 91-3495597 
Difusión 
Tel: 91-349533513495397 / 3493020 
Fax: 91-4572586 
RDSI Videoconferencia: 34 91-4584295 
Correo electrónico: 
lnf. adm.: informacion@oepm.es 
Of. de difusión: difusion@oepm.es 
Registro 
Lun. a Vie.: 9:00 a 14:30/16:00 a 18:00 
Sáb. 9:00 a 13:00 
Del 1 de Jul. al 31 de Ag. el horario 
será de Lun. a Vie. de 9:00 a 14:30 
Sáb. 9:00 a 13:00 
Servicio de caja 
Lunes a Viernes de 9:00 a 14:30 

Instituto de Toxicología 
el Luis Cabrera, 9 - 28071 Madrid 
Tel: 91-5688469 
Fax: 91 -5636924 

Registro Central de Penados 
y Rebeldes 
Ministerio de Justicia 
San Bernardo, 45. Planta baja. 
28015-Madrid 
Horario: lun. a vie., 9 a 14 h./ 16 a 18 h 
Tel.: 91-3902037 / 91-3902052 

La Administración electrónica 
El portal de la administración 
http://www.administracion.es 
Casa de S.M. el Rey 
http ://www. casare al. es 
Congreso de los Diputados 
http://www.congreso.es 

Senado 
http :/ /www.senado.es 
Tribunal de Cuentas 
http://www.tcu.es/ 
Presidencia del Gobierno 
http:/ /www. la-moncloa.es/ 
M. de la Presidencia 
http://www.mpr.es/ 
M. de Economía 
http://www.mineco.es 
M. de Hacienda 
http://www.minhac.es 
M. de Asuntos Exteriores 
http://www.mae.es 
M. de Justicia 
http://www.mju.es 
M. del Interior 
http://www.mir.es/ 
M. de Fomento 
http://www.mfom.es/ 
M. de Educación, Cultura y Deporte 
http://www.mec.es/ 
M. de Trabajo y Asuntos Sociales 
http ://www.mtas.es/ 
M. de Ciencia y Tecnología 
http://www.mcyt.es/ 
M. de Agricultura Pesca y Alimentación 
http://www.mapya.es/ 
M. para las Administraciones Públicas 
http://www.map.es/ 
M. de Sanidad y Consumo 
http://www.msc.es/ 
M. de Medio Ambiente 
http://www.mma.es/ 
M. de Defensa 
http://www.mde.es/ 
A. Estatal de Administración Tributaria 
http ://www.aeat.es 
Agencia de Protección de Datos 
http ://www.ag-protecciondatos.es/ 
Pág. de los Registros de la propiedad 
y Mercantiles de'España 
http://www.registradores.org/ 
Consejo Nacional del Mercado de Valores 
http ://www. en mv. es/ 
Consejo Económico y Social de España 
http :/ /www.ces.es/ 
Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias 
http://www.mir.es/instpeni/index. htm 
Dirección General de Objeción de 
Conciencia 
http://www.rnju.es/objecion/ 
Dirección General de Tráfico 
http://www.dgt.es/ 
Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera 
http://www. mi neco. es/tesoro/ 
Dirección General de Tributos 
http://www.minhae.es/tributos 
Dirección General de Seguros 
http://www.dgseguros.mineco.es 
Dirección del Servicio Jurídico del Estado 
http://www. mju .es/dsje/index. htm 
Dirección General del Catastro 
http://www.catastro.minhac.es 
Embajadas y Consulados 
http://www. mae. es/mae/textos/misio­
nes/default. htm 
Guardia Civil 
http://www.guardiacivil.org 
Of. virtual de denuncias de la P. Nacional 
http://www.polieia.es 
Registros y Notariado 
http://www. mju. es/mrnotariado.htm 
Secretaría de Estado de la S. Social 
http ://www.seg-social.es/ 

Administración Autonómica 
Andalucía 
http://www.junta-andalucia.es 
Aragón 
http://www.aragob.es/ 
Asturias 
http ://www.princast.es/ 
Baleares 
http://www.caib.es/ 

Canarias 
http://www. gobcan. es/ 
Cantabria 
http://www.cantabria.org/ 
Castilla y León 
http://www.jcyl.es/ 
Castilla-La Mancha 
http://www.jccm.es/ 
Cataluña 
http://www. gencat. es/ 
Ceuta 
http ://www.ciceuta.es/ 
Extremadura 
http://www.juntaex.es/ 
Galicia 
http://www.xunta.es/ 
La Rioja 
http://www.larioja.org/ 
Madrid 
http://www.comadrid .es/ 
Melilla 
http://www.eamelilla.es/ 
Murcia 
http://www.earm.es/ 
Navarra 
http://www.cfnavarra.es/ 
País Vasco 
http://www.euskadi .net/" 
Valencia 
http://www.gva.es/ 

Publicaciones oficiales 
BOE 
http://www.boe.es 
Diario Oficial de las CC. EE. 
http: //eu ropa.eu. int/eur-lex/es/oj/ 
index.html 
Diario de Sesiones del Consejo de los 
Diputados 
http://www.congreso.es/frames_dia­
rios .htm 

Boletines Oficiales Autonómicos 
Andalucía (BOJA) 
http ://www.junta-andalucia.es/bojas/ 
index.htm 
Aragón (BOA) 
http://www.aragob.es/sid/bole/boa­
boa.htm 
Asturias (BOPA) 
http://www.princast.es/bopa/index. htm 
Baleares (BOCAIB) 
http://boib.caib.es/ 
Canarias (BOC) 
http :/ /www.gobcan.es/boc/index. htm 1 

Cantabria (BOC) 
http://www.gobeantabria.es/boc/ 
Castilla y León (BOCYL) 
http:/ /www.jcyl.es/jcyl/cpat/sg/svdp/boc 
yl/sumarios/ 
Castilla la Mancha (DOCM) 
http://www.jecm.es/docm/ 
Cataluña 
http://www.gencat.es/diari/index. htm 
Ceuta (BOCCE) 
http :/ /www.ciceuta.es/ orgcu ltura/Boc 
e/bocemenu. htm 
Extremadura (DOE) 
http://www.juntaex.es/diario_oficial/ 
Galicia (DOG) 
http://www.xunta.es/doga/ 
La Rioja (BOR) 
http:/ /www. larioja.org:81 /pls/dad_user/ 
GO.sac_sch?p_opcion=G04.bor _home 
Madrid (BOCM) 
http:/ /www.comadrid.es/bocm/ 
Melilla (BOCAM) 
http://www.camelilla.es/bocam/ 
Murcia (BORM) 
http://www.carm.es/borm/ 
Navarra (BON) 
http :/ /www.cfnavarra.es/bon/ 
País Vasco (BOPV) 
http://www.euskadi.net/bopv/ 
Valenciana (DOGV) 
http//www.gva.es/servic/predocas. htm 

-
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Ya ha entrado en vigor y son muchas las dudas que se ciernen sobre su apl icación. 

El abogado Juan M. Venegas Valladares ha preparado un artículo sobre la reforma de la 
Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial 

Sociedad ¿anónima o limitada? 
El Despacho Pinto & Ruiz del Valle nos comentará cuales son las ventajas 

e inconvenientes en optar por una u otra. Sabremos que se esconde 

tras esta elección y podremos aconsejar mejor a nuestros clientes. 

El nuevo sistema gradual y flexible de jubilación 

aprobado a finales de diciembre de 2001 es una de las 

grandes novedades laborales que estudiará Joaquim Abril, 

abogado de AGM Lawrope. 

El derecho de petición al fin ha sido regulado con la aprobación 

de la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre. Sobre su 

regulación específica escribirá Miguel Montoro Puerto, Ex Fiscal Jefe 

ante el Tribunal Constitucional. 

contratos 
Nuestro contrato mercantil será el de Leasing Inmobiliario 

Gestiones 
Nuestra gestión será la Solicitud de Indulto. 

y además ... 
Nuestras habituales secciones: Al día, Novedades en Derecho Comunitario, Espacio LEC, 

Consultorio LEC, Economía para juristas, Agenda, Novedades Legislativas y 

S bvenciones, con todo lo publicado en el BOE el día 15 de cada mes. 
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ECONOMIST &JURIST 
Difusión Jurídica y Temas de Actualidad, S.A. 

Consell de Cent, 41 3-415, 2º-2ª - 08009 Barcelona 

ref. E&J 57 Tel: 93.246.93.88 I Fax: 93.232.16. 11 
E-mail: info@difusionjuridica.com - web: www. difusionjuridica.com 

Deseo suscribirme a la revista ECONOMIST&JURIST por un período de 1 año, al precio de 100,46 euros (16.715 pta.) + 4% IVA al año. 

El precio de la suscripción incluye gastos de envío. 

Razón Social __ NIF 

Apellidos __________________ _ Nombre 

Profesión-------- ----- ------------ ---- - ---- ---- ---­

Dirección ---------~-------- nº ____ _ C.P. - -------------
Ciudad _ _ ______ _____ _____ _ Provincia _______ _ __________ _ 

Teléfono-------- Fax --------- E-mail _ _ _ ________ _______ _ 

Muy señores míos, 
Ruego atiendan, hasta nuevo aviso, los recibos que DIFUSIÓN JURÍDICA Y TEMAS DE ACTUALIDAD S.A. les pase en concepto de cuota anual 
de suscripción con cargo a: 

Titular de la cuenta: de _____ de 200_ 

Nº de cuenta: ,.____.__~~~' ~' ~-.___~~' L___L__J ._1 ___._...___.____.__.____.__..____,.___~~ Firma 

Le informamos que los datos que usted nos facilite serán incluidos en un fichero responsabilidad de Difusión Jurídica y Temas de Actualidad, S.A., con domicil io en la calle Consejo de Ciento, 413-415, 2° 2ª, C. P. 08009 
de Barcelona, donde podrá ejercer en su caso los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, con el fin de realizar la gestión de administración general, informar y comercializar nuestros servicios. Por 
todo ello solicitamos su autorización para realizar el tratamiento de sus datos conforme a lo dispuesto en la cláusula anterior así como para la comunicación a las empresas del mismo grupo empresarial. Diclha comu­
nicación podrá tener la finalidad de realizar tareas de gestión general, información, desarrollo y comercialización. Si no recibimos noticias suyas en sentido contrario en el plazo de un mes, entenderemos que los datos 
son correctos y otorga_cio su consentimiento para el envío de informaciones que sean de su interés que, en todo caso, usted podría revocar en cualquier momento. 

Le ofrecemos la solución informática de gestión 
más completa para ahogados. 

Una solución compuesta por el software 
SGA/WIN y tecnología IBM. 

SGA/WIN Usted podrá controlar toda ]a 

información de lo asunto : agenda. e critos, 

prmisione de fondo . facturación, producción. etc., 

rea]izando un compJeto seguimiento de todos 

us e pedie-ntes de una forma rá pida y eficaz. 

SGA/WIN e actuali za permanentemente, 

adaptándo e a las últimas tecno1ogías y protegiendo 

'\' Mcnu 1'11nc1pal 56AIW'IH : 

Tlposd&E~ 

TliluMlta 
Abo~ 
°"""8$ 

f'roc:u«lo .... 
l'!dri:wi"'8s 
Tip<n de Ptoltt~1" 
Ptts0141 dt! defi>edio 
Cód9>t de Agen:I.\ 
rlllOSd&DocllllOntaa 
CQci~~ 

~tlGthcttHI 

~deE"l>Cdienl0$ 

PllM!e<b• 
~ ... 
Silu.'°1.,<f.E~ 

Dtl>!ll~ 

~ 
Tal!lat 

IJ 
Sai1 

~ ......... 
A-.... .,,.,i19íí....--- notljEXfif..,6f"""iN""'iE"""bt"""Pílüt"""i(....-------
~ - ltWd jun1»W.OiJUUIW,'<IUÜ, 16i'a.. 
Tipt~ JUQOOOliJófldlikiA .<tJT05 -- • ~ 
PrcNtcb )RfffbiWUXMJN&DMii eu.í• 1;m,aw 

·w;.,.-..1,._.-;¡eo-;-'r>-lr.n...lr-. .. 1~--. ,__l --

IBM 

Netfiiiítv S.rvetfl_,;;.J 

Minl~ 

su inve r ión con la max1ma productividad. 
I"'•+ 
.--- 1 

r\demá e adapta a· las nece idades jurídicas de 

despachos. grandes bufotes y gabinetes de empresa. 

SGA/WIN está diseñado para operar en red y en monopuesto con la ayuda de la tecnología de los siguientes productos de IBM: 

• Servidor Nedinity 3000 de IBM: diseñado para Windows ~1~ para 

aprovechar Internet y ofrecer la máxima fiabilidad. Induye una ]jcencia 

Lotus Domino Application S rver, S licencias de cliente Lotus otes 

Collabora tion y 5 licencias (CAL) de acceso mediante navegador. 

• Ordenador TBM PC .3 00 GL: potencia y capacidad 

para ll evar a su empre a donde desee. 

• Ordenadores portátil es ThinkPad de IBM: 

Internet, diseño y prestaciones li stas para ll evar. 

Además. adqujera la nueva version del software de reconocimiento de voz Via Voice Millennium Pro de JBM. 

Para más información llame al 900 100 400 de lunes a vie rnes de 9 a 19 h.o visítenos en ibm.com/es/pymes 

1 

Le ofrecemos presupuesto sin compromiso 
y financiación a su medida. 

Avda. Roma, 157,4º. 08011 Barcelona 
Tel. : 93 452 11 64 


